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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 6 de setiembre de 2019 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 10 de setiembre, a las 09:30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 

Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1.) por el que se regula la producción, planificación, 
contratación, distribución y asignación de la publicidad 
oficial; 

Carp. n* 1129/2018 - rep. n.* 938/19 


2.>) por el que se extiende la facultad otorgada al Po- 
der Ejecutivo por la Ley n.” 13921, de 30 de noviembre 
de 1970, modificativas y concordantes, a los casinos que 
funcionan a bordo de los cruceros atracados en aguas te- 
rritoriales uruguayas que lleguen a puertos nacionales. 
Carp. n.* 767/2017 - rep. n.* 939/19 


3.) Informe de la Comisión de Asuntos Laborales re- 
lacionado con un proyecto de minuta de comunicación por 
el que se solicita al Poder Ejecutivo la iniciativa corres- 
pondiente a los efectos de otorgar una pensión graciable al 
señor Luis Eduardo Ramos de Lucía; 

Carp. n* 1378/2019 - rep. n.* 935/19 


4.) por el que se aprueban el Convenio constitutivo 
de la Organización Internacional de Telecomunicacio- 
nes Móviles por Satélites enmendado tal como se convino 
en el vigésimo período de sesiones de la Asamblea de la 
IMSO, el anexo (procedimientos para solucionar las con- 
troversias a que hace referencia el artículo 17 del conve- 
nio), el Protocolo de privilegios e inmunidades de la Or- 
ganización Internacional de Telecomunicaciones Móviles 
por Satélites, y su enmienda; 

Carp. n.-* 1393/2019 - rep. n.* 942/19 


5.2) por el que se aprueba el Acuerdo relativo a la tasa 
consular y a los compromisos referidos a la certificación 
de origen digital, entre la República Oriental del Uruguay 
y la República de Chile, suscrito mediante notas reversa- 
les, el 1.2 de agosto de 2018; 

Carp. n* 1392/2019 - rep. n.* 945/19 


6.) por el que se aprueba el Convenio para la repre- 
sión de actos ilícitos relacionados con la aviación civil in- 
ternacional, suscrito en Beijing, República Popular China, 
el 10 de setiembre de 2010; 

Carp. n* 1254/2018 - rep. n.* 946/19 
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7.2) por el que se aprueba el Acuerdo de sede entre la 
República Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de 
Arbitraje, suscrito en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el 12 de junio de 2018; 

Carp. n- 1255/2018 - rep. n.* 943/19 


8.) por el que se aprueban el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Italiana para 
eliminar la doble imposición en materia de impuestos so- 
bre la renta y prevenir la evasión y elusión fiscal, y su pro- 
tocolo, suscritos en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el 1.? de marzo de 2019; 

Carp. n.* 1355/2019 - rep. n.* 944/19 


9.2) por el que se aprueba el Acuerdo sobre la orden 
Mercosur de detención y procedimientos de entrega entre 
los Estados partes del Mercosur y Estados asociados, sus- 
crito en la ciudad de Foz de Iguazú, República Federativa 
del Brasil, el 16 de diciembre de 2010; 

Carp. n-* 1245/2018 - rep. n. 941/19 


10) por el que se aprueba el Tratado de Singapur sobre 
el derecho de marcas, su reglamento y la resolución de 
la Confederación Diplomática Suplementaria al Tratado 
de Singapur sobre el derecho de marcas y su reglamento, 
firmado en Singapur, el 27 de marzo de 2006 y a la reserva 
contemplada en el artículo 19 n. 2. 

Carp. n* 1300/2019 - rep. n.* 940/19 


11) Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de designar en calidad de embajadora ex- 
traordinaria y plenipotenciaria de la república ante el Go- 
bierno de la República de El Salvador a la señora Pamela 
Vivas Ayub. 

Carp. n.* 1395/2019 - rep. n.* 937/19 


12) Informe de la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo a fin de designar en calidad de embajador 
extraordinario y plenipotenciario de la república ante el 
Gobierno de la República de Polonia al señor Beraldo Ro- 
que Nicola Flániguen. 

Carp. n* 1386/2019 - rep. n.* 936/19 


13) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo a fin de destituir de su cargo a una funcio- 
naria del Ministerio de Economía y Finanzas, Dirección 
Nacional de Aduanas. (Plazo constitucional vence el 22 de 
octubre de 2019). 

Carp. n-* 1375/2019 - rep. n.* 933/19 


14) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita la 
venia correspondiente a los efectos de destituir de su cargo 
a una funcionaria del Ministerio de Educación y Cultura, 
Fiscalía General de la Nación. (Se incluye en el orden 
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del día por vencimiento del plazo reglamentario). (Plazo 
constitucional vence el 1.” de octubre de 2019). 
Carp. n.* 1361/2019 - rep. n.* 931/19 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Aristimuño, 
Aviaga, Baráibar, Besozzi, Bordaberry, Camy, 
Cardoso, Castillo, Delgado, García (Javier), Garín, 
Heber, Iturralde, Laguarda, Larrañaga, Lazo, 
Martínez Huelmo, Michelini, Mieres, Otheguy, 
Passada, Paternain, Pesce, Saravia, Vassallo y Xavier; 
ingresan posteriormente, por licencia de los respectivos 
titulares, los señores senadores Draper, Gallicchio y 
Meléndez. 


FALTAN: con licencia, la señora presidenta del Cuerpo, 
Lucía Topolansky, y los señores senadores Alonso, 
Coutinho, De León, Moreira y Tourné; se retiran con 
licencia los señores senadores Michelini y Delgado; y, 
con aviso, el señor senador Bianchi. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Habiendo 
número, está abierta la sesión. 


(Son las 09:41). 


(Se incorpora la nómina de asuntos entrados remiti- 
dos al Cuerpo de Taquigrafos por parte de la Secretaría 
del Senado). 


«La Presidencia de la Asamblea General destina men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


* por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a adecuar 
las condiciones del endeudamiento, modificar convenios 
de capitalización suscritos y ampliar plazos estipulados, a 
los efectos de regularizar el adeudo de las organizaciones 
de productores con el Plan Nacional de Silos. 

A LA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


+ Porel que se autoriza el ingreso al territorio nacional 
de hasta tres personal superior y una aeronave KC-130 de 
la Fuerza Aérea argentina, con la finalidad de realizar el 
Ejercicio Tanque 2019, entre el 14 y el 18 de octubre de 
2019 (fecha alterna entre el 3 y el 7 de noviembre de 2019). 

A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 
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+ Por el que se extiende hasta un máximo de cuatro 
años el período de gracia previsto en el inciso primero del 
artículo 1.2 de la Ley n.” 19397, de 27 de mayo de 2016, 
sobre acceso a financiamiento para empresas lácteas ex- 
portadoras. 

A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


El Poder Ejecutivo remite mensaje por el que comunica 
la promulgación de un proyecto de ley por el que se crea 
un nuevo régimen a fin de asegurar un mínimo de jornales 
para el personal dependiente en depósitos portuarios y ex- 
traportuarios en empresas prestadoras de dichos servicios 
y se deroga el artículo 116 de la Ley n.* 19535, de 25 de 
setiembre de 2017. 

AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


+ por el que se designa Clemente Estable la Escuela 
n. 96 del departamento de Paysandú, dependiente del 
Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se declara de interés público la investi- 
gación científica sobre el cannabis y sus aplicaciones en 
todas las áreas del conocimiento. 

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


+ Por el que se designa La Charqueada-Eustaquio Sosa 
el puerto de la localidad de General Enrique Martínez (La 
Charqueada), departamento de Treinta y Tres. 

A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚ- 
BLICAS. 


+ Por el que se reconoce, promueve y apoya a la econo- 
mía social y solidaria. 

A LA COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO 
E INCLUSIÓN. 


Asimismo, remite aprobado en nueva forma un pro- 
yecto de ley por el que se sustituyen los artículos 119 y 
141 de la Ley n.? 18407, de 24 de octubre de 2008, sobre 
cooperativas de vivienda. 

A LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL. 


Además, comunica: 
+ que ha aprobado los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueban el Convenio de cooperación 
para la prestación de servicios en la esfera de la salud 
entre el Ministerio de Salud Pública de la República de 
Cuba y el Ministerio de Desarrollo Social de la República 
Oriental del Uruguay, y sus anexos; 
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+ por el que se modifica el nombre de la represa hi- 
droeléctrica actualmente denominada Dr. Gabriel Terra, 
por el de Rincón del Bonete. 


+ que ha aceptado las modificaciones introducidas por 
este Cuerpo a los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se aprueban cambios al régimen de decla- 
raciones juradas en el marco de la Ley n.? 17060, de 23 de 
diciembre de 1998, sobre uso indebido del poder público; 


— por el que se modifica el apartado 1) del literal B) del 
artículo 8.” de la Ley n.* 17844, Regulación del Fondo de 
Reconstrucción y Fomento de la Granja (FREG), de 21 de 
octubre de 2004. 

AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formada una solicitud de venia del Poder Ejecutivo a los 
efectos de destituir de su cargo a una funcionaria del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, Dirección Nacional de 
Aduanas. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el Acuerdo sobre la orden 
Mercosur de detención y procedimientos de entrega entre 
los Estados partes del Mercosur y Estados asociados, 
suscrito en la ciudad de Foz de Iguazú, República 
Federativa del Brasil, el 16 de diciembre de 2010; 


* por el que se aprueba el Convenio para la represión 
de actos ilícitos relacionados con la aviación civil inter- 
nacional, suscrito en Beijing, República Popular China, el 
10 de setiembre de 2010; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo de sede entre la 
República Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de 
Arbitraje, suscrito en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el 12 de junio de 2018; 


+ por el que se aprueban el Convenio constitutivo de la 
Organización Internacional de Telecomunicaciones Mó- 
viles por Satélites, enmendado tal como se convino en el 
vigésimo período de sesiones de la Asamblea de la IMSO, 
el anexo, el Protocolo de privilegios e inmunidades de la 
Organización Internacional de Telecomunicaciones Mó- 
viles por Satélites, y su enmienda; 


+ por el que se aprueba el Tratado de Singapur sobre 
el derecho de marcas, su reglamento y la resolución de 
la Confederación Diplomática Suplementaria al Tratado 
de Singapur sobre el derecho de marcas y su reglamento, 
firmado en Singapur el 27 de marzo de 2006, y a la reserva 
contemplada en el artículo 19 n.* 2; 
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+ por el que se aprueban el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Italiana para 
eliminar la doble imposición en materia de impuestos so- 
bre la renta y prevenir la evasión y elusión fiscal, y su pro- 
tocolo, suscritos en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el 1.? de marzo de 2019; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo relativo a la tasa 
consular y a los compromisos referidos a la certificación 
de origen digital entre la República Oriental del Uruguay 
y la República de Chile, suscrito mediante notas reversales 
el 1.2 de agosto de 2018. 


Además, eleva informadas las siguientes solicitudes de 
acuerdo remitidas por el Poder Ejecutivo, a los efectos de 
designar: 


+ en calidad de embajadora extraordinaria y plenipo- 
tenciaria de la república ante el Gobierno de la República 
de El Salvador a la señora Pamela Vivas Ayub; 


+ en calidad de embajador extraordinario y plenipo- 
tenciario de la república ante el Gobierno de la República 
de Polonia al señor Beraldo Roque Nicola Flániguen. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informado un proyecto de minuta de comunicación 
por el que se solicita al Poder Ejecutivo la iniciativa co- 
rrespondiente a los efectos de otorgar una pensión gracia- 
ble al señor Luis Eduardo Ramos de Lucía. 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turis- 
mo y Servicios eleva informados los siguientes proyectos 
de ley: 


+ por el que se regula la producción, planificación, 
contratación, distribución y asignación de la publicidad 
oficial; 


+ por el que se extiende la facultad otorgada al Po- 
der Ejecutivo por la Ley n.? 13921, de 30 de noviembre 
de 1970, modificativas y concordantes, a los casinos que 
funcionan a bordo de los cruceros oceánicos atracados en 
aguas territoriales uruguayas que lleguen a puertos nacio- 
nales. 

HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


+ Por el que se crean normas para el fomento del em- 
prendedurismo. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un proyec- 
to de ley por el que se modifica la Ley n.* 18159, de 20 de 
julio de 2007, referente a la defensa de la libre competen- 
cia en el comercio. 
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La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formada una solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de designar en el cargo de fiscal letrado 
departamental, escalafón N, a la doctora Andrea Silvana 
Mastroianni Casanova. 

REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Junta Departamental de Montevideo remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por 
el señor edil Walter de los Santos, relacionadas con Su si- 
tuación personal. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA BAN- 
CADA DEL FRENTE AMPLIO. 


El Ministerio de Salud Pública remite notas por las que 
solicita acceder a la prórroga del plazo de contestación de 
los pedidos de informes realizados por el señor senador 
Carlos Camy, de fecha 3 de julio de 2019, relacionados con 
la adquisición de equipamiento tecnológico médico para 
el hospital Maciel. 

OPORTUNAMENTE FUERON REMITIDAS AL 
SEÑOR SENADOR CAMY». 


(Asuntos entrados fuera de hora remitidos al Cuerpo 
de Taquigrafos por parte de la Secretaría del Senado). 


«La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se designa Juan Pablo Terra la 
sala n.? 16 del edificio General José Artigas del Poder Le- 
gislativo. 

A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. 


Asimismo, remite una exposición escrita presentada 
por el señor representante nacional Nicolás Olivera, 
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relacionada con el pago de créditos hipotecarios de las 
cooperativas de vivienda. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITO- 
RIAL. 


El Poder Ejecutivo remite un mensaje por el que soli- 
cita la venia correspondiente, de conformidad con lo esta- 
blecido en el numeral 12 del artículo 168 de la Constitu- 
ción de la república, a los efectos de designar en calidad de 
embajador extraordinario y plenipotenciario de la repúbli- 
ca ante el Gobierno de la República Democrática Federal 
de Etiopía al señor Néstor Alejandro Rosa Navarro. 

ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


Asimismo, remite un mensaje por el que comunica la 
promulgación de un proyecto de ley por el que se aprueba 
el Protocolo adicional a la Convención Iberoamericana de 
Derechos de los Jóvenes, suscrito en la ciudad de Cartagena 
de Indias, República de Colombia, el 25 de octubre de 2016. 

AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESB». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


(Pedidos de informes consignados en la nómina de 
asuntos entrados). 


«El señor senador Pedro Bordaberry solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución de la república, se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Defensa Nacional, relacionado 
con tareas de vigilancia y controles de la franja fronteriza. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 4 de setiembre de2019 
Señora 
Presidenta dela Cámara de Senadores 
Senadora Lucía Topolansky 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 118? de la 
Constitución de la República, solicito tenga a bien remitir el siguiente 
pedido de informes al Ministerio de Defensa Nacional, 


L Antecedentes: 


1. El artículo 1? de la Ley 19.677, encomienda a las Fuerzas 
Armadas la realización de tareas de vigilancia en la frontera, así 
como de apoyoa los organismos con jurisdicción en dicha zona. 


2. Según informó el Ministro de Defensa, José Bayardi, en 
declaraciones formuladas a la prensa, se está trabajando sobre 
los protocolos para la implementación de la vigilancia militar, 
que incluirá la utilización de drones. 


Y sobre el tema de los drones, el ministro Bayardi señaló que 
“Seestá llevando adelante un estudio con una empresa de Antel 
(TC) a los efectos de llevar adelante esta misión con drones” . 


3. ITC S.A. es una empresa de ANTEL que ofrece servicios de 
consultoría, asesoramiento profesional y asistencia técnica en 
telecomunicaciones, tecnología de la información, organización y 
recursos humanos, gestión estratégica y de operaciones, entre 
otros, y serige por las normas de derecho privado. 


4, Recientemente, esta empresa ha convocado a un “Llamado a 
Expresión de Interés para Integrar Lista Corta”, para la 
cotización de un sistema de control de fronteras con vehículos 
aéreos no tripulados. 


IL. Pedido de informes: 


Se solicita al Ministerio de Defensa Nacional que brinde la siguiente 
información: 
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. Porqué se realiza un llamado a expresiones de interés para 


integrar una listacorta y no se formula un Llamado a Licitación 
Pública Internacional. 


. Cuáles fueron los criterios utilizados para dar a conocer el 


referido llamado. 


. Encaso que solo se hubieran convocado a empresas invitadas, se 


explicite los criterios utilizados para la selección de empresas. 


. Seinforme la nómina de empresas que se presentarona cotizar. 


5. Se detalle en qué etapase encuentra ahora los procedimientos de 


contratación y que procesos quedan pendientes. 


. Detalle en qué momento se dará intervención al Tribunal de 


Cuentas de la República. En caso que ya se haya promovido 
dicha intervención se remita copia de la documentación 
correspondiente. 


. Cuáles son los fundamentos para que TC, empresa que opera en 


la órbita del derecho privado, sea la que lleve adelante los 
procesos de solicitud de cotizaciones en lugar de que lo haga 
quien tiene asignada la tarea porley. 


. Cuál es el rol de la Fuerza Aérea Uruguaya en esta etapa 


preparatoria y cual será en la ejecución del proyecto de 
vigilancia. 


. Se remita copia del acuerdo entreITC, el Ministerio de Defensa 


Nacional y el Comando del Ejército Nacional, para el diseño 
conjunto del proyecto de vigilancia y control de la franja 
fronteriza, y cualquier otrainformación relativa a participación 
de ITC, como por ejemplo: asesoramientos a realizar, personal 
asignado, exp ertise en la materia, honorarios, etc. 


Sin otro particular, lo saluda atte., 


Seto 


Feo RoNdADaA MA 
SoaN BOL 
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«El señor senador José Carlos Cardoso solicita, de con- tino al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, relacionado 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- con gastos del Inefop correspondientes al ejercicio 2018. 
ción de la república, se curse un pedido de informes con des- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 3 de setiembre de 2019 


Sra. Presidente de la Cámara de Senadores 


Lucia Topolansky 
Presente 


De la mayor consideración: 

De acuerdo a las facultades que me otorga el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito tenga a bien cursar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el 
siguiente: 


PEDIDO DE INFORMES 


En oportunidad de haber recibido en el parlamento la rendición de cuentas 2015, se 
visualizaba el sobredimensionamiento del INEFOP, que recibía un importante volumen 
de recursos que claramente no podía invertir bien, lo cual hacia que acumulase año a 
año muchos recursos que quedaban ociosos y sin el destino que le encomendó su ley 
orgánica.- 


En lugar de ello, se colocaban en activos financieros que arrojaban significativos 
ingresos, que luego se volvían a colocar, lo que llevó al organismo a acumular más de 
USD 80.000.000 al cierre de 2016.- 


En los años siguientes esa tendencia se acentuó y se observó un aceleramiento 
descontrolado del gasto lo cual motivó que en 2018, formuláramos un pedido de 
informes. 


Este último mes trascendieron una sucesión de hechos que volvieron a colocar al 
organismo en el centro de la opinión pública, aportándose nuevos elementos que 
ameritan profundizar las interrogantes oportunamente planteadas en 2018 y agregar 
otras a efectos de procurar esclarecer las nuevas dudas que nos surgieron.- 


En función de estas consideraciones solicito se informe: 


1.- ¿A cuánto asciende el monto de las compras de servicios de capacitación del 
ejercicio 2018 y las del primer semestre del corriente año? Sírvase proporcionar un 


12-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


detalle proveedor por proveedor indicando el monto contratado para cada ECA y la 
especialidad de cada entidad de capacitación.- 


2.- Se brinde los motivos por los cuales el Balance 2018 del INEFOP, no fue remitido al 

parlamento junto con la Rendición de Cuentas 2018 y se subió en la página del 
organismo recién el día que la Cámara de Diputados trataba la Rendición de Cuentas, 
teniendo en cuenta que el Dictamen de Auditoria es del 03/05/2019. 


3.- Se informe la cantidad de funcionarios que componen la planilla del organismo al 
cierre de cada año del periodo 2014/2018 y al 30/06/2019, así como el salario 
promedio da cada uno de esos periodos.- 


4.- Se brinde un detalle de los honorarios pagados por todo concepto indicando 
nombre y/o razón social del prestador del servicio y un detalle mes a mes, para 
2017/2018 y primer semestre de 2019, de los honorarios devengados.- 


5 - Se proporcionen los estados contables del primer semestre de 2019 o en su 
defecto, un balancete de saldos completo al 30/06/2019, indicando el ratio de gastos 
operativos sobre las recaudaciones del Fondo de Reconversión Laboral del año 
inmediato anterior (nota 19 de los Estados Contables 2018), para la fracción de 2019 
informada.- 


6.- Se informe si los importes a cobrar al Tesoro (nota 17.2 del Balance 2018), que al 
cierre de 2018 ascendían a $ 1.962.771.416, fueron contabilizados en algún momento 
en los registros del Instituto y en caso afirmativo, señalar a que rubro de resultados 
(Ingresos) o patrimonio se imputó.- En caso de no haberse registrado, señalar los 
motivos por los cuales eso no ha sucedido aún. 


Atentamente 
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«El señor senador Charles Carrera solicita, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución de la república, se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


+ con destino al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y, por su intermedio, al Banco de Previsión So- 
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cial, relacionado con la historia laboral del señor Robert 
Silva; 


+ con destino al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y, por su intermedio, a la Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua, relacionado con los vínculos 
laborales del señor Robert Silva. 

OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 2 de setiembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE SENADORES 
SRA. LUCÍA TOPOLANSKY 


Por la presente, me dirijo a usted a los efectos de solicitarle el envío del 
siguiente Pedido de Informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y — por su 
intermedio - al Presidente del Directorio del Banco de Previsión Social, Sr. Heber Galli, 
para que informe toda la historia laboral del Sr. Robert Silva, CI N* 4.132.489-1, de 
acuerdo a lo establecido por el Artículo 118 de la Constitución de la República. 


Sin otro particular, saluda atentamente 
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Montevideo, 4 de setiembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE SENADORES 
SRA. LUCÍA TOPOLANSKY 


Por la presente, me dirijo a usted a los efectos de solicitarle el envío del 
siguiente Pedido de Informes al Ministerio de Industria, Energía y Minería y- 
por su intermedio- al Presidente del Directorio de la Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua, Sr. César Falcón, solicitándole la información que 
se enumera, de acuerdo a lo establecido por el Artículo 118 de la Constitución 
de la República. 


Como es de público conocimiento, han trascendido una serie de presuntas 
irregularidades vinculadas al candidato a la vicepresidencia de la República por 
el Partido Colorado, Sr. Robert Silva Cl N*” 4.132.489-1. Las mismas refieren, 
entre otras, a su vínculo con la empresa TEYMA-ABENGOA mientras ocupaba 
el cargo de Secretario General en la Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua. Dicha empresa, que se dedica al rubro de la energía, es 
controlada por la mencionada repartición pública donde estaría vinculado el Sr. 
Robert Silva. Ante esto, corresponde analizar su situación funcional, a la luz de 
lo que establece el Artículo 3 de la Ley 17.060 y a los Artículos 10 y 29 del 
Decreto 30/2003. 


Por lo expuesto, se solicita la información enumerada a continuación: 

1) Informe si el Sr. Robert Silva, Cl N* 4.132.489-1, tiene un vínculo laboral 
de dependencia con la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua. 
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2) De ser así, desde que fecha ingresó, como ingresó, forma de 
contratación, su remuneración mensual, que horario cumplía, el cargo 
que ocupa actualmente y que régimen de trabajo tenía. A su vez, se 
solicita su legajo respectivo. 

3) Informe cuales son los cometidos y funciones del cargo de Secretario 
General y donde se encuentran previstos legalmente, adjuntando las 
normas respectivas. 

4) Informar si existen manuales funcionales donde se establecen las 
pautas de comportamiento ético de los funcionarios, en el desarrollo de 
sus tareas. Se ajunten los mismos. 

5) Si el Sr. Robert Silva realizó declaraciones de implicancia, de acuerdo a 

lo establecido por el Artículo 29 del Decreto 30/2003, el cual establece lo 
siguiente: "Artículo 29 (Declaración jurada de implicancias). Todos los 
funcionarios que, a la fecha de vigencia de este Decreto, se encuentren 
en las situaciones previstas por los artículos anteriores deberán 
presentar, en un plazo máximo de sesenta días siguientes a dicha 
vigencia, una declaración jurada donde establezcan qué clase de 
vinculación o actividades de las previstas en dichos artículos mantienen, 
individualizando las personas o empresas y el tipo de relacionamiento o 
intereses con ellas, estándose a lo que resuelva el jerarca 
correspondiente. 
Dicha declaración jurada deberá ser presentada, en forma abierta, ante 
el jerarca del servicio donde el funcionario se desempeña. Toda nueva 
situación de -las previstas por los artículos anteriores deberá ser 
declarada en la misma forma establecida en el inciso anterior dentro de 
los sesenta días de configurada y quedará sujeta a lo que resuelva el 
jerarca respectivo.” 

6) Informar si el Sr. Robert Silva, de acuerdo a la norma antedicha, 

denunció que estaba trabajando en una empresa sujeta a control de la 

Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua. 

Si se dispuso por parte del Directorio de la Unidad Reguladora de 

Servicios de Energía y Agua una Investigación Administrativa para 

aclarar las presuntas irregularidades que involucran al Sr. Robert Silva, 
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por la contravención de normas consagradas en la Ley 17.060 y Decreto 
30/2003. 
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mé 


Informe si el Sr. Robert Silva, antes de ingresar a la Unidad Reguladora 

de Servicios de Energía y Agua, integraba otro organismo del Estado y 

si antes de ingresar estuvo en comisión trabajando en vuestra 

Dependencia. 

9) Informe quien ocupa actualmente el cargo, la función de Secretario 
General de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, cual 
es su remuneración y si este debió ser contratado ante la ausencia del 
Sr. Robert Silva. 

10) Informe la situación funcional actual del Sr. Robert Silva, en la Unidad 

Reguladora de Servicios de Energía y Agua 


Sin otro particular, saluda atentamente 


ns 


CHARLES C a 


SENADOR 
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5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Dando 
cumplimiento a lo que establece el artículo 49 del Regla- 
mento de la Cámara de Senadores, dese cuenta de las ina- 
sistencias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión ordinaria del 4 de setiembre faltó con aviso el señor 
senador Bianchi. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos del 4 de setiembre faltaron con aviso los señores sena- 
dores Carrera y Heber. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del día 5 de setiembre faltó con aviso la señora senadora 
Xavier. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
4 de setiembre faltó con aviso el señor senador Cardoso. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 5 de setiembre faltaron con aviso los señores 
senadores Besozzi y Lazo. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 5 de se- 
tiembre faltaron con aviso las señoras senadoras Lazo y 
Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del 14 de agosto faltó sin avi- 
so la señora senadora Olano. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda del 8 de agosto faltaron con aviso los seño- 
res senadores Delgado, Heber y Alonso. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 3 
de setiembre faltó con aviso el señor senador Sebastián 
da Silva. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 3 de setiembre faltaron con aviso los se- 
ñores senadores Carrera y Ayala. 


A la sesión de la Comisión Especial de Deporte del 3 
de setiembre faltó con aviso el señor senador Mieres. 
6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 


DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Léase una 
solicitud de licencia. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señor presidente de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos de enfermedad, del 
10 al 12 de setiembre inclusive. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Daisy Tourné. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Yerú Pardiñas, Eduardo 
Fernández, María Elena Laurnaga, Daniel Olesker, Julio 
Bango, Viviana Piñeiro, Álvaro García y Hyara Rodríguez 
han presentado nota de desistimiento informando que por 
el día 10 de setiembre no aceptan la convocatoria a inte- 
grar el Cuerpo, por lo que queda convocado por ese día el 
señor Manuel Laguarda, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


Asimismo, se comunica que los días 11 y 12 de setiem- 
bre queda convocado el señor Yerú Pardiñas, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señor presidente de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.? de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, para los 
días martes 10 y miércoles 11 de setiembre del corriente. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Germán Coutinho. Senador». 
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SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—15 en 16. Afirmativa. 


Se comunica que los señores José Amy y Gustavo Cer- 
sósimo han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Viviana 
Pesce, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señor presidente de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por razones personales los días 10 y 
11 de setiembre de 2019. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Leonardo de León. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—15 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Calzada, Beatriz 
Ramírez, Felipe Carballo y Cristina Lustemberg han pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Saúl Aristimuño, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de setiembre de 2019 


Señor presidente de la Cámara de Senadores 
De mi consideración: 


Por este medio solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre de 2004, 
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por asuntos particulares, el día 11 del corriente a partir de 
las 11:00. 


Sin más, saludo atentamente. 
Juan Castillo. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eduardo Lorier, Doreen 
Ibarra y Óscar Andrade han presentado nota de desisti- 
miento informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada 
la señora Helena Vellozas, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


7) SITUACIÓN VIVIDA POR ALUMNOS DE LA 
ESCUELA DEPARTAMENTAL DE POLICÍA 
DE ROCHA 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- El Senado 
ingresa a la media hora previa. 


Tiene la palabra el señor senador Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.- Señor presidente: en estos últi- 
mos días tuve una reunión muy importante con el gremio 
de la Policía de mi departamento, para conocer por qué 
razón veintiocho alumnos de la Escuela Departamental de 
Policía de Rocha fueron dados de baja después de cuatro 
meses de instrucción. 


¿Cuál fue el motivo? Supuestamente, no haber pasado 
la prueba psicológica. Al parecer, veinte minutos bastaron 
para determinar si cada uno de los aspirantes estaba apto 
o no para ejercer la función policial. 


Lo primero que llama la atención es por qué la prueba 
psicológica se realiza al final del proceso, cuando el senti- 
do común indica que lo primero que debe evaluarse es si la 
persona está o no apta psicológicamente para asumir una 
función de responsabilidad como es la policial. 


Llama la atención que de treinta y dos aspirantes eva- 
luados en la última prueba —repito: luego de una entrevista 
de tan solo veinte minutos—, veintiocho quedaran afuera y 
fueran dados de baja. Estamos hablando de treinta y dos 
aspirantes que durante cuatro meses recibieron instruc- 
ción física y de tiro, que fueron instados a firmar la baja 
sin ninguna explicación sobre cuál es la falla de su perso- 
nalidad que les impide ejercer la función a la que aspiran, 
porque jamás les dieron una devolución. 
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La verdad es que lo que se nos expresó en esa reunión 
a la que concurrimos confirma lo que nosotros pensamos: 
que el curso de la Policía no está hecho como una herra- 
mienta de promoción, de conocimiento y de formación. La 
forma en que se procedió no fue para nada transparente; 
es más: revela que está armada —dije: armada— para que 
solo ingresen quienes las autoridades ya habían predeter- 
minado. Esto tiene toda la apariencia de un procedimiento 
«vestido» de falsa neutralidad, porque no se explica que 
si el examen psicológico es tan decisivo —como, sin duda, 
es—, sea aplicado al final del proceso, cuando los aspiran- 
tes ya han superado con éxito las demás pruebas. ¿Tanto 
se puede errar? De treinta y dos personas que superaron 
las demás pruebas, ¿solamente cuatro pasaron la de apti- 
tud psicológica? Además, no se ofreció garantía alguna de 
neutralidad; no se ofreció ninguna forma de conocer en 
qué consistía la prueba, cómo era la puntuación de cada 
ítem, ni la idoneidad, trayectoria y experiencia del pro- 
fesional que la aplicó. Incapacidad total u opacidad total. 
Digo más: esto tiene toda la apariencia de un mecanismo 
de clientelismo encubierto. 


Es lamentable que el Ministerio del Interior llame a 
gente que está trabajando, que pierde su trabajo para ser 
policía, y que finalmente queda afuera. Esto es absoluta- 
mente rechazable. 


Seguramente el Ministerio del Interior no va a cambiar 
nada de lo que está haciendo, pero queremos dejar cons- 
tancia de lo acontecido y plantear a las autoridades que 
nosotros lo advertimos, que no se nos pasó por alto lo que 
allí está sucediendo. 


También quiero transmitir públicamente que hay mo- 
tivos para dudar de que las pruebas de ingreso garanticen 
a la población que quienes ingresan a la función policial 
sean los más aptos; más bien esto tiene toda la apariencia 
de que los que entran son los más amigos. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio del Interior, a la Escuela Nacional de 
Policía, a la Jefatura Departamental de Rocha, al Sindicato 
de Policía de Rocha y a la Junta Departamental de Rocha. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar el trámite solicitado por el señor senador. 


(Se vota). 


—18 en 19. Afirmativa. 


8) REGLAMENTO DE TIERRAS 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Conti- 
nuando con la media hora previa, tiene la palabra el señor 
senador Garín. 
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SEÑOR GARÍN-- Gracias, señor presidente. 


En el día de hoy queremos referirnos a un hecho que 
ocurrió hace 204 años, cuando el 10 de setiembre de 1815, 
José Gervasio Artigas, en Purificación, dio a conocer su 
célebre Reglamento Provisorio de la Provincia Oriental 
para el Fomento de la Campaña y Seguridad de sus Ha- 
cendados, también conocido como reglamento de tierras 
de Artigas. 


Este reglamento tenía el objetivo de mejorar el estado 
ruinoso de la campaña, y se concentró en dar respuesta a la 
cuestión del arreglo de los campos que se había presentado 
como consecuencia de la revolución en la Banda Oriental, 
y que había traído aparejada una crisis de producción que 
afectaba la organización económica, social y jurídica de 
los pueblos de la Banda Oriental. 


Ante esta situación, el reglamento de tierras abordó 
objetivos específicos, que creo que se deben recordar en 
un día como el de hoy. Los objetivos económicos estaban 
orientados a aumentar el stock ganadero —en merma— y 
la producción. Para ello, hizo una propuesta muy revo- 
lucionaria: subdividir la tierra, poblar la campaña y fijar 
la población rural. También tuvo objetivos sociales, que 
claramente quedaron expresados en favorecer a los des- 
protegidos y proteger a la familia radicada en el campo. Ni 
que hablar que el proyecto de reglamento de tierras tuvo, 
asimismo, objetivos jurídicos: se buscaba imponer el or- 
den en la campaña, exigiendo trabajo y persiguiendo la 
vagancia y el delito. 


Este reglamento, que fue una respuesta del Gobierno 
de la Provincia Oriental, tuvo dos grupos principales de 
disposiciones: las que estaban referidas a la distribución 
de la tierra y el fomento de la producción y las referidas al 
restablecimiento del orden interno. 


¡Vaya si será importante en estos días recordar que 
aquellas disposiciones sobre la distribución de la tierra 
establecían criterios preferentemente políticos para lle- 
var adelante los procesos de subdivisión de esa tierra y 
favorecer al pueblo oriental! En ese sentido, las tierras a 
ser distribuidas debían seleccionarse de entre las tierras 
realengas y las pertenecientes a los enemigos de la revolu- 
ción. Vaya ahí la referencia que tiene el propio reglamento, 
que dice que las tierras a distribuir serán las de los «emi- 
grados, malos europeos y peores americanos». 


El reglamento también establecía criterios para los be- 
neficiarios. Se habría de tener en cuenta su posición eco- 
nómica, organización familiar y condiciones de trabajo. 
Señalaba: «Los más infelices serán los más privilegiados». 
Los negros libres, los zambos de igual clase, los indios, los 
criollos pobres, todos podrían ser agraciados con suertes 
de estancia si con su trabajo y hombría de bien propendían 
a su felicidad y a la de la provincia. Serían igualmente 
agraciadas las viudas pobres si tuvieran hijos, y serían 
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preferidos los casados a los americanos solteros, y estos a 
cualquier extranjero. 


Así como otorgaba derechos, el reglamento de tierras 
también establecía obligaciones: los beneficiarios solo po- 
drían recibir una suerte de estancia, no podrían enajenarla 
o venderla y estarían obligados a poblarla y trabajarla. Se 
exigía específicamente la obligación de construir un ran- 
cho y dos corrales, y la omisión o demora hacían caducar 
los derechos del beneficiario. En caso de que no se cum- 
pliera con esos objetivos, la tierra volvía a dominio fiscal. 


Las disposiciones complementarias estaban referidas 
al orden y garantía de la seguridad de las personas y bie- 
nes, y comprendían la creación de una fuerza represiva, 
que fue la que le dio certeza jurídica al proyecto que enca- 
raba el reglamento de tierras. 


Vale decir que este reglamento se originó en momentos 
en que la Banda Oriental atravesaba una fase de bastantes 
incertidumbres políticas y militares, que dificultaron su 
implementación. También surgieron dificultades debido a 
que las clases privilegiadas no acompañaron este proyecto 
de tierras, y a que una parte de la población rural no esta- 
ba preparada para abordar el trabajo de la producción en 
forma ordenada. 


Quiero redondear este concepto diciendo que el regla- 
mento de tierras se aplicó durante seis meses, pero igual 
tuvo resultados que persisten hasta el día de hoy, esencial- 
mente en todo lo que refiere al enfoque con que fue creado. 


Para finalizar, digo que recordar estas fechas es traer 
al presente, un día más, el pensamiento revolucionario de 
José Gervasio Artigas y reiterar la vigencia de su ideario, 
donde el crecimiento y el desarrollo económico de los pue- 
blos está ligado a la lucha política contra los poderosos que 
oprimen a los pueblos y, simultáneamente, a promover la 
igualdad y la justicia en favor de los más humildes. 


Señor presidente: solicitamos que la versión taquigrá- 
fica de estas palabras sea remitida a los medios de prensa 
y al Instituto Nacional de Colonización. 

Es cuanto queríamos comentar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar el trámite solicitado por el señor senador. 


(Se vota). 


20 en 21. Afirmativa. 
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9) SISTEMA DE PROTECCIÓN DE TRAYECTORIAS 
EDUCATIVAS 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Conti- 
nuando con la media hora previa, tiene la palabra la señora 
senadora Passada. 


SEÑORA PASSADA.- Gracias, señor presidente. 


Hoy queremos hacer referencia a la presentación que 
se hizo hace muy pocos días por parte de la ANEP sobre 
la creación del Sistema de Protección de Trayectorias Edu- 
cativas, dirigido a los alumnos. 


Este sistema, que comenzó en el año 2015, apuesta a 
realizar un seguimiento de cada una de las cohortes que 
egresan de educación primaria. Esto ha permitido contar 
con políticas de enlace entre el sistema educativo, el alum- 
no y su familia. Para llevarlo adelante se crearon equipos 
de referencia en los centros educativos, de modo de acom- 
pañar a los estudiantes en su trayectoria educativa e iden- 
tificar problemas, tanto en el plano del conocimiento como 
en el de la asistencia a los centros de estudio. A su vez, lo 
que hace este equipo es trabajar en forma directa con el 
niño y la niña para que, una vez que egrese del sexto año 
escolar, tenga continuidad en el sistema educativo e ingre- 
se al ciclo básico. 


Además del seguimiento para detectar en forma tem- 
prana escollos que pueda tener el alumno —que no es un 
elemento menor porque se actúa en forma preventiva—, 
este año también se implementó un sistema de alertas, 
fundamentalmente para el control de asistencia de los ni- 
ños y niñas. Cuando un educando falta tres días seguidos, 
salta una alerta y, a través de los equipos de seguimiento 
de los centros escolares, inmediatamente se realiza una 
investigación para saber cuál es el motivo de esas ausen- 
cias. El problema se aborda en forma personalizada, lo que 
permite detectar algunas situaciones. 


Este sistema de alertas, que es un módulo que busca 
evitar el abandono escolar, se utiliza en 250 liceos y en 174 
centros de la Universidad del Trabajo del Uruguay. Fíjese 
usted, señor presidente, que solamente en cuatro meses se 
activaron 95.000 alertas, de las cuales se atendió casi el 
89 %. Se analizaron las causas y, entre las principales —en 
un porcentaje mayor al 32 %-, se encuentran los problemas 
familiares. Generalmente, esas niñas y niños que faltan se 
quedan en sus casas cuidando a sus hermanos menores. 
Eso deriva en un trabajo con la familia, para concienciar 
sobre la importancia de que ese alumno concurra a clase. 


Como decía anteriormente, este sistema innovador, 
preventivo y de acompañamiento, tiene como objetivo de- 
tectar en forma temprana si hay un rezago escolar o si hay 
un problema de inasistencias. 


Con respecto a este sistema que comenzó en 2015, ya 
tenemos algunas cifras. De 2012 a 2017, la retención de 


22-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


adolescentes de entre diecisiete y dieciocho años en el sis- 
tema de educación pasó del 64 % al 72 %, lo que implica 
un crecimiento de pertenencia al centro escolar. Pero lo 
más importante es que ese porcentaje de aumento se dio 
en los quintiles más pobres de la población. 


Por otro lado, queremos decir que la cobertura viene 
creciendo: en 2005, en lo que respecta a los jardines de 
tiempo completo, teníamos 29.613 niños y niñas; hoy, en 
2019, tenemos más de 70.900 niños y niñas en jardines o 
en escuelas de tiempo completo o extendido. Es evidente 
que las cosas cambiaron, ¿no? Todas estas acciones se lle- 
van a cabo para evitar el abandono escolar, y cuando es- 
cuchamos decir que aumentan las cifras de los empleados 
públicos, debemos decir que sí, que ¡claro que aumentan! 
¡En el año 2005 teníamos 134 locales de educación inicial, 
y hoy, en 2019, tenemos 341! ¡Son más profesores, más 
maestros, más funcionarios, más psicólogos para atender 
esta expansión educativa! 


Quiere decir, entonces, que nuestro Gobierno va a se- 
guir con este beneficio propio para la gente. Porque no es 
propio para el Gobierno; es propio, en realidad, para nues- 
tra sociedad. 


10 de setiembre de 2019 


Señor presidente: voy a solicitar que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras sea enviada a los medios de comu- 
nicación y a la ANEP. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar el trámite solicitado por la señora senadora. 


(Se vota). 
20 en 21. Afirmativa. 


Damos la bienvenida a alumnos de los 5.” años de la 
escuela de Barros Blancos, que nos visitan. 


10) PUBLICIDAD OFICIAL 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- El Senado 
ingresa al orden del día con la consideración del asunto 
que figura en primer término: «Proyecto de ley por el 
que se regula la producción, planificación, contratación, 
distribución y asignación de la publicidad oficial. (Carp. 
n.- 1129/2018 - rep. n.? 938/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1129/2018 - rep. n.* 938/19 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cómara de 
Befpresentandos A de DOepiibilea 
e ACABE Pheguas. en sesión de 
hoi, de darcionado edriginiondo 

Cerseoto de L, 
PHieyeolo de Ley 


CAPÍTULO | 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%. (Objeto de la ley).- La presente ley tiene por objeto regular la producción, 
planificación, contratación y distribución de la publicidad oficial en cualquier medio de 
comunicación social, servicio o plataforma tecnológica de información y comunicación, 
incluyendo la contratación con agencias de publicidad, centrales de medios y otros 
intermediarios que formen parte de la cadena de asignación de la publicidad oficial. 


Las disposiciones de esta ley obligan a todas las personas públicas, estatales y no 
estatales, nacionales, departamentales y municipales, así como a las sociedades 
comerciales de cualquier tipo cuyo capital social se integre con fondos aportados por 
dichas personas y organismos en un 50% (cincuenta por ciento) o más del mismo. 


En el caso de empresas con capital estatal minoritario, los representantes estatales 
en sus órganos de dirección ajustarán su actuación a los principios, criterios y 
prohibiciones que por la presente ley se establecen, en cuanto fuere posible. 
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CAPÍTULO Il 
DE LA PUBLICIDAD OFICIAL 


Artículo 29 (Definición).- La publicidad oficial es un medio a emplear por los sujetos 
indicados en el artículo 1% de la presente ley para cumplir sus cometidos, informar a la 
población y facilitar el acceso a la información a los interesados en obtenerla. 


La información que trasmita la publicidad oficial debe ser veraz, objetiva, clara, 
transparente, necesaria, oportuna y relevante para aquéllos a quienes se dirige. 


Artículo 3%.- Quedan incluidas en la definición de publicidad oficial las siguientes 
modalidades: 


A) Publicidad de actos administrativos tales como licitaciones, llamados de 
precios, llamados para ingresos de personal, avisos de interés para la 
población y todo otro acto de difusión emanados de los sujetos alcanzados 
por las disposiciones de la presente ley que comprometa fondos públicos. 

B) Publicidad institucional y campañas de bien público, entendidas como la 

publicidad oficial destinada a informar de las acciones, la imagen y 

características de los organismos públicos, sus rendiciones de cuentas, y las 

campañas públicas adoptadas por el Estado en materia de planes sociales, 
políticas públicas y resoluciones de interés general. 


e 


C) Publicidad de bienes y servicios prestados, producidos o comercializados por 


empresas y entes del dominio comercial e industrial del Estado. 


— 


Artículo 4%, (Prohibiciones).- Para asegurar el cumplimiento de los fines establecidos 
en la presente ley: 


A) Quedan prohibidos los mensajes discriminatorios o contrarios a los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución de la República y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado 
uruguayo. 
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B) 


C) 


D) 


F) 


6) 
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Queda prohibido el uso discriminatorio de publicidad oficial con el objetivo de 
presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a 
los medios de comunicación en función de su línea informativa o editorial, así 
como por su naturaleza jurídica. 


Queda prohibida la utilización de publicidad oficial como subsidio encubierto 
para beneficiar, directa o indirectamente, a los medios de comunicación u 
otros sujetos que la reciban. 


Quedan prohibidas las donaciones de cualquier especie que realicen los 
organismos públicos a los medios de comunicación u otros sujetos que 
reciban publicidad oficial o participen del proceso de contratación o 
distribución de la misma. 


La publicidad oficial no podrá utilizarse para fines propagandísticos de los 
partidos políticos, ni para hacer referencias a las campañas electorales de 
ningún partido político. 


Queda prohibido incluir la voz, imagen o cualquier otra referencia que 
individualice a funcionarios públicos de carácter político que ocupen cargos 
electivos o de particular confianza, salvo los que sean contratados 
especificamente para la tarea, en las piezas publicitarias de los organismos 
públicos. 


No podrá realizarse publicidad oficial en el período de publicidad electoral 
establecido en el artículo 1? de la Ley N* 17.045, de 14 de diciembre de 1998, 
salvo la emanada de las autoridades electorales en relación a la organización 
de las elecciones e información a la población, a los servicios o productos que 
se presten en régimen de competencia o en caso de emergencia 
debidamente fundada. 


No estará comprendida en esta prohibición la publicidad ordenada por 
normas legales y reglamentarias, ni la que fuere necesaria para el 
funcionamiento normal y regular de la administración. 
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CAPÍTULO Il 


PRINCIPIOS Y TRANSPARENCIA 


Artículo 5. (Principios).- La contratación de publicidad oficial se regirá por los 
principios de interés general, veracidad, imparcialidad, objetividad, claridad en el mensaje, 
profesionalidad, libre acceso a la información, transparencia, publicidad de los actos de 
gobierno, eficiencia y austeridad en la administración del gasto público. 


Artículo 6%, (Transparencia activa).- Todos los sujetos obligados por esta ley deberán 
publicar información sobre los procedimientos competitivos de contratación de publicidad 
oficial en el sitio web de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado, en los 
términos del artículo 50 del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera 


(TOCAF). 


Es obligatorio, además, publicar en el sitio web del organismo, en forma completa, 
permanente y actualizada la siguiente información: 


A) Monto presupuestal total destinado en cada ejercicio a publicidad en todas 


B 


Cc 


Dl 


uo 


sus formas y en todo el proceso desde su diseño, planificación, producción, 
contratación y distribución. 


Plan de inversión publicitaria aprobado por el organismo en el ejercicio anual 
anterior. En el caso de las empresas, entes públicos o Ministerios, 
exclusivamente en lo relativo a los servicios o productos que presten en 
régimen de competencia podrán publicar versiones públicas que no dañen la 
estrategia comercial del organismo o del país, sin perjuicio de lo dispuesto por 
la Ley N* 18.381, 17 de octubre de 2008, y su decreto reglamentario, 


Detalle de la inversión ejecutada en el ejercicio anual anterior, incluyendo los 
montos destinados a la contratación y pago de comisiones a las agencias de 
publicidad, centrales de medios y otros intermediarios participantes en todo el 
proceso, desde la producción y planificación de la distribución de la publicidad 
oficial, así como el plan de medios y la contratación a cada medio o soporte 
de comunicación, en cualquiera de sus modalidades, la aplicación del mínimo 
exigido en el artículo 11 de la presente ley, los precios y condiciones ofrecidos 
por cada uno de ellos y la cantidad, tipo y extensión de la misma. También 
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deberá estar siempre disponible la consulta de todo el historial del gasto 
ejecutado, 


La reglamentación regulará los lineamientos técnicos que permitan la uniformidad, 
interacción, fácil ubicación y acceso de estas informaciones. 


Artículo 7%. (Transparencia de mercado).- Todos los medios y soportes de 
información y comunicación que reciban publicidad oficial deberán publicar en sus sitios 
web información detallada que dé debida cuenta de los montos y características de la 
pauta publicitaria oficial recibida. 


De la misma forma, las agencias de publicidad, y centrales de medios y otros 
intermediarios en el proceso de contratación de publicidad oficial deberán publicar 
información detallada del destino efectivo de los dineros asignados por los organismos 
públicos contratantes, incluyendo las comisiones, subcontrataciones y otros gastos del 
dinero público que hayan sido requeridos para dar cumplimiento a la contratación final de 
la publicidad oficial. 


CAPÍTULO IV 


PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN DE 
PUBLICIDAD OFICIAL 


Artículo 8% (Procedimientos).- El principio general para la contratación de publicidad 
oficial será el procedimiento de licitación pública u otro procedimiento competitivo, tal 
como se dispone en el Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAF), a través de compras de espacio publicitario en función de campañas y planes 
de información y comunicación institucional. 


No obstante podrá contratarse publicidad oficial según lo dispuesto en los literales 
A), B) y C) del artículo 33 del TOCAF, mediante resolución fundada, 


En todos los casos, no obstante, deberán respetarse los criterios establecidos en el 
artículo 9* de la presente ley. 
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Artículo 9*. (Criterios de contratación).- A los efectos de contratar la pauta publicitaria 
en el marco de los procedimientos previstos en el artículo 8” de la presente ley, los 
sujetos obligados por esta ley deberán fundar su resolución en los siguientes criterios: 


A) Relación entre información o campaña y población objetivo, 


B) Medios y programas de mayor audiencia, tiraje y lectoría. Cuando la 
publicidad a contratarse deba dirigirse a un público objetivo que sea 
susceptible de ser alcanzado por medios locales deberá ponderarse, sin 
perjuicio de la aplicación del precedente criterio en su ámbito de cobertura, a 
aquellos medios, programas o producciones de exclusiva realización y 
producción en dichas localizaciones. 


C) Precio de la pauta publicitaria ofrecida por el medio o soporte de 
comunicación. 


La evaluación deberá respetar este orden de prioridades y los puntajes que se 
establecerán en la reglamentación de la presente ley. 


Todas las resoluciones sobre publicidad oficial deberán ponderar en su 
fundamentación los literales A), B) y C), de modo de relacionar la contratación decidida 
para cada medio o soporte de comunicación con la incidencia en esos rubros. 


El sujeto responsable de la publicidad oficial deberá asegurarse de que cualquier 
persona física o jurídica que sea contratada para asesorar, planificar o distribuir la misma, 
actúe en atención a los criterios indicados. 


Artículo 10. (Asesoramiento).- Para asegurar la profesionalidad en la contratación de 
la publicidad oficial, en aquellos casos en los que se requiera el procedimiento de la 
licitación pública, los sujetos obligados por esta ley que la realicen recabarán el 
asesoramiento para la creación y el diseño de los mensajes publicitarios y el de la 
planificación de medios necesaria para su difusión. 


Artículo 11. (Distribución en medios locales del interior).- Sin perjuicio de la 
aplicación de los criterios establecidos en el artículo 9” de la presente ley y descontado el 
porcentaje a contratar con medios públicos dispuesto por el artículo 17 de la Ley 
N* 17.904, de 7 de octubre de 2005 en los casos que corresponda, deberá destinarse al 
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menos un 30% (treinta por ciento) del monto de la publicidad oficial de alcance nacional a 
medios de comunicación, programas o producciones informativas o periodísticas 
comerciales o comunitarios, con realización y producción propias y radicados en 
localidades del interior, que tengan como área de servicio o distribución principal el lugar 
de su radicación u otras localidades del interior del país. 


En el caso de medios de comunicación cuyos estudios principales y plantas de 
emisión estén ubicados en localidades del interior pero que tengan cobertura parcial en el 
departamento de Montevideo, será de aplicación el presente artículo si sus contenidos 
están dirigidos clara y principalmente a los residentes en la localidad de origen. 


Todos los organismos obligados deberán publicar un informe detallado sobre el 
cumplimiento de los referidos porcentajes según lo dispuesto en el literal C) del artículo 6* 


de la presente ley. 


La asignación del 30% (treinta por ciento) de la publicidad precedentemente 
indicado, deberá realizarse de conformidad con los criterios establecidos en el artículo 9* 
de la presente ley. 


Artículo 12. (Información para la contratación).- A efectos de contar con insumos 
adecuados, suficientes y confiables para una adecuada asignación se destinará, 
anualmente, el 3% (tres por ciento) del monto total presupuestado para publicidad oficial 
por los sujetos alcanzados por las disposiciones de la presente ley, para la realización de 
estudios, análisis y encuestas de alcance nacional y departamental sobre lectorías, 
cobertura y penetración de los medios gráficos, cobertura y audiencia de los medios 
radiales, audiencia televisiva en sus distintas modalidades, consumo y uso de otros 
soportes, servicios y aplicaciones en internet y publicidad en vía pública, así como la 
realización de estudios sobre consumo cultural e informativo de la población. 


Dichos estudios y encuestas deberán contemplar debidamente el relevamiento de 
los medios de comunicación de alcance barrial. 


La administración de este fondo corresponderá al Consejo de Comunicación 
Audiovisual creado por el artículo 66 de la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014, 
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Artículo 13. (Control del gasto público).- Toda contratación de publicidad oficial 
deberá realizarse mediante decisión fundada del jerarca del organismo o quien ejerza 
facultades delegadas, indicando las disposiciones legales y criterios en que se funda. 


Sin perjuicio de las facultades del Tribunal de Cuentas, la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado evaluará el debido cumplimiento, por parte de todos los sujetos 
obligados, de los principios y criterios exigidos por la presente ley para la planificación, 
contratación y distribución de publicidad oficial en medios de comunicación y otros 
soportes de comunicación, solicitando preceptivamente informes al Consejo de 
Comunicación Audiovisual, en lo que sea pertinente. 


Artículo 14. (Requisitos).- Las personas fisicas o jurídicas interesadas en obtener 
contratos de publicidad oficial con cualquiera de los organismos públicos alcanzados por 
la presente ley, deberán cumplir los requisitos generales exigibles para los proveedores 
del Estado en los términos del artículo 46 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAFP). 


Atendiendo a la especificidad del servicio a prestar también deberán cumplir con los 
siguientes requisitos: 


A) En el caso de los servicios de comunicación audiovisual, contar con 
autorización, registro o licencia vigente. 


B) Los casos comprendidos en el literal A) y los programas y productores 
independientes de servicios de comunicación audiovisual, deberán presentar 
grilla de programación identificando, en cada caso, si se trata de espacios de 
producción propia, conjunta, adquirida, independiente o repetición de otros 
servicios, y si el origen es local, nacional o extranjero. 

C) Cumplir con los laudos salariales establecidos por los Consejos de Salarios 

en sus respectivos sectores, extremo que deberá ser certificado por el 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


=— 


D) Los medios gráficos de alcance local o nacional deberán presentar en forma 
semestral declaración jurada de tiraje y venta; los sitios web, blogs, servicios 
audiovisuales y otras plataformas, servicios o aplicaciones en internet 


deberán disponer de indicadores confiables de visualización o acceso; todas 


o 
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las modalidades de servicios de televisión para abonados deberán presentar 
a la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación (URSEC) 
declaraciones juradas con el número de suscriptores, nacionales o locales, 
según corresponda a los efectos de la publicidad oficial a contratar. 


Artículo 15. (Rescisión de contrato).- Los organismos públicos podrán rescindir los 
contratos de publicidad oficial, de conformidad con las normas legales y contractuales 
pertinentes. 


Queda prohibido rescindir los contratos de publicidad oficial en función de la línea 
editorial o informativa del medio de comunicación. 


CAPÍTULO V 


ASESORAMIENTO PARA LA 
CONTRATACIÓN DE PUBLICIDAD OFICIAL 


Artículo 16. (Asesoramiento y seguimiento). La Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado asesorará a los organismos públicos alcanzados por la 
presente ley en materia de contratación de publicidad oficial, de acuerdo con lo dispuesto 
en el Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF). 


Artículo 17. (Cometidos).- El Consejo de Comunicación Audiovisual, en atención a lo 
dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, tendrá los siguientes cometidos: 


A) Realizar, utilizando los recursos determinados en el artículo 12 de la presente 
ley: 


1) Encuestas anuales de alcance nacional, departamental y municipal 
sobre lectorías, cobertura y penetración de los medios gráficos. 


2) Encuestas anuales de alcance nacional, departamental y municipal 
sobre cobertura, audiencia y penetración de los medios radiales. 
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3) Encuestas de alcance nacional, departamental y municipal sobre 
audiencia de servicios de comunicación audiovisual en sus distintas 
modalidades y plataformas tecnológicas. 


4) Estudios de uso y consumo cultural e informativo de medios por parte 
de la población. 


5) Estudios y medición de sitios web, servicios, aplicaciones y otras 
plataformas de información y comunicación en intemet, así como de 
soportes de comunicación en espacios públicos. 


6) Evaluación del efectivo cumplimiento de los contratos aprobados con 
agencias de publicidad, centrales de medios y otros intermediarios, así 
como de la distribución de la pauta contratada en medios de 
comunicación y otros soportes de comunicación. 


B) Recabar y remitir a todos los organismos públicos información y estudios 
referidos al uso y consumo de medios de comunicación y otros soportes de 
información y comunicación pasibles de difundir publicidad oficial. 


Recibir y analizar denuncias de organismos públicos, agencias de publicidad, 
centrales de medios u otros intermediarios, así como de medios de 
comunicación, organizaciones sociales y ciudadanos sobre eventuales 
incumplimientos de los principios, criterios y demás disposiciones exigidos por 
la presente ley para la planificación, contratación y distribución de publicidad 
oficial en medios de comunicación y otros soportes de comunicación, a fin de 
remitirlas al Tribunal de Cuentas y a otras autoridades, según corresponda, 
para su rápido diligenciamiento. 


c 


-_” 


D) Informar a los organismos públicos contratantes sobre incumplimientos de los 
actores privados intervinientes de lo establecido en la presente ley en materia 
de transparencia, criterios de contratación de la publicidad oficial y de la 
efectiva emisión, distribución o publicación de la publicidad contratada, para 
que se adopten las medidas sancionatorias correspondientes. Para cumplir 
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con este cometido contará con toda la información pertinente de que disponga 
la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado en cumplimiento de sus 
obligaciones legales. 


E) Denunciar ante las autoridades competentes cualquier conducta violatoria de 
la presente ley por parte de organismos o funcionarios públicos para dar inicio 
a los procesos administrativos y aplicar las sanciones que correspondan de 
acuerdo a la legislación vigente. 


Realizar un informe anual relativo al estado de situación de la contratación de 
publicidad oficial y de la aplicación y debido cumplimiento de la presente ley, 
el que se publicará en su sitio web y al cual se dará la más amplia difusión. 


F 


rr 


La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación (URSEC) deberá remitir 
trimestralmente al Consejo de Comunicación Audiovisual las declaraciones juradas de 
cantidad de suscriptores de todos los servicios de televisión para abonados autorizados, 
en todas las plataformas tecnológicas utilizadas. 


Toda la información e informes realizados por el Consejo de Comunicación 
Audiovisual serán publicados en su sitio web, con destaque y fácil acceso por parte del 
público. 


Las encuestas y estudios deberán dar debida cuenta de los medios comunitarios y 
medios barriales de las ciudades de cada departamento. 
CAPÍTULO VI 
SANCIONES 


Artículo 18. (Sanciones).- El incumplimiento de los criterios de contratación de 
publicidad oficial será considerado falta grave, debiendo instruirse la investigación o 
sumario administrativo conducente a la determinación o comprobación de dicha falta, a la 
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individualización de los responsables así como a la determinación o comprobación de la 
responsabilidad de los funcionarios imputados y su esclarecimiento, según corresponda. 


En caso de que se trate de empleados de personas públicas no estatales o 
trabajadores de las sociedades comerciales comprendidas en el ámbito de aplicación de 
la presente ley, se estará a lo que en cada caso dispongan sus leyes orgánicas o las 
normas que rigen la materia laboral, según corresponda. 


Cuando los sujetos obligados por las disposiciones de esta ley fueren condenados a 
reparar los daños y perjuicios causados por la inobservancia de las mismas, se 
considerará especialmente justificada la acción de repetición contra los funcionarios 
responsables (artículo 25 de la Constitución de la República), la que solo podrá dejar de 
entablarse por resolución fundada del órgano competente, que deberá comunicarse a la 
Asamblea General. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 19. (Plazo de implementación de la información).- Los sitios web deberán 
ser implementados por los sujetos obligados en el plazo perentorio de un año, contado a 
partir de la publicación de la presente ley. 


Artículo 20. (Promoción de la diversidad de medios de comunicación).- Créase el 
programa "Fondo para la Promoción de la Diversidad de Medios de Comunicación 
Audiovisual" con el fin de fomentar y promover la diversidad de servicios de comunicación 
audiovisual, 


El Fondo se financiará con el 1% (uno por ciento) del monto total presupuestado 
para publicidad oficial por los órganos del Poder Ejecutivo, entes autónomos y servicios 
descentralizados. 
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Un 50% (cincuenta por ciento) estará destinado a servicios de comunicación 
audiovisuales comunitarios y un 50% (cincuenta por ciento) a servicios de comunicación 
audiovisuales comerciales locales, entendiendo por tales a las emisoras de radio y 
televisión comerciales de alcance barrial o ubicadas en localidades ubicadas fuera del 
área metropolitana y que tengan como área de servicio o distribución exclusivamente 
dichas localidades. 


Será administrado por el Consejo de Comunicación Audiovisual, creado por el 
artículo 66 de la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014. 


La asignación de recursos se realizará mediante concursos públicos, abiertos, 
transparentes y no discriminatorios. 


Artículo 21. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro del plazo de ciento veinte días contados desde su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 10 de julio de 
2018. 


COLA 
JORGE GANDINI 
Presidente 


— 


Secretaria 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME 


Señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración ha considerado el proyecto de ley por el que se regula la publicidad oficial. 


En atención a las mejores prácticas y estándares internacionales 
en materia de libertad de expresión y buena gobernanza, así como para promover un 
gasto más eficiente de los recursos públicos, entendemos necesario aprobar una 
legislación específica que regule la distribución y asignación de publicidad oficial y que 
establezca criterios claros, objetivos, profesionales y transparentes para la asignación 
publicitaria. 


Tomando los aportes de CAinfo (Centro de Archivos y Acceso a 
la Información Pública) a partir de un trabajo que comenzó a principios del año 2000, en el 
que distintas organizaciones sociales han venido trabajando el tema y con acuerdo de 
gran parte del sistema político sobre la necesidad de regularlo, en setiembre de 2009 
ingresó al Parlamento (en este caso sólo con firmas del Frente Amplio) una iniciativa 
similar de regulación de publicidad oficial, que no se llegó a considerar, 


Dicho proyecto también recoge las recomendaciones de la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) que ha considerado que los Estados deberían adoptar normas 
claras y transparentes para regular la publicidad oficial, en tanto esta potestad legítima de 
los Estados podría ser utilizada para castigar o premiar a los medios de comunicación en 
función de su línea editorial. “En particular, tiene el objetivo de prevenir que la asignación 
de la publicidad oficial se convierta en una forma indirecta de censura”, tal como expresa 
la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión aprobada por la Asamblea 
general de la OEA en 2000, "la utilización del poder del Estado y los recursos de la 
hacienda pública" tales como “la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad 
oficial”, entre otros, “con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los 
comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas 
informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente 
prohibidos por la ley”. La presente iniciativa consiste en la regulación de la publicidad 
oficial que se realiza en cualquier medio, con la finalidad de otorgar mayor transparencia, 
seguridad y efectividad en el relacionamiento entre los diferentes organismos 
comprendidos por la ley y los medios de comunicación de cualquier tipo de que se trate. 


Se le dió ingreso parlamentario con la firma de los cuatro 
partidos políticos con mayor representación en esta Cámara. Los legisladores firmantes 
dejaron constancia que estampaban su firma en el anteproyecto de ley propuesto por la 
organización social CAinfo (Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública), dando 
estado parlamentario a dicha iniciativa ciudadana con el fin de habilitar el debate y la 
aprobación de una legislación en tal sentido, considerando que se trataba de una base 
para la discusión de un tema tan sensible como complejo, pero sin que esto significara 
compromiso con todos y cada uno de los artículos presentados. 
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Principalmente establece un régimen de contratación minucioso y específico en 
coordinación con las normas del TOCAF y los controles constitucionales que se ejercen a 
través del Tribunal de Cuentas que conllevan a disponer de un sistema regulatorio 
garantista de los intereses públicos y que racionaliza las erogaciones del Estado en 
materia de publicidad. 


La Comisión ha recabado la opinión de la sociedad civil y de diversos organismos 
del Estado, habiendo sido especialmente útil el informe de la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado, con los cuales armoniosamente se ha logrado el texto 
proyectado. 


El presente proyecto de ley consta de siete capítulos. El Capítulo | refiere a las 
disposiciones generales de la norma y consta de un artículo, que refiere al objeto de la 
ley. Se establece que la misma tiene por objeto regular la producción, planificación, 
contratación y distribución de la publicidad oficial en cualquier medio de comunicación 
social, servicio o plataforma tecnológica de información y comunicación, incluyendo la 
contratación con agencias de publicidad, centrales de medios y otros intermediarios que 
formen parte de la cadena de asignación de la publicidad oficial. 


En cuanto a los sujetos obligados, este artículo primero, dispone que obliga a todas 
las personas públicas, estatales y no estatales, nacionales, departamentales y 
municipales, así como a las sociedades comerciales cuyo capital social se integre con 
fondos aportados por dichas personas y organismos en un 50% o más del mismo. 


En el caso de empresas con capital estatal minoritario, los representantes estatales 
en sus órganos de dirección ajustarán su actuación a los principios, criterios y 
prohibiciones que por la presente ley se establecen, en cuanto fuere posible. 


El Capítulo ll trata sobre la publicidad oficial en sí misma, estableciendo lo siguiente: 
a) el artículo segundo establece una definición de publicidad oficial; b) el artículo tercero 
enumera expresamente cuales son las modalidades de publicidad que quedan incluidas 
dentro de la definición de publicidad oficial; c) en el artículo cuarto se determinan 
prohibiciones para asegurar el cumplimiento de la ley. 


Por su parte, el Capítulo Il refiere a los principios que regirán la contratación de la 
publicidad oficial y los criterios de transparencia. El artículo 5%, establece como principios 
básicos, los siguientes: interés general, veracidad, imparcialidad, objetividad, claridad en 
el mensaje, profesionalidad, libre acceso a la información, transparencia, publicidad de los 
actos de gobierno, eficiencia y austeridad en la administración del gasto público, 


Asimismo, los artículos 6* y 7” refieren a la transparencia activa y a la transparencia 
de mercado, 


El Capítulo IV, detalla el procedimiento para la contratación. En particular en el 
artículo 8” del proyecto en cuestión, se establece el principio general para la contratación 
de la publicidad oficial, que será el de la licitación pública u otro procedimiento 
competitivo, de conformidad con el TOCAF; mientras que en el artículo 9 se establecen 
los criterios de contratación para la pauta publicitaria, que deberán ser el fundamento de 
la resolución de adjudicación. 


El artículo 10 refiere a la preceptividad de recabar el asesoramiento para la creación 
y diseño de los mensajes publicitarios y la planificación de medios necesarios para su 
difusión, como forma de asegurar la profesionalidad en la contratación, en los casos en 
que se requiera el procedimiento de licitación pública. 
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El artículo 11 prevé la obligatoriedad de destinar al menos un 30% del monto total de 
la publicidad oficial de alcance nacional a medios de comunicación, programas o 
producciones informativas o periodísticas comerciales o comunitarios, con realización y 
producción propias y radicados en localidades del interior, que tengan como área de 
servicio o distribución principal el lugar de su radicación u otras localidades del interior del 
país. 

En el artículo 12 se establece la preceptividad de destinar un 3% del monto total 
presupuestado para publicidad oficial para la realización de estudios, análisis y encuestas, 
que permitan mejorar la calidad de la publicidad oficial, con la finalidad de contar con 
insumos adecuados, suficientes y confiables para la adecuada asignación. La 
administración de este Fondo corresponderá al Consejo de Comunicación Audiovisual 
creado por el artículo 66 de la Ley N* 19.307, 


En el artículo 13 se dispone que la evaluación acerca del cumplimiento se llevará 
adelante por intermedio del Tribunal de Cuentas y la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado. 


Por su parte el artículo 14 establece los requisitos generales exigibles a los 
interesados para obtener contratos de publicidad oficial con los organismos públicos 
alcanzados por la ley. 


El Capítulo V refiere al asesoramiento para la contratación de publicidad oficial. Por 
el artículo 16 se encomienda a la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado el 
asesoramiento a los organismos públicos alcanzados por la presente ley, de conformidad 
con el TOCAF, mientras que el artículo 17 establece los cometidos del Consejo de 
Comunicación Audiovisual. 


El Capítulo VI, artículo 18, establece las sanciones ante el incumplimiento de las 
normas. 


Finalmente, el Capítulo VIl se compone de las disposiciones transitorias. Los 
artículos 19 a 21, determinan respectivamente, el plazo de implementación de la 
información, la promoción de la diversidad de medios de comunicación y la 
reglamentación. 


Por las razones invocadas, aconsejamos al Cuerpo la aprobación del proyecto de ley 
que se acompaña. 


Sala de la Comisión, 13 de junio de 2018 


JAVIER UMPIÉRREZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
DARCY DE LOS SANTOS 
PABLO GONZÁLEZ 
PABLO ABDALA, CON SALVEDADES 
RODRIGO GOÑI REYES, Con SALVEDADES 
OPE PASQUET IRIBARNE, CON SALVEDADES 
DANIEL RADÍO, CON SALVEDADES 
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PROYECTO DE LEY 


CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%. (Objeto de la ley).- La presente ley tiene por objeto regular la producción, 
planificación, contratación y distribución de la publicidad oficial: en cualquier medio de 
comunicación social, servicio o plataforma tecnológica de información y comunicación, 
incluyendo la contratación con agencias de publicidad, centrales de medios y otros 
intermediarios que formen parte de la cadena de asignación de la publicidad oficial. : 


Las disposiciones de esta ley obligan a todas las personas públicas, estatales y no 
estatales, nacionales, departamentales y municipales, así como a las sociedades 
comerciales de cualquier tipo cuyo capital social se integre con fondos aportados por 
dichas personas y organismos en un 50% (cincuenta por ciento) o más del mismo. 


En el caso de empresas con capital estatal minoritario, los representantes estatales 
en sus órganos de dirección ajustarán su actuación a los principios, criterios y 
prohibiciones que por la presente ley se establecen, en cuanto fuere posible. 


CAPÍTULO ll 
DE LA PUBLICIDAD OFICIAL 


Artículo 2*. (Definición).- La publicidad oficial es un medio a emplear por los sujetos 
indicados en el artículo 1” de la presente ley para cumplir sus cometidos, informar a la 
población y facilitar el acceso a la información a los interesados en obtenerla. 


La información que trasmita la publicidad oficial debe ser veraz, objetiva, clara, 
transparente, necesaria, oportuna y relevante para aquéllos a quienes se dirige. 


Artículo 3*.- Quedan incluidas en la definición de publicidad oficial las siguientes 
modalidades: 


A) Publicidad de actos administrativos tales como licitaciones, llamados de 
precios, llamados para ingresos de personal, avisos de interés para la 
población y todo otro acto de difusión emanados de los sujetos alcanzados por 
las disposiciones de la presente ley que comprometa fondos públicos. 


B) Publicidad institucional y campañas de bien público, entendidas como la 
publicidad oficial destinada a informar de las acciones, la imagen y 
características de los organismos públicos, sus rendiciones de cuentas, y las 
campañas públicas adoptadas por el Estado en materia de planes sociales, 
políticas públicas y resoluciones de interés general. 


C)Publicidad de bienes y servicios prestados, producidos o comercializados por 
empresas y entes del dominio comercial e industrial del Estado. 


Artículo 4*. (Prohibiciones).- Para asegurar el cumplimiento de los fines establecidos 
en la presente ley: 


A) Quedan prohibidos los mensajes discriminatorios o contrarios a los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución de la República y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado uruauavo. 
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B) Queda prohibido el uso discriminatorio de publicidad oficial con el objetivo de 
presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los 
medios de comunicación en función de su línea informativa o editorial, así como 
por su naturaleza jurídica. 


C) Queda prohibida la utilización de publicidad oficial como subsidio encubierto 
para beneficiar, directa o indirectamente, a los medios de comunicación u otros 
sujetos que la reciban. 


D)Quedan prohibidas las donaciones de cualquier especie que realicen los 
organismos públicos a los medios de comunicación u otros sujetos que reciban 
publicidad oficial o participen del proceso de contratación o distribución de la 
misma. 


E) La publicidad oficial no podrá utilizarse para fines propagandísticos de los 
partidos políticos, ni para hacer referencias a las campañas electorales de 
ningún partido político. 


F) Queda prohibido incluir la voz, imagen o cualquier otra referencia que 
individualice a funcionarios públicos de carácter político que ocupen cargos 
electivos o de particular confianza, salvo los que sean contratados 
específicamente para la tarea, en las piezas publicitarias de los organismos 
públicos. 


G)No podrá realizarse publicidad oficial en el período de publicidad electoral 
establecido en el artículo 1? de la Ley N* 17.045, de 14 de diciembre de 1998, 
salvo la emanada de las autoridades electorales en relación a la organización 
de las elecciones e información a la población, a los servicios o productos que 
se presten en régimen de competencia o en caso de emergencia debidamente 
fundada. 


No estará comprendida en esta prohibición la publicidad ordenada por normas 
legales y reglamentarias, ni la que fuere necesaria para el funcionamiento 
normal y regular de la administración. 


CAPÍTULO II! 
PRINCIPIOS Y TRANSPARENCIA 


Artículo 5%. (Principios).- La contratación de publicidad oficial se regirá por los 
principios de interés general, veracidad, imparcialidad, objetividad, claridad en el mensaje, 
profesionalidad, libre acceso a la información, transparencia, publicidad de los actos de 
gobierno, eficiencia y austeridad en la administración del gasto público. 


Artículo 6*. (Transparencia activa).- Todos los sujetos obligados por esta ley deberán 
publicar información sobre los procedimientos competitivos de contratación de publicidad 
oficial en el sitio web de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado, en los 
términos del artículo 50 del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP). 


Es obligatorio, además, publicar en el sitio web del organismo, en forma completa, 
permanente y actualizada la siguiente información: 
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A) Monto presupuestal total destinado en cada ejercicio a publicidad en todas sus 
formas y en todo el proceso desde su diseño, planificación, producción, 
contratación y distribución. 


B) Plan de inversión publicitaria aprobado por el organismo en el ejercicio anual 
anterior. En el caso de las empresas, entes públicos o Ministerios, 
exclusivamente en lo relativo a los servicios o productos que presten en 
régimen de competencia podrán publicar versiones públicas que no dañen la 
estrategia comercial del organismo o del país, sin perjuicio de lo dispuesto por 
la Ley N* 18,381, 17 de octubre de 2008, y su decreto reglamentario. 


C) Detalle de la inversión ejecutada en el ejercicio anual anterior, incluyendo los 
montos destinados a la contratación y pago de comisiones a las agencias de 
publicidad, centrales de medios y otros intermediarios participantes en todo el 
proceso, desde la producción y planificación de la distribución de la publicidad 
oficial, así como el plan de medios y la contratación a cada medio o soporte de 
comunicación, en cualquiera de sus modalidades, la aplicación del mínimo 
exigido en el artículo 11 de la presente ley, los precios y condiciones ofrecidos 
por cada uno de ellos y la cantidad, tipo y extensión de la misma. También 
deberá estar siempre disponible la consulta de todo el historial del gasto 
ejecutado. 


La reglamentación regulará los lineamientos técnicos que permitan la uniformidad, 
interacción, fácil ubicación y acceso de estas informaciones. 


Artículo 7%. (Transparencia de mercado).- Todos los medios y soportes de 
información y comunicación que reciban publicidad oficial deberán publicar en sus sitios 
web información detallada que dé debida cuenta de los montos y características de la 
pauta publicitaria oficial recibida. 


De la misma forma, las agencias de publicidad, y centrales de medios y otros 
intermediarios en el proceso de contratación de publicidad oficial deberán publicar 
información detallada del destino efectivo de los dineros asignados por los organismos 
públicos contratantes, incluyendo las comisiones, subcontrataciones y otros gastos del 
dinero público que hayan sido requeridos para dar cumplimiento a la contratación final de 
la publicidad oficial. 


CAPÍTULO IV 


PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN DE 
PUBLICIDAD OFICIAL 


Artículo 8%. (Procedimientos).- El principio general para la contratación de publicidad 
oficial será el procedimiento de licitación pública u otro procedimiento competitivo, tal 
como se dispone en el Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera 
(TOCAP), a través de compras de espacio publicitario en función de campañas y planes 
de información y comunicación institucional. 


No obstante podrá contratarse publicidad oficial según lo dispuesto en los literales 
A), B) y C) del artículo 33 del TOCAF, mediante resolución fundada. 


En todos los casos, no obstante, deberán respetarse los criterios establecidos en el 
artículo 9” de la presente ley. 
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Artículo 9*. (Criterios de contratación).- A los efectos de contratar la pauta publicitaria 
en el marco de los procedimientos previstos en el artículo 8” de la presente ley, los sujetos 
obligados por esta ley deberán fundar su resolución en los siguientes criterios: 


A) Relación entre información o campaña y población objetivo. 


B) Medios y programas de mayor audiencia, tiraje y lectoría. Cuando la publicidad 
a contratarse deba dirigirse a un público objetivo que sea susceptible de ser 
alcanzado por medios locales deberá ponderarse, sin perjuicio de la aplicación 
del precedente criterio en su ámbito de cobertura, a aquellos medios, 
programas o producciones de exclusiva realización y producción en dichas 
localizaciones. 


C) Precio de la pauta publicitaria ofrecida por el medio o soporte de comunicación. 


La evaluación deberá respetar este orden de prioridades y los puntajes que se 
establecerán en la reglamentación de la presente ley. 


Todas las resoluciones sobre publicidad oficial deberán ponderar en su 
fundamentación los literales A), B) y C), de modo de relacionar la contratación decidida 
para cada medio o soporte de comunicación con la incidencia en esos rubros. 


El sujeto responsable de la publicidad oficial deberá asegurarse de que cualquier 
persona física o jurídica que sea contratada para asesorar, planificar o distribuir la misma, 
actúe en atención a los criterios indicados. 


Artículo 10. (Asesoramiento).- Para asegurar la profesionalidad en la contratación de 
la publicidad oficial, en aquellos casos en los que se requiera el procedimiento de la 
licitación pública, los sujetos obligados por esta ley que la realicen recabarán el 
asesoramiento para la creación y el diseño de los mensajes publicitarios y el de la 
planificación de medios necesaria para su difusión. 


Artículo 11. (Distribución en medios locales del interior).- Sin perjuicio de la 
aplicación de los criterios establecidos en el artículo 9? de la presente ley y descontado el 
porcentaje a contratar con medios públicos dispuesto por el artículo 17 de la Ley 
N* 17.904, de 7 de octubre de 2005 en los casos que corresponda, deberá destinarse al 
menos un 30% (treinta por ciento) del monto total de la publicidad oficial de alcance 
nacional a medios de comunicación, programas o producciones informativas o 
periodísticas comerciales o comunitarios, con realización y producción propias y radicados 
en localidades del interior, que tengan como área de servicio o distribución principal el 
lugar de su radicación u otras localidades del interior del país. 


En el caso de medios de comunicación cuyos estudios principales y plantas de 
emisión estén ubicados en localidades del interior pero que tengan cobertura parcial en el 
departamento de Montevideo, será de aplicación el presente articulo si sus contenidos 
están dirigidos clara y principalmente a los residentes en la localidad de origen. 


Todos los organismos obligados deberán publicar un informe detallado sobre el 
cumplimiento de los referidos porcentajes según lo dispuesto en el literal C) del artículo 6? 
de la presente ley. 


La asignación del 30% (treinta por ciento) de la publicidad precedentemente 
indicado, deberá realizarse de conformidad con los criterios establecidos en el artículo 9? 
de la presente ley. 


Artículo 12. (Información para la contratación).- A efectos de contar con insumos 
adecuados, suficientes y confiables para una adecuada asignación se destinará, 
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anualmente, el 3% (tres por ciento) del monto total presupuestado para publicidad oficia! 
por los sujetos alcanzados por las disposiciones de la presente ley, para la realización de 
estudios, análisis y encuestas de alcance nacional y departamental sobre lectorías, 
cobertura y penetración de los medios gráficos, cobertura y audiencia de los medios 
radiales, audiencia televisiva en sus distintas modalidades, consumo y uso de otros 
soportes, servicios y aplicaciones en internet y publicidad en vía pública, así como la 
realización de estudios sobre consumo cultural e informativo de la población. 


Dichos estudios y encuestas deberán contemplar debidamente el relevamiento de 
los medios de comunicación de alcance barrial. 


La administración de este fondo corresponderá al Consejo de Comunicación 
Audiovisual creado por el artículo 66 de la Ley N*” 19.307, de 29 de diciembre de 2014. 


Artículo 13. (Control del gasto público).- Toda contratación de publicidad oficial 
deberá realizarse mediante decisión fundada del jerarca del organismo o quien ejerza 
facultades delegadas, indicando las disposiciones legales y criterios en que se funda: 


Sin perjuicio de las facultades del Tribunal de Cuentas, la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado evaluará el debido cumplimiento, por parte de todos los sujetos 
obligados, de los principios y criterios exigidos por la presente ley para la planificación, 
contratación y distribución de publicidad oficial en medios de comunicación y otros 
soportes de comunicación, solicitando preceptivamente informes al Consejo de 
Comunicación Audiovisual, en lo que sea pertinente. 


Artículo 14. (Requisitos).- Las personas físicas o jurídicas interesadas en obtener 
contratos de publicidad oficial con cualquiera de los organismos públicos alcanzados por 
la presente ley, deberán cumplir los requisitos generales exigibles para los proveedores 
del Estado en los términos del artículo 46 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAP). 


Atendiendo a la especificidad del servicio a prestar también deberán cumplir con los 
siguientes requisitos: 


A)En el caso de los servicios de comunicación audiovisual, contar con 
autorización, registro o licencia vigente. 


B)Los casos comprendidos en el literal A) y los programas y productores 
independientes de servicios de comunicación audiovisual, deberán presentar 
grilla de programación identificando, en cada caso, si se trata de espacios de 
producción propia, conjunta, adquirida, independiente o repetición de otros 
servicios, y si el origen es local, nacional o extranjero. 


C) Cumplir con los laudos salariales establecidos por los Consejos de Salarios en 
sus respectivos sectores, extremo que deberá ser certificado por el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 


D)Los medios gráficos de alcance local o nacional deberán presentar en forma 
semestral declaración jurada de tiraje y venta; los sitios web, blogs, servicios 
audiovisuales y otras plataformas, servicios o aplicaciones en internet deberán 
disponer de indicadores confiables de visualización o acceso; todas las 
modalidades de servicios de televisión para abonados deberán presentar a la 
Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación (URSEC) declaraciones 
juradas con el número de suscriptores, nacionales o locales, según 
corresponda a los efectos de la publicidad oficial a contratar. 
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Artículo 15. (Rescisión de contrato).- Los organismos públicos podrán rescindir los 
contratos de publicidad oficial, de conformidad con las normas legales y contractuales 
pertinentes. 


Queda prohibido rescindir los contratos de publicidad oficial en función de la linea 
editorial o informativa del medio de comunicación. 


CAPÍTULO V 


ASESORAMIENTO PARA LA 
CONTRATACIÓN DE PUBLICIDAD OFICIAL 


lo 16. (Asesoramiento y seguimiento).- La Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado asesorará a los organismos públicos alcanzados por la 
presente ley en materia de contratación de publicidad oficial, de acuerdo con lo dispuesto 
en el Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAP). 


Artículo 17. (Cometidos).- El Consejo de Comunicación Audiovisual, en atención a lo 
dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, tendrá los siguientes cometidos: 


A) Realizar, utilizando los recursos determinados en el artículo 12 de la presente 
ley: 


1) Encuestas anuales de alcance nacional, departamental y municipal sobre 
lectorías, cobertura y penetración de los medios gráficos. 


2) Encuestas anuales de alcance nacional, departamental y municipal sobre 
cobertura, audiencia y penetración de los medios radiales. 


3) Encuestas de alcance nacional, departamental y municipal sobre audiencia 
de servicios de comunicación audiovisual en sus distintas modalidades y 
plataformas tecnológicas. 


4) Estudios de uso y consumo cultural e informativo de medios por parte de la 
población. 


5) Estudios y medición de sitios web, servicios, aplicaciones y otras plataformas 
de información y comunicación en internet, así como de soportes de 
comunicación en espacios públicos. 


6) Evaluación del efectivo cumplimiento de los contratos aprobados con 
agencias de publicidad, centrales de medios y otros intermediarios, así como 
de la distribución de la pauta contratada en medios de comunicación y otros 
soportes de comunicación. 


B) Recabar y remitir a todos los organismos públicos información y estudios 
referidos al uso y consumo de medios de comunicación y otros soportes de 
información y comunicación pasibles de difundir publicidad oficial. 


C) Recibir y analizar denuncias de organismos públicos, agencias de publicidad, 
centrales de medios u otros intermediarios, así como de medios de 
comunicación, organizaciones sociales y ciudadanos sobre eventuales 
incumplimientos de los principios, criterios y demás disposiciones exigidos por 
la presente ley para la planificación, contratación y distribución de publicidad 
oficial en medios de comunicación y otros soportes de comunicación, a fin de 
remitirlas al Tribunal de Cuentas y a otras autoridades, según corresponda, 
para su rápido diligenciamiento. 
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D) Informar a los organismos públicos contratantes sobre incumplimientos de los 
actores privados intervinientes de lo establecido en la presente ley en materia 
de transparencia, criterios de contratación de la publicidad oficial y de la 
efectiva emisión, distribución o publicación de la publicidad contratada, para 
que se adopten las medidas sancionatorias correspondientes. Para cumplir con 
este cometido contará con toda la información pertinente de que disponga la 
Agencia de Compras y Contrataciones del Estado en cumplimiento de sus 
obligaciones legales. 


E) Denunciar ante las autoridades competentes cualquier conducta violatoria de la 
presente ley por parte de organismos o funcionarios públicos para dar inicio a 
los procesos administrativos y aplicar las sanciones que correspondan de 
acuerdo a la legislación vigente. 


F) Realizar un informe anual relativo al estado de situación de la contratación de 
publicidad oficial y de la aplicación y debido cumplimiento de la presente ley, el 
que se publicará en su sitio web y al cual se dará la más amplia difusión, 


La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación (URSEC) deberá remitir 
trimestralmente al Consejo de Comunicación Audiovisual las declaraciones juradas de 
cantidad de suscriptores de todos los servicios de televisión para abonados autorizados, 
en todas las plataformas tecnológicas utilizadas. 


Toda la información e informes realizados por el Consejo de Comunicación 
Audiovisual serán publicados en su sitio web, con destaque y fácil acceso por parte del 
público. 


Las encuestas y estudios deberán dar debida cuenta de los medios comunitarios y 
medios barriales de las ciudades de cada departamento. 


CAPÍTULO VI 
SANCIONES 


Artículo 18. (Sanciones).- El incumplimiento de los criterios de contratación de 
publicidad oficial será considerado falta grave, debiendo instruirse la investigación o 
sumario administrativo conducente a la determinación o comprobación de dicha falta, a la 
individualización de los responsables así como a la determinación o comprobación de la 
responsabilidad de los funcionarios imputados y su esclarecimiento, según corresponda. 


En caso de que se trate de empleados de personas públicas no estatales o 
trabajadores de las sociedades comerciales comprendidas en el ámbito de aplicación de 
la presente ley, se estará a lo que en cada caso dispongan sus leyes orgánicas. o las 
normas que rigen la materia laboral, según corresponda. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 19. (Plazo de implementación de la información).- Los sitios web deberán 
ser implementados por los sujetos obligados en el plazo perentorio de un año, contado a 
partir de la publicación de la presente ley. 
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Artículo 20. (Promoción de la diversidad de medios de comunicación).- Créase el 
programa "Fondo para la Promoción de la Diversidad de Medios de Comunicación 
Audiovisual" con el fin de fomentar y promover la diversidad de servicios de comunicación 
audiovisual. 


El Fondo se financiará con el 1% (uno por ciento) del monto total presupuestado 
para publicidad oficial por los órganos del Poder Ejecutivo, entes autónomos y servicios 
descentralizados. 


Un 50% (cincuenta por ciento) estará destinado a servicios de comunicación 
audiovisuales comunitarios y un 50% (cincuenta por ciento) a servicios de comunicación 
audiovisuales comerciales locales, entendiendo por tales a la emisoras de radio y 
televisión comerciales de alcance barrial o ubicadas en localidades ubicadas fuera del 
área metropolitana y que tengan como área de servicio o distribución exclusivamente 
dichas localidades. 


Será administrado por el Consejo de Comunicación Audiovisual, creado por el 
artículo 68 de la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014, 


La asignación de recursos se realizará mediante concursos públicos, abiertos, 
transparentes y no discriminatorios. 


Artículo 21. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro del plazo de ciento veinte días contados desde su promulgación. 


Sala de la Comisión, 13 de junio de 2018 


JAVIER UMPIÉRREZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
DARCY DE LOS SANTOS 
PABLO GONZÁLEZ 
PABLO ABDALA, CON SALVEDADES 
RODRIGO GOÑI REYES, CON SALVEDADES 
OPE PASQUET IRIBARNE, CON SALVEDADES 
DANIEL RADÍO, CON SALVEDADES 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 17.045 
de 14 de diciembre de 1998 


REGULACIÓN DE LA PUBLICIDAD ELECTORAL 


Artículo 1%,-Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en 
los medios de radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados y 
prensa escrita, sólo a partir de: 


1) Treinta días para las elecciones internas. 

2) Treinta días para las elecciones nacionales. 

3) Quince días en caso de realizarse una segunda vuelta. 
4) Treinta días para las elecciones departamentales. 


47-C.S. 
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Ley N* 17.904 
de 7 de octubre de 2005 
RENDICIÓN DE CUENTAQS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 


Artículo 17.- El 20 % (veinte por ciento) de las pautas publicitarias en 
televisión y radio que contraten por todo concepto y bajo cualquier modalidad 
los órganos del Poder Ejecutivo, entes autónomos y servicios descentralizados, 
serán contratadas con Canal 5 - Servicio de Televisión Nacional y con las 
radiodifusoras del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE). 


Queda excluida la publicidad que se realice en medios del exterior. 


En el caso de los ingresos percibidos en mérito al inciso primero del 
presente artículo, a favor de Canal 5 - Servicio de Televisión Nacional no será 
de aplicación lo establecido en el inciso segundo del artículo 127 de la Ley 
N? 17.556, de 18 de setiembre de 2002. 


La Contaduría General de la Nación adecuará los créditos a los efectos 
que Canal 5 y las radiodifusoras del SODRE puedan disponer de la totalidad de 
los recursos que se obtengan por este concepto. 
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Ley N* 18.381 
de 17 de octubre de 2008 


LEY SOBRE EL DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACION PUBLICA 


CAPITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- (Objeto de la ley).- La presente ley tiene por objeto promover 
la transparencia de la función administrativa de todo organismo público, sea o 
no estatal, y garantizar el derecho fundamental de las personas alacceso a la 
información pública. 


Artículo 2*.- (Alcance) - Se considera información pública toda la que 
emane o esté en posesión de cualquier organismo público, sea o no estatal, 
salvo las excepciones o secretos establecidos por ley, así como las 
informaciones reservadas o confidenciales. 


Artículo 3.- (Derecho de acceso a la información pública).- El acceso a 
la información pública es un derecho de todas las personas, sin discriminación 
por razón de nacionalidad o carácter del solicitante, y que se ejerce sin 
necesidad de justificar las razones por las que se solicita la información. 


CAPITULO SEGUNDO 
DE LA INFORMACION PÚBLICA 


Artículo 4%. (Información pública).- Se presume pública toda información 
producida, obtenida, en poder o bajo control de los sujetos obligados por la 
presente ley, con independencia del soporte en el que estén contenidas. 


Artículo 5%. (Difusión de la información pública).- Los sujetos obligados 
deberán prever la adecuada organización, sistematización y disponibilidad de la 
información en su poder, asegurando un amplio y fácil acceso a los 
interesados. 


Los organismos públicos, sean o no estatales, deberán difundir en forma 
permanente, a través de sus sitios web u otros medios que el órgano de control 
determine, la siguiente información mínima: 


A) Su estructura orgánica. 

B) Las facultades de cada unidad administrativa. 

C) La estructura de remuneraciones por categoría escalafonaria, funciones 
de los cargos y sistema de compensación. 
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D) Información sobre presupuesto asignado, su ejecución, con los 
resultados de las auditorías que en cada caso corresponda. 

E) Concesiones, licitaciones, permisos o autorizaciones otorgadas, 
especificando los titulares o beneficiarios de éstos. 

F) Toda información estadística de interés general, de acuerdo a los fines 
de cada organismo. 

G) Mecanismos de participación ciudadana, en especial domicilio y unidad 
a la que deben dirigirse las solicitudes para obtener información. 


Artículo 6%. (Custodia de la información).- Es responsabilidad de los 
sujetos obligados por la presente ley, crear y mantener registros de manera 
profesional, para que el derecho de acceso a la información pública se pueda 
ejercer en plenitud. 


El personal que administre, manipule, archive o conserve información pública, 
será responsable, solidariamente con la autoridad de la dependencia a la que 
pertenece dicha información, por sus acciones u omisiones, en la ocultación, 
alteración, pérdida o desmembración de la información pública. 


Artículo 7*. (Presentación de informes).- Todos los sujetos obligados por 
la presente ley presentarán ante el órgano de control, hasta el último día hábil 
del mes de marzo de cada año, un informe anual sobre el cumplimiento del 
derecho de acceso a la información pública, que contendrá: 


A) Información del período anterior sobre el cumplimiento de las 
obligaciones que le asigna esta ley. 

B) Detalle de las solicitudes de acceso a la información y el trámite dado a 
cada una de ellas. 


Sin perjuicio de las disposiciones anteriores, estarán también obligados a 
producir un informe semestral actualizado conteniendo la lista de información 
reservada. 


Artículo 8%, (Excepciones a la información pública).- Las excepciones a 
la información pública serán de interpretación estricta y comprenderán aquellas 
definidas como secretas por la ley y las que se definan seguidamente como de 
carácter reservado y confidencial. 


Artículo 9%. (Información reservada).- Como información reservada podrá 
clasificarse aquella cuya difusión pueda: 


A) Comprometer la seguridad pública o la defensa nacional. 

B) Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las 
relaciones internacionales, incluida aquella información que otros 
estados u organismos internacionales entreguen con carácter de 
reservado al Estado uruguayo. 

C) Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país. 

D) Poner en riesgo la vida, la dignidad humana, la seguridad o la salud de 
cualquier persona. 


E) Suponer una pérdida de ventajas competitivas para el sujeto obligado o 
pueda dañar su proceso de producción. 
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F) Desproteger descubrimientos científicos, tecnológicos o culturales 
desarrollados o en poder de los sujetos obligados. 

G) Afectar la provisión libre y franca de asesoramientos, opiniones o 
recomendaciones que formen parte del proceso deliberativo de los 
sujetos obligados hasta que sea adoptada la decisión respectiva, la cual 
deberá estar documentada. 


La clasificación de la información reservada deberá realizarse por el 
sujeto obligado en el momento en que esta se genere, obtenga o modifique, 
mediante resolución debidamente fundada y motivada, en la que se demuestre 
la existencia de elementos objetivos que permitan determinar que la 
divulgación de la misma genera un riesgo claro, probable y específico de daño 
al interés público protegido, de acuerdo con las excepciones referidas en el 
presente artículo. 


Excepcionalmente, la información podrá clasificarse como reservada en el 
momento en que se reciba una solicitud de acceso a la misma. En este caso, la 
resolución fundada que disponga la clasificación de la información deberá 
remitirse en el plazo de cinco días hábiles a la Unidad de Acceso a la 
Información Pública, la que en ejercicio de su cometido de control, solicitará al 
sujeto obligado su desclasificación si la misma no se ajustare a lo dispuesto en 
el presente artículo. En cualquier caso, el plazo de reserva comenzará a 
computarse a partir de que la información pudo ser clasificada. 


En todo momento, la Unidad de Acceso a la Información Pública podrá 
tener acceso a la información clasificada para evaluar la regularidad de su 
clasificación. 


Artículo 10, (Información confidencial).- Se considera información 
confidencial: 


1) Aquella entregada en tal carácter a los sujetos obligados, siempre 
que: 


A. Refiera al patrimonio de la persona. 

B. Comprenda hechos o actos de carácter económico, contable, jurídico o 
administrativo, relativos a una persona física o jurídica, que pudiera ser 
útil para un competidor. 

C. Esté amparada por una cláusula contractual de confidencialidad. 


II) Los datos personales que requieran previo consentimiento 
informado. 


Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de documentos 
que contengan estos datos. 


Artículo 11. (Período de reserva)- La información clasificada 
previamente como reservada, permanecerá con tal carácter hasta un período 
de quince años desde su clasificación. La información reservada será 
desciasificada cuando se extingan las causas que dieron lugar a su 
clasificación. Sólo se ampliará el periodo de reserva sobre cierta 
documentación cuando permanezcan y se justifiquen las causas que le dieron 
origen. 
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Artículo 12. (inoponibilidad en casos de violaciones a los derechos 
humanos).- Los sujetos obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de 
las reservas mencionadas en los artículos que anteceden cuando la 
información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea 
relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos. 


CAPITULO TERCERO 


DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA ACCEDER A LA 
INFORMACION PUBLICA 


Artículo 13. (De la solicitud y sus requisitos).- Toda persona física o 
jurídica interesada en acceder a la información pública en poder de los sujetos 
obligados por la presente ley, deberá hacerlo mediante solicitud escrita ante el 
titular del organismo. En dicha solicitud deberá constar: 


A) La identificación del solicitante, su domicilio y forma de comunicación. 

B) La descripción clara de la información requerida y cualquier dato que 
facilite su localización. 

C) Y, opcionalmente, el soporte de información preferido, sin constituir este 
último una obligación para el organismo. 


Artículo 14. (Límites del acceso a la información pública).- La solicitud de 
acceso a la información no implica la obligación de los sujetos obligados a 
crear o producir información que no dispongan o no tengan obligación de 
contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, el organismo 
comunicará por escrito que la denegación de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder, respecto de la información solicitada. Esta 
ley tampoco faculta a los peticionarios a exigir a los organismos que efectúen 
evaluaciones o análisis de la información que posean, salvo aquellos que por 
sus cometidos institucionales deban producir. 


No se entenderá producción de información, a la recopilación o 
compilación de información que estuviese dispersa en las diversas áreas del 
organismo, con el fin de proporcionar la información al peticionario. 


Artículo 15. (Plazos).- Cualquier persona física o jurídica podrá formular 
la petición de acceso a la información en poder de los sujetos obligados. Ante 
la petición formulada por el interesado, el organismo requerido está obligado a 
permitir el acceso o, si es posible, contestar la consulta en el momento en que 
sea solicitado. En caso contrario tendrá un plazo máximo de veinte días hábiles 
para permitir o negar el acceso o contestar la consulta. 


El plazo podrá prorrogarse, con razones fundadas y por escrito, por otros 
veinte días hábiles si median circunstancias excepcionales. 


Artículo 16. (Competencia para decidir).- El acto que resuelva sobre la 
petición deberá emanar del jerarca máximo del organismo o quien ejerza 
facultades delegadas y deberá franquear o negar el acceso a la información 
que obrare en su poder relativa a la solicitud en forma fundada. 


Artículo 17.  (Acceso).- En caso que los sujetos obligados resuelvan 
favorablemente las peticiones formuladas, autorizarán la consulta de los 
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documentos pertinentes en las oficinas que determinen o, en su caso, 
expedirán copia auténtica de los antecedentes que posean relativos a la 
solicitud. 

El acceso a la información será siempre gratuito, pero su reproducción en 
cualquier soporte será a costa del interesado, quien reintegrará al organismo 
únicamente el precio de costo del soporte, sin ningún tipo de ganancia o 
arancel adicional. 


Artículo 18. (Silencio positivo).- El organismo requerido sólo podrá negar 
la expedición de la información solicitada mediante resolución motivada del 
jerarca del organismo que señale su carácter reservado o confidencial, 
indicando las disposiciones legales en que se funde. 


Vencido el plazo de veinte días hábiles desde la presentación de la 
solicitud, si no ha mediado prórroga o vencida la misma sin que exista 
resolución expresa notificada al interesado, éste podrá acceder a la información 
respectiva, considerándose falta grave la negativa de cualquier funcionario a 
proveérsela, de conformidad con las previsiones de la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998, y del artículo 31 de la presente ley. 


CAPITULO CUARTO 
ORGANO DE CONTROL 


Artículo 19. (Organo de control).- Créase como órgano desconcentrado 
de la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la 
Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC), dotado de la más 
amplia autonomía técnica, la Unidad de Acceso a la Información Pública. 
Estará dirigida por un Consejo Ejecutivo integrado por tres miembros: el 
Director Ejecutivo de AGESIC y dos miembros designados por el Poder 
Ejecutivo entre personas que por sus antecedentes personales, profesionales y 
de conocimiento en la materia aseguren independencia de criterio, eficiencia, 
objetividad e imparcialidad en el desempeño de sus cargos. 


A excepción del Director Ejecutivo de la AGESIC, los miembros durarán 
cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados nuevamente. Sólo 
cesarán por la expiración de su mandato y designación de sus sucesores, o por 
su remoción dispuesta por el Poder Ejecutivo en los casos de ineptitud, omisión 
o delito, conforme a las garantías del debido proceso. 


La presidencia del Consejo Ejecutivo será rotativa anualmente entre los 
dos miembros designados por el Poder Ejecutivo para dicho órgano y tendrá a 
su cargo la representación del mismo y la ejecución de las actividades 
necesarias para el cumplimiento de sus resoluciones. 


Artículo 20. (Consejo Consultivo).- El Consejo Ejecutivo de la Unidad de 
Acceso a la Información Pública funcionará asistido por un Consejo Consultivo, 
que estará integrado por cinco miembros: 


A) Una persona con reconocida trayectoria en la promoción y defensa de 
los derechos humanos, designada por el Poder Legislativo, la que no podrá ser 
un legislador en actividad. 
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B) Un representante del Poder Judicial. 
C) Un representante del Ministerio Público. 
D) Un representante del área académica. 


E) Un representante del sector privado, que se elegirá en la forma 
establecida reglamentariamente. 


Sesionará presidido por el Presidente de la Unidad de Acceso a la 
Información Pública. 


Sus integrantes durarán cuatro años en sus cargos y sesionaran a 
convocatoria del Presidente de la Unidad de Acceso a la Información Pública o 
de la mayoría de sus miembros. 


Podrá ser consultado por el Consejo Ejecutivo sobre cualquier aspecto de 
su competencia y deberá ser consultado por éste cuando ejerza potestades de 
reglamentación. 


Artículo 21. (Cometidos).- El órgano de control deberá realizar todas las 
acciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y demás 
disposiciones de la presente ley. A tales efectos tendrá las siguientes funciones 
y atribuciones: 


A) Asesorar al Poder Ejecutivo en el cumplimiento de la normativa 
constitucional, legal o reglamentaria vigente y de los instrumentos 
internacionales ratificados por la República referidos al acceso a la 
información pública. 

B) Controlar la implementación de la presente ley en los sujetos obligados. 

C) Coordinar con autoridades nacionales la implementación de políticas. 

D) Orientar y asesorar a los particulares respecto al derecho de acceso a la 
información pública. 

E) Capacitar a los funcionarios de los sujetos que están obligados a brindar 
el acceso a la información. 

F) Promover y coordinar con todos los sujetos obligados las políticas 
tendientes a facilitar el acceso informativo y la transparencia, 

G) Ser órgano de consulta para todo lo relativo a la puesta en práctica de la 
presente ley por parte de todos los sujetos obligados. 

H) Promover campañas educativas y publicitarias donde se reafirme el 
derecho al acceso a la información como un derecho fundamental. 

l) Realizar un informe de carácter anual relativo al estado de situación de 
este derecho al Poder Ejecutivo. 

J) Denunciar ante las autoridades competentes cualquier conducta 
violatoria a la presente ley y aportar las pruebas que consideren 
pertinentes. 

K) Solicitar al sujeto obligado la desclasificación de la información que 
hubiere sido clasificada sin ajustarse a los criterios de clasificación 
establecidos en la presente ley. 
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CAPITULO QUINTO 
ACCION DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 


Artículo 22. (Acción de acceso a la información pública).- Toda persona 
tendrá derecho a entablar una acción judicial efectiva que garantice el pleno 
acceso a las informaciones de su interés (artículo 694 de la Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996). 


Artículo 23. (Procedencia y competencia).- La acción de acceso a la 
información procede contra todo sujeto obligado por la presente ley, cuando 
éste se negare a expedir la información solicitada o no se expidiese en los 
plazos fijados en la presente ley. 


Serán competentes para conocer en estas acciones: 


1) En la capital, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Contencioso Administrativo, cuando la acción se dirija contra una 
persona pública estatal, y los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Civil en los restantes casos. 

2) En el interior, los Juzgados Letrados de Primera Instancia a los que se 
haya asignado competencia en la materia. 


Artículo 24. (Legitimación).- La acción de acceso a la información podrá 
ser ejercida por el sujeto interesado o sus representantes, ya sean tutores o 
curadores y, en caso de personas fallecidas, por sus sucesores universales, en 
línea directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por medio de 
apoderado. 


En el caso de personas jurídicas, la acción deberá ser interpuesta por sus 
representantes legales o por los apoderados designados a tales efectos. 


Artículo 25. (Procedimiento).- Las acciones que se promuevan por 
violación a los derechos contemplados en la presente ley se regirán por las 
normas contenidas en los artículos que siguen al presente. Serán aplicables en 
lo pertinente los artículos 14 y 15 del Código General del Proceso. 


Artículo 26. (Trámite de primera instancia).- Salvo que la acción fuera 
manifiestamente improcedente, en cuyo caso el tribunal la rechazará sin 
sustanciarla y dispondrá el archivo de las actuaciones, se convocará a las 
partes a una audiencia pública dentro del plazo de tres días de la fecha de la 
presentación de la demanda. 


En dicha audiencia se oirán las explicaciones del demandado, se recibirán 
las pruebas y se producirán los alegatos. El tribunal, que podrá rechazar las 
pruebas manifiestamente impertinentes o innecesarias, presidirá la audiencia 
so pena de nulidad, e interrogará a los testigos y a las partes, sin perjuicio de 
que aquéllos sean, a su vez, repreguntados por los abogados. Gozará de los 
más amplios poderes de policía y de dirección de la audiencia. 


En cualquier momento podrá ordenar diligencias para mejor proveer. 


56-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


La sentencia se dictará en la audiencia o a más tardar, dentro de las 
veinticuatro horas de su celebración. Sólo en casos excepcionales podrá 
prorrogarse la audiencia por hasta tres días. 


Las notificaciones podrán realizarse por intermedio de la autoridad 
policial. A los efectos del cómputo de los plazos de cumplimiento de lo 
ordenado por la sentencia, se dejará constancia de la hora en que se efectuó la 
notificación. 


Artículo 27, (Medidas provisionales).- Si de la demanda o en cualquier 
otro momento del proceso resultare, a juicio del tribunal, la necesidad de su 
inmediata actuación, éste dispondrá, con carácter provisional, las medidas que 
correspondieren en amparo del derecho o libertad presuntamente violados. 


Artículo 28. (Contenido de la sentencia).- La sentencia que haga lugar a 
la acción de acceso deberá contener: 


A. La identificación concreta de la autoridad o el particular a quien se dirija 
y contra cuya acción, hecho u omisión se garantice el acceso. 

B. La determinación precisa de lo que deba o no deba hacerse y el plazo 
por el cual dicha resolución regirá, si es que corresponde fijarlo. 

C. El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, que será fijado por el 
tribunal conforme las circunstancias de cada caso, y no será mayor de 
quince días corridos e ininterrumpidos, computados a partir de la 
notificación. 


Artículo 29. (Recurso de apelación y segunda instancia).- En el proceso 
sólo serán apelables la sentencia definitiva y la que rechaza la acción por ser 
manifiestamente improcedente. 


El recurso de apelación deberá interponerse en escrito fundado, dentro 
del plazo perentorio de tres días. El tribunal elevará sin más trámite los autos al 
superior cuando hubiere desestimado la acción por improcedencia manifiesta, y 
lo sustanciará con un traslado a la contraparte, por tres días perentorios, 
cuando la sentencia apelada fuese la definitiva. 


El tribunal de alzada resolverá en acuerdo, dentro de los cuatro días 
siguientes a la recepción de los autos. La interposición del recurso no 
suspenderá las medidas de amparo decretadas, las cuales serán cumplidas 
inmediatamente después de notificada la sentencia, sin necesidad de tener que 
esperar el transcurso del plazo para su impugnación. 


Artículo 30. (Sumariedad. Otros aspectos).- En este tipo de procesos no 
podrán deducirse cuestiones previas, reconvenciones ni incidentes. El tribunal, 
a petición de parte o de oficio, subsanará los vicios de procedimiento, 
asegurando, dentro de la naturaleza sumaria del proceso, la vigencia del 
principio de contradictorio. 


Cuando se planteare la inconstitucionalidad por vía de excepción o de oficio 
(numeral 2 del artículo 509 y numeral 2 del artículo 510 del Código General del 
Proceso) se procederá a la suspensión del procedimiento sólo después que el 
Magistrado actuante haya dispuesto la adopción de las medidas provisorias 
referidas en la presente ley o, en su caso, dejando constancia circunstanciada 
de las razones de considerarlas innecesarias. 
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CAPITULO SEXTO 
RESPONSABILIDADES 


Artículo 31. (Responsabilidad administrativa).- Constituirán falta grave, 
sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que pudieran 
corresponder: 


A. Denegar información no clasificada como reservada o confidencial. 

B. La omisión o suministro parcial de la información requerida, actuando 
con negligencia, dolo o mala fe. 

C. Permitir el acceso injustificado a información clasificada como reservada 
o confidencial. 

D. La utilización, sustracción, ocultamiento, divulgación o alteración total o 
parcial en forma indebida de la información que se encuentra bajo su 
custodia o a la que se tenga acceso por razones funcionales. 


CAPITULO SEPTIMO 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 32. (Plazo de implementación de sitios web).- Los sitios web 
deberán ser implementados por los sujetos obligados, en el plazo perentorio de 
un año, contado a partir de la publicación de la presente ley. Su reglamentación 
regulará los lineamientos técnicos que permitan la uniformidad, interacción, 
fácil ubicación y acceso de esta información. 


(Clasificación de la información). Al 31 de julio de 2012, 
todos los sujetos obligados deberán elaborar la lista de toda la información que 
a la fecha se encuentre clasificada como reservada, siempre y cuando esté 
comprendida en algunas de las excepciones contempladas en el artículo 9” de 
la presente ley. 


En la misma fecha, la información que no se sujete a estas excepciones, 
deberá ser desclasificada. 


A partir de la fecha señalada, toda información clasificada como reservada, que 
tenga más de quince años, deberá ser desclasificada y abierta libremente al 
público. 

Artículo 34. (Plazo de adecuación de los sujetos obligados). Los sujetos 
obligados por la presente ley dispondrán de un plazo de cuatro años para 


adecuar sus registros, durante el cual no serán pasibles de sanción en caso de 
denegación de acceso fundada en la imposibilidad de ubicar la información. (*) 


(Plazo para la reglamentación).- La presente ley se 
reglamentará dentro del plazo de ciento veinte días desde su publicación. 
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Ley N* 19.307 
de 29 de diciembre de 2014 
SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


TÍTULO VII 
DE LOS SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL COMERCIAL 


CAPÍTULO !1 
CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


Artículo 66.- (Consejo de Comunicación Audiovisual).- Créase como órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su capacidad de 
avocación, el Consejo de Comunicación Audiovisual, que será responsable de 
la aplicación, fiscalización y cumplimiento de las disposiciones de la presente 
ley y su reglamentación en todo lo que no se encuentre bajo la competencia del 
Poder Ejecutivo o de la Ursec. 
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TOCAF 


TITULO | 


DE LOS RECURSOS DEL ESTADO, FUENTES DE FINANCIAMIENTO Y 
GASTOS DEL ESTADO 


CAPITULO lll 
DE LA COMPETENCIA PARA GASTAR Y PAGAR 
DE LAS FORMAS DE CONTRATAR 


SECCIÓN 2 
DE LOS CONTRATOS DEL ESTADO 


Artículo 33.- Las contrataciones se realizarán mediante licitación pública 
u otro procedimiento competitivo expresamente previsto, de acuerdo a lo que 
mejor se adecue a su objeto, a los principios generales de la contratación 
administrativa y de acuerdo a lo previsto en la normativa vigente. 


No obstante podrá contratarse: 


A. Por licitación abreviada cuando el monto de la operación no exceda de 
$ 5.000.000 (cinco millones de pesos uruguayos). 

B. Directamente cuando el monto de la operación no exceda de $ 250.000 
(doscientos cincuenta mil pesos uruguayos). 

C. Directamente o por el procedimiento que el ordenador determine por 
razones de buena administración, en los siguientes casos de excepción: 


1) Entre organismos o dependencias del Estado, o con personas públicas 
no estatales, o con personas jurídicas de derecho privado cuyo capital social 
esté constituido en su totalidad por participaciones, cuotas sociales o acciones 
nominativas propiedad del Estado o de personas públicas no estatales. 


Tratándose de personas jurídicas de derecho privado, la propiedad estatal 
deberá ser sobre el total del capital social, al momento de la celebración del 
contrato. 


2) Cuando la licitación pública, abreviada o remate resultaren desiertos, o 
no se presentaren ofertas válidas o admisibles, o que las mismas sean 
manifiestamente inconvenientes. 


La contratación deberá hacerse con bases y especificaciones idénticas a 
las del procedimiento fracasado y, en su caso, con invitación a los oferentes 
originales, además de los que estime necesarios la Administración. 


3) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya fabricación o suministro 
sea exclusiva de quienes tengan privilegio para ello, o que solo sean poseídos 
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por personas o entidades que tengan exclusividad para su venta, siempre que 
no puedan ser sustituidos por elementos similares. Las marcas de fábrica de 
los distintos productos y servicios, no constituyen por sí mismas causal de 
exclusividad, salvo que por razones técnicas se demuestre que no hay 
sustitutos convenientes. En cada caso deberán acreditarse en forma fehaciente 
los extremos que habilitan la causal, adjuntando el informe técnico respectivo, 


4) Para adquirir, ejecutar o restaurar obras de arte, científicas o históricas, 
cuando no sea posible el concurso de méritos o antecedentes o deban 
confiarse a empresas o personas especializadas o de probada competencia. 


5) Las adquisiciones de bienes que no se produzcan o suministren en el 
país y que convenga efectuar por intermedio de organismos internacionales a 
los que esté adherida la Nación. 


6) Las reparaciones de maquinarias, equipos o motores cuyo desarme, 
traslado o examen previo resulte oneroso en caso de llamarse a licitación. 


Esta excepción no podrá aplicarse a las reparaciones comunes de 
mantenimiento, periódicas, normales o previsibles. 


7) Los contratos que deban celebrarse necesariamente en países 
extranjeros. 


8) Cuando las circunstancias exijan que la operación deba mantenerse en 
secreto. 


9) Cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea 
posible la licitación o remate público o su realización resienta seriamente el 
servicio. 


10) Cuando exista notoria escasez de los bienes o servicios a contratar. 


11) La adquisición de bienes que se realicen en remates públicos. El 
precio máximo a pagar será el que surja de la tasación previamente efectuada. 


12) La compra de semovientes por selección, cuando se trate de 
ejemplares de características especiales. 


13) La venta de productos destinados al fomento económico o a la 
satisfacción de necesidades sanitarias, siempre que la misma se efectúe 
directamente a los usuarios o consumidores. 


14) La adquisición de material docente o bibliográfico del exterior, cuando 
el mismo se efectúe a editoriales o empresas especializadas en la materia. 


15) La adquisición de víveres frescos existentes en mercados, ferias o 
directamente a los productores. 


16) La adquisición en el exterior de gas natural, petróleo crudo y sus 
derivados, aceites básicos, aditivos para lubricantes y sus respectivos fletes. 


17) Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuerdos 
intergubernamentales o con entidades estatales extranjeras que involucren un 
intercambio compensado con productos nacionales de exportación. 


18) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados 
a la investigación científica por parte de la Universidad de la República, hasta 
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un monto anual de US$ 5.000.000 (cinco millones de dólares de los Estados 
Unidos de América). 


19) Las compras que realice la Presidencia de la República para el 
Sistema Nacional de Emergencias a efectos de atender situaciones de 
emergencia, crisis y desastres excepcionales, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


20) Para adquirir bienes, contratar servicios o ejecutar obras cuya 
producción o suministro esté a cargo de una cooperativa social, debidamente 
acreditada ante el Ministerio de Desarrollo Social o de un monotributista social 
MIDES, hasta el monto establecido para la licitación abreviada. 


Para el caso de las adquisiciones realizadas por la Administración 
Nacional de Educación Pública, amparadas en el inciso anterior, el monto límite 
será hasta dos veces el establecido para la licitación abreviada. 


21) La compraventa por parte de la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, de la energía generada por otros agentes en territorio 
nacional, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 
Las impugnaciones o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en 
cualquier etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así 
lo resuelva el jerarca del ente público contratante. 


El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o 
adjudicatarios, del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos 
por el artículo 64 de este Texto Ordenado. 


22) La contratación de bienes o servicios, cualquiera sea su modalidad, 
por parte de los entes autónomos y servicios descentralizados integrantes del 
dominio industrial, comercial y financiero del Estado, destinada a servicios que 
se encuentren de hecho o de derecho en regímenes de libre competencia. Las 
impugnaciones o recursos que en tales casos se interpusieran, en cualquier 
etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo 
resuelva el jerarca de la empresa contratante. 


23) La adquisición de biodiesel y alcohol carburante por parte de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), de 
conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las 
impugnaciones o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en 
cualquier etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así 
lo resuelva el jerarca del ente público contratante 


El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o 
adjudicatarios, del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos 
por el artículo 64 de este Texto Ordenado. 


24) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios 
destinados al mantenimiento y mejoras de infraestructura de locales de 
enseñanza bajo su dependencia, por parte de la Administración Nacional de 
Educación Pública o de la Universidad Tecnológica. 


25) La contratación de bienes o servicios por parte del Inciso 15 Ministerio 
de Desarrollo Social, cualquiera sea su modalidad, con sindicatos de 
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trabajadores, asociaciones de profesionales y fundaciones vinculadas a la 
Universidad de la República. 


26) Los contratos con empresas de servicios energéticos públicas o 
privadas que se encuentren registradas en el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería (MIEM) y que se desarrollen bajo el esquema de Contratos 
Remunerados por Desempeño, en los cuales la inversión sea financiada 
íntegra o parcialmente por la empresa de servicios energéticos. 


27) La contratación de bienes o servicios por parte de los organismos 
señalados en el artículo 2 de este Texto Ordenado, cualquiera sea su 
modalidad, con asociaciones y fundaciones vinculadas a la Universidad de la 
República. 


28) Para adquirir bienes o contratar servicios por parte de la Unidad 
Operativa Central del Plan de Integración Socio-Habitacional Juntos. 


29) Las contrataciones que realicen las unidades ejecutoras 016 "Servicio 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos” y 024 "Canal 5 - Servicio de 
Televisión Nacional" del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", bajo la 
modalidad de canjes publicitarios. 


30) Para adquirir o reparar bienes destinados a cubrir necesidades 
provenientes de cursos de capacitación laboral, hasta un monto anual de 
$5.000.000 (cinco millones de pesos uruguayos) en la ANEP cuando los 
mecanismos previstos para ello no hagan posible las contrataciones en los 
plazos adecuados para su instrumentación. El jerarca del Inciso deberá 
autorizar el gasto en cada caso. 


31) La contratación de bienes o servicios por parte de la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado en el marco de convenios de 
complementación asistencial suscritos por el Directorio del organismo al 
amparo de las facultades que le otorga el literal G) del artículo 5” de la Ley N* 
18.161, de 29 de julio de 2007, previo informe favorable del Ministerio de Salud 
Pública. 

Para cubrir servicios tercerizados imprescindibles para el cumplimiento de 
los cometidos del organismo, cuando se haya interrumpido la prestación del 
servicio en forma anticipada a la fecha de finalización del contrato, ya sea por 
decisión unilateral del adjudicatario, por acuerdo de partes o por haberse 
rescindido el contrato por incumplimiento, únicamente en aquellos casos en 
que exista un procedimiento de contratación vigente con otros oferentes 
dispuestos a prestar el servicio en las condiciones y precios ofertados, la 
Administración podrá convocarlos por el orden asignado al momento de 
evaluación de las ofertas. La contratación al amparo de esta excepción se 
extenderá hasta la culminación del trámite del nuevo procedimiento licitatorio 
que se convoque y no podrá exceder los seis meses, La intervención del 
Tribunal de Cuentas se realizará previo al pago de la primera factura. 


32) La realización de convenios de complementación docente por parte 
de la Universidad Tecnológica (UTEC) con otras universidades, instituciones 
educativas, entidades culturales o agentes del sector productivo y de servicios, 
tanto nacionales como internacionales que impliquen la realización de 
contribuciones por parte de la UTEC. 
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33) Las adquisiciones y ventas que realice la Presidencia de la República, 
para las unidades productivas y de bosques y parques del establecimiento 
presidencial de Anchorena.) 


34) Las compras que realice el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, para atender situaciones de emergencia agropecuaria, de acuerdo a lo 
establecido por el artículo 207 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, 
en la redacción dada por el artículo 359 de la Ley N” 18.719, de 27 de 
diciembre de 2010, con la modificación introducida por el artículo 169 de la Ley 
N” 19.149, de 24 de octubre de 2013. 


35) La contratación de servicios artísticos, cualquiera sea su modalidad, 
por parte del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", con cooperativas de 
artistas y oficios conexos, hasta el monto establecido para la licitación 
abreviada. 


36) La adquisición de alimentos por parte del Ministerio del Interior, cuya 
producción o suministro esté a cargo de cooperativas de productores y que se 
realice mediante convenios en los que participen las Intendencias 
Departamentales y con la finalidad de abastecer a los establecimientos 
carcelarios. 


37) Contratación de bienes o servicios y convenios con asociaciones y 
organizaciones que nuclean a micro, pequeñas y medianas empresas, que 
suscriba la Dirección Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas, 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Las contrataciones directas indicadas en las excepciones precedentes 
deberán ser autorizadas por los ordenadores primarios quiénes podrán delegar 
en los ordenadores secundarios dicha competencia en los casos que 
determinen fundadamente. 


Las contrataciones referidas en el literal C) numeral 1), no podrán incluir 
la participación, directa o indirecta de empresas privadas. 


Las realizadas al amparo del literal C) numeral 9), deberán contar con la 
certificación del Ministerio de Economía y Finanzas, tanto de la configuración 
de los extremos que habilitan la causal, como los precios y condiciones que 
corresponden al mercado. 


Exceptúanse del control previo del Ministerio de Economía y Finanzas 
establecido en el inciso anterior, las contrataciones directas que deba realizar 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, cuando 
se deba dar respuesta inmediata mediante la realización de las obras 
necesarias, en una de las siguientes situaciones: 


a) Defectos o vicios constructivos detectados en viviendas entregadas por 
la referida Secretaría de Estado y cuya responsabilidad le sea imputable. 

b) Reparación de sistemas de saneamiento y de agua potable en aquellos 
conjuntos habitacionales «donde hubiese acordado realizarlo el 
Ministerio. 

c) Obras de infraestructura de aquellos conjuntos habitacionales no 
contemplados en el Decreto 51/995, de 1” de febrero de 1995. 
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d) Daños causados por situaciones de emergencia, como inundaciones, 
tornados y otros. 


En el caso previsto en el literal a) el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente deberá, simultáneamente a la contratación directa, 
realizar las investigaciones administrativas y acciones de responsabilidad 
correspondientes. 


Sin perjuicio de la exoneración del control previo, el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente deberá informar al 
Ministerio de Economía y Finanzas de todas las contrataciones que se realicen 
al amparo de esta disposición, a los efectos de que, sin carácter previo se 
verifiquen los extremos previstos en el inciso cuya exoneración se habilita. 


Para el Poder Judicial, la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), la Universidad de la República, las Intendencias Municipales y la Corte 
Electoral, dicha certificación la realizará el Tribunal de Cuentas. 


Exceptúanse del control previo del Tribunal de Cuentas establecido en el 
inciso anterior, las contrataciones directas que deba realizar la Administración 
Nacional de Educación Pública, ante daños causados por factores climáticos o 
situaciones de emergencia que por su gravedad perjudiquen la prestación del 
servicio educativo. 


Se deberá informar al Tribunal de Cuentas de todas las contrataciones 
que se realicen al amparo de esta disposición, a los efectos de que, sin 
carácter previo, se verifiquen los extremos previstos en el Inciso cuya 
exoneración se habilita. 


Las contrataciones que contravengan esta disposición son nulas (artículo 
8 del Código Civil). 


Artículo 46.- Están capacitados para contratar con el Estado las personas 
físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que teniendo el ejercicio de la 
capacidad jurídica que señala el derecho común, no estén comprendidas en 
alguna disposición que expresamente se lo impida o en los siguientes casos: 


1) Ser funcionario de la Administración contratante o mantener un vínculo 
laboral de cualquier naturaleza con la misma, no siendo admisibles las ofertas 
presentadas por este a título personal, o por personas físicas o jurídicas que la 
persona integre o con las que esté vinculada por razones de representación, 
dirección, asesoramiento o dependencia. No obstante, en este último caso de 
dependencia podrá darse curso a las ofertas presentadas cuando no exista 
conflicto de intereses y la persona no tenga participación en el proceso de 
adquisición. De las circunstancias mencionadas, deberá dejarse constancia 
expresa en el expediente. 


2) Estar suspendido o eliminado del Registro Único de Proveedores del 
Estado. 


3) No estar inscripto en el Registro Único de Proveedores del Estado de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación. 
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4) Haber actuado como funcionario o mantenido algún vínculo laboral de 
cualquier naturaleza, asesor o consultor, en el asesoramiento o preparación de 
pliegos de bases y condiciones particulares u otros recaudos relacionados con 
la licitación o procedimiento de contratación administrativa de que se trate. 


5) Carecer de habitualidad en el comercio o industria del ramo a que 
corresponde el contrato, salvo que por tratarse de empresas nuevas 
demuestren solvencia y responsabilidad 


Artículo 50.- Es obligatoria la publicación en el sitio web de Compras y 
Contrataciones Estatales, por parte de las administraciones públicas estatales 
de la convocatoria a procedimientos competitivos correspondientes a 
contrataciones de obras, bienes y servicios, incluyendo la publicación del pliego 
de condiciones particulares, así como sus posteriores modificaciones o 
aclaraciones; y tendrá el alcance establecido en el artículo 4” de la Ley 
N? 15.869, de 22 de junio de 1987. 


Todas las administraciones públicas estatales deberán dar publicidad, en 
el mismo sitio del acto de adjudicación, declaración de desierta o de rechazo de 
ofertas, de todos sus procedimientos de contratación de monto superior al 50 % 
(cincuenta por ciento) del límite de su procedimiento de compra directa, 
incluidas las realizadas por mecanismos de excepción, así como a las 
ampliaciones y los actos de reiteración de gastos observados por el Tribunal de 
Cuentas, en la forma que disponga la reglamentación. 


Estos organismos contarán para ello con un plazo de diez días luego de 
producido el acto que se informa. 


La Agencia de Compras y Contrataciones del Estado podrá facilitar a las 
empresas interesadas la información de la convocatoria a licitaciones en forma 
electrónica y en tiempo real. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- En discu- 
sión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Lazo. 


SEÑORA LAZO.- Gracias, señor presidente. 


En primer lugar, quiero agradecer a los funcionarios 
de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo 
y Servicios, quienes trabajaron en más de una oportunidad 
por mayor tiempo que el estipulado habitualmente, dado 
que se sesionó en forma extraordinaria. 


Este proyecto de ley, que llevaba bastante tiempo a es- 
tudio —fueron recibidas en el seno de la comisión diversas 
delegaciones: escuchamos, estudiamos y compartimos 
la opinión de todos y cada uno de los involucrados—, fue 
concebido atendiendo a las mejores prácticas y estándares 
internacionales en materia de libertad de expresión y bue- 
na gobernanza, y a la promoción de un gasto más eficiente 
de los recursos públicos. Más allá de los matices que ex- 
presaron las distintas delegaciones que concurrieron a la 
comisión para dar su opinión, todas coincidieron en la ne- 
cesidad de que se aprobara una legislación específica que 
regulara la distribución y asignación de publicidad oficial, 
y que estableciera criterios claros, objetivos, profesionales 
y transparentes para la asignación publicitaria. 


Es necesario hablar de los antecedentes de este pro- 
yecto de ley, que tomó los aportes del Cainfo —Centro de 
Archivos y Acceso a la Información Pública—, recabados 
a partir de un trabajo que comenzó a principios del 2000, 
del que distintas organizaciones sociales fueron parte. Po- 
demos decir que se cuenta con el acuerdo de gran parte del 
sistema político sobre la necesidad de regular en la materia. 
El proyecto también recoge las recomendaciones de la Re- 
latoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos —CIDH-, que 
considera que los Estados deberían adoptar normas claras 
y transparentes para regular la publicidad oficial, en tanto 
esta potestad legítima de los Estados podría ser utilizada 
para castigar o premiar a los medios de comunicación en 
función de su línea editorial. «En particular, tiene el obje- 
tivo de prevenir que la asignación de la publicidad oficial 
se convierta en una forma indirecta de censura», tal como 
expresa la Declaración de Principios sobre Libertad de Ex- 
presión aprobada por la Asamblea General de la OEA en 
2000, que agrega que «la utilización del poder del Estado y 
los recursos de la hacienda pública» tales como «la asigna- 
ción arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial», en- 
tre otros, «con el objetivo de presionar y castigar o premiar 
y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de 
comunicación en función de sus líneas informativas, atenta 
contra la libertad de expresión y deben estar expresamente 
prohibidas por la ley». La presente iniciativa consiste en la 
regulación de la publicidad oficial que se realiza en cual- 
quier medio, con la finalidad de otorgar mayor transparen- 
cia, seguridad y efectividad en el relacionamiento entre los 
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diferentes organismos comprendidos por ley y los medios 
de comunicación de cualquier tipo. 


También en el marco de los antecedentes, corresponde 
decir que se le dio ingreso parlamentario con la firma de 
los cuatro partidos políticos con mayor representación en 
la Cámara de Representantes. Los legisladores firmantes 
dejaron constancia en su momento de que estampaban su 
firma en el anteproyecto de ley propuesto por el Cainfo 
para dar estado parlamentario a dicha iniciativa ciudadana 
con el fin de habilitar el debate y la aprobación de una 
legislación en este sentido, considerando que se trataba de 
una base para la discusión de un tema tan sensible como 
complejo, pero sin que eso significara un compromiso con 
todos y cada uno de los artículos presentados. Del mismo 
modo lo han manifestado en la comisión los legisladores 
de la oposición. Es una necesidad para el manejo serio 
y riguroso de los recursos públicos y también responde a 
una demanda creciente de la sociedad en su conjunto. 


Contó en su momento, y al tomar estado parlamentario, 
con un importante consenso político, decíamos, que se vio 
reflejado en el tratamiento de este proyecto en la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración de la Cámara de Representantes. Se nos puede decir 
que este proyecto de ley es perfectible, pero atiende una 
realidad y hasta una inquietud en la que hemos coincidi- 
do todos. Los medios del interior viven como un drama el 
acceso a la publicidad y a la posibilidad de difundir que 
tienen otros medios de la capital. Por la justeza de este re- 
clamo, en el día de mañana se pueden buscar herramientas 
alternativas con el objetivo de transparentar, democratizar 
y mejorar las condiciones de acceso con equidad. 


Además, se genera un avance en la transparencia y 
en la democratización, y en el buen o mejor sentido del 
tratamiento de los recursos públicos, en este caso desti- 
nados a la publicidad oficial. Principalmente el proyecto 
de ley establece un régimen de contratación minucioso y 
específico, acorde con las normas del Tocaf y los controles 
constitucionales que se ejercen a través del Tribunal de 
Cuentas, que implica un sistema regulatorio garantista de 
los intereses públicos y que racionaliza las erogaciones del 
Estado en materia de publicidad. 


La comisión ha recabado la opinión de la sociedad ci- 
vil y de diversos organismos del Estado. La carencia de un 
marco legal específico y adecuado para la definición de 
los objetivos, y la asignación, contratación y control de la 
pauta estatal permiten una utilización arbitraria de estos 
recursos en detrimento de la libertad de expresión. 


Otro punto importante a tener en cuenta son los obje- 
tivos legítimos de la publicidad oficial. Los Estados deben 
utilizar la pauta publicitaria oficial para comunicarse con 
la población e informar a través de los medios de comu- 
nicación social sobre los servicios que prestan y las polí- 
ticas públicas que impulsan con la finalidad de cumplir 
sus cometidos y garantizar el derecho a la información y 
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el ejercicio de los derechos de los beneficiarios o de la co- 
munidad. Se debe tratar de información de interés público 
que tenga por objeto satisfacer los fines legítimos del Es- 
tado y no podrá utilizarse con fines discriminatorios para 
violar los derechos humanos de los ciudadanos o con fines 
electorales o partidarios. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñora senadora? 


SEÑORA LAZO.- Después de que termine el informe, 
con mucho gusto se la concedo. 


Asimismo, han de considerarse los criterios de distri- 
bución de la pauta estatal; la reducción de la discrecionali- 
dad. Los Estados deberán establecer, para la contratación 
y la distribución de la publicidad oficial, procedimientos 
que reduzcan la discrecionalidad y eviten sospechas de fa- 
voritismos políticos en el reparto. 


Los recursos publicitarios se asignarán según criterios 
preestablecidos, claros, transparentes y objetivos. La pau- 
ta estatal nunca debe ser asignada por los Estados para 
premiar o castigar los contenidos editoriales e informati- 
vos de los medios. Dicho uso debe encontrarse explícita- 
mente sancionado. También se debe realizar una planifica- 
ción adecuada. 


La decisión de otorgar fondos públicos para publicidad 
oficial ha de adoptarse de modo transparente, justificado y 
que permita el control público. La pauta debe estar justifi- 
cada en la existencia de campañas y avisos publicitarios que 
respondan a necesidades concretas y reales de comunicación. 


En cuanto a los mecanismos de contratación, los Es- 
tados deben asignar los recursos publicitarios a través de 
procedimientos abiertos, transparentes y no discriminato- 
rios, atendiendo a las características de cada jurisdicción. 
Solo excepcionalmente y en casos de emergencia o impre- 
vistos justificados, los Estados pueden recurrir a sistemas 
de contratación cerrados o directos. 


Los Estados deben contratar espacios en los medios 
de comunicación a través de procedimientos que impidan 
decisiones arbitrarias. Todas las etapas implicadas en el 
circuito de contratación deben ser públicas, de manera que 
se permita el control procedimental por parte de los ofe- 
rentes, la comunidad, los órganos de control y la propia 
Administración pública. 


Con relación a la transparencia y el acceso a la infor- 
mación, los individuos tienen derecho a conocer toda la 
información sobre la publicidad oficial que se encuentre 
en poder del Estado. Para eso el Estado promoverá la 
transparencia de los datos relativos a la pauta estatal de 
dos maneras: en primer lugar, publicando periódicamente 
toda la información relevante sobre los criterios de contra- 
tación, motivos de asignación, presupuestos, gastos y con- 
tratos publicitarios, incluyendo los montos de publicidad 
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discriminados por medios, campañas publicitarias y orga- 
nismos contratantes; y en segundo término, garantizando, 
ante cada requerimiento por parte del público en general, 
el fácil acceso a la información. Las entidades privadas 
deben tener en cuenta que, al participar de la contratación 
de publicidad oficial, cierta información estrictamente 
relacionada con el proceso de contratación —que, de otra 
manera, podría ser considerada privada— adquiere carác- 
ter público. Toda la información relativa a la cuestión de la 
publicidad oficial debe ser pública. 


En cuanto al control externo de la asignación publici- 
taria, se acepta que los Estados deben establecer mecanis- 
mos de control externo por parte de un órgano autónomo 
que permita un monitoreo exhaustivo de la asignación de 
publicidad oficial. Estos controles deberían incluir audito- 
rías periódicas sobre los gastos y prácticas del Gobierno 
en materia de contratación de la pauta, así como informes 
especiales sobre las prácticas del Estado en la materia, con 
un adecuado control legislativo o parlamentario. Los Es- 
tados, además, deben establecer sanciones adecuadas para 
los casos de incumplimiento de la ley, así como también 
recursos apropiados que permitan identificar y contro- 
vertir asignaciones ilegales de publicidad oficial y rendir 
cuentas al público sobre los gastos efectuados y el modo 
en que son empleados los recursos publicitarios. 


El proyecto de ley consta de siete capítulos. El capítulo 
I, que versa sobre las disposiciones generales de la norma, 
consta de un artículo que refiere al objeto de la ley. Se esta- 
blece que la norma tiene por objeto regular la producción, 
planificación, contratación y distribución de la publicidad 
oficial en cualquier medio de comunicación social, servicio 
o plataforma tecnológica de información y comunicación, 
incluyendo la contratación con agencias de publicidad, 
centrales de medios y otros intermediarios que formen 
parte de la cadena de asignación de la publicidad oficial. 


En cuanto a los sujetos obligados, el artículo 1.* aclara 
que son todas las personas públicas, estatales y no estata- 
les, nacionales, departamentales y municipales, así como 
las sociedades comerciales cuyo capital social se integre 
con fondos aportados por esas personas y organismos en 
un 50 % o más. En el caso de empresas con capital estatal 
minoritario, se dispone que los representantes estatales, 
en sus órganos de dirección, ajustarán su actuación a los 
principios, criterios y prohibiciones que se establecen, en 
cuanto fuere posible. 


El capítulo II trata sobre la publicidad oficial en sí mis- 
ma y comprende las siguientes disposiciones: el artículo 
2.”, que establece una definición de publicidad oficial; el 
artículo 3.” que enumera expresamente las modalidades 
de publicidad incluidas dentro de la definición de publici- 
dad oficial, y el artículo 4.*, que determina prohibiciones 
para asegurar el cumplimiento de la ley. 


El capítulo III refiere a los principios que regirán la 
contratación de la publicidad oficial y los criterios de trans- 
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parencia y, en él, el artículo 5.” establece como principios 
básicos el interés general, la veracidad, la imparcialidad, la 
objetividad, la claridad en el mensaje, la profesionalidad, el 
libre acceso a la información, la transparencia, la publici- 
dad de los actos de gobierno, la eficiencia y la austeridad en 
la administración del gasto público. Asimismo, los artículos 
62 y 7.2 refieren a la transparencia activa y de mercado. 


El capítulo IV detalla el procedimiento para la contra- 
tación. En particular, en el artículo 8. del proyecto de ley 
en cuestión se establece el principio general para la contra- 
tación de la publicidad oficial, que será el de la licitación 
pública u otro procedimiento competitivo, de conformidad 
con el Tocaf. Por su parte, en el artículo 9. se establecen 
los criterios de contratación para la pauta publicitaria, que 
deberán ser el fundamento de la resolución de adjudica- 
ción. El artículo 11 prevé la obligatoriedad de destinar al 
menos un 30 % del monto total de la publicidad oficial de 
alcance nacional a medios de comunicación, programas o 
producciones informativas o periodísticas comerciales o 
comunitarios, con realización y producción propias y radi- 
cados en localidades del interior, que tengan como área de 
servicio o distribución principal el lugar de su radicación 
u otras localidades del interior del país. 


En el artículo 12 se establece que se destinará un 3 % 
del monto total presupuestado para la publicidad oficial a 
la realización de estudios, análisis y encuestas que permi- 
tan mejorar la calidad de la publicidad oficial con la fina- 
lidad de contar con insumos suficientes y confiables para 
la adecuada asignación. La administración de este fondo 
corresponderá al Consejo de Comunicación Audiovisual 
creado por el artículo 66 de la Ley n.* 19307. 


En el artículo 13 se dispone que la evaluación acerca 
del cumplimiento se llevará adelante por intermedio del 
Tribunal de Cuentas y de la Agencia de Compras y Con- 
trataciones del Estado. Por su parte, el artículo 14 estable- 
ce los requisitos generales exigibles a los interesados. 


El capítulo V refiere al asesoramiento para la contrata- 
ción de publicidad oficial. El artículo 16 encomienda a la 
Agencia de Compras y Contrataciones del Estado el ase- 
soramiento a los organismos públicos alcanzados por la 
presente ley, de conformidad con el Tocaf, y el artículo 17 
detalla los cometidos del Consejo de Comunicación Au- 
diovisual. 


En el capítulo VI, el artículo 18 establece las sanciones 
ante el incumplimiento de las normas, y el capítulo VI 
comprende las disposiciones transitorias. En sus artículos 
—que van del 19 al 21- se determinan, respectivamente, el 
plazo de implementación de la información, la promoción 
de la diversidad de los medios de comunicación y la regla- 
mentación. 


Por las razones anteriormente expresadas aconsejamos 
al Cuerpo la aprobación de este importante proyecto de 
ley, que acompañamos. 
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Gracias, señor presidente. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Me concede la interrupción, se- 
ñora senadora? 


SEÑORA LAZO.- Sí, por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Puede in- 
terrumpir el señor senador García. 


SEÑOR GARCÍA.- Gracias, señora senadora y señor 
presidente. 


Independientemente de lo que analizaremos más tarde, 
creo que esto contiene disposiciones que ya están violadas 
antes de que se apruebe la ley. 


Este es un proyecto de ley típico de esos que plantean 
cosas que hoy están pasando exactamente en el sentido 
contrario. Hay un literal E) en el artículo 4.* que dice: «La 
publicidad oficial no podrá utilizarse para fines propagan- 
dísticos de los partidos políticos, ni para hacer referencias a 
las campañas electorales de ningún partido político». Señor 
presidente: ¡es escandalosa la propaganda oficial que está 
haciendo el Gobierno a favor del candidato del Frente Am- 
plio! ¡Es un escándalo la utilización de medios del Estado, 
de recursos económicos y de publicidad oficial, con avisos 
lacrimógenos que están destinados a hacer propaganda, a 
cuarenta y ocho días de las elecciones, para el partido de 
gobierno! ¡Esto rompe los ojos! ¡Basta prender cualquier 
canal a cualquier hora, o cualquier radio en cualquier mo- 
mento para ver la catarata de recursos económicos que está 
poniendo el Gobierno, camuflada de campaña informativa! 
¡Es campaña político-electoral utilizada con fondos públi- 
cos al servicio del partido de gobierno! ¡Eso es lo que los 
uruguayos están viendo por todos los medios del país! 


Por lo tanto, cuando veo que en un proyecto de ley que 
estamos considerando se afirma que algo «se prohibirá», 
yo diría: «Señores del Gobierno: ¡empiecen por cumplir lo 
que quieren! ¡Terminen con la propaganda electoral a favor 
del candidato del partido de gobierno —que realmente habla 
poco, pero el Gobierno habla bastante por él-, utilizando 
recursos de los uruguayos!». La plata que se les saca a los 
trabajadores y a los jubilados está puesta al servicio de una 
campaña electoral a través de la televisión, la radio y los 
medios de comunicación. Por eso, miro esta disposición y 
no tengo más remedio que sonreír —desgraciadamente-, 
porque es exactamente lo contrario de lo que el Gobierno 
está haciendo hoy, a cuarenta y pocos días de la elección. 


Gracias, señora senadora y señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Puede con- 
tinuar la señora senadora. 


SEÑORA LAZO.- Doy por finalizada mi exposición, 
aunque luego haré algunas precisiones. 
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11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Léase una 
solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Presente 


De mi consideración: 

Por este medio tengo a bien solicitar licencia, por mo- 
tivos personales, el día miércoles 11 de setiembre del co- 
rriente, de acuerdo al artículo 1. de la Ley n.* 17827. 

Saludo a usted atentamente. 


Rubén Martínez Huelmo. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 

—20 en 22. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Lauro Meléndez ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Graciela García, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De nuestra mayor consideración: 

Por la presente solicito a usted licencia por motivos 
personales desde el día 10 de setiembre hasta el 22 del co- 
rriente. 


Sin otro particular, saludamos con la más alta estima. 


Atentamente. 
Verónica Alonso. Senadora». 
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SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—19 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Daniel Peña, Daniel Ló- 
pez Villalba, Daniella Pena, Eber da Rosa, Jorge Gandini, 
Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf y Adriana Peña han pre- 
sentado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Pablo Iturralde, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


A: Presidencia del Senado 


Solicito licencia los días 10, 11 y 15 de setiembre por 
razones personales. 


Lucía Topolansky. Presidente del Senado». 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va a vo- 
tar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
20 en 22. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que en virtud de que se le ha 
concedido licencia a la señora presidenta del Senado, Lu- 
cía Topolansky, ocupará la presidencia del Cuerpo la se- 
ñora senadora Patricia Ayala, y al haber presentado nota 
de desistimiento las señoras Lucía Etcheverry y Zulimar 
Ferreira, informando que por esta vez no aceptan la con- 
vocatoria a integrar el Cuerpo, queda convocado el señor 
Lauro Meléndez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SARAVIA.- La bancada del Partido Nacional 
solicita un cuarto intermedio de quince minutos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Charles Carrera).- Se va 
a votar. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el término de 
quince minutos. 


(Así se hace. Son las 10:24). 
(Vueltos a sala). 
(Ocupa la presidencia la señora Patricia Ayala). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, conti- 
núa la sesión. 


(Son las 10:48). 
—Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo con la Ley n.* 17827, de fe- 
cha 14 de setiembre de 2004, solicito a usted se me conce- 
da licencia por motivos personales, por el día de la fecha, 
a partir de las 11:00. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Rafael Michelini. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Antonio Gallicchio, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 9 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo se me otorgue un día 
de licencia por motivos personales, el miércoles 11 de se- 
tiembre. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Eber da Rosa, Jorge 
Gandini, Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf, Adriana Peña 
y Daniel Peña han presentado nota de desistimiento in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Daniel López Villalba, a quien ya se ha tomado la prome- 
sa de estilo. 


12) PUBLICIDAD OFICIAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la consideración 
del tema en discusión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra por una 
cuestión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sé que han llegado infor- 
mes de la Dinatel y de la Ursec sobre este proyecto de ley. 
Solicito que se distribuyan. 


SENORA PRESIDENTA.- Así se hará, señor senador. 


SENOR OTHEGUY.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR OTHEGU Y - Gracias, señora presidenta. 


Aquí se hicieron algunas afirmaciones que no puedo 
dejar pasar porque son falsas, ¡absolutamente falsas! Es 
falso que haya una enorme publicidad desplegada por el 
Estado uruguayo haciendo autobombo de lo que hace el 


10 de setiembre de 2019 


Gobierno e incidiendo, por lo tanto, en la campaña electo- 
ral. Repito: ¡es absolutamente falso! 


Podríamos dar esta discusión si aquí se trajera la can- 
tidad de minutos de publicidad que hay en las tandas, a 
fin de saber cuál es el componente de publicidad oficial 
en ellas. 


Si uno simplemente observa el horario central televisi- 
vo, comprobará que lo que se afirmó aquí es falso. Lo que 
sí hay es mucha publicidad político-electoral. Reitero: hay 
mucha publicidad político-electoral; es tanta, que se está 
al borde de vulnerar la veda y lo que establece la propia 
ley electoral. Esto ya ocurrió en las internas, y vuelvo a 
mencionarlo porque el asunto sí me preocupa y creo que 
debería preocupar a todo el sistema político. 


Uno pretendería que pudiéramos autorregularnos para 
cumplir las normas que nosotros mismos votamos, y que 
lo hacemos con el convencimiento de que es correcto que 
tiene que haber una veda, y que hay una fecha de comien- 
zo de la campaña electoral, y en ese momento también 
empieza la publicidad electoral. Desgraciadamente, esto 
no está sucediendo. 


El año pasado impulsamos una nueva ley de financia- 
miento de partidos políticos y publicidad electoral, entre 
otras cosas, para ajustar estos aspectos que son vulnera- 
dos por prácticas que considero equivocadas. Lamentable- 
mente, no logramos los acuerdos políticos como para votar 
una nueva ley de financiamiento de partidos políticos y 
publicidad electoral que regulara de manera eficiente este 
tipo de cosas. 


Por otro lado, si se comparten varios de los artículos 
de este proyecto de ley, como dijo el señor senador García, 
creo que lo mejor es votarlo. 


Gracias, señora presidenta. 


13) DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción de or- 
den llegada a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


Mocionamos para que el proyecto de ley Derechos 
de Autor y Derechos Conexos (Comisión de Educación y 
Cultura (carpeta 1282/2019 - distribuido 2283/2019) sea 
tratado con carácter urgente». (Firman los señores sena- 
dores Mieres, Saravia y Bordaberry). 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 


—6 en 22. Negativa. 


SENOR MIERES.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR MIERES.- Señora presidenta: hemos hecho 
el último intento para lograr que, en esta legislatura, los 
derechos de los artistas uruguayos se equiparen a los de- 
rechos de los artistas de la Unión Europea y de casi toda 
América Latina. 


En América Latina y en la Unión Europea los derechos 
de autores, intérpretes y productores rigen durante seten- 
ta años. Sin embargo, en Uruguay, la normativa establece 
que son cincuenta años. Por lo tanto, en febrero presenta- 
mos un proyecto de ley en el afán de equiparar la situación 
de nuestros artistas y, en consecuencia, de los trabajadores 
de la cultura de nuestro país para que no estuvieran en 
situación de inferioridad en el reconocimiento de los dere- 
chos con respecto a los artistas de la región y de Europa. 


Dado que en la Comisión de Educación y Cultura em- 
pezaron a sucederse pedidos de comparecencia —todos 
conocemos cómo es la gestión parlamentaria y sabíamos 
de la importancia de tramitar este proyecto de ley-, de- 
cidimos dar el paso, pero, lamentablemente, hemos sido 
testigos de la votación que acaba de realizarse. 


(Parte de esta exposición ha sido eliminada en aplica- 
ción del inciso final del artículo 105 del Reglamento del 
Cuerpo). 


—¿Sabe qué, señora presidenta? Con esta postergación, 
incluso la industria cultural se ve afectada. Queda claro 
que un autor o un intérprete uruguayo va a preferir grabar 
en la vecina orilla, porque allí sus derechos van a estar 
protegidos durante setenta años, y no en Uruguay, donde 
sus derechos caducan. Han caducado derechos de impor- 
tantes autores e intérpretes uruguayos; el caso de Rada 
es el más conocido, pero también podríamos mencionar 
a Los Shakers, entre otros. Sus derechos han caducado, a 
diferencia de lo que ocurre en casi toda América Latina y 
en Europa. Es lamentable, señora presidenta, pero queda 
en evidencia quiénes somos los que tenemos la voluntad 
de otorgar estos derechos a los artistas uruguayos y quié- 
nes no. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Pido la palabra para 
fundamentar el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora presidenta: 
me parecen muy injustas las palabras del señor senador 
preopinante porque sobre este proyecto de ley hay una 
gran discusión. Sin ningún lugar a dudas, conocemos to- 
dos los intereses nacionales e internacionales que se mue- 
ven en torno a este asunto. 


La comisión ha venido trabajando, como es de rigor, 
respecto a un proyecto de ley que presentó el Partido In- 
dependiente; lo hemos atacado, en el buen sentido de la 
palabra —en el sentido del trabajo parlamentario—, y yo 
diría que con mucha inclinación a que fuera un examen 
exhaustivo de su alcance. Por eso la comisión recibió a las 
autoridades de Sudei y de Agadu y, en la última sesión, a la 
presidenta del Consejo de Derecho de Autor del MEC. Por 
supuesto que podríamos seguir pero, como es obvio, nues- 
tro trabajo está ceñido a la fecha de cierre de la legislatura, 
tal como sucede con tantos otros proyectos que están en 
danza en este Parlamento; veremos cómo nos manejamos 
en ese sentido. De todos modos, eso no es evidencia de 
nada porque esta iniciativa está en tratamiento. 


Los senadores del Gobierno aún no se han expedido al 
respecto en virtud de que están recabando toda la infor- 
mación de quienes pueden verterla, amén de que podamos 
tener una posición personal que nunca hemos adelantado. 
En mi caso particular la tengo, señora presidenta, pero 
hasta que no se recabe toda la información no voy a dar 
mi veredicto. Entiendo que no corresponde que plantee mi 
posición en medio de una sesión a la que vienen persona- 
lidades a dar su opinión; no es así como se trabaja en las 
comisiones. Allí primero se recaba todo el material y la 
información, y luego se dictamina y se legisla. 


Por lo tanto, me parece muy injusto este pedido porque 
el tema sigue en trámite. Tenemos tiempo para tratarlo, 
aunque sea en régimen extraordinario, hasta el 14 de fe- 
brero de 2020, antes de que finalice la legislatura. No nos 
apuremos, no emitamos juicios apresurados porque, ob- 
viamente, puede haber modificaciones al proyecto de ley, 
aunque también es posible que salga como entró. Pido que 
nos demos el tiempo suficiente porque han ingresado pro- 
yectos importantísimos que han permanecido cinco años, 
ya sea acá como en la otra cámara. ¡Cinco años! Es decir 
que es relativo si entró en febrero, en marzo o en junio. 

SEÑORA PASSADA.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA PASSADA.- Mi planteo va en la misma lí- 
nea. Nos parece que no solamente no es injusto, sino que 
se equivocó en el procedimiento. Este proyecto de ley 
está en discusión en comisión —justamente, su presidente, 
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senador Camy, se encuentra en sala— y los miembros de 
nuestra bancada que la integran están abocados a su estu- 
dio. ¡Por algo el otro día se citó a las autoridades del MEC, 
precisamente en busca de todos los elementos para lograr 
la máxima protección para los trabajadores de la cultura! 
Así que, señora presidenta, no voy a permitir ni a admitir 
las cosas que se han dicho con relación a la posición de 
nuestra bancada respecto a la cultura. 


Por otro lado, miembros que hoy no están presentes 
fueron muy claros en la discusión de este artículo y acerca 
de los inconvenientes que se tenían respecto al plazo de 
cincuenta años y a la propuesta de llevarlo a setenta. No 
quisimos avanzar, no porque no estuviéramos de acuer- 
do, señora presidenta, sino porque estamos juntando todos 
los elementos. Es más: nuestro colega, el señor senador 
Amorín —quien hoy no está presente—, fue uno de los que 
hizo mayor énfasis en la necesidad de que el artículo 7.? 
de la Ley n.” 17616 quedara con una mejor interpretación. 
Tan así es —estamos trabajando en el tema—, que todos los 
miembros de la Comisión de Educación y Cultura hicimos 
como un acuerdo a efectos de pedir al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura que nos enviara una propuesta modifica- 
tiva o interpretativa de ese artículo para que el intérprete 
tenga sus derechos realmente protegidos. En la ley —lo 
dice el artículo— hay un problema de interpretación. 


Ya que hablamos del artista Rada, de acuerdo con el 
artículo sigue cobrando; esto se manifestó en la comi- 
sión. Yo invito a todos los colegas a que lean la versión 
taquigráfica de la sesión del miércoles pasado. Además, 
la comisión va a seguir trabajando en el día de hoy y en 
reuniones extraordinarias para continuar con el estudio de 
este proyecto de ley y de otro que tenemos en carpeta, que 
refiere a la Universidad de la Educación, tema tan impor- 
tante —sobre el que también estamos esperando respues- 
tas—para maestros y profesores de nuestro país. 


Gracias, señora presidenta. 


SENOR CASTILLO.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR CASTILLO.- En realidad, vamos a empezar 
repitiendo lo que hemos argumentado en otras oportuni- 
dades. Si creyéramos que efectivamente con una ley, con 
un decreto o con una resolución del Gobierno se termina 
con todas las injusticias, sería mucho más fácil porque se- 
ría cuestión de sentarnos sin límites de tiempo, acordar y 
terminar con todas las injusticias que existen, también en 
el caso que estamos debatiendo. 


Hemos escuchado argumentos a favor y en contra, 
pero una cosa es que se defiendan las ideas con pasión 
—y está bien que sea así— y otra es adjudicarse para sí, o 
adjudicar al que piensa distinto, cuestiones que no están en 
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debate y que no vamos a admitir. Por lo tanto, queremos 
fundamentar el voto. 


Desde que este proyecto de ley se colocó sobre la mesa 
de debate, este año, esta comisión ha estado trabajando 
con una suerte de comprensión por parte de todos sus inte- 
grantes, encabezada por su propio presidente. Parece que 
ahora hubieran descubierto América con el tema de los de- 
rechos de autor, pero esto, que se viene discutiendo desde 
hace muchos años, ingresó hace algunos meses a comisión 
y se viene trabajando al respecto. Es más, cuando alguien 
argumenta la necesidad de invitar a algún actor que está 
directamente involucrado, la presidencia de la comisión 
lo hace. Los escuchamos, les preguntamos y tratamos de 
sacar apuntes para aprender; y si hay que corregir algo, 
lo hacemos, tratando de tener las menores equivocaciones 
posibles en adelante. Esto es lo que viene ocurriendo. Con- 
vengamos que la discusión no ha terminado y que ningún 
debate puede concluir con una moción de urgente conside- 
ración. ¡Ninguno! Eso no resuelve nada. 


Señora presidenta: desde la bancada oficialista, la ban- 
cada del Frente Amplio, estamos totalmente de acuerdo 
con analizar y discutir esta iniciativa. Entonces, si están 
tan apurados, tan urgidos, tan sensibles con el tema de 
los derechos de autor y de intérprete, vamos a levantar la 
mano a fin de convocar e interrumpir el receso posterior 
a la campaña electoral para venir a debatir hasta encon- 
trar una solución, porque el problema no se termina hoy, 
mañana ni con las elecciones, sin importar quién resulte 
ganador. 


(Parte de esta exposición ha sido eliminada en aplica- 
ción del inciso final del artículo 105 del Reglamento del 
Cuerpo). 


—Nosotros estamos totalmente de acuerdo con debatir 
el tema; estamos de acuerdo con analizar e investigar las 
propuestas que se están haciendo. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Tenemos visiones encontradas y distintas entre quie- 
nes han participado en la comisión cada vez que los hemos 
convocado, pero estamos dispuestos —lo dejamos estam- 
pado en las versiones taquigráficas— a que si hay voluntad 
política —de verdad y no de discurso— de querer solucionar 
el tema, están los votos del Frente Amplio para levantar el 
receso y tratarlo cuando tengamos los elementos. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: creo re- 
cordar —quizás la Secretaría pueda ilustrarme— que en el 
fundamento de voto no se pueden hacer alusiones políti- 
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cas. Creo recordarlo, así que voy a tratar de cumplir con 
el Reglamento y no empezar a hacer alusiones políticas. 


He votado afirmativamente. 


Ortega y Gasset, en un recordado estudio, decía que al 
analizar las conductas de algunas tribus de indios de Nor- 
teamérica había encontrado que se castigaba el robo de 
canciones y no el de cosas materiales. Cuando alguien se 
ponía a cantar una canción que era de otro sin el permiso 
de esa persona, esas tribus de indios de Norteamérica lo 
penaban gravemente, no así el robo de cosas materiales. 
Ortega y Gasset observaba que parte de la riqueza de los 
Estados Unidos, justamente, es la protección de los dere- 
chos de autor: Disney, Pixel, películas, etcétera. Repito: es 
muy fuerte la protección en este sentido. 


También recuerdo algo más oriental: La Cumparsi- 
ta, de Becho Matos Rodríguez, quien siendo muy joven 
vendió sus derechos a la firma Breyer, sin saber el éxito 
que iba a tener. Cuando se dio cuenta del éxito, de que 
le ponían letra y la cantaban Gardel, Contursi y Canaro, 
fue a ver al doctor Calatayud, quien advirtió que Matos 
Rodríguez había vendido los derechos siendo menor de 
edad. Entonces, hizo un juicio y recuperó sus derechos. 
Pero después se embarcó en un juicio tremendo con todos 
los autores de las letras, porque sostenía que todos los de- 
rechos eran para él. 


Lo cierto es que esta es una norma sencilla: pasa de 
cincuenta a setenta años. No sé qué tenemos que discutir 
acá; esa es la verdad. Yo estoy dispuesto a votar porque es 
tan sencillo como decir que de cincuenta años de protec- 
ción, pasa a setenta. ¡Son tantos los proyectos de ley que 
en los últimos días nos han estado llegando de apuro y 
en los que hemos estado trabajando también de apuro, y 
este es el más sencillo de estudiar! Podríamos dar un buen 
mensaje y evitar que los artistas tuvieran que recurrir al 
doctor Calatayud —o a la violencia, como recurrían los in- 
dios sioux en las planicies norteamericanas— para hacer 
valer los derechos sobre su autoría. 


Gracias, señora presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Respecto a las alusiones 
políticas, haremos la revisión de la versión taquigráfica. 
14) PUBLICIDAD OFICIAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la discusión ge- 
neral del primer punto del orden del día. 


SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador Cardoso. 
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SEÑOR CARDOSO.- Señora presidenta: vemos con 
malos ojos el proyecto de ley en discusión, sencillamente 
porque es de oportunidad. Es absolutamente inoportuno 
que cuando faltan cuarenta y cinco días para las elecciones 
nacionales nos pongamos a discutir cómo se administra 
la publicidad oficial. ¿Queremos discutir el tema? Por su- 
puesto que sí. ¿Queremos fijar reglas? Por supuesto que sí, 
pero en el inicio del período legislativo, no cuando faltan 
cuarenta y cinco días para las elecciones. No queremos que 
sobre la raya discutamos si la presidencia puede o no hacer 
publicidad; ese es un manejo inapropiado. Me parece que 
el Frente Amplio se aprovecha —quizás de una urgencia— 
de que las radios del interior no reciben publicidad oficial 
para resolver este proyecto de ley, ¡en su favor! ¡En plena 
campaña electoral lo resuelven a su favor! Intervienen en 
la campaña electoral haciendo que el Frente Amplio se fi- 
nancie con recursos públicos. Eso nos lleva a que votemos 
totalmente en contra este proyecto de ley, más allá de que 
comparto algunas de las normas contenidas, como, por 
ejemplo, las relativas a los medios del interior. Entonces, 
aunque las comparto, me parece que tenemos que discutir- 
las y aprobarlas cuando se inicie el período legislativo, no 
a cuarenta y cinco días de las elecciones. En ese aspecto 
considero que el proyecto es absolutamente inconveniente. 


Finalmente, creo que cerrado el período legislativo es 
tiempo de que terminemos de aprobar y de discutir pro- 
yectos de ley en el Parlamento, porque ahora es tiempo de 
campaña electoral. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: voy a 
pedir excusas porque no integro la comisión. El señor se- 
nador Amorín, quien sí la integra, se tuvo que ausentar 
por el fallecimiento de un familiar. Es por esa razón que 
no está acá. 


Hemos hecho una rápida lectura del proyecto de ley 
y nos gustaría llamar la atención sobre un par de hechos 
que nos parecen importantes. En primer lugar, el proyecto 
de ley no distingue la publicidad en el país y en el exte- 
rior. En ese sentido, traigo mi experiencia como minis- 
tro de Turismo, de haber trabajado con Uruguay XXI. Si 
bien nada impide que se recurra a estudios de mercado 
—y siempre que se puede se hace—, todos sabemos que 
en mercados grandes —donde participan, por ejemplo, el 
Ministerio de Turismo, el Instituto Nacional de Carnes o 
Uruguay XXI- son siempre muy costosos. En realidad, 
en ese caso se recurre a estudios que ya se han hecho, se 
compran o incluso, en algunos casos, se trata de acceder 
a los medios de mayor tiraje. Esto pasa con la República 
Argentina —donde el Ministerio de Turismo aplica gran 
parte de sus fondos— y con Brasil; pasa también con los 
avisos que se publican en España, en Alemania, en la feria 
de turismo de Berlín, en Estados Unidos, etcétera. Aho- 
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ra bien: no encuentro en este proyecto de ley una norma, 
que sí está prevista en la Ley n.” 17904, que establece que 
queda excluida la publicidad que se realice en medios del 
exterior. Advierto que vamos a tener una temporada de 
turismo complicada —todos sabemos por qué— y si esta ley 
entra en vigencia ahora, al Ministerio de Turismo le va- 
mos a estar agregando una cantidad de temas complicados 
a la hora de aplicar los recursos promocionales, por lo cual 
al final deberíamos incluir un artículo, muy sencillo, que 
establezca que queda excluida de esta ley la publicidad que 
se realice en medios del exterior. 


Además de eso, para los que van a los medios y progra- 
mas en los que se va a pautar, la norma prevé que tienen 
que cumplir determinados requisitos. ¡Vaya uno a pedir a 
los medios de Argentina, a los de Brasil o a los de España 
que se presenten a licitación, pero que antes se inscriban! 
Me permito señalar eso. Debiera ser necesario dejar fuera 
de esta normativa la contratación de los medios del exte- 
rior, como está previsto en la ley citada; esa es mi primera 
observación. Si hubiera voluntad de aprobar un artículo 
de este tipo, lo podemos redactar rápidamente y presentar 
como aditivo. Advierto al oficialismo que no he encontra- 
do que se deje fuera de esto a las contrataciones de medios 
en el exterior y creo que eso puede ser un problema. En 
esto voy a defender a la señora ministra Liliam Kechi- 
chián, que es quien va tener que contratar, y es precisa- 
mente en esta época cuando se empiezan a contratar los 
medios de publicidad en el exterior. 


La segunda advertencia que deseo realizar es acerca 
de la constitucionalidad de este proyecto de ley. Me parece 
que, al menos, los artículos 1.*, 12 y 20 deben requerir una 
mayoría especial. 


El inciso segundo del artículo 1.* establece que las dis- 
posiciones de esta ley obligan a todas las personas públi- 
cas, estatales y no estatales, nacionales, departamentales y 
municipales. Quizás aquí esté el primer posible problema, 
porque por ley nos vamos a meter en cómo deben proceder 
en sus contrataciones los Gobiernos departamentales. Al 
respecto creo que hay jurisprudencia bastante importante 
—y mucha—, que surgió principalmente cuando se discutió 
la aplicación del Código Tributario a los Gobiernos depar- 
tamentales. Algunos departamentos lo aplican, pero por- 
que lo aprobaron como ley dentro de su jurisdicción, pero 
no se puede aplicar el Código Tributario si la junta depar- 
tamental no lo aprueba. Entonces, incluir en el segundo 
inciso la expresión «departamentales» me parece que es 
un error; a su vez, la incorporación de la palabra «munici- 
pales» es un error doble porque, como señaló la Ursec, los 
municipios no son personas públicas, sino que son parte 
de las personas públicas Gobiernos departamentales. Por 
ende, acá hay un doble error; nos lo señaló la Ursec dentro 
de sus observaciones, y ese es uno de los motivos por los 
cuales pedí que se distribuyera a todos el comparativo que 
contiene lo que la Ursec nos dijo que no debía hacerse. 
Pese a que la Ursec nos está diciendo que es un error, se 
sigue incluyendo la palabra «municipales». 
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Este error de regular lo departamental se repite en el 
artículo 12, creo que de una forma todavía más grave e 
inconstitucional. ¿Por qué? Porque se dice que el 3 % de lo 
que asigne cada intendencia para publicidad oficial deberá 
destinarlo al fondo que administrará el Consejo de Comu- 
nicación Audiovisual. ¿A qué título es esto? ¿Podemos no- 
sotros decir a la intendencia que del dinero que va a gastar 
le tiene que pasar una parte al fondo del Consejo de Comu- 
nicación Audiovisual? ¿Qué es? ¿Es una exacción? ¿Es un 
tributo? No sabemos qué es, aunque parecería ser una tasa 
porque con ese fondo el Consejo de Comunicación Audio- 
visual tiene que realizar determinados estudios. Entonces, 
se estaría fijando una tasa con una contraprestación para 
realizar esos estudios, pero no sabemos el costo que tie- 
nen, y nadie lo va a saber porque depende del monto que 
se destine al presupuesto. 


Además —después vamos a verlo—, el artículo 11 tiene 
una redacción medio tramposa; no es el 30 % del monto de 
la publicidad oficial lo que se va a destinar. 


Observo que el artículo 20 también incurre en esta 
posible inconstitucionalidad, porque ya no es suficiente 
con obligar, de manera inconstitucional, a los Gobiernos 
departamentales con el 3 % de lo que invierten, sino que 
se suma un 1 %, pero para darnos la razón, porque en este 
artículo está la buena tesis. Esta disposición establece el 
1% para todos, menos para los Gobiernos departamentales. 
Entonces, uno no entiende por qué al redactarse el inciso 
segundo del artículo 20 se dejan fuera los Gobiernos 
departamentales —acertadamente—, pero se los incluye en 
los artículos 1. y 12. La tesis correcta es la del artículo 
20 —que en un principio me pareció inconstitucional- y no 
la del inciso segundo del artículo 1.* ni la del artículo 12. 


Sé que este es un tema técnico, y les pido disculpas, 
pero me parece que lo que va a suceder con esto es que va 
a haber una catarata de recursos de inconstitucionalidad 
por parte de los Gobiernos departamentales contra esta 
ley para no tener que destinar sus recursos. Y, de vuelta: 
¿quién va a ganar, señora presidenta? Los abogados, que 
somos los que vamos ante la corte a presentar los juicios y 
«De enero a enero, la plata es del banquero». 


Entonces, al final del día quizá se podría proponer un 
artículo sustitutivo para dejar fuera del artículo 1.” a los 
Gobiernos departamentales y municipales. En el caso del 
artículo 12 se hace referencia a «los sujetos alcanzados por 
las disposiciones de la presente ley», por lo que mediante 
un texto sustitutivo del artículo 1.” quedarían automática- 
mente fuera los Gobiernos departamentales y municipales. 


Esas son las dos primeras apreciaciones que hacemos. 
Reitero que hay un par de inconstitucionalidades y, ade- 
más, nos parece que debiera preverse —y no aprobarlo así, 
a la carrera— el tema de que esto no aplique para la con- 
tratación en el exterior. Ahí sí nos ponemos, todos, la ca- 
miseta celeste. 
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Con respecto al resto del proyecto, como toda ley tiene 
artículos muy buenos, que aplaudimos. Es más, no se hace 
otra cosa que seguir adelante con lo que normalmente se 
lleva a cabo en los ministerios —por lo menos, era así cuan- 
do a mí me tocó integrarlos—: antes de hacer una contrata- 
ción, se llama a un planificador de medios que realiza un 
estudio de mercado sobre cuáles son los medios de mayor 
tiraje. Pero no solo se trata de eso y quizás aquí haya una 
omisión. Esos estudios de mercado tienen que hacer re- 
ferencia no solo al medio y a cuánta gente le llega, sino 
también a la calidad con que llega a aquellas personas a las 
cuales está destinada la publicidad. Les pongo un ejemplo. 
Cuando uno quería promover los destinos del interior del 
Uruguay en Semana Santa, obviamente tenía dos públicos 
distintos: el de Montevideo que se trasladaba al interior, 
y el del interior que se trasladaba dentro del interior o a 
Montevideo. Entonces, el estudio tiene que tener en cuenta 
el alcance del medio, pero también al sujeto que va a ser 
alcanzado. Si no, quizás uno alcanza a un público de ma- 
yores de setenta años cuando, en realidad, quiere vender 
pañales para niños, y no es necesariamente ese público 
al que uno va a querer llegar. Entonces hay que tratar de 
tener también estudios en ese sentido, pero va en la buena 
orientación. 


Me permito hacer una pregunta —no está ahora en sala 
el senador, pero de repente alguno lo ayudará— porque no 
termino de entender el literal D) del artículo 4.* «Prohibi- 
ciones». Dice así: «Quedan prohibidas las donaciones de 
cualquier especie que realicen los organismos públicos a 
los medios de comunicación u otros sujetos que reciban 
publicidad oficial o participen del proceso de contratación 
o distribución de la misma». Me cuesta imaginar que los 
organismos públicos realicen donaciones a los medios de 
comunicación, ¿no? Yo no tengo noticias, por ejemplo, de 
que el ministerio de industria les done a los canales 4, 10 
y 12. No termino de imaginarme cuál es el supuesto para 
prohibir donaciones que haga el Estado a los medios de 
comunicación; normalmente, es a la inversa. Quizá lo que 
se quiera hacer es exactamente lo contrario: que los me- 
dios de comunicación no puedan realizar donaciones a los 
organismos públicos. Creo que es la única explicación que 
podría encontrar. Reitero que no entiendo esa prohibición 
de que el Estado haga donaciones a los medios públicos. 
Yo creo que el Estado no puede hacer donaciones a nadie, 
salvo por motivos fundados y por ley; ya está prohibido. 
Parecería ser que el texto está mal redactado o hay algo 
que está mal en la redacción. Agradezco a los señores 
senadores que han trabajado en este proyecto de ley que 
me lo aclaren, aunque con seguridad debo ser yo quien no 
entiende. 


Coincido, sí, con algo que se ha dicho acá: esta es una 
ley muy buena para evitar lo que estamos viviendo —¡y que 
nadie se enoje!—, porque todos vimos la publicidad sobre 
el programa de cuidados donde un exdiputado del Fren- 
te Amplio, que estaba al frente del programa, salía todos 
los días hablando; era de notorio conocimiento que todos 
los días él —y, perdón, muchos más— aparecía hablando. 
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Entonces, creo que la prohibición de este literal F) del 
artículo 4. es muy buena. 


Quiero recordar y reconocer —ya que hace un ratito es- 
tuvimos hablando de derechos de autor— un proyecto de 
ley del señor senador Mieres que hace referencia al literal 
G) de este artículo al que me estoy refiriendo. Aclaro que 
me gustaba más el proyecto del senador Mieres antes que 
esta norma tímida que se establece acá. El proyecto del 
señor senador Mires prohibía publicidad oficial dos meses 
antes de la elección, en lugar de treinta días. No solamente 
prohibía toda la publicidad sino que también prohibía los 
servicios o productos que se prestan en régimen de com- 
petencia. Todos hemos sufrido en las últimas elecciones 
el escándalo de las empresas públicas. ¿Se acuerdan de 
Ancap, no en la última elección, sino en la anterior, cuan- 
do habían inventado aquellos avisos de los girasoles que 
crecían que, aparte, duraban tres minutos y nos bombar- 
dearon en toda la campaña electoral? Después nos entera- 
mos en la comisión investigadora de que la publicidad ha- 
bía pasado de dos millones a quince millones de dólares, 
o no recuerdo cuánto, pero que se acrecentaba en el año 
electoral. Nos acordábamos la elección pasada de aque- 
lla publicidad que era una copia de la de Johnny Walker: 
un hombre que caminaba y terminaba en el teatro Solís. 
Coincidía que era en la época electoral y, justamente, el 
candidato a la vicepresidencia del Frente Amplio había 
sido presidente de Ancap. ¡Era muy grosero! Al final el 
aviso terminaba diciendo: «El Uruguay entre todos», que 
era el eslogan que ellos usaban. ¡Una grosería! Todavía 
me da bronca cada vez que pienso en el tema. ¡Una gro- 
sería, realmente! El candidato a vicepresidente había sido 
presidente de Ancap, que justo salía a hacer la publicidad 
del hombre caminando que terminaba con las palabras 
que usaba su grupo. Incluso salió en las internas —vamos 
a cuidar a los que competían con él— con las palabras que 
usaba su grupo. ¡Fue un escándalo! A su vez, después nos 
enteramos en la investigadora de Ancap de que otro que 
también aumentaba la publicidad era ALUR, que en ese 
entonces había cuadruplicado ese monto. 


Entonces, reitero que está bien ese literal, pero quizá 
haya que ser un poquito más estricto, como en el proyecto 
del señor senador Mieres, para que vea que sigo y leo al 
senador y a todos los colegas acá, dentro de lo posible. 
Recuerdo que ese proyecto me llamó la atención. 


Hay algunos artículos que son buenos y otros de difícil 
implementación. El artículo bueno, sin duda, es el 11, que 
refiere a la distribución en medios locales del interior. To- 
dos sabemos que, quizá más por comodidad que por otra 
cosa, los medios oficiales por lo general pautan en el gran 
medio nacional, porque como en la zona metropolitana 
vive el 60 % o 70 % de los uruguayos, tiene más alcance 
que los otros. Acá tenemos un tema no solamente con los 
medios del interior, que están postergados, sino sobre todo 
con los ciudadanos del interior, porque cuando el Estado 
emite un mensaje los está dejando de lado. En realidad, 
esto no lo hago para proteger a los medios y radios del 
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interior —aunque vaya un saludo a los amigos de la radio 
de Durazno, si me están escuchando—, sino pensando en 
el ciudadano que tiene derecho a recibir el mensaje del 
Gobierno central. Entonces, pensando en eso creo que está 
bueno, pero aclaro que no se recibe el 30 %, sino el 30 % 
del 80 %, que es un poco menos. 


Creo que en esto nos vamos a meter en un lío, aunque 
está bueno que se hagan estudios porque, también citando 
el caso de Ancap, los señores senadores que estaban en 
la comisión investigadora recordarán el caso de la radio 
de Quebracho. Se pautó en una radio que no funcionaba 
para que se compraran unos aparatos para que empezara a 
funcionar. Bueno, esta ley va a prevenir eso, quizá un poco 
tarde, pero es bueno que se haga, en especial ahora que 
viene un cambio de gobierno porque, como dice el refrán, 
«hacemos las reglas para los demás y las excepciones para 
uno». Pero ya estamos al final de este Gobierno, se viene 
un cambio, va a empezar un Gobierno nuevo el 1. de mar- 
zo y está bueno que se hable de esto para que no se repitan 
cosas como las de Ancap y las contrataciones de la radio 
de Quebracho. 


Me asusta un poco volver a duplicar los controles. Pa- 
rece que no alcanza con el control del Tribunal de Cuentas 
y aeso le sumamos que la Agencia de Compras y Contra- 
taciones del Estado va a evaluar el debido cumplimien- 
to, por parte de los sujetos obligados, de los principios y 
criterios exigidos por la presente ley. Va a ser complica- 
do cuando se empiecen a evaluar los principios, porque 
¿cómo hacemos para evaluarlos?, porque siempre tienen 
una generalidad importante. Y, encima, ya no será el Tri- 
bunal de Cuentas —que nos da garantías a todos como 
organismo constitucional- sino la Agencia de Compras 
y Contrataciones del Estado, que funciona ¿dónde? En el 
Poder Ejecutivo. Entonces, le vamos a dar ese control, en 
la norma inconstitucional, sobre los Gobiernos departa- 
mentales, además, lo que es absolutamente violatorio de la 
autonomía departamental. No solo se los obliga respecto 
a la forma de contratar y se les hace una exacción que no 
se sabe a qué título es, sino que además se les pone un or- 
ganismo en la presidencia para controlarles los principios. 
Que el Partido Nacional no lo tome a mal ya que no estoy 
haciendo una alusión, pero creo que ayer o anteayer hizo 
fecha de la batalla de Masoller. Me acota el senador Camy 
que la fecha es hoy. Saludamos, entonces, a la colectivi- 
dad, nunca enemiga sino adversaria, por la conmemora- 
ción de ese hito. Creo que, más allá de los recursos, uno de 
los motivos de la guerra de 1904 fue la participación del 
interior, la autonomía y los derechos, entre otros. No quie- 
ro levantar al Partido Nacional contra este proyecto de ley. 
Nosotros estábamos del otro lado del muro, pero comparto 
la autonomía que se logró en la paz. 


(Dialogados). 
—Uno ¿de qué es partidario? De la paz posterior, que 


trajo esa solución de autonomía que se ha mantenido en 
nuestras constituciones. De a poco, quizás en el período 
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pasado, cuando se comenzó con el tema de los recursos 
que se transferían al Gobierno central, yo advertí que eso 
se iba perdiendo. Y aquí ya hay un avance tremendo, ¿no? 


¿La señora presidenta se va a postular nuevamente a 
la Intendencia de Artigas? Me hace un gesto de que aún 
no lo sabe. Bueno, si lo hiciera, la van a estar regulando y 
también le van a estar sacando un 3 % de la publicidad sin 
su consentimiento ni el de la junta departamental. En ese 
punto es en el que a uno le surgen esas dudas. 


Algo positivo a destacar es lo que expresa el artículo 
18 respecto a las sanciones. Está bueno que se avance en 
el cumplimiento del artículo 25 de la Constitución de la 
república en la medida en que los funcionarios que violan 
la norma y causan daños y perjuicios tienen que respon- 
der. Creo que hay algún candidato a la presidencia —no de 
mi partido, pero no voy a seguir mencionando a las otras 
colectividades para no generar más lío— que en los últimos 
tiempos ha estado insistiendo con este tema. Me parece 
que es bueno que así sea. 


Por último, donde tampoco es del todo claro este pro- 
yecto es en el inciso tercero del artículo 20. Esta disposi- 
ción crea un «Fondo para la Promoción de la Diversidad 
de Medios de Comunicación Audiovisual con el fin de 
fomentar y promover la diversidad de servicios de comu- 
nicación audiovisual». ¿Qué significa «la diversidad de 
servicios de comunicación audiovisual»? En el inciso se- 
gundo se establece que el fondo se financiará con el 1 % 
del monto total presupuestado para publicidad oficial y se 
deja afuera a los Gobiernos departamentales. Por su parte, 
el inciso tercero establece que se va a destinar un 50 % a 
servicios de comunicación audiovisual comunitarios y un 
50 % a servicios de comunicación audiovisual comercia- 
les locales, entendiendo por tales a las emisoras de radio 
y televisión comerciales de alcances barriales o ubicados 
en localidades ubicadas fuera del área metropolitana. Es 
decir que aquí tenemos dos previsiones, ya que, por un 
lado decimos que hay radios que son audiovisuales —no sé 
si las radios son audiovisuales; me hace ruido que una ra- 
dio sea audiovisual ya que debe ser más audio que visual, 
pero dejemos de lado ese detalle que es más propio para la 
Real Academia Española que para mi desconocimiento— 
y, por otro, definimos los audiovisuales comerciales y no 
los comunitarios. Además, separamos los audiovisuales 
comerciales locales de los que no lo son. Y decimos «esta- 
rá destinado», pero luego se expresa que se van a asignar 
los recursos mediante concursos públicos, abiertos, trans- 
parentes y nos discriminatorios. ¿Y cuáles son los criterios 
para asignar esos recursos? No se dice cuáles son los cri- 
terios: la cantidad de gente a que se llega, el proyecto en 
sí, el proyecto de interés comunitario o de interés social, 
entre otras cosas. Uno pensaría que debería haber algún 
tipo de criterio ahí, pero no hay. 


SEÑOR SARAVIA.- Formulo moción para que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone el orador. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota). 
—18 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: para 
culminar quiero mencionar las observaciones realizadas 
por la Ursec. 


En cuanto a la inclusión de los municipios en el artículo 
1.2, creo que el tema está claro. 


A su vez, se quieren dejar fuera las campañas de bien 
público, cosa con la que no estoy de acuerdo. Las cam- 
pañas de bien público se han transformado en campañas 
publicitarias de la presidencia, del partido de gobierno, sin 
duda. Me vienen a la memoria los avisos que están apa- 
reciendo en la prohibición de la veda en la que aparecen 
algunos candidatos hablando de su propuesta y, con letra 
chiquita, abajo, aparece información de que tal día hay un 
acto en tal lado. No sé cómo no lo controlamos. 


En cuanto al literal D) del artículo 4.”, se propone una 
excepción que diga que quedan exceptuadas las dona- 
ciones de trasmisores u otra infraestructura de emisión 
que realicen el Ministerio de Educación y Cultura, el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, y la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones, así como 
la donación de montos fruto de fondos concursables y 
destinados a capacitación de integrantes del sector de te- 
lecomunicaciones. Esta prohibición de donación me hace 
mucho ruido. ¿Qué pasa si un medio de comunicación 
resuelve donar dinero cuando hay una catástrofe como 
la de Dolores? ¿Le vamos a decir que no se lo podemos 
aceptar? ¿Qué sucede si resuelven donar minutos al Es- 
tado para ese tipo de cosas? ¿O si hacen campañas de 
donación, recaudan y luego hacen entrega de lo recibido 
a quienes sufrieron las inundaciones? Me hace ruido que 
eso no se pueda hacer. 


No coincido con el cambio que se propone al final del 
artículo 6.”, ya que quieren dejar afuera algunas cosas. 


La Ursec reclama ser ella la administradora del fondo 
y no el Consejo de Comunicación Audiovisual. También 
pretende sustituirla en una cantidad de tareas. 


En definitiva, al momento de votar el proyecto de ley — 
si llega a votarse en bloque— vamos a acompañar una gran 
cantidad de artículos, pero no algunos otros por los moti- 
vos ya expuestos. 


Muchas gracias. 
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15) SOLICITUDES DE LICENCIAS E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Patricia Ayala 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 28 
de setiembre de 2004, por motivos personales por los días 
11 y 12 de setiembre del corriente. 

Sin otro particular, saludo muy atentamente. 


Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 21. Afirmativa. 


Queda convocado el suplente respectivo, señor Alejan- 
dro Draper, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Patricia Ayala 


De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 14 de 
setiembre de 2004 —por razones particulares— para el día 
miércoles 11 de setiembre. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Pablo Mieres. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Iván Posada, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


16) PUBLICIDAD OFICIAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la discusión ge- 
neral del primer punto del orden del día. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: estamos escu- 
chando con mucha atención los argumentos aquí expues- 
tos, que han sido escasos, a efectos de poder clarificar 
muchos de estos artículos. En la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado nos 
representa el senador Delgado, quien por distintos motivos 
no se encontraba en sala —aunque acaba de llegar—, y por 
esa razón habíamos pedido un cuarto intermedio para ana- 
lizar muchos de estos artículos. Quizás molestemos al Se- 
nado con un nuevo cuarto intermedio para poder fijar una 
posición definitiva respecto a este proyecto. De todas ma- 
neras, queremos aprovechar esta instancia en el plenario 
para despejar las dudas que tenemos en la bancada. Repi- 
to: quizás muchas de ellas ahora podremos despejarlas con 
la presencia del senador Delgado. Lo importante es que 
quede constancia en la versión taquigráfica de cómo nos 
acercamos a este proyecto, que nos genera muchas dudas. 


En primer lugar, por lo que sabemos el proyecto estuvo 
mucho tiempo en comisión y de golpe se plantea su apro- 
bación como una necesidad urgente. Lo cierto es que se 
trata de temas delicados, porque podemos estar haciendo 
una macana en cuanto a la instrumentación de algo que 
queremos desde hace mucho tiempo. El tema es que al 
final del último período —creo que definitivo— del Frente 
Amplio se llega a este proyecto de ley cuando no ha regido 
nada al respecto durante quince años de administración 
frenteamplista. Es bastante raro el apuro. 


En segundo término, acá sobrevuela la ley de medios, 
porque hay instrumentos que se nombran en la iniciativa 
con los que estamos frontalmente en contra. Hemos estado 
en contra en la votación, e incluso con los organismos que, 
a nuestro juicio, no ayudan a que el Uruguay tenga una 
buena ley de medios como se merece, a tal punto que el 
Consejo de Comunicación Audiovisual, que se reitera en 
mucho de estos artículos, no está constituido ni va a estar- 
lo. Por consiguiente, tengo que hacer este razonamiento: 
¿por qué el apuro para aprobar un proyecto de ley —que es 
necesario para el país- que hace tanta referencia al Con- 
sejo de Comunicación Audiovisual cuando tenemos un 
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fuerte enfrentamiento sobre la ley de medios? ¿A razón 
de qué el Gobierno y la bancada oficialista apuran este 
proyecto de ley —que tiene aspectos positivos que voy a 
mencionar— cuando en realidad se trata de letra muerta, 
de un trabajo y un esfuerzo que estamos haciendo al santo 
botón, porque no tiene posibilidades de instrumentarse? 
Sería lógico pensar que este proyecto podría quedar como 
un compromiso partidario para el comienzo de la próxima 
legislatura, porque esta termina en cuatro días. 


Más allá del tema del Consejo de Comunicación Au- 
diovisual, estamos en contra de toda la ley de medios, 
como ya lo ha reiterado el senador Delgado en distintas 
oportunidades, y si fuera el caso que tuviéramos la suerte 
de gobernar el país, ¡la vamos a derogar! Esa será una de 
las primeras leyes que vamos a derogar, pero con la ac- 
titud de hacer las cosas con tranquilidad, sin imponer la 
opinión de la mitad del país sobre la otra. Ese es el pecado 
original de la ley de medios: la imposición. Esto hace a 
nuestra convivencia, a la discusión política, a las garantías 
de libertad que debemos tener. O sea que no se trata de un 
tema menor. 


La derogación no va a ser para ponernos en contra de 
lo hecho, sino para negociar algo que exceda las mayorías 
circunstanciales que se puedan tener en el futuro Parla- 
mento y para que todos estemos seguros de que hay con- 
tinuidad, porque lo peor que le puede pasar a una norma 
de este tipo es que no tenga continuidad en el tiempo. En 
estos temas nos tenemos que poner de acuerdo todos los 
partidos políticos y ese es el criterio con el que debemos 
abordar una ley de medios, pero los preconceptos y las 
suspicacias nos han llevado a estar en la vereda de enfren- 
te. En ese contexto llega este proyecto y lo primero que 
dice —y coincidimos en esto con el senador Bordaberry— 
es que la disposición de la ley obliga a todas las personas 
públicas estatales y no estatales, nacionales, departamen- 
tales y municipales. 


En fin, hay un informe, una observación de la Ursec 
que dice que los municipios no son personas públicas, sino 
que son parte de la persona pública Gobierno departa- 
mental. Creo que complica que se incluya a los Gobiernos 
departamentales, y más si se habla de personas públicas 
que no son personas públicas, sino parte integrante de 
los Gobiernos departamentales. Por lo tanto, a lo largo de 
estos artículos hay referencias al Gobierno central, pero 
como se busca que el proyecto sea tan abarcador, se gene- 
ran complicaciones porque, como recién señalaba el señor 
senador Bordaberry, en algunos artículos se elimina la 
mención a los Gobiernos departamentales, pero en otros 
se los incluye. De alguna manera podríamos establecer un 
criterio diferente para tener las mayorías especiales que 
se precisan, porque de lo contrario se está lesionando la 
autonomía departamental. 


El artículo 2.” tiene como nomen iuris «Definición» y 
dice: «La publicidad oficial es un medio a emplear por los 
sujetos indicados en el artículo 1.? de la presente ley para 
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cumplir sus cometidos, informar a la población y facilitar 
el acceso a la información a los interesados en obtenerla». 
Y a continuación hay una frase muy difícil de definir, que 
dice: «La información que trasmita la publicidad oficial 
debe ser veraz [...]». ¿Quién determina la veracidad de la 
información? ¿A juicio de quién? De quien la da. Continúa 
diciendo: «objetiva [...)». ¡Ah!, tiene que ser objetiva. ¿Y 
quién establece la objetividad de la información en este 
caso? Luego dice: «clara, transparente [...]». ¿Después me 
podrán explicar qué quiere decir «información transpa- 
rente»? Continúa diciendo: «necesaria [...]». ¿Quién juzga 
si es necesaria o no? Para mí no es necesaria toda la pu- 
blicidad que está haciendo el Gobierno en la actualidad. 
Ahora, ¡andá a quejarte al cuartito!, porque ¿cuál es el me- 
dio por el que nosotros podemos controlar esta situación? 
También establece que debe ser «oportuna y relevante para 
aquellos a quienes se dirige». Entonces, señora presidenta, 
entramos en un campo de generalidades en el que nada se 
dice y nada se concreta, ¡y estos son artículos de una ley! 


¿Qué pasa mañana si nosotros, desde esta banca, cree- 
mos que la publicidad oficial no es veraz? ¿Quién estable- 
ce la veracidad de una publicidad? Además, esto no puede 
escapar a la necesidad de que el Estado comunique a la po- 
blación temas que son de interés general, como por ejem- 
plo una futura campaña de vacunación. Pero el límite no 
está definido porque no es una campaña; y más adelante se 
dice lo que es publicidad de una campaña. También cues- 
tionamos por qué entes autónomos y empresas del Estado 
que son monopólicas, ¡que no tienen competencia!, gastan 
en publicidad. ¡¿Cuál es la razón?! Hasta ahora no hemos 
tenido la oportunidad de discutirlo; quizás haya alguna 
razón que nosotros no advertimos. ¡No tienen competen- 
cia! y generan una cantidad de gastos, como vimos hasta 
el cansancio en la comisión investigadora sobre Ancap. 
¡Hasta le dieron una radio a un compañero del Frente Am- 
plio en Quebracho como colaboración anticipada por pu- 
blicidad para que comprara los equipos porque no tenía 
la plata para comprarlos! Eso ahora está en la Justicia. ¡Y 
también vimos todo el escándalo que se vivió en esta sala 
producto de la selección de la empresa de publicidad de 
Ancap, sin antecedentes y cuestionada por todas las em- 
presas de publicidad del país! Entonces, señora presidenta, 
eso no lo entendemos. 


Después, en el capítulo «Principios y Transparencia», 
el proyecto habla de los principios. El artículo 5.%, «Princi- 
pios», dice: «La contratación de publicidad oficial se regirá 
por los principios de interés general, veracidad, imparcia- 
lidad, objetividad, claridad en el mensaje, profesionalidad, 
libre acceso a la información, transparencia, publicidad de 
los actos de gobierno, eficiencia» —y acá está la palabra 
que redondea todo esto— «y austeridad...». ¡¿Cómo, seño- 
ra presidenta?! Llama la atención e, incluso, genera risa. 
Todo este gasto ¡enorme! en publicidad que ha hecho el 
Estado frenteamplista, el Gobierno de izquierda, que a 
lo largo de quince años ha derrochado plata sin tasa ni 
medida, termina con un artículo que habla de eficiencia y 
¡austeridad! ¿Me están tomando el pelo con el proyecto de 
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ley? ¿Me están tomando por tonto? ¡Hemos cuestionado 
duramente estos gastos de publicidad oficial! Una de las 
medidas de austeridad que tomó el ministro de Economía 
y Finanzas cuando se le dispararon los números una vez 
más y no podía controlar el déficit fue cortar la publicidad 
de las empresas públicas. O sea, la medida para ahorrar 
que tomó el ministro de Economía y Finanzas, contador 
Astori, fue cortar la publicidad de las empresas del Es- 
tado, y acá me dicen que es por austeridad. Es increíble, 
¿no? 


El artículo 10 no lo entiendo, quizás alguien me lo pue- 
da explicar, porque vuelvo a decir que vamos a pedir un 
cuarto intermedio para ver qué fue lo que se nos dijo y 
analizar cómo podemos votar, algo que en algunos casos 
no parece posible. Este artículo, «Asesoramiento», dice: 
«Para asegurar la profesionalidad en la contratación de la 
publicidad oficial, en aquellos casos en los que se requiera 
el procedimiento de la licitación pública, los sujetos obli- 
gados por esta ley» —que son todos— «que la realicen reca- 
barán el asesoramiento para la creación y el diseño de los 
mensajes publicitarios y el de la planificación de medios 
necesaria para su difusión». ¿Es necesario establecer esto 
en un artículo? Cuando uno contrata una empresa de pu- 
blicidad por licitación, ¿no viene el análisis, la creación y 
el diseño de los mensajes publicitarios y la planificación 
de los medios? ¡¿Lo tiene que hacer antes otro profesio- 
nal?! ¡¿Eso es para seguir siendo austeros?! O sea, se re- 
quiere el asesoramiento profesional para poder contratar y 
después el de la empresa publicitaria. 


El artículo 11 es el que más nos gusta porque ha sido 
reivindicador para nosotros. Permanentemente, desde 
hace muchos años, en esta casa y en la Cámara de Re- 
presentantes, los legisladores del Partido Nacional hemos 
insistido hasta el cansancio sobre la necesidad de que la 
publicidad oficial sea equitativa con respecto a la utiliza- 
ción de los medios de comunicación del interior. O sea que 
miramos con buenos ojos que este artículo establezca: «... 
deberá destinarse al menos un 30 % (treinta por ciento) 
del monto de la publicidad oficial de alcance nacional a 
medios de comunicación, programas o producciones in- 
formativas o periodísticas comerciales o comunitarios, 
con realización y producción propias y radicados en lo- 
calidades del interior, que tengan como área de servicio 
o distribución principal el lugar de su radicación u otras 
localidades del interior del país». Después hay un inciso, 
que refiere a si estos medios tienen la planta de emisión en 
el interior o en la capital, que no tiene mucho sentido. Y 
finalmente establece: «La asignación del 30 % (treinta por 
ciento) de la publicidad precedentemente indicado, deberá 
realizarse de conformidad con los criterios establecidos en 
el artículo 9.” de la presente ley». 


La pregunta que me hago al leer este artículo —por lo 
menos yo; quizás esté equivocado, pero la hago en sala 
para ver si me ayudan a razonar— es la siguiente. Al in- 
cluir a los Gobiernos departamentales en el artículo 1.” si 
mañana la Intendencia de Montevideo hace una propagan- 
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da para los montevideanos y para esa publicidad oficial 
usa medios de alcance nacional, ¿debe poner el 30 % en el 
interior? Si el ingeniero Martínez mañana fuera reelecto 
como intendente de Montevideo y quisiera transmitir un 
mensaje a los montevideanos, como para ello debería usar 
los medios nacionales, de acuerdo con este proyecto de ley 
¡¿tendría que disponer del 30 % de lo que destinaría a esos 
medios para distribuir también en Artigas los dineros de 
los montevideanos?! 


Quizás yo esté equivocado, señora presidenta, pero 
este proyecto es tan liviano, tan falto de estudio, tan falto 
de tiempo, tan poco dedicado, que seguramente estemos 
cometiendo errores. Y mire que yo estoy de acuerdo con 
el artículo 11, ¡pero no con incluir a los Gobiernos depar- 
tamentales! ¡Deberíamos hablar solo del Gobierno nacio- 
nal!, porque este proyecto habla de la propaganda oficial 
de alcance nacional, pero no distingue si es de Ancap, 
del Ministerio de Educación y Cultura o del Gobierno de 
Canelones. No está distinguiendo el origen de los fondos, 
sino que establece que la propaganda oficial de alcance na- 
cional deberá destinar ese 30 %. Si no estuvieran incluidos 
los Gobiernos departamentales en el artículo 1.*, no habría 
problema, señora presidenta; pero como lo están, uno tie- 
ne que preguntarse lo siguiente: si mañana la Intendencia 
de Tacuarembó quiere promover a nivel nacional algún 
evento, como puede ser la Fiesta de la Patria Gaucha, y 
utiliza los medios de comunicación de alcance nacional, 
¿tiene que dar a otros medios el 30 % de lo que va a gastar? 


¡Hay muchas dudas! Espero tener alguna respuesta de 
esto porque se trata de tener claro lo que se va a votar. 


El artículo 12 establece que el 3 % del monto total del 
presupuesto de la publicidad oficial irá a un fondo —lo ha 
cuestionado el señor senador Bordaberry y coincido con 
él- cuya administración corresponderá al Consejo de Co- 
municación Audiovisual. ¡Es mucha plata que va a ira un 
organismo que no existe y no va a existir! ¡Un 3 % del pre- 
supuesto quedará en un espacio virtual porque no existe 
el destino! 


El artículo 17 indica que: «El Consejo de Comunica- 
ción Audiovisual, en atención al artículo 11 de la presente 
ley, tendrá los siguientes cometidos: 


El 
1) Encuestas anuales de alcance nacional, departamen- 
tal y municipal sobre lectorías, cobertura y penetración de 


los medios gráficos. 


2) Encuestas anuales de alcance nacional, departamen- 
tal y municipal sobre cobertura...». 


¿Estos gastos en encuestas son para ser austeros? 


En fin, señora presidenta, esto se suma al artículo 20, 
que el Partido Nacional no acompañó en la Cámara de 
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Representantes. Si no me equivoco, no acompañamos los 
artículos 7.*, 13 y 20. Por supuesto, respeto el sistema bi- 
cameral; me llevo mucho por lo que han hecho los compa- 
ñeros en la Cámara de Representantes y trato de votar en 
consecuencia, coordinadamente, pero tengo muchas más 
dudas sobre este proyecto de ley, por lo que antes de la 
votación en general voy a pedir un pequeño cuarto inter- 
medio para poder analizar las respuestas que seguramente 
voy a tener a todas las dudas que he planteado. 


El único artículo que me convence —lo digo en forma 
personal-— es el 11. De los veintiún artículos del proyecto, 
el único que me convence es el 11, que es el que nos ha 
llevado a mirar esto con otros ojos, porque es histórica la 
reivindicación que el Partido Nacional ha hecho respec- 
to a que la comunicación de carácter oficial no se haga 
con criterios montevideanos, pues muchos medios, sobre 
todo los alejados de la capital, merecen y deben tener una 
propaganda oficial para poder difundir las campañas de 
interés general que hace el Estado en distintos rubros. 
Pero en este artículo hay que sacar la referencia a los Go- 
biernos departamentales o redactar un artículo diferente 
para ellos. 


Señora presidenta: con estas dudas vamos a ir termi- 
nando nuestra intervención. Seguramente vamos a escu- 
char algún comentario que nos pueda aclarar, quizás, que 
es una mala interpretación la que hemos hecho hoy sobre 
el alcance a los medios del interior y la obligación con los 
medios de prensa de alcance nacional, pero es una duda 
muy grande que tenemos y creemos que votarlo así sería 
un error. 


Espero que este proyecto de ley no sea simplemente 
tribunero. ¿Qué quiero decir con esto? Cumplir con la tri- 
buna: «Miren: votamos un proyecto de ley que busca dar 
el 30 % de la publicidad oficial a la prensa del interior», 
¡al fin del período! Luego de quince años de desatenderla, 
en el último año, a cuarenta y ocho días de la elección 
nacional, votamos un proyecto de ley que otorga a las ra- 
dios y medios de prensa del interior lo que han reclamado 
desde hace treinta años. ¡Se lo damos al fin del período! 
¡A cuarenta y ocho días de una elección! Esto lo señalaba 
el señor senador José Carlos Cardoso cuando hizo uso de 
la palabra. 


¡No es conveniente el momento en que lo estamos ha- 
ciendo! Los apuros no son convenientes, como tampoco 
es conveniente la imposición con respecto a la ley de me- 
dios, que es una ley que no se va a poder poner en prác- 
tica —¡ojalá así sea, como producto de que en las urnas se 
puedan cambiar las mayorías y el propio Gobierno!-, y 
no es conveniente hacer un proyecto de ley simplemen- 
te para cumplir con la tribuna, cuando en realidad no se 
puede instrumentar porque el Consejo de Comunicación 
Audiovisual no está vigente ni hay voluntad de la Asam- 
blea General de generar las mayorías necesarias para que 
pueda ser nombrado. Es pour la galerie; es para la tribu- 
na. Espero que no sea un proyecto de ley tribunero para 
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cumplir, cuarenta y ocho días antes de la elección, con los 
medios del interior que claman y reclaman, con derecho y 
con razón, que la publicidad oficial también alcance a los 
medios locales del interior. 


SEÑORA LAZO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA LAZO.- Quiero solicitar un cuarto interme- 
dio de diez minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Son las 12:12). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 12:29). 


SEÑORA LAZO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: vamos a propo- 
ner que este proyecto vuelva a comisión, y haremos algu- 
nas puntualizaciones para fundamentar la moción. 


Este proyecto de ley llegó a la Cámara de Senadores 
con media sanción y fue aprobado por unanimidad, aun- 
que con algunas salvedades. Nosotros entendemos que se 
hizo todo un trabajo previo —¡ntentamos puntualizarlo en 
el informe inicial— con organizaciones sociales y se logra- 
ron ciertos consensos respecto al fondo de la cuestión, que 
es lo que nos compete; me refiero a la regulación de la 
producción, planificación, contratación y distribución de 
la publicidad oficial. Además, consideramos que está bien 
que esto cuente con un amplio consenso desde el punto de 
vista político y social. 


Por otra parte, como bancada del Frente Amplio cree- 
mos —y así lo expresamos en el informe— que esos matices 
que fueron planteados por organismos del Estado y por 
otras organizaciones debían ser contemplados. Esto se po- 
dría haber hecho a través de la reglamentación, pero en 
este caso entendimos que muchas de esas puntualizacio- 
nes debían ser tenidas en cuenta para contar con el consen- 
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so tan necesario en relación con un tema tan relevante y 
de tanta sensibilidad, compartida por todos los integrantes 
de la comisión. 


Debo decir que los tiempos que corren menguaron la 
participación en la comisión, pero varios de los colegas 
que la integran conocen muy de cerca la situación de los 
medios —en especial los del interior— en relación con este 
tema, que durante muchos años se manejó sin regulación 
alguna. En realidad, todos estamos de acuerdo con la re- 
gulación y por eso hemos resuelto proponer que se pueda 
volver a trabajar sobre este asunto en la comisión. Creo 
que podemos y debemos hacerlo, en atención a muchos 
de los argumentos de fondo que aquí se plantearon y que 
tienen que ver con la necesidad de regular la asignación de 
la publicidad. 


En consecuencia, como bancada estamos de acuerdo y 
planteamos que el asunto vuelva a comisión, siempre que 
nos comprometamos, más allá del tiempo electoral, a tra- 
bajar para lograr los consensos necesarios y aprobar una 
buena ley, que contemple todas las puntualizaciones. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Se va a votar la moción de 
orden presentada por la señora senadora Lazo. 


(Se vota). 
—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, el proyecto vuelve a comisión. 


SENOR DELGADO.- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR DELGADO.- Señora presidenta: obviamente, 
como pedí la palabra para fundamentar el voto, el tiempo 
es escaso; por eso vamos a hablar sobre lo que nos une. No 
sé si lo han escuchado, pero para nosotros es importante 
hablar sobre lo que nos une, que en este caso tiene que ver 
con el objetivo de este tema, que va en la dirección correc- 
ta en cuanto a disponer el reparto de la publicidad estatal 
con el sustento correspondiente— entre los medios del in- 
terior del país, atendiendo a un tema de equidad y justicia. 
En eso estamos de acuerdo y así lo dijimos en la comisión. 
El proyecto de ley se votó con salvedades —al menos el 
Partido Nacional así lo hizo—, pero por la vinculación con 
otros artículos que, como dijeron otros señores senadores 
de la oposición, a nuestro juicio son inconstitucionales. 
Incluso, hay algunos que tienen una redacción absoluta- 
mente impracticable, que desvirtúa el objetivo inicial y, 
es más, complican su concreción. Obviamente, la ayuda 
a los medios de comunicación, que es parte esencial de la 
democracia, no solo tiene que ver con el tema de la publi- 


10 de setiembre de 2019 


cidad oficial que hay que determinar si es en monto o en 
pauta, porque no siempre es lo mismo, y no queda claro en 
el proyecto aunque fue uno de los puntos discutidos—, sino 
también con los instrumentos que el Estado da para que 
esos medios, que cada vez tienen menos recursos, puedan 
funcionar. Y acá ingresa a la discusión el tema de la ley de 
medios, porque hay una comunicación que se hace por una 
vía lateral —como la digital, entre otras— que no podemos 
regular. 


La reforma tributaria del 2007 exoneró de aportes pa- 
tronales a los diarios; la Intendencia de Montevideo quitó 
la exoneración de los impuestos departamentales a los dia- 
rios de Montevideo, pero todas las intendencias del inte- 
rior la mantuvieron para los diarios del interior. Esto —que 
no es solo un tema de publicidad— tiene que ver con una 
política de apoyo integral a la sustentación de los medios 
de comunicación nacionales, tanto de Montevideo —de al- 
cance nacional—, como del interior —con alcance local o 
regional—, lo que para nosotros es imprescindible. 


Creo que es muy sabia la propuesta de la señora se- 
nadora Lazo, presidenta de la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios, en cuanto a que 
este tema vuelva a comisión, por lo que la compartimos 
y acompañamos. En realidad, a fin de que este proyecto 
de ley logre una mejor redacción y podamos llegar a un 
consenso en cuanto al objetivo buscado, que apoyamos, 
considero que lo mejor sería proceder tal como lo hicimos 
en el caso de la ley de medios y procurar que en diciembre, 
una vez pasado el período electoral, podamos trabajar para 
aprobar una ley que cuente con todo el apoyo de los parti- 
dos políticos en una nueva realidad nacional. 

SEÑOR CAMY.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR CAMY.- Señora presidenta: quiero destacar 
como una medida digna de respaldar la que se ha propues- 
to en el sentido de enviar este proyecto de ley nuevamente 
a comisión. Y lo digo al amparo de lo que pensaba expre- 
sar en la discusión del tema. 


En la sesión del 4 de junio de 2003 —cuya versión ta- 
quigráfica leí—, el señor senador Larrañaga realizó en este 
Cuerpo una exposición de treinta minutos referida a los 
medios de comunicación. Aquella exposición se titulaba: 
«Los medios de comunicación social uruguayos: la crisis 
menos comunicada». En esa oportunidad no solo hizo uso 
de la palabra el senador Larrañaga, sino también los en- 
tonces senadores Singer, Millor y Korzeniak, entre otros. 
Incluso, el senador Korzeniak aludía en ese momento a 
la actual senadora Xavier, que en la hora previa de una 
sesión anterior había señalado la oportunidad de trasladar 
el tema a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. En la mencionada sesión del 2003 se presentó la 
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propuesta de crear una comisión especial, compuesta por 
nueve miembros, a efectos de estudiar el tema, y esto fue 
respaldado por todos los partidos políticos. Sin embargo, 
es evidente que esa propuesta no tuvo ningún resultado, 
porque más de quince años después volvemos a plantearlo. 


Me animaría a decir que hay un interés general de re- 
conocimiento de una situación muy difícil que viven 370 
medios de comunicación de todo el país —que involucran 
a 3000 trabajadores—, que llegan a más de la mitad de la 
población. A mi juicio, esto tiene que ver, fundamental- 
mente, ya no con un desafío puntual como el que hoy se 
plantea, sino estructural, vinculado a un tema conceptual. 
El interior tiene sus características, pero no es exacto refe- 
rirse a «el interior» como si fuera una unidad idéntica en 
todos los departamentos, porque cada región tiene sus ele- 
mentos referenciales propios, con tradiciones e identida- 
des propias, y lo mismo sucede en cada uno de los depar- 
tamentos, en sus capitales, en sus pueblos, en sus villas. 
A mi entender, más que un desafío tenemos por delante 
un riesgo, pues de mantenerse este rumbo de vorágine 
avasallante de la tecnología —que es parte del mundo y es 
difícil revertirlo—, es casi inevitable la desaparición de un 
importante número de estaciones de radio y televisión, así 
como de medios escritos, con la consiguiente pérdida, no 
solamente de los puestos de trabajo, sino también de cul- 
tura, lo que sería gravísimo. 


Por lo tanto, pensamos que el tema conceptual que 
encierra la propuesta amerita un trabajo mucho más pro- 
fundo, que sume lo planteado por el señor senador Del- 
gado en cuanto a la técnica legislativa, pero también los 
aspectos de constitucionalidad que claramente —con la 
elocuencia que lo caracteriza— advertía el señor senador 
Bordaberry al inicio de la discusión. Pero, además, se 
debe tener presente la situación a la que he hecho refe- 
rencia, que en el 2003 fue un desafío compartido por se- 
nadores de distintas bancadas y que hoy es un tema de 
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una gravedad estructural que requiere de la pertinente 
participación de todos. 


Simplemente, entonces, quiero decir que con beneplá- 
cito apoyo la propuesta planteada por la señora senadora 
en cuanto a que este tema vuelva a comisión. 


17) EJERCICIO TANQUE 2019 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que se declare urgente y se considere de 
inmediato la carpeta n.” 1406/2019: proyecto de ley por el 
que se autoriza el ingreso al territorio nacional de hasta 
tres personal superior y una aeronave KC-130 de la Fuerza 
Aérea argentina, con la finalidad de realizar el ejercicio 
Tanque 2019, entre el 14 y el 18 de octubre de 2019 (fecha 
alterna entre el 3 y el 7 de noviembre de 2019)». (Firman 
los señores senadores Castillo, Bordaberry y Saravia). 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a votar. 
(Se vota). 
—25 en 27. Afirmativa. 


En consecuencia, se pasa a considerar el asunto cuya 
urgencia acaba de ser votada: «Proyecto de ley por el que 
se autoriza el ingreso al territorio nacional de hasta tres 
personal superior y una aeronave KC-130 de la Fuerza 
Aérea argentina, con la finalidad de realizar el ejercicio 
Tanque 2019, entre el 14 y el 18 de octubre de 2019 (fe- 
cha alterna entre el 3 y el 7 de noviembre de 2019). (Carp. 
n.” 1406/2019 - rep. n.* 950/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1406/2019 - rep. n.* 950/19 
PODER EJECUTIVO 


MENSAJE 19/19 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. - 

MINISTERIO DEL INTERIOR.- 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES.- 

19058770 montevideo, 06 SEP 2019 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL. - 
SEÑORA LUCÍA TOPOLANSKY.- 

El Poder Ejecutivo cumple en remitir a ese Cuerpo, 
conforme con lo preceptuado en el numeral 11) del artículo 
85 de la Constitución de la República, el adjunto Proyecto 
de Ley por el cual se autoriza el ingreso al territorio 
nacional de hasta tres (3) Personal Superior y una (1) 
aeronave HKC-130 de la Fuerza Aérea de la República 
Argentina, a fin de realizar el Ejercicio “TANQUE 2019”, por 
la Fuerza Aérea Uruguaya y la Fuerza Aérea Argentina, entre 
el 14 y el 18 de octubre de 2019 (fecha alterna entre el 3 y 
el 7 de noviembre de 2019), en el Área Terminal de Durazno. 

El mencionado ejercicio consiste en calificar y 
rehabilitar tripulaciones en reabastecimiento de combustible 
en vuelo, con el empleo combinado de aeronaves y 
tripulaciones de la Fuerza Aérea Argentina y la Fuerza Aérea 
Uruguaya. Dado que nuestra Fuerza no cuenta con una 
aeronave, que reúna las características específicas para 
este tipo de maniobras de recarga en vuelo, resulta 
indispensable la presencia de una aeronave de la Fuerza 
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Aérea Argentina que cumpla con los requisitos necesarios 
para efectuarlas.----===========n mm 

El objetivo del Ejercicio "TANQUE 2019" es: --=========-=- 

a. Calificar y entrenar tripulaciones uruguayas en 
Operaciones de Reabastecimiento de Combustible en Vuelo, a 
efectos de adquirir un adecuado nivel de interoperabilidad a 
través de procedimientos unificados, con el objeto de 
contribuir a la realización de Ejercicios Combinados de 
mayor complejidad. ===" —----- 

b. Establecer los procedimientos operacionales, 
tácticas y técnicas comunes necesarias para la ejecución de 
este tipo de Operaciones Combinadas .-----===================- 

C. Adiestrar al personal que integra los medios 
operacionales y de apoyo de la Fuerza Aérea Uruguaya y de la 
Fuerza Aérea Argentina. ----==================nnn-=---- 

d. Adiestrar al Personal del Comando Aéreo de 
Operaciones de la Fuerza Aérea Uruguaya y del Comando de 
Adiestramiento y Alistamiento de la Fuerza Aérea Argentina 


en actividades de planeamiento de Operaciones Aéreas 


e. Incrementar la interoperabilidad entre las Fuerzas.- 
f. Estrechar relaciones, intercambiar experiencias y 
establecer procedimientos comunes en lo referido a 


reabastecimiento en vuelo. =============-=--==-====--======-=-=- 
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Por los fundamentos expuestos, se solicita a ese Cuerpo 
la consideración del adjunto proyecto de ley, cuya 
aprobación se encarece. 

El Poder Ejecutivo saluda a la señora Presidente de la 
Asamblea General, atentamente. -—-—-—————— === =-- 
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PROYECTO DE LEY 
ARTICULO UNICO.- Autorizar el ingreso al territorio nacional 
de hasta tres (3) Personal Superior y una (1) aeronave 
KC-130 de la Fuerza Aérea Argentina, con la finalidad de 
realizar el Ejercicio “TANQUE 2019”, entre el 14 y el 18 de 
octubre de 2019 (fecha alterna entre el 3 y el 7 de 
noviembre de 2019). ---=============rn mm 


DR. A. ARDI 
MINISTRO DE NACIONAL 


b 
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Montevideo, 06 SEP 2019 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL.- 


Remito a usted Mensaje Nro. 19/19 y Proyecto de Ley, a sus efectos.- 


Saluda a usted atentamente.- 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 
Tiene la palabra el señor senador Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora presidenta: 
por medio de las leyes n.% 18178, 18351, 18575, 18675, 
18799, 18887 y 19209, el Parlamento ya ha autorizado es- 
tos ejercicios —que son habituales— entre la Fuerza Aérea 
uruguaya y la Fuerza Aérea argentina. 


Este proyecto de ley autoriza el ingreso al territorio 
nacional de hasta tres personas pertenecientes al personal 
superior y una aeronave KC-130 de la Fuerza Aérea de la 
República Argentina, a fin de realizar el ejercicio Tanque 
2019 entre las fuerzas aéreas de ambos países, entre el 14 y 
el 18 de octubre del año 2019 —con una fecha alterna entre 
el 3 y el 7 de noviembre del corriente año—, en el área de la 
terminal de Durazno. 


El referido ejercicio consiste en calificar y rehabilitar 
tripulaciones en reabastecimiento de combustible en vue- 
lo, con el empleo combinado de aeronaves y tripulaciones 
de la Fuerza Aérea argentina y la Fuerza Aérea uruguaya. 
Dado que nuestra fuerza no cuenta con una aeronave que 
reúna las características específicas para este tipo de ma- 
niobras de recarga en vuelo, resulta indispensable la pre- 
sencia de una aeronave de la Fuerza Aérea argentina que 
cumpla con los requisitos necesarios para efectuarlas. 


Entre los objetivos del ejercicio Tanque 2019 —como 
sabe el Parlamento nacional— se destacan: calificar y en- 
trenar tripulaciones uruguayas en operaciones de reabas- 
tecimiento de combustible en vuelo; establecer los pro- 
cedimientos operacionales, tácticas y técnicas comunes 
necesarias para la ejecución de este tipo de operaciones 
combinadas y adiestrar al personal del Comando Aéreo de 
Operaciones de la Fuerza Aérea uruguaya y del Coman- 
do de Adiestramiento y Alistamiento de la Fuerza Aérea 
argentina en actividades de planeamiento de operaciones 
aéreas combinadas. 


Lamentablemente, esta iniciativa no pasó por la Comi- 
sión de Defensa Nacional pero, obviamente, los señores 
senadores comprenderán que estando tan próximos al do- 
mingo 15 de setiembre —que es el inicio del receso parla- 
mentario—, fue necesario recurrir a esta vía para que hoy o 
mañana la Cámara de Representantes la pueda sancionar 
y así permitir la realización de estas operaciones, que son 
muy importantes. Recuerdo que en un sinfín de oportuni- 
dades el Parlamento procedió de este modo: aprobando. 


Por lo tanto, recomendamos al Cuerpo la aprobación 
de este proyecto de ley, en atención al tiempo que resta 
para el inicio del receso parlamentario. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota). 

26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«ARTÍCULO ÚNICO.- Autorizar el ingreso al territorio 
nacional de hasta tres (3) Personal Superior y una (1) 
aeronave KC-130 de la Fuerza Aérea Argentina, con la 
finalidad de realizar el Ejercicio “TANQUE 2019”, entre 
el 14 y el 18 de octubre de 2019 (fecha alterna entre el 3 y 
el 7 de noviembre de 2019)». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


18) JUAN PABLO TERRA 


SEÑORA PRESIDENTA. Léase otra moción llegada 
a la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que se declare urgente y se considere de 
inmediato la carpeta n.” 1408/2019: Proyecto de ley por el 
que se designa Juan Pablo Terra la sala n.* 16 del edificio 
General José Artigas del Poder Legislativo». (Firman los 
senadores Castillo, Saravia y Bordaberry). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consecuencia, se pasa a considerar el asunto cuya 
urgencia acaba de ser votada: «Proyecto de ley por el que 
se designa Juan Pablo Terra la sala n.* 16 del edificio Gene- 


ral José Artigas del Poder Legislativo. (Carp. n.” 1408/2019 
- rep. n.* 951/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.” 1408/2019 - rep. n.? 951/19 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


de e Tipibiba 
Eraguto de La 


Artículo único.- Desíignase "Juan Pablo Terra" la Sala N” 16 del Edificio "General 
José Artigas" del Poder Legislativo. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 9 de 


setiembre de 2019. 
ÓSCAR GROBA 
3er. Vicepresidente 
IRGINIA ORTIZ 


Setretaria 


10 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 91-C.S. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Designese "Juan Pablo Terra" a la Sala N* 16 del Edificio Anexo 
"General José Artigas” del Palacio Legislativo. 


Montevideo, 4 de setiembre de 2019 


SUSANA PEREYRA 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


En el marco del 50 aniversario de la aprobación de la Ley N* 13.728, Plan Nacional 
de Vivienda, la Asamblea General promovió una serie de eventos conmemorativos a fin 
de resaltar la trascendencia que tuvo la iniciativa, y en particular distinguir a su promotor, 
Arq. Juan Pablo Terra, quien fuera Diputado y Senador de la República. 


La ley nacional de vivienda de 1968 incluyó definiciones que se usan actualmente, 
como el concepto de vivienda adecuada, el mínimo habitacional, la categorización de 
vivienda económica, media, confortable y suntuaria, el concepto de subsidio o las 
condiciones de repago con base de afectación de los ingresos familiares, la determinación 
de construir el Índice Medio de Salarios para calcular el valor de la unidad reajustable y, 
posteriormente, la determinación de que el Poder Ejecutivo debía elaborar el índice de 
costos. 


La normativa sentó las bases para la integración de organismos dentro del Ministerio 
de Vivienda, como la Dirección Nacional de Vivienda, la Agencia Nacional de Vivienda, el 
Banco Hipotecario del Uruguay, sobre principios y conceptos que significaron luego una 
pieza central al sistema cooperativo. También fue la base legal para la creación de Mevir, 
los programas especiales como el Plan Juntos, que se creó en 2016, o el Programa de 
Mejoramiento de Barrios. 


Al momento de la ruptura institucional, Terra acababa de presentar un proyecto de 
ley que promovía la creación del "Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Ley de pueblos y 
ciudades”, iniciativa que quedó inconclusa por el golpe de Estado. Se trataba de un 
complemento natural de la ley de vivienda que fue presentado en el Parlamento el 9 de 
mayo de 1973, un mes antes de la disolución de las cámaras. Algunos de los temas que 
contenía fueron retomados en iniciativas posteriores que llegaron a ser leyes. 


Además, Juan Pablo Terra fue docente universitario (Facultades de Arquitectura y 
Ciencias Sociales), uno de los fundadores del CLAEH, consultor de Cepal, Naciones 
Unidas y otros organismos internacionales. 


En este marco, es intención designar con su nombre la Sala N” 16 ubicada en el 
edificio José Artigas, con el fin de remarcar claramente la postura del Poder Legislativo de 
reconocimiento al autor de un proyecto que generó sustantivos avances en materia 
habitacional! en el país, dado que el espiritu que motivó la aprobación de la referida norma 
tiene plena vigencia en el presente. 


Montevideo, 4 de setiembre de 2019 


SUSANA PEREYRA 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 


10 de setiembre de 2019 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 

27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Desígnase “Juan Pablo Terra” la Sala N* 
16 del Edificio “General José Artigas” del Poder Legisla- 
tivo». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 
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19) CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LA REPÚBLICA ITALIANA 
PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN EN 
MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y 
PREVENIR LA EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL, Y 
SU PROTOCOLO 

SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR CASTILLO.- Solicito que se altere el orden 
del día y se pase a considerar de inmediato la carpeta 
n.” 1355/2019, que figura en octavo término, por el que se 
aprueba un convenio entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República Italiana, tema que informará el sena- 
dor Baráibar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador. 


(Se vota). 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en octavo 
término del orden del día: «Proyecto de ley por el que se 
aprueban el Convenio entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República Italiana para eliminar la doble impo- 
sición en materia de impuestos sobre la renta y prevenir la 
evasión y elusión fiscal, y su protocolo, suscritos en la ciu- 
dad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 1.2 
de marzo de 2019. (Carp. n.* 1355/2019 - rep. n.” 944/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1355/2019 - rep. n.” 944/19 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROYECTO DE LEY 
Artículo Único.- Apruébase el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Italiana para Eliminar la Doble Imposición en materia de 
Impuestos sobre la Renta y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal, suscrito en la 


ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 1? de marzo de 2019. 


Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


CARLOS BARÁIBAR 
Miembro Informante 
PEDRO BORDABERRY 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
CONSTANZA MOREIRA 


MARCOS OTHEGUY 


JORGE SARAVIA 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N* 228 a/2019 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 1 1 JUN 2019 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el proyecto de Ley 
adjunto, mediante el cual se aprueba el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Italiana para Eliminar la Doble Imposición en materia de 
Impuestos sobre la Renta y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el 1 de marzo de 2019. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La tendencia mundial en materia tributaria, particularmente en lo que se refiere 
a los impuestos sobre la renta, está orientada a facilitar y favorecer la inversión y el 
comercio internacionales. 


Las administraciones tributarias de los diferentes países son conscientes que el 
comercio internacional puede ser fuente de evasión y fraude fiscal toda vez que 
resulte difícil, acceder a los libros y documentos que respaldan determinado negocio 
cuando éstos se encuentran más allá de las fronteras del domicilio del contribuyente. 
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Por ello, los paises han optado por suscribir Tratados que aspiran por una parte 
a tutelar que las administraciones tributarias de los Estados intervinientes, tengan 
acceso a la información requerida para detectar la evasión y los fraudes fiscales que 
eventualmente se produzcan en virtud de negocios o inversiones realizados fuera del 


domicilio fiscal del contribuyente. 


Por otra parte, estos Tratados tutelan a los contribuyentes para que al realizar 
negocios o efectuar inversiones en otros países, no resulten castigados a través de la 
doble tributación, esto es, a tributar en el país donde se realiza la inversión, además 
de aquellos tributos que el contribuyente ha de pagar en el país donde se encuentra 
su domicilio fiscal. 


En particular, este Instrumento tiene el objetivo de promover la cooperación 
internacional en materia tributaria a través del intercambio de información y a su vez 
elimina los efectos provenientes de la doble imposición, con la finalidad de promover y 
proteger las relaciones económicas y comerciales. 


La República Oriental del Uruguay ha adoptado estándares internacionales en 
la materia en el marco de la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) e integra el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal en Materia Tributaria de dicha Organización, desde su fundación 
en setiembre de 2000. 


Al respecto, este Convenio forma parte del compromiso asumido por la 
República en materia de cooperación fiscal internacional el que se alinea con los 
modelos de Tratados vigentes en la materia. 
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Este Convenio contempla el intercambio de información fiscal entre los Estados 
Parte, siendo la información proporcionada estrictamente confidencial (Artículo 25). 


A su vez, el Instrumento prevé un conjunto de cláusulas que incorporan 
mecanismos necesarios para eliminar los efectos indeseados de la doble imposición. 


Por su parte, para hacer viable la aplicación de los referidos mecanismos, se 
efectúan definiciones en materia de residencia fiscal y sobre los impuestos que serán 
objeto de eliminación de la doble imposición internacional. 


TEXTO 


El ámbito de aplicación del Convenio, de conformidad con lo estipulado en su 
Artículo 1 son las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes. 


En cuanto a los impuestos que son objeto del Convenio, para el caso de 
Uruguay, se encuentran detallados en el Artículo 2, inciso 3 literal b), estos son: el 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), el Impuesto a las 
Rentas de las Personas Físicas (IRPF), el Impuesto a las Rentas de los No 
Residentes (IRNR) y el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS). 


Asimismo, se definen los términos que se utilizan en el Instrumento, a fin de 
darles un sentido único y conocer su alcance. 


También, se establecen los métodos para evitar la doble tributación, el método 
de solución de controversias y los mecanismos de intercambio de información entre 
las autoridades competentes de los Estados Contratantes. 
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El Acuerdo consta de un preámbulo, 6 capítulos comprendiendo 30 artículos y 
un Protocolo. 


Capítulo | - ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO 
Artículo 1 - PERSONAS COMPRENDIDAS 
Artículo 2 - IMPUESTOS COMPRENDIDOS 


Capítulo Il - DEFINICIONES 

Artículo 3 - DEFINICIONES GENERALES 
Artículo 4 - RESIDENTE 

Artículo 5 - ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 


Capítulo 11! - IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS 

Artículo 6 - RENTAS INMOBILIARIAS 

Artículo 7 - UTILIDADES EMPRESARIALES 

Artículo 8 - NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AEREA INTERNACIONAL 
Artículo 9 - EMPRESAS ASOCIADAS 

Artículo 10 - DIVIDENDOS 

Artículo 11 - INTERESES 

Artículo 12 - REGALÍAS 

Artículo 13 - GANANCIAS DE CAPITAL 

Artículo 14 - SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES 
Artículo 15 - RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 

Artículo 16 - HONORARIOS DE DIRECTORES 

Artículo 17 - ARTISTAS DEL ESPECTÁCULO Y DEPORTISTAS 
Artículo 18 - PENSIONES 

Artículo 19 - FUNCIONES PÚBLICAS 

Artículo 20 - ESTUDIANTES 
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Artículo 21 - OTRAS RENTAS 


Capítulo IV - MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Artículo 22 - ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 


Capítulo V - DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 23 - NO DISCRIMINACIÓN 

Artículo 24 - PROCEDIMIENTO AMISTOSO 

Artículo 25 - INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 

Artículo 26 - MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS 
CONSULARES 

Artículo 27 - REEMBOLSOS 

Artículo 28 - DERECHO A LOS BENEFICIOS 


Capítulo VI - DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 29 - ENTRADA EN VIGOR 
Artículo 30 - TERMINACIÓN 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


100-C.S. 
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ASUNTO N* 228 h/2019 


Montevideo, 1 1 JUN 2019 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Italiana para Eliminar la Doble Imposición en materia de 


Impuestos sobre la Renta y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el 1 de marzo de 2019. 


AS E RA 


e 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA ITALIANA PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN EN 
MATERIA DE IMPUESTOS A LA RENTA Y PREVENCIÓN DE LA 
EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL Y SU PROTOCOLO 


Informe 
ANTECEDENTES: 


El Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Italiana 
para eliminar la Doble Imposición en materia de impuestos a la renta y 
prevención de la evasión y elusión fiscal y su Protocolo. Es uno de los 43 
convenios que Uruguay ha celebrado desde el año 1991. 

37 de estos están vigentes y otros se encuentran en trámite, 3 de ellos en 
Paises Bajos, Irlanda y Colombia están en negociación; con Japón la 
negociación está concluida; con Brasil un tratado ratificado por el Parlamento 
pero que aún no se encuentran vigentes y otro no ingresado al Parlamento. 
Finalmente el presente tratado firmado con Italia ingresado al Parlamento pero 
aún no ratificado. 

En el presente informe adjuntamos una nómina de los tratados, del tipo de 
acuerdo, la fecha de la firma, de lo hoy homologado, con la fecha de está y 
vigente y la fecha desde la cual los impuestos son aplicados. 

La consideración de los tratados, ha recorrido distintas etapas en cuanto a los 
motivos que se han considerado de su conveniencia desde los comienzos de 
los años 90 hasta el presente. En el año 2012 se aprobó el tratado con 
Argentina relativo al intercambio de información tributaria y métodos para 
evitar la doble imposición y su Protocolo. 

Me correspondió presentar el informe sobre el Tratado al Senado de la 
República. En el mismo presentamos los antecedentes de las condiciones 
económicas internacionales que generaron la necesidad de su puesta en 
práctica. 

Para examinar lo ocurrido desde esa época hasta la situación actual en que 
han ocurrido respecto al tema variantes importantes, conviene partir de ese 
Informe para llegar hasta el presente. 


1. EL CONTEXTO INTERNACIONAL: LA AUSENCIA DE REGULACIÓN 
EN MATERIA TRIBUTARIA. 


El orden económico internacional que nos ha regido desde la postguerra, fue 
diseñado en Bretton Woods en el año 1944, hacia finales de la Segunda 
Guerra Mundial. En esa convocatoria de la Sociedad de Naciones, las 
delegaciones estadounidenses y británica —liderada por Lord Keynes- trataron 
de dar solución hacia el futuro a los desequilibrios financieros y comerciales 
recurrentes que habían caracterizado a las relaciones económicas 
internacionales en la década del treinta, y que en buena medida habían sido un 
factor de desestabilización política que derivó en la instauración de regimenes 


102-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


autoritarios. Así, desarrollaron un nuevo diseño institucional que incluyó la 
decisión de la fundación del Fondo Monetario Internacional que ¡ba a entender 
en materia de desequilibrios en la balanza de pagos, y del Banco Internacional 
de Reconstrucción y Fomento cuyo destino era financiar las grandes obras de 
infraestructura. Si bien no se adoptó la resolución en esa instancia, sí se 
sentaron las bases para la creación del Acuerdo General de Aranceles con el 
propósito de tutelar los aspectos vinculados al comercio internacional. 

Una característica que tenía ese diseño institucional es que dotaba a los 
nuevos organismos de cierta capacidad coercitiva indirecta. No se trataba de 
una capacidad coercitiva directa, sino de la que se ejercía en forma de 
orientación hacia las políticas desarrolladas por las grandes naciones. Los 
países que adherían a esa institucionalidad, de alguna manera, también 
condicionaban sus decisiones al cumplimiento de los estándares que se 
planteaban a nivel internacional. 

En ese diseño de la nueva estructura institucional de las nuevas reglas 
económicas que habrian de regir a las naciones después de la postguerra, no 
se entendió necesario crear ningún organismo orientado especificamente al 
tema de la tributación internacional; y no es que no existieran problemas de 
tributación internacional; cabe recordar que el primer modelo para evitar la 
doble imposición fue del año 1929. 

A partir de la década del cincuenta las compañías trasnacionales comienzan a 
ganar terreno en la actividad económica mundial y esas compañías tienden a 
disminuir los costos tributarios asociados a sus operaciones. Y eso lo hacen 
desplazando capitales y actividades a jurisdicciones que tienen determinadas 
caracteristicas: un nivel bajo de imposición orientado a no residentes, un férreo 
secreto bancario, y en general normas laxas en materia de regulación 
societaria. 

Esa situación de competencia tributaria se fue dando en forma creciente 
durante la segunda mitad del siglo XX, y ese proceso se intensificó cuando 
irrumpió el fenómeno de la globalización. El impacto de la globalización 
económica, ha facilitado, un aumento en las transacciones económicas y en la 
movilidad de las empresas -- a partir de los avances tecnológicos constantes --, 
lo que ha intensificado los esfuerzos por la suscripción de CDI; este impulso fue 
principalmente dado por la Organization for European Economic Cooperation 
(OEEC), la cual fue sustituida por la Organization for Economic Cooperation 
and Development (OECD), en la ONU mediante la creación de su propio 
modelo de convenio (Modelo de Convenio de la ONU) en 1979 y actualizado en 
1999; y por los países de la actual comunidad andina, que en 1971 celebraron 
un convenio para evitar la doble tributación: el Modelo de Convenio del Pacto 
Andino. 
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2. SITUACIÓN INTERNACIONAL. REPERCUSIÓN DE LA 
GLOBALIZACIÓN ECONÓMICA EN LOS SISTEMAS TRIBUTARIOS. 
LOS NUEVOS DESAFÍOS DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.! 


2.1. El diseño de los sistemas tributarios en el siglo XXI. 


En general los sistemas tributarios que debieron enfrentar el fenómeno de la 
globalización, fueron diseñados tras la segunda guerra mundial, en un entorno 
de protección comercial e inmovilidad del capital y la mano de obra. Se trataba, 
por tanto, de reglas fiscales configuradas para un contexto mundial donde el 
grado de interdependencia e interrelación entre las diferentes economías 
nacionales era limitado. En ese entorno, era factible aplicar tasas muy 
diferentes de impuestos directos e indirectos. 
CALDERÓN CARRERO, en su artículo “La incidencia de la globalización en la 
configuración del ordenamiento tributario del siglo XX!” describe el contexto en 
el que se configuraron o articularon las reglas y principios fiscales que llegan 
hasta nuestros días: 
- los intercambios comerciales internacionales recaían esencialmente 
sobre tangibles, existendo escasa importancia de los activos intangibles; 


- la mayor parte del comercio internacional se desarrollaba entre 
entidades independientes; 


- escaso desarrollo de los servicios de telecomunicaciones, generalmente 
sujetos a un régimen de monopolio; 


- las comunicaciones eran relativamente lentas; 


- Como regla, se requería la presencia física en otro Estado para el 
desarrollo de actividades empresariales; 


- el capital carecía de la movilidad internacional que hoy conocemos, los 
flujos financieros y las inversiones se generaban fronteras adentro de los 
Estados; 


- los denominados "paraísos fiscales” tenían escasa importancia.? 


1 Para este capítulo se tomó como referencia la presentación realizada por el Cr. Pablo Ferreri y el Dr. 
Guillermo Nieves en el Tercer Encuentro Regional Latinoamericano de Tributación Internacional, 
Bogotá, Colombia, 2011. 


2 CALDERÓN CARRERO, J. M., “La incidencia de la globalización en la configuración del 
ordenamiento tributario del siglo XXf”, p. 5, Documentos del Instituto de Estudios Fiscales, n* 20/2006, 
España, p. 5. Disponible en el sitio web 
http//www.ief.es/recursos/publicaciones/documentos_trabajo.aspx?a1=2006 
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Aquel contexto económico, permitía una legislación tributaria concebida 
teniendo en consideración factores fundamentalmente internos, y pensando 
básicamente en su proyección sobre operaciones internas (no internacionales). 
En consecuencia, las autoridades de los países podían gravar los flujos 
comerciales, las utilidades de las empresas, el consumo y los ingresos 
personales sin que se generaran conflictos con las autoridades de otros países. 
Sin embargo, esa situación ya no es válida. Las normas fiscales existentes en 
los diferentes sistemas u ordenamientos tributarios nacionales fueron 
formuladas en y para un mundo que, en buena medida, ha dejado de existir. ? 
Las últimas tres décadas han sido testigos de una liberalización y globalización 
de las economías nacionales sin precedente, y las previsiones indican que, al 
menos, en las próximas tres décadas, ese proceso va a continuar 
intensificándose.* 

La inmensa mayoría de los países han eliminado o limitado los controles a la 
inversión extranjera y flexibilizado o eliminado los controles cambiarios. 
Vivimos, por tanto, en una situación de economía abierta en que las fronteras 
económicas entre los Estados prácticamente han desaparecido. 

El actual fenómeno de la globalización se distingue del anterior por la movilidad 
mucho mayor del capital y del trabajo (en la época anterior, antes de 
restricciones a la inmigración, el trabajo fue al menos tan móvil como el capital). 
Este aumento de la movilidad es el resultado de los cambios tecnológicos (la 
capacidad de transferir fondos electrónicamente) y la relajación de controles de 
cambio. 

A diferencia de situaciones de internacionalización operadas en las décadas 
pasadas, el fenómeno de globalización actual se diferencia por cuatro factores: 
a) en el actual proceso se encuentran implicados un elevado número de países 
(la totalidad de los países desarrollados y la gran mayoría de los países en vías 
desarrollo); 

b) el incremento sin precedentes del volumen de operaciones financieras 
derivada de una ausencia de controles de cambio o limites a las entradas y 
salidas de capital (lícito o ilicito); 

c) aparición y naturaleza de nuevos productos e instrumentos financieros 
(bonos, swaps, opciones, futuros y otros complejos instrumentos) objeto de las 
operaciones, y la introducción de nuevos instrumentos operativos que 
organizan y canalizan la actividad financiera (holdings, fondos de inversión de 
alto riesgo, etc); 

d) incidencia del fenómeno en las estructuras políticas y económicas.* 

Como consecuencia de ello, el comercio internacional hoy se encuentra 
caracterizado por un aumento en los flujos de capitales y por la complejidad del 
origen de los bienes y servicios que se prestan en el mundo. 


3 MCLOURE, C.E. Jr. “Globalization, tax rules and national sovercignty”, Bulletin for International Fiscal 
Documentation, v. 55, n” 8, agosto 2001, págs. 328-341. 


* BANCO MUNDIAL INFORME: “Perspectivas económicas mundiales 2007: Afrontar la nueva etapa 
de la globalización”, Disponible en el sitio web http//econ.worldbank.org 

5 VALLEJO CHAMORRO, J. M., “La Competencia Fiscal”, en Manual de Fiscalidad Internacional, 
Vol. 1, Dir. Teodoro Cordón Ezquerro, 3ra. Edición, p. 203. 
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La formación de la producción ya no se origina en un solo país. Actualmente es 
muy común observar cómo un bien se encuentra compuesto por partes que 
provienen de diversos países. Como bien se señala por UCKMAR: 

*ya no tiene más sentido etiquetarlos como made in Italy, made in Germany o 
made in Japan. Muchos productos ya no poseen un único componente sino 
que son la suma de componentes y de fabricaciones agregadas en múltiples 
paises. Hay productos que deberian ser marcados como made in the world”.* 
El fenómeno de "desterritorialización de la economía”, que implica el proceso 
de globalización, se basa fundamentalmente en tres conceptos: liberalización 
de los mercados de comercio, liberalización de los mercados de capitales y la 
revolución de las comunicaciones y de la tecnología informática. 

En esta economía mundial globalizada, resulta su actor principal la empresa, 
*...pero no cualquier empresa sino la transnacional, que tiene los recursos 
técnicos y financieros y la capacidad organizacional para proyectarse a nivel 
mundial y desterritorializarse más allá del espacio nacional”.” Hoy en día, 
observamos una presencia masiva de multinacionales, sus filiales y demás 
vinculadas con presencia en diversas soberanías fiscales.* La vocación 
internacional de estas empresas promueve la ampliación de la estructura 
empresarial a nivel mundial, motivando por parte de los Estados la adopción de 
medidas fiscales de todo tipo, entre las cuales adquiere especial relevancia el 
intercambio de información en materia tributaria y la asistencia en la 


recaudación. 
2.2. Repercusión de la globalización económica en los sistemas 
tributarios 


La globalización económica, como todo fenómeno económico, posee su reflejo 
en el ámbito tributario. 

Al decir de CALDERÓN CARRERO: “Los Estados han enfrentado la necesidad 
de repensar o replantear las principales reglas fiscales que inspiraban la 
configuración de los sistemas tributarios nacionales, al considerarse que tales 
reglas fueron elaboradas y pensadas para un “mundo” que ha dejado de existir 
como tal (...) En este sentido, se advierte la existencia de un déficit de 
adecuación de las "viejas reglas y principios” al nuevo contexto económico y 
político”. 


$ UCKMAR Víctor, Curso de derecho tributario internacional, “Introducción” t. l, Editorial Temis, Bogotá, 
Colombia, pág. 9. 


"SANCHEZ PARGA, José, "Globalización, Gobernabilidad y Cultura”, pág. 18, Editorial Abya-Y ala 
(ILDIS y CELA), Quito, Ecuador, 1997. p. 14. 

% NEIGHBOUR, John, miembro del Centro para las Políticas y Administración de Impuestos de la 
Organización Para la Cooperación y el Desarrollo Económico, manifestaba que el 60% del comercio 
mundial se realiza entre empresas multinacionales. NEIGHBOUR, JOHN, “Transfer pricing: Keeping it 
at arm's length”, The OCDE observer, abril de 2002. Disponible en el sitio web: 

http: //www.oecdobserver.org/news/fullstory.php/aid/670/Transfer_pricing:_Keeping_it_at_arms_lengt 
h.htmi. 


? CALDERÓN CARRERO, Op. Cit. págs. 5-7. 
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Los inversores tienden a localizar su capital e inversiones empresariales en el 
lugar donde perciben una mayor rentabilidad financiero-fiscal. Esta movilidad 
del capital e inversiones se vincula directamente a la competencia fiscal de los 
Estados, donde estos en ejercicio de su soberanía fiscal, reducen sus tasas 
impositivas sobre las rentas obtenidas por no residentes dentro de sus 
fronteras con el fin de atraer inversiones directas o cartera de inversiones 
(intereses y dividendos). 

En este contexto de "competencia fiscal” entre Estados, se ha generado una 
verdadera "carrera de sucesivas reducciones fiscales” (race to the bottom) 
sobre determinados tipos de rentas (capital mobiliario/ahorro privado). No 
articular estas reducciones fiscales, llevaria a muchos Estados, a experimentar 
una considerable reducción de los flujos de capital e inversión en su economia. 
Al mismo tiempo, la competencia fiscal global, amenaza con socavar los 
impuestos sobre la renta global a las personas fisicas y el denominado 
"impuesto corporativo”, que tradicionalmente han sido la principal fuente de 
ingresos (en términos de porcentaje del total de ingresos recaudados) para los 
modernos modelos de "welfare states” en los países desarrollados; es más, 
existen autores que han llegado a advertir de los riesgos que esta situación 
puede generar en relación con el mantenimiento de! Estado social o incluso con 
el propio “tamaño” y función del Estado en este nuevo contexto. 1 

Ello ha acontecido especialmente en relación con la imposición del capital y la 
tributación de los grupos de empresas multinacionales. Los contribuyentes 
pueden, con cierta facilidad, ocultar al Fisco parte de su renta transfiriéndola a 
otro Estado, o bien 'erosionar o reducir su base imponible, desviando 
beneficios a otros países manipulando sus estructuras financieras, o mediante 
el empleo de precios de transferencia. 

A resultas de todo ello, los países con un alto tipo de gravamen para esta clase 
de rentas, pierden recaudación a favor de países con mejor "clima fiscal"**; 
este fenómeno se está intensificando merced a la creciente comercialización de 
intangibles o determinados servicios financieros offshore a través de la red 
Internet. 

Estos países, han instrumentado como respuesta, desplazar la carga fiscal del 
factor (móvil) capital al factor (menos móvil) mano de obra,*? y en segundo 
lugar, cuando la presión fiscal, cada vez mayor sobre la mano de obra, se 
convierte en política y económicamente difícil de sostener, recortar la red de 
seguridad social. 

Así, la globalización y la competencia fiscal pueden conducir a los países 
desarrollados a una verdadera crisis fiscal, desde el momento que deben 
seguir prestando el sistema de seguridad social a sus ciudadanos, y al mismo 


10 AVI-YONAH , R:. “Globalization, Tax competition and the fiscal crisis of ihe Welfare State”, p. 2 - 
9, Working Paper No. 004, Public Law and Legal Theory Working Paper Series, Spring 2000, Harvard 
Law School. Disponible en el sitio web de la Social Science Research Network Electronic Paper 
Collection en:http//papers ssm.com/paper.tafabstract_id=208748 

1 OCDE:”" HARMFUL TAX COMPETITION: AN EMERGING GLOBAL ISSUE”, Paris, 1998.paras.21 y ss. 


12 Proceso que ha dado a llamarse “desficalización de la imposición de las rentas del capital” 
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tiempo los factores demográficos, el aumento de la desigualdad de ingresos, la 
inseguridad laboral, y volatilidad de los ingresos que resultan de la 
globalización, hacen de la seguridad social una cuestión esencial para la salud 
financiera de aquellos Estados. 

Si bien el diseño y ejecución de políticas fiscales es una materia reservada a la 
soberanía del Estado, uno de los principales efectos que la globalización 
económica produce sobre los Estados, reside en las limitaciones al poder 
soberano de los mismos al momento de definir autónomamente (sin 
externalidades negativas) cuestiones atinentes a su ordenamiento jurídico 
tributario. 

McLure!* ha identificado cuatro grandes tipos de limitaciones que la 
globalización proyecta sobre los Estados a la hora de definir su politica fiscal 
nacional y su ordenamiento tributario, a saber: 

a. Limitaciones (voluntarias) inducidas por el mercado 

Se ha producido una progresiva reducción de la carga fiscal sobre las rentas 
del capital. La razón principal ha radicado en el temor que las economías 
desarrolladas observan en el hecho de que si tales impuestos se impusieran, el 
capital se moverá con rapidez a otros lugares que no impongan una retención 
en el origen.** 

b. Limitaciones convencionales (negociadas) 

La inevitable consecuencia de la coexistencia en una economía abierta, lleva a 
que los Estados se vean obligados a pactar sobre parcelas de su base de 
imposición afectando el ejercicio de su soberanía fiscal; estas convenciones 
pueden tener el carácter de bilaterales (Convenios para evitar la doble 
imposición internacional y prevenir la evasión fiscal ["CDls”] o ser multilaterales 
(la adopción de los citados convenios por una pluralidad de Estados o la 
participación en el ámbito de organismos internacionales como Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (“OCDE”), la Organización de 
las Naciones Unidas (“ONU”), y el General Agreement on Tarifís and Trade 
(GATT). 

Cc. Limitaciones externas (impuestas) 

Consiste en medidas coercitivas adoptadas por algunos Estados 
unilateralmente (normas antielusivas) o multilateralmente dirigidas a que otro 
Estado o conjunto de países modifiquen aspectos de su legislación fiscal, bajo 
amenaza de adoptar “contramedidas” o también denominadas “medidas 
defensivas” (por ejemplo: medidas defensivas sugeridas por la OCDE a sus 
países miembros frente a los paraísos fiscales). 

d. Limitaciones sobre la “independencia administrativa u operacional” 


13 MCLOURE, CE. Jr. Op. cit. 


14 La experiencia alemana ilustra sobre esta situación: en el año 1988, el gobierno alemán introdujo una 
retención — relativamente baja — sobre los intereses de los depósitos bancarios a una tasa del 10 %. Pocos 
meses después, la magnitud de los capitales que había “volado” hacia Luxemburgo (cerca de 100 billones 
de dólares), llevaron a la derogación del impuesto. En el año 1991, la Corte Constitucional de la 
Alemania Federal sostuvo que la existencia de una retención en los salarios pero no en los intereses, 
violaba el principio constitucional de igualdad. Este falló, forzó al gobierno alemán a reintroducir la 
retención sobre los depósitos bancarios, pero esta vez, únicamente alcanzó a los no residentes. 
AVI-YONAH ,R:. op. cit. p. 9 
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Esta “independencia” puede ser entendida como la capacidad que tiene un 
Estado para "gestionar" su sistema tributario sin asistencia de las autoridades 
fiscales de otros países. En este sentido, se ha observado como en el contexto 
actual, los países que dan preeminencia al gravamen de la renta mundial, han 
visto comprometida su soberanía fiscal al experimentar una clara reducción de 
su “independencia administrativa”. 


3. COMPETENCIA FISCAL PERJUDICIAL Y COORDINACIÓN FISCAL 
INTERNACIONAL. LOS TRABAJOS DE LA OCDE 


inmersos en el contexto internacional antes descripto, los países miembros de 
la OCDE han desarrollado una intensa promoción internacional del intercambio 
de información tributaria (que satisfaga los estándares internacionales 
actuales)!*, y han favorecido la difusión de la asistencia en la recaudación. 

En el año 1996, los Ministros de los países miembros de la OCDE, solicitaron a 
esta Organización la realización de un estudio con el objeto de "...desarrollar 
medidas para contrarrestar las distorsiones producidas por la competencia 
fiscal perjudicial sobre las decisiones de inversión y financiación...”. En 
respuesta a esta petición, el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE creó las 
«Sesiones Especiales de Competencia Fiscal». 1* 

Los primeros resultados se concretaron en la elaboración de un informe que se 
presentó en el año 1998, denominado «Informe sobre Competencia Fiscal 
Perjudicial: Una cuestión global emergente», con las abstenciones de Suiza y 
Luxemburgo. En el mismo se establecieron los criterios que habrían de 
concurrir para identificar una “jurisdicción” desleal, ya fueran paraísos fiscales o 
regímenes fiscales de Estados miembros de la OCDE. 

Si bien las medidas contra los paraísos fiscales ya estaban presentes en 
diversas legislaciones, el Informe aporta por primera vez una definición de ese 
concepto — y de los regimenes fiscales preferenciales- basada en la 
descripción de ciertos atributos que los caracterizan. 

En el caso de los paraísos fiscales, el Informe define criterios principales y 
secundarios. En tal sentido, el criterio excluyente a efectos de definir la 
existencia de un paraíso fiscal es un nivel de imposición bajo o nulo orientado a 
no residentes, lo que debe darse conjuntamente con la verificación de otros 
criterios de calificación principales como la falta de intercambio de la 
información y la ausencia de transparencia normativa y la falta de actividad 
sustancial, 

La OCDE no representa a todos los países del mundo y con frecuencia muchas 
jurisdicciones que no pertenecen al organismo han sido las señaladas como 
aquellas que están desarrollando actividades de competencia fiscal perjudicial. 
Para subsanar esta limitación, en julio de 1998, se crea el Foro de 


IS El no acatamiento de tales lineamientos acarrea al Estado incumplidor —<atalogado como “no 
cooperante”- perjuicios de diversa índole, entre ellos obstaculización del comercio con países 
miembros, incorporación en listas públicas de Estados no cooperantes, tratamiento discriminatorio por 
parte de otros Estados. 

Y VALLEJO CHAMORRO, J. M., ob. cit. página 228. 
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Competencia Fiscal Perjudicial. Lo que se pretendía es que bajo la égida de la 
OCDE se desarrollara una estructura institucional en la que participasen países 
miembros y paises no miembros a efectos de analizar la problemática de la 
competencia fiscal. 
Los trabajos del Foro se centraron en la elaboración de las dos listas de 
regímenes fiscales potencialmente perjudiciales: los paraísos fiscales y los 
regímenes perjudiciales de los países miembros. El resultado de estos trabajos 
dio lugar a otro nuevo informe en el año 2000, “Informe sobre los progresos en 
la identificación y eliminación de prácticas fiscales perjudiciales”, 
En el año siguiente a esa publicación, aparece el informe del año 2001, en el 
que se puede constatar la importancia de los aspectos políticos en las 
definiciones de la OCDE. En el periodo inmediato anterior a la presentación de 
este informe se produce un cambio en la administración estadounidense, y el 
gobierno de ese país reclama a la OCDE la eliminación del concepto de falta 
de actividad sustancial como uno de los criterios hábiles para definir a un 
paraiso fiscal. Se trata de una nueva óptica, en el sentido de señalar que cada 
país es libre de establecer el régimen de tributación que entienda más 
conveniente a sus intereses y que lo relevante es que exista conocimiento de 
parte de los otros países del régimen que aplica y de las actividades de sus 
residentes en esa otra jurisdicción. 
Se constata entonces un cambio sustancial en el eje de discusión, el tema de la 
competencia fiscal nociva deja de tener la relevancia que se le había atribuido 
originalmente. A partir de ese momento se establece el énfasis en la 
transparencia y en el intercambio de información, en lugar de concentrar los 
esfuerzos en la elaboración de esa lista taxativa de paraísos y regímenes 
privilegiados, que subsiste pero cada vez con menos fuerza. 

3.1. El modelo de acuerdo de intercambio de información. Los 

trabajos con los participating partners y la definición del “level 


playing field” 


A partir de la elaboración de las listas de jurisdicciones cooperativas y no 
cooperativas, el siguiente paso en la estrategia de la OCDE contra la 
competencia fiscal desleal se concretó en la implementación de un instrumento 
que ayudase a las partes en sus negociaciones sobre esta materia. En 
septiembre de 2000 se creó, en el entorno del Foro, un Grupo de Trabajo sobre 
efectivo IDI, formado por representantes de 24 Estados o territorios, que tuvo 
por objetivo la elaboración y publicación del Modelo de Acuerdo para el 
intercambio de información en materia tributaria (“TIEAs” por sus siglas en 
inglés - abril de 2002), ajustado a los estándares definidos en el Informe OCDE 
de 2001.'” 


17 El informe 2001, que recogía los avances logrados en materia de lucha contra la competencia 
perjudicial, pero su objetivo esencial respondió fundamentalmente, a un cambio de criterio para definir 
los regimenes preferenciales. Este cambio consistió en abandonar el criterio de falta de actividad 
sustancial como elemento de identificación de los paraísos fiscales. FERRERE NAVARRETE, M. “Los 
Paraísos Fiscales y las Medidas Antiparaiso”, en Manual de Fiscalidad Internacional, Vol. Il, Dir. 
CORDON 

EZQUERRO, T., 3ra. Ed., 1668-1670. 
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Estos contactos, sin embargo, encontraron un escollo que impidió llegar a 
algún resultado: la falta de avance en relación con los regímenes perjudiciales 
de alguno de los Estados miembros de OCDE, en concreto Suiza y 
Luxemburgo.*? Esta circunstancia, lógicamente afectó al desarrollo de los 
trabajos con las jurisdicciones cooperativas o socios colaboradores, dado que 
ya el Informe de 2001 había concluido que no podía plantearse avanzar más 
rápido con los paraísos que con los regímenes perjudiciales de los propios 
Estados miembros. 

La actitud de Suiza y Luxemburgo generó una situación de bloqueo en las 
negociaciones con los paraísos, que llevó a la reforma del Foro Global, que se 
reunió por primera vez en Otawa en octubre de 2003, y en el que los países de 
la OCDE y las jurisdicciones cooperativas intentaron definir lo que se ha dado 
en llamar el level playing field ("campo de juego equilibrado”), procurando de 
esta forma avanzar en la definición de las condiciones que deben darse para 
proceder al IDI. 

En el Foro Global reunido en Berlin 2004 se presentó un informe en el que se 
recogían los elementos clave del concepto del level playing field y se diseñaba 
el procedimiento a seguir para alcanzarlo. 

En forma paralela a las actividades del nuevo Foro, la OCDE siguió trabajando 
en los instrumentos normativos vinculados al intercambio de información, y a tal 
fin modificó el artículo 26 del modelo de tratado para evitar la doble imposición 
de los impuestos a la renta y al patrimonio. 

Asi, de la conjunción de la nueva formulación del citado artículo 26 y del 
modelo de acuerdo sobre intercambio de información, surgen los estándares en 
materia de transparencia e intercambio de información actualmente vigentes. 
En primer lugar, esos nuevos estándares se caracterizan por migrar del 
concepto de información necesaria para un concepto más laxo, que es el de 
información previsiblemente pertinente, lo que favorece un enfoque más 
abarcativo de la información comprendida. 

En segundo lugar, los estándares establecen claramente la ausencia de 
restricciones basadas en el secreto bancario o en que la información no sea 
necesaria a efectos de la tributación interna, lo que resulta muy impactante en 
los países que tienen secretos bancarios rígidos. 

En tercer lugar, se establece que la información debe estar disponible y el 
Estado requerido debe tener poderes suficientes para acceder a ella. 

Y en quinto lugar, se establece una estricta confidencialidad, lo que se ha 
denominado secreto tributario internacional, lo que ha sido incorporado en el 
Decreto 313/011 de fecha 2 de setiembre de 2011 y el Decreto 253/012 de 
fecha 8 de agosto de 2012. Estos decretos regulan distintos aspectos relativos 
al procedimiento administrativo para realizar un efectivo intercambio de 
información en materia fiscal. 

En lo que respecta a los convenios firmados por Uruguay, se sustituye el 
concepto de información necesaria por previsiblemente pertinente, se amplía el 
ámbito objetivo y subjetivo del convenio con respecto a lo que era la 


1 €El problema surgió con dos regímenes correspondientes a Suiza (50/50 practice) y a Luxemburgo 
(1929 holdings). 
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formulación original porque abarca no sólo a los impuestos del convenio sino a 
cualquier otro tributo y alcanza no sólo a los sujetos residentes sino también 
eventualmente a entidades no residentes que puedan, por ejemplo, actuar por 
establecimiento permanente en el país. 

También se establece expresamente que el estado requerido no puede invocar 
la ausencia de un interés doméstico para negarse al intercambio de 
información y además, y lo más importante no se puede negar la información 
en razón de que estén en poder de una banco o de una institución financiera. 
Hasta aquí se ha planteado todo el arsenal normativo que había planteado la 
OCDE, pero seguía faltando la capacidad coercitiva indirecta. La OCDE 
desarrollaba foros, invitaba a conferencias, conminaba al cumplimiento, pero 
esos esfuerzos discurrian entre una cierta indiferencia de parte de la 
comunidad internacional. Entre otras cosas, en razón de que los países 
seguían defendiendo su autonomía en lo que respecta a la definición de su 
política tributaria. 


4. LA CRISIS ECONÓMICA MUNDIAL 2008. EL 
REDIMENSIONAMIENTO DEL INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. 


Sin dudas la crisis económica global de 2008 constituyó un hito clave, en el 
reforzamiento de la política de OCDE en materia de cooperación tributaria 
internacional y transparencia fiscal. 

Los acontecimientos de 2008, obligaron a los países desarrollados a transferir 
ingentes cantidades de recursos públicos al sector privado, en primer lugar, 
para salvar a las instituciones financieras que estaban sometidas al riesgo de 
una bancarrota masiva y en segundo lugar a sostener toda la cadena de pagos 
de las empresas. 

Estas necesidades de transferencias masivas de fondos públicos tuvieron 
como consecuencia por un lado restricciones presupuestales y por otro, la 
constatación de que muchas de las empresas asistidas tenían estructuras 
paralelas muy desarrolladas basadas en la planificación fiscal a través de la 
utilización de paraísos fiscales. 

La situación se transformó entonces en un problema político de los 
contribuyentes. El G7, liderado por Francia y Alemania comenzó a adoptar 
decisiones de conjunto con respecto al combate de lo que ellos denominaban 
“las prácticas fiscales nocivas” y particularmente la ausencia de intercambio de 
información tributaria. 

Es a partir de ese momento en que se da un cambio cualitativo de gran 
significación en el rol de la OCDE: el organismo se convierte en una especie de 
“brazo ejecutor” de las políticas de control en materia de intercambio de 
información tributaria impulsada por el G 7 y por derivación el G 20, organismo 
al que comienza a rendir cuentas en forma periódica. 

El cambio se produce a partir de la reunión del G20 en Londres en abril del 
2009, instancia en la que se otorga especificamente un mandato a la OCDE 
vinculado a la lucha contra lo que se denomina jurisdicciones no cooperativas y 
paraísos fiscales. En forma prácticamente simultánea a la reunión del G 20, la 
OCDE publica una nueva lista, en la que además de los paraísos fiscales 
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incluye a otros centros financieros en un listado en que discrimina entre países 
cooperativos y no cooperativos. 

En setiembre del 2009, se reúne el Foro Global sobre transparencia e 
intercambio de información — aquél que venía del año 2003- y es objeto de una 
profunda revisión. Se reestructura con un apoyo político mucho más fuerte en 
el que se hace evidente el vínculo entre el Foro y el G 20. En el marco de la 
reestructura, se le otorga al Foro un nuevo mandato, se establecen 
mecanismos para su financiamiento y se lo separa de la estructura habitual de 
los demás foros que operan en el seno de la OCDE, dándole un diseño 
institucional que incluye un secretariado propio. El punto de partida fue la 
reestructuración del mismo, de manera de dotar, a todos los participantes, de 
iguales facultades y derechos, en el funcionamiento de este Foro, al mismo 
tiempo que otorgarle al Foro poder decisorio'? 

El Foro Global acordó un mandato de tres años para promover la rápida 
aplicación de los estándares a través de la revisión entre pares de todos sus 
miembros y otras jurisdicciones, conocido como "peer review”. 

En términos generales los "Estándares para el Intercambio Internacional de 
Información”, y cuya adopción por los países integrantes del Foro Global son 
publicados anualmente en un documento denominado Tax Co-operation 
Towards a Level Playing Field, son: 

1) Existencia de procedimientos para el IDl a requerimiento; 

2) ID! para la aplicación de leyes tributarias, tanto en materia penal como civil; 
3) inexistencia de restricciones al IDl en razón a que la conducta objeto de 
investigación pudiera constituir un delito penal según las leyes de la parte 
requerida si dicha conducta se hubiera producido en esa parte requerida o en 
razón a que la parte requerida pueda no necesitar dicha información para sus 
propios fines tributarios; 

4) respeto a las salvaguardas y limitaciones; 

5) normas de estricta confidencialidad para la información intercambiada; 

6) disponibilidad de información confiable (en particular, financiera, identidad de 
los propietarios de compañías o sociedades y relativa a fideicomisos, 
fundaciones, y otras personas, e información contable), y 7) reciprocidad legal y 
material. ?0 

Para ello, en el marco de la reestructura del Foro se decidió la creación de un 
grupo de trabajo el "Peer Review Group”, órgano que tiene por cometido la 
supervisión del proceso, el diseño de la metodología y de los estándares de 
calificación. 

El peer review se está desarrollando en dos etapas. En la primera etapa, se 
realiza un análisis del marco legal y regulatorio vinculado a la transparencia e 
intercambio de la información internacional. Esta primera etapa se desarrolla 
entre los años 2010, 2011 y parte del 2012. El estudio correspondiente a esta 
etapa parte de una lista de elementos esenciales que caracterizan a la 


19 En la actualidad cuenta con 97 miembros. Cfme. “THE GLOBAL FORUM ON TRANSPARNCY 
AND EXCHANGE OF INFORMATION FOR TAX PURPOSES. A Background Information Brief”, 20 
April 201 1, p. 4. Disponible en la web: www.oecd.org 

20 OCDE. “Tax Co-operation 2010 - Towards a Level Playing Field. Assessment by the Global Forum 
in Transparency and Exchange of Information for Tax Purposes, págs 15-16. 
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transparencia y el intercambio de información. Se realiza un análisis elemento 
por elemento y en función a eso se obtiene una calificación que en inglés es "in 
place” (aprobado). También existe la calificación “aprobado con salvedad”, 
cuando hay ciertos aspectos que deben ser mejorados, y finalmente no 
aprobado (not in place). 

La segunda etapa, a la que se accede una vez que se ha superado la primera — 
cada país puede solicitar que se analicen ambas etapas conjuntamente- con el 
efectivo cumplimiento del intercambio de la información internacional, de 
acuerdo a los estándares a los que se hizo referencia. 

La segunda etapa, cuya realización está prevista para 2014, tiene como 
propósito la elaboración de un ranking en el que se incluirá a las jurisdicciones 
en un orden de prelación calificándolas como muy cumplidoras de los 
estándares, cumplidoras, parcialmente cumplidoras o incumplidora. 


5. PERSPECTIVAS DEL PROCESO DE INTERCAMBIO DE 
INFORMACIÓN: CRECIMIENTO EXPONENCIAL. 


El apoyo del G20 ha sido esencial para llevar el trabajo del Foro Global a la 
primera página de las agendas políticas. La importancia que han concedido al 
hecho de que una jurisdicción, en tanto que miembro de la comunidad 
financiera mundial, aplique estos estándares ha incidido directamente sobre el 
ritmo de su aplicación. Desde la reunión de Londres en abril de 2009, el 
número de acuerdos sobre intercambio de información en materia tributaria se 
ha incrementado en casi 500. 

En el gráfico adjunto, puede observarse la significativa evolución que ha tenido 
la firma de Acuerdo de Intercambio de Información (All) y Convenios para 
Evitar la Doble Imposición Internacional (CDI) en distintos periodos (en 
concreto, entre distintas Cumbres del G20. 


TIEAS/DTCs Signed between G20 Summits 


700 


G20 G29 G29 31 G20 G29522u1 21-Jun-11 
Washingon London Pittsburgh December, Toronto Summit(12 
DCSummit Summit Summit 2003 — Summit (25 November 

(15 (2 April, [25 June 2010) 2010) 

November, 2009)  Saptember, 

2008) 2003) 
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6. LA SITUACIÓN DE URUGUAY ANTE LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES, EN ESPECIAL RESPECTO DEL INTERCAMBIO 
DE INFORMACIÓN ENTRE ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS. 


El 2 de abril de 2009 la OCDE publicó un reporte sobre el progreso que los 
países considerados centros financieros han tenido en relación con la 
implementación de los estándares acordados internacionalmente en materia de 
intercambio de información a efectos impositivos. En dicho reporte se incluyó a 
Uruguay en la lista de países que "no se han comprometido en la 
implementación de los estándares impositivos acordados internacionalmente”. 
A raíz de dicha inclusión y pocas horas después Uruguay asumió ciertos 
compromisos que provocaron su eliminación de la lista antedicha y su inclusión 
en la lista de países que "se han comprometido a implementarlos, pero no los 
han implementado sustancialmente”. 
Luego de las reuniones mantenidas en el mes de abril de 2009 en Londres por 
los países que integran el G 20 y a sugerencia de éstos, la OCDE publicó un 
reporte sobre el progreso que los países considerados centros financieros han 
tenido en relación con la implementación de los estándares acordados 
internacionalmente en materia de intercambio de información a efectos 
impositivos (el "Reporte”). Dichos estándares fueron desarrollados por la OCDE 
y en líneas generales, exigen el intercambio de información que sea requerido 
en temas tributarios a los efectos del cumplimiento de normas impositivas 
internas, sin considerar intereses domésticos o el secreto bancario. 
El Reporte clasifica a ciertos países del mundo según el grado de 
implementación de dichos estándares impositivos acordados 
internacionalmente en una de las siguientes categorías: 

Il) Países que los han implementado sustancialmente (en esta categoría se 

ubican unos 40 países, entre los cuales figura Argentina, Australia, 
China, Alemania, Estados Unidos, etc.); 


II) Países que son considerados “Paraísos Fiscales” y que se han 
comprometido a implementarlos, pero no los han implementado 
sustancialmente (en esta categoría se ubican unos 36 países, entre 
los cuales figuran Bahamas, Liechtenstein, Panamá, etc.); 


111) Otros centros financieros que se han comprometido a implementanlos, 
pero no los han implementado sustancialmente (aquí son pocos 
países, entre los cuales figura Chile, Luxemburgo, Suiza y 
actualmente se ubicaría Uruguay) 


El 3 de abril de 2009, Uruguay- a través del Ministro de Economía y Finanzas- 
comunicó a la OCDE que se comprometía a adoptar formalmente los 
estándares de transparencia e intercambio de información fiscal, tal como lo 
establece el artículo 26 de la versión 2005 del Modelo de Convenio de la 
OCDE. 
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Se informó además que Uruguay estaría incorporando dichos estándares en 
los tratados sobre aspectos fiscales que se suscriban y se manifestó el interés 
de Uruguay en ratificar uno o varios tratados durante el curso del año 2009 (lo 
que efectivamente sucedió). 
En virtud de la asunción del compromiso por parte de Uruguay, fue removido 
de la tan controversial lista de “paises que no se han comprometido a 
implementar los estándares” e incluido en la de “otros centros financieros que 
se han comprometido a implementar los estándares impositivos internacionales 
pero que no los han implementado sustancialmente”. A su vez, la suscripción 
de un cierto número de tratados que contengan la redacción actual del art. 26 
del Modelo OCDE permitiría a Uruguay salir de la situación en que se 
encontraba. 
En octubre de 2011 Uruguay no pudo superar la Fase 1 del "Peer Review", la 
revisión del Foro Global. 
El primer aspecto sustantivo que señala el informe tiene que ver con el número 
de tratados que Uruguay tenía suscrito con países, con socios comerciales y 
económicos. A la fecha en que se elaboró el informe Uruguay todavía no había 
completado el número mínimo requerido de tratados para eliminar la doble 
tributación o para el intercambio de información tributaria, que incluyen las 
cláusulas que facilitan el intercambio de información entre administraciones 
tributarias. 
Asimismo, a la República se le especificó en el informe que, además de tener 
ese número mínimo de tratados, debía firmar tratados con “países relevantes”. 
En el caso de nuestro país se identificó a nuestros dos principales socios del 
MERCOSUR, Brasil y Argentina, como países con los que debíamos suscribir 
este tipo de acuerdos, en el marco de lo que serían las acciones que facilitarian 
el pasaje a la denominada Fase 2 del Foro. 
El tercer elemento sustantivo que contienen las recomendaciones del informe 
del Foro refiere la ausencia de normas que aseguraran la identificación de los 
titulares de acciones al portador y de entidades no residentes con nexo 
económico sustancial con Uruguay. A ese respecto la decisión que propició el 
Gobierno en esta instancia, producto de esta necesidad de adaptarnos a la 
cooperación internacional, es no sustituir, no eliminar el instrumento de 
acciones al portador, sino buscar un camino que permitiera seguir utilizando 
esa herramienta que nuestro ordenamiento jurídico permite. El Gobierno remitió 
al Parlamento un proyecto de Ley con fecha 10/04/2012 donde la información 
sobre los propietarios y su identidad será mantenida respecto de la totalidad de 
las sociedades constituidas en el exterior que tengan vínculos suficientes con el 
Uruguay. 

6.1. Medidas adoptadas por Uruguay a los efectos de lograr una 

efectiva cooperación fiscal internacional?! 


La cooperación internacional permite a las Administraciones Tributarias obtener 
información de otras administraciones, a los efectos de lograr uno de sus 
cometidos fundamentales, combatir el fraude y el incumplimiento fiscal. El 


M informe elaborado por la Asesoría Tributaria del MEF 
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sistema para la cooperación internacional debe ser transparente y de alta 
calidad 
Es en este sentido que nuestro país adoptó una serie de medidas a los efectos 
que la administración tributaria contará con las herramientas necesarias tanto 
para obtener información que precisa para sus fines, como para facilitar (en el 
marco de los Convenios internacionales suscritos por la República) a las 
demás Administraciones los datos que estas les requieran. 

6.2. Medidas adoptadas para lograr el efectivo intercambio de 


información internacional 
6.2.1. Marco Legal y aspectos estructurales 


. Por Resolución de fecha 11 de agosto de 2011, el Ministerio de 
Economía y Finanzas delegó en la Dirección General Impositiva sus 
atribuciones como autoridad competente, concemientes al efectivo 
intercambio de información en materia tributaria en el marco de los 
convenios internacionales para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal y de los acuerdos relativos al intercambio de información 
en materia tributaria celebrados por Uruguay. 


+ El Decreto N* 337/011 de fecha 22 de setiembre de 2011, crea el 
Departamento de Fiscalidad Internacional bajo la órbita de la División 
Grandes Contribuyentes de la Dirección General Impositiva. Dicho 
Departamento tiene dentro de sus cometidos, analizar y asesorar en 
materia de intercambio fiscal internacional, controlar el efectivo 
cumplimiento de las disposiciones aplicables y recabar la información 
cuando corresponda. 


+» Porotra parte, el Decreto 313/011 de fecha 2 de setiembre de 2011 y el 
Decreto 253/012 de fecha 8 de agosto de 2012, regulan distintos 
aspectos relativos al procedimiento administrativo para realizar un 
efectivo intercambio de información en materia fiscal. 


Procedimientos. 
+ La DGI cuenta con dos procedimientos de intercambio de información: 
uno a los efectos de la Administración en forma general y otro a nivel 
propio del Departamento de Fiscalidad Internacional. 


+ En cuanto al procedimiento a nivel de toda la Administración, el mismo 
engloba el accionar que debe seguir cada División de la DGI tanto en las 
solicitudes recibidas como solicitadas de información. 


+ Respecto al procedimiento a nivel del Departamento el mismo engloba 
los siguientes aspectos: 


10 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 117-C.S. 


». Solicitud de información recibida de otra administración tributaria. Se 
verifica la vigencia del acuerdo y la legitimidad de la autoridad 
requirente. Asimismo, se realizará una evaluación preliminar de la 
solicitud de información, para luego efectuar un análisis de fondo de 
dicha solicitud y si corresponde se procede a recopilar la información, 
pudiendo ser recopilada directamente por el Departamento, por otra 
repartición de la DGI o solicitada a otros organismos fuera de la DGI. 


+. Solicitud de información a ser requerida a otras administraciones 
tributarias. El Departamento también analizará en forma preliminar la 
solicitud de información para posteriormente efectuar un análisis de 
fondo. 


+. El procedimiento cuenta con Modelos de Acuse recibo de una solicitud, 
Modelo de respuesta a solicitud de información, Modelo de solicitud de 
información extranjera a ser requerida y Modelo de solicitud de 
información. 


6.2.2. Medidas adoptadas por Uruguay en el marco del Foro Global 
sobre Transparencia e Intercambio de Información con 
Propósitos Tributarios. 


Se detallan a continuación las medidas adoptadas por Uruguay, en respuesta 

al Informe de 26 de octubre de 2011 del referido Foro Global. Dicho informe ha 

tomado en consideración la normativa en vigencia al mes de julio de 2011. 
6.2.3. Acciones ejecutadas para transitar a la Fase 2 de la Evaluación 


Entre Pares. 


El FGTII ha lanzado procedimientos conocidos como “Procesos de Revisión 
Entre Pares”. En la denominada Fase 1 de estos procesos, se realiza el 
examen exhaustivo de los marcos normativos nacionales en cuanto a su 
consistencia con los principios que rigen la cooperación tributaria internacional 
mientras que en la denominada Fase 2 se examina la implementación y el 
funcionamiento efectivo del marco normativo. 

Desde diciembre de 2011 Uruguay ha dejado de formar parte de la lista de la 
OECD calificada como de "Jurisdicciones que se comprometieron a asumir los 
estándares internacionales en materia tributaria pero que aún no los han 
implementado sustantivamente” (conocida como lista gris). 

De acuerdo al informe dado a conocer en octubre de 2011, nuestro país 
todavía no había pasado formalmente a la Fase 2. Desde entonces se 
realizaron numerosas gestiones técnicas y políticas: 

1.1. Informe del Foro Global de 26 de octubre de 2011. Dicho informe concluye 
que la falta de identificación en todos los casos de titulares de participaciones 
patrimoniales, y la falta de suscripción de convenios de intercambio de 
información con partes relevantes, no permiten el avance a la Fase 2 de 
evaluación. 
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1.2. El 16 de abril de 2012 se presenta al Grupo de Revisión Entre Pares un 
informe de avance correspondiente a los seis meses del informe aprobado por 
el Foro Global. En dicho informe se detallen los avances registrados a la fecha, 
y se deja constancia de ciertas asimetrias presentadas respecto de las 
evaluaciones efectuadas a otras jurisdicciones. 

1.3. Entre los días 21 a 23 de mayo de 2012 se realiza en Madrid una Reunión 
de Autoridades Competentes en el marco del Foro Global. Asiste una misión 
oficial con el objetivo de replantear presencialmente las asimetrías detectadas 
en ciertos puntos que, generaban un trato discriminatorio con relación a 
evaluaciones formuladas a otras jurisdicciones. 

1.4. Los días 28 y 29 de mayo de 2012, el Sr Ministro de Economía y Finanzas, 
y el Director General de Rentas, se reúnen con el Secretario General de la 
OCDE, Sr. Ángel Gurría, y con el Director del Centro de Política y 
Administración Fiscal, Sr. Pascal Saint-Amans. Se exponen reservas a la forma 
de actuación por parte del Foro Global y del G20 con relación a Uruguay. 

1.5. El 5 de julio de 2012 Uruguay presenta formalmente la solicitud de un 
informe suplementario con el propósito de transitar hacia la Fase 2 del proceso 
de Revisión Entre Pares. 

1.6. Desde ese momento y hasta el 14 de agosto de 2012, se ha efectuado un 
nutrido intercambio de información vía correo electrónico y una serie de 
teleconferencias, mantenidas con el equipo evaluador de pares (representantes 
de USA y Suiza) y la Secretaría del Foro Global. 

1.7. El 14 de agosto de 2012 la Secretaría del Foro remite el informe preliminar 
que fue enviado al Grupo de Revisión Entre Pares. En el mismo se levantan las 
observaciones de mayor relevancia, al tiempo que se propone el pase de 
Uruguay a la Fase 2. 

1.9. En setiembre de 2012 el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio 
de Información en materia Fiscal de la OCDE aprobó el informe técnico que 
permite que Uruguay pase a la llamada "Fase ll". 

La resolución se produjo luego de que el MEF presentara en ese ámbito la 
nueva ley sobre sociedades anónimas con acciones al portador, que se 
aprobara y reglamentara en julio, y los nuevos acuerdos de información 
tributaria que se han venido negociando con otros países, en especial 
Argentina y Brasil. De esta forma, la comunidad internacional reconoce la 
voluntad cooperadora de nuestro país en materia de transparencia. El informe 
aprobado por el Grupo de Revisión Entre Pares fue elevado a consideración 
del Foro Global en la reunión celebrada en la Ciudad del Cabo los días 26 y 27 
de octubre de 2012. 

La declaración final realizada en el Foro global sobre transparencia e 
intercambio de información en materia fiscal de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) que se desarrolló en 
Sudáfrica, incluye el pasaje de Uruguay a la fase ll. 

La declaración final incluye el pasaje de Uruguay a la 'Fase 2', reconociendo el 
esfuerzo que ha hecho el país, lo cual permite mantener en alto la imagen de 
seriedad de nuestro país a nivel internacional. 
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Con el Foro Global se ha acordado la asistencia técnica necesaria para 
perfeccionar las capacidades técnicas en Uruguay, con asesoramiento de la 
OCDE y apoyo de organismos internacionales como el Banco Mundial. 

6.2.4. Ajustes realizados para una convergencia técnica con el estándar 
internacional. 

2.1. Se dicta el Decreto N* 282/011, de 10 de agosto de 2011, reglamentando 
(Ley N* 18.718, de 24 de diciembre de 2010) el acceso a la información 
bancaria en el marco de acuerdos de intercambio de información. 

2.2. Se dicta el Decreto N* 313/011, de 2 de setiembre de 2011, regulando el 
procedimiento de intercambio de información en el marco de acuerdos 
internacionales. A tales efectos, se designa a la Dirección General Impositiva 
como Representante Autorizado del Ministerio de Economía y Finanzas. 

2.3. El 10 de abril de 2012 el Poder Ejecutivo remite proyecto de ley a través 
del cual se crea un registro para la identificación de titulares de participaciones 
patrimoniales emitidas al portador. Dicho proyecto incluye una serie de 
disposiciones adicionales que tienen el propósito de ajustar la normativa a otras 
observaciones formuladas. El resultado es la Ley N* 18.930, de 17 de julio de 
2012. 

2.4. Con fecha 23 de abril de 2012, se suscribe con la República Argentina el 
acuerdo de intercambio de información con métodos para evitar la doble 
imposición. 

2.5. El 3 de julio de 2012 se define el texto de un acuerdo de intercambio de 
información con los negociadores de la República Federativa de Brasil. 
Dicho acuerdo incluye en su Protocolo el compromiso de los Estados en 
concluir un Convenio para Evitar la Doble Imposición, en un plazo máximo de 
dos años. El acuerdo se encuentra en la fase de revisión técnica. 

2.6. El Decreto N* 242/011, de 1? de agosto de 2012, reglamenta disposiciones 
de la Ley N* 18.930 citada precedentemente, relativas a la identificación de 
titulares en los casos de enajenación de participaciones sociales nominativas, y 
al mantenimiento de la documentación de respaldo y registros contables de las 
operaciones, correspondientes a las entidades no sujetas a impuestos. 

2.7. El 2 de agosto de 2012, a través del Decreto N* 247/012 se reglamenta la 
Ley N* 18.930 en lo referente a la identificación de titulares de participaciones 
patrimoniales emitidas al portador. 

6.3. Situación actual de los All y CDI celebrados y negociados por 
Uruguay. 

Dentro de esta política de Estado, el Gobierno ha orientado la política fiscal 
internacional hacia la negociación y suscripción de Convenios para evitar la 
doble imposición intemacional, en el entendido que, como ya se señaló, una de 
las variables que interesa a los inversionistas y que evalúan a la hora de 
invertir, es el componente fiscal. En idéntico sentido, y en una estrategia de 
apertura y consolidación de las relaciones internacionales a efectos de lograr 
una efectiva cooperación tributaria internacional Uruguay ha negociado y 
suscrito diversos Acuerdos de Intercambio de Información Tributaria. La 
estrategia busca crear un marco jurídico seguro, con el fin de atraer inversiones 
al país. 
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En ese momento (2012) Uruguay contaba con nueve Convenios vigente para 
evitar la Doble Imposición Internacional (CDI): Alemania, Hungría, México, 
España, Suiza, Portugal, India, Ecuador, Liechtenstein, y cuatro de Intercambio 
de Información Tributaria (IT): Francia, Groenlandia, Islandia, Suecia. Junto el 
presente, se encuentran firmados e ingresados al Parlamento, pero aún no 
ratificados: Corea del Sur (CDI), Finlandia (CDI), Países Nórdicos (Dinamarca, 
Noruega, Islas Feroe) (All), Argentina (All + cláusula CDI), Malta (CDI). 

Los Tratados con la Negociación concluida: Bélgica (CDI), Rumania (CDI), 
Canadá (All), Australia (All). 

El 24 de setiembre de 2012, se firmó el Tratado de Intercambio de Información 
con Brasil, en el cual se incluyó un acuerdo para también firmar un tratado para 
evitar la doble imposición en un lapso de dos años. 

Tratados en negociación: Malasia (CDI), Luxemburgo (CDI), Holanda (All), 
Reino Unido (Al!), Guernesey (Al!), Italia (Al!). 

Se recibió invitación para negociar Estados Unidos (All). 


1) DEL TRATADO CON ARGENTINA (2012) ALA ÉPOCA ACTUAL (1) 


Los Convenios para Evitar la Doble Imposición y Prevenir la Evasión Fiscal 
(CDI), poseen como objetivo establecer cómo se hace el reparto de potestades 
tributarias entre los Estados contratantes, para gravar aquellas rentas 
provenientes de operaciones que involucran al menos a un residente de uno de 
los Estados contratantes. 

En ausencia de dichos convenios, los Estados aplicarían sus legislaciones 
domésticas para alcanzar con impuestos dichas operaciones, y por lo tanto en 
muchos casos implicaría que para una única operación se deba pagar 
impuestos en más de un Estado. Es por ello que este tipo de acuerdos son 
considerados de vital importancia para afianzar y viabilizar las relaciones 
comerciales entre los países. En la actualidad existen más de 3000 (tres mil) 
acuerdos bilaterales en el mundo, con una tendencia creciente debido al 
aumento en las operaciones globales de bienes y servicios. 

Por su parte, cuando los referidos convenios son de aplicación, en una primera 
instancia se determina cómo se reparte la potestad tributaria entre los Estados 
de acuerdo con las reglas dispuestas en el Convenio, y posteriormente los 
Estados que asuman potestad tributaria aplican su legislación doméstica, 
teniendo en cuenta las eventuales restricciones que pudieran surgir del 
instrumento convenido. 

Cabe destacar que de esta interacción entre las normativas domésticas y 
los Convenios internacionales puede ocurrir que se generen ciertos 
escenarios que tengan como consecuencia la doble no imposición o una 
imposición considerablemente reducida, lo que con frecuencia es 
aprovechado por quienes llevan adelante prácticas de planificación fiscal 
internacional, con la finalidad de minimizar la carga tributaria global. 
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Con el paso de los años, los grandes grupos multinacionales fueron 
sofisticando y agudizando sus prácticas de planificación fiscal, 
aprovechándose de la situación descrita anteriormente, llegando a 
situaciones en las que la reducción tributaria alcanzada implique que 
esos grupos prácticamente no paguen impuesto a la renta en ninguna 
jurisdicción, lo que claramente no es el efecto deseado por los CDI. 


2) LOS PANAMA PAPERS, INICIATIVA DE LA DGI EN RELACIÓN A LA 
ECONOMÍA URUGUAYA. 


Con el nombre de los Panama Papers se conoce a la investigación periodística 
global liderada por elConsorcio Internacional de Periodistas de 
Investigación (ICIJ, por sus siglas en inglés), que expuso a la luz los 
negocios offshore.(1) 


Se basó en la filtración de 11,5 millones de documentos internos del 
estudio panameño Mossack Fonseca, la más grande en la historia del 
periodismo y la que tuvo -y sigue teniendo- mayor impacto a nivel mundial. 


Los archivos incluyeron correos electrónicos, listados de sociedades, 
beneficiarios, actas, escrituras y registros de 
sociedades offshore intercambiados entre Mossack Fonseca y sus clientes, en 
los últimos 40 años. Fueron filttados por una fuente anónima al diario 
alemán Súddeutsche Zeitung, y compartidos por ICIJ con más de 370 
periodistas miembros de la organización en 76 países. La información incluyó 
datos de cuentas bancarias y de 214.488 empresas offshore conectadas con 
más de 200 países. 


Hasta las primeras revelaciones periodísticas conocidas a nivel mundial en 
simultáneo el 3 de abril de 2016, la gran mayoría de estas firmas creadas en 
jurisdicciones consideradas paraísos fiscales por su baja o nula 
tributación y el anonimato de sus dueños- se mantenían ocultas. 


Si bien su constitución es legal, venian siendo utilizadas desde hacia décadas 
para evadir impuestos o esconder bienes en un divorcio, y en el peor de 
los casos, lavar u ocultar dinero proveniente del crimen organizado. 


Hasta su cierre definitivo en marzo de 2018 a raíz del escándalo, el estudio 
panameño brindaba los servicios de creación y apertura de sociedades en la 
jurisdicción elegida por el cliente. Por un fee anual ofrecía además poner a un 
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administrador y los directivos panameños que figurarían en los papeles. Así se 
dificultaba saber quiénes eran sus verdaderos dueños. 


A nombre de estas sociedades "pantalla" -sin actividad real, oficina o 
empleados- se podía luego abrir una cuenta bancaria en algún otro país y 
mover dinero o comprar propiedades o bienes en cualquier destino del mundo. 


Hubo una segunda tanda de documentos filtrados que se conocieron en junio 
del 2018, y que incluyó archivos internos de Mossack Fonseca, desde los días 
previos a que salieran en los medios los Panama Papers hasta fines de 2017, 
sólo tres meses antes de que el bufete cerrara su oficina en Panamá y en otros 
40 países. 


A tres años de la investigación publicada en simultáneo en casi 80 paises por 
más de 100 medios, las multas y el monto de dinero que comenzó a 
tributar impuestos contabilizados por IClJ suman-al menos- USD 1.200 
millones. 


La cifra total, sin embargo, se estima que es superior ya que las autoridades 
fiscales de muchos países como es el caso de Argentina- no revelan 
información sobre los acuerdos alcanzados con particulares y empresas en 
materia tributaria. 


Más allá de la identificación de dinero que hasta los Panama 
Papers permanecía oculto, hubo un movimiento en numerosos países para 
terminar con la opacidad de las jurisdicciones de baja tributación impositiva, 
utilizadas con frecuencia para la evasión fiscal. 


La legislación se endureció en Europa, la 
industria offshore redujo drásticamente su actividad, y ahora las 
autoridades fiscales tienen acceso público a medio millón de compañías 
creadas en paraísos fiscales de las que hasta hace tres años no se sabía. 
Los ciudadanos de todo el planeta tienen mucho más cuidado a la hora de 
buscar ocultar su patrimonio en jurisdicciones extranjeras de baja tributación 


En abril de 2016, con el acuerdo de todos los partidos, se nombró una 
Comisión Especial con fines legislativos, que tendrá a su cargo llevar adelante 
un proceso legislativo para dar un paso más en la búsqueda de transparencia 
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en materia tributaria y hacer un prolijo seguimiento de los datos más conocidos 
a partir de los llamados Papeles de Panamá. 

La Comisión integrada por 7 miembros recibió al Licenciado Carlos Diaz, 
Secretario Nacional para la lucha contra el lavado de activos y el financiamiento 
de terrorismo; concurrió acompañado por el Cr. Daniel Espinosa y la Dra. 
Lorena Falabella. 

El Sr. Díaz realizó en la comisión un pormenorizado informe a partir de los 
llamados Papeles de Panamá y jurisdicción similar, para la prevención del 
fraude financiero elusión fiscal;el lavado de activos y la transparencia global. 

En la Comisión tuvo lugar un importante intercambio de opiniones entre sus 
miembros. 

A mí me correspondió comentar el Libos Panamá Papers. El Club Mundial de 
los Evasores de Impuesto, que estuvo disponible en los principales librerías a 
nivel internacional y que contiene gran cantidad de detalles sobre como ocurre 
los hechos, quienes son los actores y las principales magnitudes de la actividad 
del estudio Mossack Fonseca. 

En la exposición realice una afirmación que el libro y su trascendencia marca 
un antes y un después en todo lo que refiere a la concepción del lavado de 
dinero y sus enormes implicancias. 


3) PLAN DE ACCIÓN DE BEPS LANZADO POR OCDE PARA 
COMBATIR LA DOBLE IMPOSICIÓN (EROSIÓN DE LA BASE 
IMPONIBLE Y TRASLADOS DE BENEFICIOS) 


Como forma de combatir estas prácticas, la OCDE lanzó lo que se denomina el 
Plan de Acción BEPS (Erosión de la base imponible y traslados de beneficios) 
en el cual se ha ido trabajando de manera coordinada por parte de los países 
comprendidos en el Marco Inclusivo de dicho plan, del cual Uruguay forma 
parte, con la finalidad de establecer y adoptar nuevas disposiciones en que 
permitan limitar los citados abusos. 

En tal sentido, Uruguay ha suscrito el Instrumento Multilateral (a la fecha se 
encuentra en análisis del parlamento nacional) que posee como finalidad 
modificar la red de convenios vigentes de los paises para incorporar dichas 
disposiciones, y también en el año 2017 se han actualizado los modelos de 
convenios tanto de la OCDE como de la ONU con igual fin. Es importante 
mencionar que en su gran mayoría se tratan de normas que defienden la fuente 
territorial y por ende alineada con los intereses que muestra nuestro país. 


4) CONVENIO MULTILATERAL 


El 4 de junio de 2018 el Poder Ejecutivo remite a la Convención Multilateral 
para aplicar las medidas relacionadas con los Tratados Fiscales para Prevenir 
la Erosión de las Bases Imponibles y el Traslado de Beneficios, concluida el 24 
de noviembre de 2016, suscrita por la República Oriental del Uruguay en la 
ciudad de París, República Francesa, el 7 de junio de 2017; así como las 
ia y Notificaciones realizadas por el Estado uruguayo en el día de la 
irma. 
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El propósito de esta Convención es modificar los convenios para evitar la 
doble imposición suscriptos por la República siempre que las 
contrapartes así lo deseen- adoptando los estándares mínimos dirigidos a 
contrarrestar al abuso de convenios y mejorar los mecanismos de 
resolución de conflictos. A su vez, permitir a los Estados, fortalecer sus 
convenios con otras medidas de carácter convencional adoptadas en el 
seno del Marco inclusivo BEPS, del cual nuestro país es miembro pleno. 
El Plan de Acción BEPS (erosión de la base y Traslado de Beneficios), fue 
diseñado por el Centro de Política y Administración Tributaria de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico a solicitud 
de los Ministros de Economía del G20, países industrializados y 
emergentes. 

En dicho marco, el MLI ofrece una amplia gama de opciones dado que fue 
concebido con el objetivo de dotar de la mayor flexibilidad posible a todas las 
partes del mismo, preservando y asegurando que, cualesquiera sean las 
opciones adoptadas, siempre se verifique el cumplimiento del estándar minimo. 
La importancia del instrumento radica en que surge como respuesta a la 
constatación de estrategias de planificación, que buscan explotar lagunas o 
desajustes normativos con el ánimo de trasladar beneficios artificialmente, para 
eliminar o minimizar el pago de impuestos, lo que se conoce como la erosión 
de la base imponible y el traslado de beneficios (BEPS). 

Las acciones de combate a estas prácticas son el resultado del trabajo de un 
grupo compuesto por más de sesenta países que han aunado esfuerzos para 
desarrollar las 15 acciones dirigidas a luchar contra la evasión fiscal, mejorar la 
coherencia de las normas de fiscalidad internacional y garantizar un entorno 
fiscal más transparente y, concretamente, la Convención suscripta consiste en 
un ML! desarrollado por un grupo ad hoc compuesto por noventa y nueve 
países, entre los que se encuentra Uruguay. 


ANTECEDENTES 

El MLI contiene disposiciones obligatorias (las que conforman el estándar 
mínimo obligatorio) y otras que son optativas, lo que ha sido objeto de 
exhaustivo análisis por parte de los técnicos del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de la Dirección General Impositiva, de modo de escoger las más 
convenientes para un país como Uruguay, atendiendo fundamentalmente a la 
aplicación del principio de tributación territorial con relación a la inversión 
extranjera en nuestro país. 

En definitiva, el conjunto de disposiciones prevista en el MLI que el Poder 
Ejecutivo ha resuelto adoptar para Uruguay, tienen por objeto mejorar el 
contenido de nuestra red de CDIs, a través de una mayor imposición en el país 
de la fuente que genera la renta, permitiendo gravar un elenco mayor de rentas 
obtenidas por no residentes dentro de nuestro país. 


CONVENIOS CUBIERTOS POR EL MLI 
Cada Estado puede elegir cuáles de sus CDIs vigentes o suscritos quiere 
incluir en el marco del MLO, ya que se reconoce que pueden existir 
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circunstancias que lleven a un Estado a no querer incluir en el ámbito del ML! a 
un determinado CDI. 

De este modo, se puede dejar fuera del ámbito del MLI a aquellos CDIs que por 
algún motivo no se desee incluir. En las explicaciones dadas a conocer por el 
grupo ad hoc, se pone como ejemplo de ello, el caso de aquellos Convenios 
recientemente negociados que ya contienen todas las “cláusulas BEPS”, y que 
por ende, ya cumplen con el estándar mínimo obligatorio. 

Para que CDI quede comprendido en el MLO no alcanza con que una de las 
dos jurisdicciones contratantes lo incluya, sino que es necesario que ambas 
jurisdicciones asi lo hayan dispuesto, y recién luego de que las dos Partes lo 
hayan notificado al Depositario, se considera que el MLI es un "Convenio Fiscal 
Comprendido” 

Una vez que se notifican los acuerdos comprendidos, cada país debe tomar 
posición respecto a la aplicación de las distintas disposiciones del MLI. 

En el caso de aquellas disposiciones que no constituyen un estándar mínimo, 
las jurisdicciones pueden optar por no aplicar las mismas completamente (en 
algunos casos se puede optar por no aplicar cierta parte de una disposición). 
Esto se logra a través de un mecanismo de reservas, las cuales están 
específicamente definidas en cada artículo del MLI. Cuando una Parte hace 
una reserva para no aplicar una disposición, dicha disposición no será aplicable 
entre dicha parte y todas las demás Partes comprendidas en el MLI. 

Por otra parte, existe la posibilidad de aplicar disposiciones opcionales 
alternativas, las cuales generalmente aplicarán solo si todas las jurisdicciones 
contratantes optaron por aplicarlas. En definitiva, para que una disposición de 
MLI impacte en el texto de un CDI será necesario que ambas jurisdicciones 
hayan optado por aplicar dicha disposición (no formulando una reserva o 
notificando cuando corresponda). 

Al momento de la suscripción del MLI, la República presentó la Posición de 
Uruguay (informando las reservas y notificaciones), que forma parte del mismo 
y que se adjunta al presente. 


ESTÁNDAR MINIMO OBLIGATORIO: 

Más allá de la flexibilidad con que fue concebido el MLI, existe un núcleo 
principal del intrumento que no puede obviarse y constituye lo que se ha 
denominado como "estándar minimo obligatorio”. 

Dicho estándar minimo está constituido por aquellas disposiciones que 
indefectiblemente deben integrarse a la red de CDIs comprendidos en el MLI, y 
por ende no pueden ser objeto de reservas. Las cláusulas que lo conforman 
con las siguientes: 

-Cláusula de objeto del convenio (Artículo 6) 

-Cláusula del test de propósito principal (Artículo 7) 

- Procedimiento de acuerdo mutuo (Artículo 16) 

MECANISMOS DE RESOLUCION DE CONTROVERSIAS: 
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En la parte V, el artículo 16 regula y desarrolla el procedimiento amistoso de 
Resolución de Controversias. 

ENTRADA EN VIGOR: 

Respecto a la entrada en vigor, la vigencia del instrumento se prevé para el 
primer día del mes siguiente a la conclusión de un plazo de tres meses 
contados a partir de la fecha de depósito del quinto instrumento de Ratificación, 
Aceptación o Aprobación. 

A partir de ese momento, para los nuevos signatarios, entrara en vigor el primer 
día del mes siguiente a la conclusión de un plazo de tres meses contados a 
partir de la fecha de depósito de dicho Signatario de su intrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación. 

DEPOSITARIO: 

El Artículo 39 del MLI establece que el Depositario del Convenio y sus 
Protocolos serán el Secretario General de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE). 

Además de administrar todo lo relativo a las reservas y notificaciones, deberá 
mantener a disposición pública, listados de los Convenios Fiscales 
Comprendidos, y de todas las reservas y notificaciones planteadas por las 
diferentes Partes. 

TEXTOS CONSOLIDADOS: 

A efectos de una mayor compresión del impacto del MLI sobre los diferentes 
CDis suscritos por nuestro país, se presenta en 15 ANEXOS sendos cuadros 
comparativos con los textos de cada uno de los CDI con el texto del CDI 
modificado por la aplicación de este Instrumento, a saber la República Oriental 
del Uruguay con Bélgica; Chile; Corea ; España ; Finlandia ; Hungría ; India ; 
Liechtenstein ; Maita ; México ; Portugal ; Reino Unido ; Rumania y Singapur. 


PROYECTO DE LEY: 


Apruébese la Convención Multilateral para Aplicar las Medidas Relacionadas 
con los Tratados Fiscales para Prevenir la Erosión de las Bases Imponibles y el 
Tratado de Beneficios, concluida el 24 de noviembre de 2016 y suscrita por la 
República Oriental del Uruguay en la ciudad de París, República Francesa, el 7 
de junio de 2017; así como las Reservas y Notificaciones realizadas por el 
Estado Uruguayo en el día de la firma. 


CONVENCIÓN MULTILATERAL PARA APLICAR LAS MEDIDAS 
RELACIONADAS CON LOS TRATADOS FISCALES PARA PREVENIR LA 
EROSIÓN DE LAS BASES IMPONIBLES Y EL TRASLADO DE BENEFICIOS 


REFERENCIA DE LOS CAPITULOS 
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Las Partes de esta Convención, 

Reconociendo la cuantiosa pérdida de recaudación en el impuesto sobre 
sociedades que sufren las Administraciones debido a la planificación fiscal 
afresiva que resulta en el traslado artificial de los beneficios hacia lugares 
en lo que están sujetos a una tributación reducida o nula; 

Conscientes de que la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios (en lo sucesivo *BEPS”) es un problema acuciante no solo para 
los países industrializados, sino también para las economías emergentes y 
los países en desarrollo; 

Reconociendo la importancia de garantizar que los beneficios tributen alli 
donde se lleven a cabo las actividades económicas sustanciales que 
generen los beneficios y donde se cree valor; 

Acogiendo favorablemente el paquete de medidas desarrollado al amparo 
del proyecto conjunto de la OCDE y el G20, han acordado lo siguiente: 

| PARTE: Ámbito e interpretación de términos 

Artículo 1 — Ámbito de la Convención 

Artículo 2- Interpretación de términos 

1! PARTE: Mecanismos híbridos 

Artículo 3: Entidades transparentes 

Artículo 4: Entidades con doble residencia 

Artículo 5: Aplicación de los métodos para eliminar la doble imposición 

IN PARTE: Utilización abusiva de los tratados 

Artículo 6: Objeto de los Convenios fiscales comprendidos 

Artículo 7: Impedir la utilización abusiva de los Convenios 

Artículo 8 : Operaciones de transferencia de dividendos 

Artículo 9: Ganancias de capital procedentes de la enajenación de acciones 
o derechos asimilables en entidades cuyo valor proceda principalmente de 
bienes inmuebles. 

Artículo 10: Norma anti. Abuso para establecimientos permanentes situados 
en terceras jurisdicciones 

Artículo 11: Aplicación de los Convenios discales para restringir el derecho 
de un Parte a someter a imposición a sus propios residentes 

IV PARTE: Elusión del estatus de establecimiento permanente 

Artículo 12: Elusión artificiosa del estatus de establecimiento permanente a 
través de acuerdo de comisión y estrategias similares. 

Artículo 13: Elusión artificiosa del estatus de establecimiento permanente a 
través de exenciones de actividades concretas 

Artículo 14: Fragmentación de contratos 

Artículo 15: Definición de Persona estrechamente vinculada a una empresa 
V PARTE: Mejora de los mecanismos de resolución de controversias 
Artículo 16: Procedimiento amistoso 

Artículo 17: Ajustes correlativos 

VI PARTE: Arbitraje 

Artículo 18: Opción respecto de la aplicación de la parte VI 

Artículo 19: Arbitraje obligatorio y vinculante 

Artículo 20: Designación de los árbitros 

Artículo 21: Confidencialidad del procedimiento arbitral 
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Artículo 22: Resolución de un caso antes de la finalización del arbitraje 
Artículo 23: Tipo de procedimiento arbitral 

Artículo 24: Acuerdo sobre una resolución distinta 

Artículo 25: Coste del procedimiento arbitral 

Artículo 26: Compatibilidad 

VII PARTE: Disposiciones finales 

Artículo 27: Firma y ratificación, aceptación y aprobación 

Artículo 28: Reservas 

Artículo 29: Notificaciones 

Artículo 30: Modificaciones posteriores de los convenios fiscales 
comprendidos 

Artículo 31: Conferencia de Partes 

Artículo 32: Interpretación e implementación 

Artículo 33: Modificación 

Artículo 34: Entrada en vigor 

Artículo 35: Fecha de efectos 

Artículo 36: Fecha de efectos de la VI parte 

Artículo 37: Desistimiento 

Artículo 38: Relación con los protocolos 

Artículo 39: Depositario 


5) CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA ITALIANA PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN EN 
MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y PREVENIR LA 
EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL Y SU PROTOCOLO, SUSCRITO EN LA 
CIUDAD DE MONTEVIDEO EL 1 DE MARZO DE 2019 


TRATADO CON ITALIA 


Se introduce un preámbulo que además de poseer el objeto especifico del CDI, 
también incluye una declaración explícita contra la elusión y la evasión fiscal. 
Lo que resulta de suma importancia a los efectos de la interpretación del CDI, 
considerando que, en base a lo dispuesto en la Convención de Viena, el mismo 
forma parte de su contexto. 

El artículo 5% que refiere a Establecimiento Permanente (EP) es de vital 
importancia para los Estados que buscan atraer inversiones (como es el caso 
de Uruguay), ya que estos Estados podrán someter a imposición de acuerdo 
con su normativa interna, las rentas empresariales que un residente de un 
Estado contratante genera a través de un EP situado en su territorio, mientras 
que en caso contrario deberá renunciar integralmente a la potestad tributaria 
sobre este tipo de rentas. 

En base a su estructura, en el aparato cuarto de dicho artículo 5* se exponen 
actividades que no configuran EP, incluso cuando sean desarrolladas a través 
de un lugar fijo de negocios, lo que se denomina en la práctica como la "lista 
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negativa”. Con la finalidad de evitar la elusión de estatutos de EP se incluyeron 
las siguientes disposiciones: 


1.Condición en la lista negativa de la que todas las actividades comprendidas 
en la misma tienen que ser de carácter auxiliar y preparatorio. 

2.Norma anti — fragmentación, que tiene como objetivo evitar aquellas 
situaciones en las cuales los grupos multinacionales fragmentan sus 
actividades con la finalidad de que cada una de ellas sea considerada dentro 
de esta lista, y así no configurar establecimiento permanente. Aquí se introduce 
el concepto de persona estrechamente relacionada, definido en el mismo 
artículo. 

3.Norma anti elusión que busca evitar que se eluda la verificación de un EP, 
mediante estrategias llevadas a cabo mediante acuerdos de comisionistas y 
estrategias similares, 

En lo que refiere a ganancias de capital, se fortaleció la norma anti abuso 
aplicable ante las prácticas realizadas con os que se denomina "sociedades de 
inmuebles”, con el fin de evitar manejos que permitan evitar la aplicación del 
impuesto en el lugar de ubicación de los mismos. En tal sentido se estableció 
que si más del 50% del valor de las acciones o derechos comparables durante 
cualquier momento de los últimos 365, corresponde a inmuebles ubicados en el 
otro Estado contratante, dicho Estado puede gravar las rentas que se generen 
en ocasión de la venta de las participaciones patrimoniales de dichas 
sociedades. 

Además, se establece un artículo de "derecho a los beneficios” en el cual se 
incluye una cláusula PPT (Test de propósito principal) que tiene como finalidad 
negar los beneficios en aquellos casos en los cuales se pueda comprobar 
fehacientemente que una operación especifica fue realizada con el objetivo de 
recibir los beneficios comprendidos en el CDI. 

Además, en dicho artículo también se incluye una cláusula en la cual el Estado 
fuente puede negar los beneficios (y por ende aplicar impuestos en base a su 
legislación doméstica) en aquellos casos en los cuales una entidad del Estado 
residente utilice un EP en una tercera jurisdicción y las ganancias de dicho EP 
se encuentren sometidas a una imposición reducida. 

Considerando que el conjunto de disposiciones incorporadas - que como se 
dijo tienen como propósito evitar abusos y la planificación tributaria 
internacional — pueden ocasionar conflictos en la aplicación del convenio, en 
caso de no abrirse a una solución a través de un arbitraje de carácter opcional 
(no obligatorio). 

Por último, se ha acordado no incluir el artículo relativo al Impuesto al 
Patrimonio, debido a que la República Italiana no tiene este tipo de impuesto y 
por tanto no genera problemas de doble imposición. 

El mensaje del Poder Ejecutivo, plantea que, en primer término, es conveniente 
destacar que la tendencia mundial en materia tributaria, particularmente en lo 
que se refiere a los impuestos sobre la renta, está orientada a facilitar y 
favorecer la inversión y el comercio internacionales. 

Las administraciones tributarias de los diferentes países son conscientes que el 
comercio internacional puede ser fuente de evasión y fraude fiscal toda vez que 
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resulte difícil, acceder a los libros y documentos que respaldan determinado 
negocio cuando éstos se encuentran más allá de las fronteras del domicilio del 
contribuyente. 

Por la referida razón y, en consecuencia, los países han optado por suscribir 
Tratados que aspiran por una parte a tutelar que las administraciones 
tributarias de los Estados intervinientes, tengan acceso a la información 
requerida para detectar la evasión y los fraudes fiscales que eventualmente se 
produzcan en virtud de negocios o inversiones realizados fuera del domicilio 
fiscal del contribuyente. 

Asimismo, estos Tratados tutelan a los contribuyentes para que al realizar 
negocios o efectuar inversiones en otros países, no resulten castigados a 
través de la doble tributación, esto es a tributar en el país donde se realiza la 
inversión, además de aquellos tributos que el contribuyente ha de pagar en el 
país donde se encuentra su domicilio fiscal. 

Este Instrumento tiene el objetivo de promover la cooperación internacional en 
materia tributaria a través del intercambio de información y a su vez elimina los 
efectos provenientes de la doble imposición, con la finalidad de promover y 
proteger las relaciones económicas y comerciales. 

Por otra parte, la República Oriental del Uruguay viene adoptando 
determinados estándares internacionales en la materia en el marco de la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) mientras 
que además integra el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal en Materia Tributaria de dicha Organización, desde su 
fundación en setiembre de 2.000. 

Al respecto, este Convenio forma parte del compromiso asumido por la 
República en materia de cooperación fiscal internacional el que se alinea con 
los modelos de Tratados vigentes en la materia. 

En definitiva, el presente Convenio contempla el intercambio de información 
fiscal entre los Estados Parte, siendo la información proporcionada 
estrictamente confidencial (Artículo 25). A su vez, el Instrumento prevé un 
conjunto de cláusulas que incorporan mecanismos necesarios para eliminar los 
efectos indeseados de la doble imposición. Por su parte, para hacer viable la 
aplicación de los referidos mecanismos, se efectúan definiciones en materia de 
residencia fiscal y sobre los impuestos que serán objeto de eliminación de la 
doble imposición internacional. 


TEXTO 


El ámbito de aplicación del Convenio, de conformidad con lo estipulado en su 
Artículo 1 son las personas residentes de uno o de ambos Estados 
Contratantes. 

En cuanto a los impuestos que son objeto del Convenio, para el caso de 
Uruguay, se encuentran detallados en el Artículo 2, inciso 3 literal b), estos son: 
el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE); el Impuesto a 
las Rentas de las Personas Físicas (IRPF); el Impuesto a las Rentas de los No 
Residentes (IRNR) y el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social (IASS). 
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Asimismo, se definen los términos que se utilizan en el Instrumento, a fin de 
darles un sentido único y conocer su alcance. 

También, se establecen los métodos para evitar la doble tributación, el método 
de solución de controversias y los mecanismos de intercambio de información 
entre las autoridades competentes de los Estados Contratantes. 

El Acuerdo consta de un preámbulo, 6 capítulos comprendiendo 30 artículos y 
un Protocolo. 


Capítulo 1 - ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO. 
Artículo 1 - PERSONAS COMPRENDIDAS. 
Artículo 2 - IMPUESTOS COMPRENDIDOS. 


Capitulo Il - DEFINICIONES. 

Artículo 3 - DEFINICIONES GENERALES. 
Artículo 4 - RESIDENTE. 

Artículo 5 - ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 


Capitulo II! - IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS. 

Artículo 6 - RENTAS INMOBILIARIAS. 

Artículo 7 - UTILIDADES EMPRESARIALES. 

Artículo 8 - NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AEREA INTERNACIONAL. 
Artículo 9 - EMPRESAS ASOCIADAS. 

Artículo 10- DIVIDENDOS. 

Artículo 11 - INTERESES. 

Artículo 12 - REGALÍAS. 

Artículo 13 - GANANCIAS DE CAPITAL. 

Artículo 14 - SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES. 
Artículo 15 - RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE. 

Artículo 16 - HONORARIOS DE DIRECTORES. 

Artículo 17 -ARTISTAS DEL ESPECTÁCULO Y DEPORTISTAS. 
Artículo 18 - PENSIONES. 

Artículo 19 - FUNCIONES PÚBLICAS. 

Artículo 20 - ESTUDIANTES. 

Artículo 21 - OTRAS RENTAS. 


Capítulo IV - MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN. 
Artículo 22 - ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN. 


Capítulo V - DISPOSICIONES ESPECIALES. 

Artículo 23 - NO DISCRIMINACIÓN. 

Artículo 24 - PROCEDIMIENTO AMISTOSO. 

Artículo 25 - INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. 

Artículo 26 - MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS 
CONSULARES- 

Artículo 27 - REEMBOLSOS. 

Artículo 28 - DERECHO A LOS BENEFICIOS. 

Capitulo VI - DISPOSICIONES FINALES. 
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Artículo 29 - ENTRADA EN VIGOR. 
Artículo 30 - TERMINACIÓN. 


Por las razones expuestas la Comisión de Asuntos Internacionales 
aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


CARLOS BARÁIBAR 
Miembro Informante 


PEDRO BORDABERRY 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 


NOTA ACLARATORIA 


Para la redacción del presente informe que remitimos a la Comisión de 
Asuntos Internacionales sobre el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Italiana para eliminar la Doble Imposición en materia de 
impuestos a la renta y prevención de la evasión y elusión fiscal y su Protocolo 
se contó con el valioso asesoramiento de los Contadores Fernando Serra — 
Director de la Asesoría Tributaria del MEF, Pablo Cabrera — Asesor Tributario 
de la Asesoría Tributaria del MEF y Leonardo Bruzzone - Asesor Tributario de 
la Asesoría Tributaria de DGI. 

A su vez en las reuniones de trabajo se les solicitó, un informe por escrito. 

Dado la urgencia de los plazos, una vez que se remitió el informe por mi 
redactado, se recibió el que fue solicitado a los Asesores. 

Dados los plazos breves, considero importante adjuntarlo al informe redactado. 
Es posible que haya alguna carpeta repetida, pero consideramos que 
contribuirá a una mejor comprensión de un tema importante, de mucha 
actualidad y sumamente complejo. 

A su vez adjuntamos el Estado de situación de los convenios internacionales 
en materia Tributaria suscritos por Uruguay. 


Senador Carlos Baráibar 
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Informe 
República Oriental del Uruguay 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Dirección General de Secretaria 
Asesoría Tributaria 
ASESORIA TRIBUTARIA 


Montevideo, 9 de setiembre de 2019 


Sr. Director: 


Asunto: Antecedentes, contexto y medidas tributarias domésticas e internacionales de 
destaque, desde la fecha de entrada en vigor del AlIT con Argentina, hasta la firma del 
CDI con Italia. 


|. Aproximación conceptual 


El número de Convenios internacionales en materia fiscal vigentes en Uruguay, ha visto 
un importante incremento en la última década, siendo una realidad que sin lugar a dudas 
responde a la actitud tomada por el pais en dicho periodo, frente al imparable impulso de 
las transacciones transfronterizas, y su consecuente impacto en el plano tributario. 


Este tipo de Convenios en materia fiscal se puede dividir en dos categorías plenamente 
identificables. Una de ellas, constituida por los Acuerdos para Intercambiar Información 
Tributaria (en adelante “AlIT”), y otra constituida por Convenios para evitar la Doble 
Imposición (en adelante "CDI”). 


Los AlIT buscan justamente que los Estados puedan intercambiar información relevante a 
los efectos fiscales, para verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias 
que ocurran bajo su jurisdicción. 


Por su parte, los CDI se encargan de distribuir las potestades tributarias entre los Estados 
Contratantes y eliminar la doble imposición cuando ella se genere, a la vez que introducen 
una batería de medidas de colaboración inter- Estatal en materia tributaria. 


En ausencia de dichos CDI, los Estados aplicarían sus legislaciones domésticas para 
someter a impuestos a dichas operaciones, y por lo tanto en muchos casos implicaría que 
para una única operación se deba pagar impuestos en más de un Estado. Es por ello que 
este tipo de acuerdos son considerados de vital importancia para afianzar y viabilizar las 
relaciones comerciales entre los países. En la actualidad existen más de 3000 (tres mil) 
CDI bilaterales en el mundo, con una tendencia creciente debido al aumento en las 
operaciones globales de bienes y servicios. 
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ll. El posicionamiento de Uruguay desde la entrada en vigor del AlIT con Argentina 


Precisamente, son 21 los CDI vigentes en Uruguay a la fecha, mientras que en el caso de 
los ANT el número de acuerdos vigentes asciende a 15. 


La firma del AlT con Argentina, constituyó un mojón importante en la reputación 
internacional del país en materia de transparencia fiscal, permitiendo distender las 
tensiones que se generaban ante la falta de un marco regulatorio que permitiera a 
Uruguay remitir información de contenido tributario ante requerimientos de dicho país. 


No es ocioso señalar que la suscripción de dicho acuerdo fue también una pieza clave 
para que en el año 2012, Uruguay superara la Fase 1 de la Revisión entre Pares (“Peer 
Review”) llevada adelante por el Foro Global sobre transparencia e intercambio de 
información (en adelante “el Foro Global”), que implicaba la realización de un examen 
exhaustivo de los marcos normativos nacionales, en cuanto a su consistencia con los 
principios que rigen la cooperación tributaria internacional. 


El acuerdo con Argentina se sumaba así a una serie de medidas domésticas con el 
objetivo de converger hacia los estándares internacionales, entre las que se destacan la 
reglamentación del acceso a la información bancaria en el marco de AlIT?, y la 
instrumentación de un registro de identificación de los titulares de las participaciones 
patrimoniales al portador emitidos por sociedades anónimas, sociedades en comandita 
por acciones, sociedades agrarias y otras entidades?. 


No obstante ello, desde entonces nuestro país ha continuado el camino hacia la firma de 
este tipo de tratados, reafirmando los compromisos asumidos, tanto en el marco de la 
comunidad internacional, como en lo que respecta a las políticas internas tendientes a 
generar condiciones favorables para la recepción de inversiones, y para el desarrollo de 
emprendimientos locales con vocación internacional. 


En este contexto, desde la entrada en vigor del Al!T con Argentina ocurrida el 07/02/2013, 
han adquirido vigencia 20 Convenios en materia fiscal en nuestro país, de los cuales 10 
corresponden a CDI, y los 10 restantes a AlIT. 


Una simple lectura de estos números, demuestra la consolidación de una política firme del 
país tendiente a ampliar la red de los acuerdos en materia fiscal, habiéndose duplicado el 
número de CDI vigentes luego de la firma del acuerdo con Argentina, y triplicado la 
cantidad de AlIT en el mismo período. 


1 Vale decir que el ANT con Argentina, incluye además un capítulo dedicado expresamente a eliminar la doble 
imposición internacional recurriendo al mecanismo del crédito fiscal (tax credit). Sin embargo, no suele considerarse 
como un CDI en tanto no responde a la estructura clásica de los CDis que encuentran su base en los Modelos de 
Convenio de la OCDE y de la ONU, que han marcado las principales características de este tipo de acuerdos en todo el 
globo. 

? Ley N* 18.718 de 24/12/10, Decreto N* 282/011 de 10/08/11 y Decreto N* 313/011 de 02/09/11. 

? Ley N2 18,930 de 17/07/12 y Decreto N* 247/012 de 02/08/12. Dicho registro se creó en la órbita del Banco Central 
del Uruguay. Además, para asegurar el carácter reservado de la información registrada, se estableció un régimen 
sancionatorio aplicable a quienes violenten la obligación de guardar reserva por parte de los funcionarios 
dependientes de la referida entidad, estableciéndose iguales sanciones que las aplicables ante violaciones al secreto 
bancario. 
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En efecto, los 10 CDI que entraron en vigor desde esa fecha son los siguientes: 
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Mientras tanto, a continuación luce la lista de los AlIT que han entrado en vigor en dicho 
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Asimismo, si bien aún no han pasado el proceso de aprobación parlamentaria en 
Uruguay, en el presente año 2019 ya se han firmado 2 CDI (con Italia* y con Brasil*), y 


* Firmado el 01/03/2019 
> Firmado el 07/06/2019. 


13/06/2016 
26/07/2016 
14/11/2016 
11/01/2017 


04 017 
05/09/2018 
30/03/2019 


30/01/2014 
27/06/2014 
01/07/2014 
19/02/2015 
17 015 
01/06/2016 
04/08/2016 
20/10/2016 
06/10/2017 
06/10/2017 
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corresponde también señalar que recientemente se arribó a un acuerdo técnico con 
Japón, por lo que se espera la suscripción del CD! con dicho país en el corto plazo. 


No se puede obviar que durante este período, nuestro país volvió a ser evaluado por el 
Foro Global, habiendo superado en el año 2015 la Fase 2 en el marco de la Revisión 
entre Pares mencionada oportunamente. Dicha Fase 2 implicaba un examen de la 
implementación y el funcionamiento efectivo del marco normativo evaluado en su 
momento en la Fase 1. 


Además en el mismo año 2015 Uruguay ingresó al Comité de Asuntos Fiscales de la 
OCDE y al Grupo de Revisión de Pares, teniendo participación activa en varios de los 
grupos de trabajo. 


Mientras tanto, Uruguay continúa negociando otros acuerdos de esta naturaleza con 
países relevantes, a la vez que continúa evaluando la posibilidad de iniciar nuevas 
negociaciones, respondiendo a propuestas de otros Estados o a la iniciativa propia 
derivada de los análisis de oportunidad pertinentes. 


1.El Plan de Acción BEPS, los acuerdos multilaterales, y el impacto a nivel 
doméstico. 


Cuando un CDI resulta aplicable, en una primera instancia se determina cómo se reparte 
la potestad tributaria entre los Estados de acuerdo con las reglas dispuestas en el 
Convenio, y posteriormente los Estados que asuman potestad tributaria aplican su 
legislación doméstica, teniendo en cuenta las eventuales restricciones que pudieran surgir 
del instrumento convenido. 


Como resultado de esta interacción entre la normativas domésticas y los CDI, puede 
ocurrir que se generen ciertos escenarios que tengan como consecuencia la doble no 
imposición o una imposición considerablemente reducida, lo que con frecuencia es 
aprovechado por quienes llevan adelante prácticas de planificación fiscal internacional, 
con la finalidad de minimizar la carga tributaria global. 


Con el paso de los años, los grandes grupos multinacionales fueron sofisticando y 
agudizando sus prácticas de planificación fiscal, aprovechándose de la situación descrita 
anteriormente, llegando a situaciones en las que la reducción tributaria alcanzada implica 
que esos grupos prácticamente no paguen impuesto a la renta en ninguna jurisdicción, o 
lo hagan por valores muy poco significativos, lo que claramente no es el resultado 
deseado por los CDI. 


En este contexto, uno de los hitos importantes en el período que nos viene ocupando, fue 
la adhesión de Uruguay al Marco Inclusivo BEPS (Base Erosion and Profit Shifting), 
integrado a la fecha por más de 130 países, con el objetivo común de poner punto final a 
las estrategias de elusión fiscal, que se aprovechan de las brechas y desajustes en las 
normas fiscales, para eludir o disminuir significativamente el pago de impuestos. 


Uruguay adhiere a dicho Marco Inclusivo el 30/06/16, habiendo asumido los compromisos 
que ello conlleva, cuyos efectos prácticos más notorios derivan en la adopción de 15 
medidas para combatir la elusión fiscal, mejorar la coherencia de las normas fiscales 
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internacionales, y asegurar un sistema tributario más transparente. El paquete de dichas 
15 medidas se ha dado a conocer como el Plan de Acción BEPS. 


Los compromisos asumidos implican al menos adaptarse a los que se denomina estándar 
mínimo (“minimum standard”), que se traduce en una serie de medidas de carácter 
preceptivo que deberán adoptar las jurisdicciones que pretendan incorporar las mejores 
prácticas en materia de fiscalidad internacional. 


Dicho estándar minimo comprende el cumplimiento de la Acción N* 5 (combatir las 
prácticas tributarias perniciosas)?, la Acción N* 6 (prevención del abuso de tratados), la 
Acción N* 13 (reexaminar la documentación sobre precios de transferencia) y la Acción N* 
14 (mejorar los mecanismos de resolución de controversias entre Estados). 


Mientras tanto, la Acción N* 15 de dicho Plan consta en la adopción de un Instrumento 
Multilateral (ML! —multilateral instrument- por sus siglas en inglés), que resulta ser un 
novedoso acuerdo a través del cual se pretenden modificar los CDI existentes de manera 
sincronizada y eficiente, con el fin de implementar rápidamente las medidas del Plan de 
Acción BEPS relacionadas con los tratados, dada la inviabilidad de modificar en plazos 
razonables los más de 3000 CDI existentes en el mundo, mediante acuerdos bilaterales. 


El 17/06/17 Uruguay suscribe el MLI junto a otras 67 jurisdicciones, mientras que a la 
fecha el número de países signatarios del mismo asciende a un número cercano a 90, 
cubriendo más de 1500 CDI. Vale decir que este Instrumento se encuentra a estudio del 
Parlamento uruguayo desde el 04/06/18 (Comisión de Asuntos Internacionales de la 
Cámara de Representantes — Carpeta N* 3165 de 2018), fecha en la cual el Poder 
Ejecutivo remitió el Proyecto de Ley para su aprobación. 


Es importante mencionar que las disposiciones incluidas en el MLI pretenden garantizar 
que los beneficios tributen dónde se lleven a cabo las actividades económicas 
sustanciales que generen los beneficios y dónde se cree valor, alineándose muy bien con 
los intereses de nuestro país que dan prioridad al principio de la fuente territorial como 
criterio de conexión en materia tributaria. 


Asimismo, otro hito importante en este periodo fue la firma por parte de Uruguay de la 
Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal (en adelante "la 
Convención”), ocurrida el 01/06/16, y posteriormente ratificada por el Parlamento 
uruguayo por Ley N* 19.428 de 26/08/16. 


Dicha Convención da el marco normativo para que los paises adherentes coordinen 
esfuerzos para fomentar todas las formas de asistencia administrativa en asuntos 
relacionados con impuestos de cualquier naturaleza, y al mismo tiempo asegurar la 
adecuada protección de los derechos de los contribuyentes. A la fecha, son más de 120 


$ En base a esta medida, se modificaron en Uruguay el régimen de Zona Franca, y las exoneraciones tributarias de las 
actividades de software, biotecnología y bicinformática. 
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los paises que han adherido a la Convención, lo que le otorga un importante poder de 
aplicación. 


Por su parte, al amparo del artículo 6 de la Convención, que habilita el intercambio 
automático de información tributaria, el 30/06/19 Uruguay suscribió el Acuerdo 
multilateral entre autoridades competentes para el intercambio de los reportes País 
por País (*CbC”-country by country- por sus siglas en inglés) en el marco de los controles 
de los Precios de Transferencias entre empresas que integran grupos multinacionales de 
gran porte. 


También en dicho marco, el 02/11/16 Uruguay suscribió el Acuerdo Multilateral de 
Autoridades Competentes para el Intercambio del Información de financiera ('CRS” 
common report standard- por sus siglas en inglés) que significó el puntapié inicial en la 
incursión de Uruguay en los procesos de intercambio automático de información 
financiera. 


Otro de los grandes impactos de este contexto a nivel de la normativa interna uruguaya, 
sin dudas está marcado por la promulgación de la Ley N* 19.484 de 05/01/17 (Ley de 
transparencia fiscal), que posee cuatro capítulos con temáticas bien distintas, pero que 
tienen como factor común la persecución del objetivo de avanzar hacia la convergencia 
con los estándares internacionales: 


+ Capítulo 1: regula la remisión de información a la DGI en forma automática, 
correspondiente a los saldos y rentas de origen financiero que sus titulares tengan en 
entidades financieras, con el objetivo de que dicho organismo pueda dar cumplimiento 
a sus cometidos, así como proceder al intercambio de información con autoridades 
competentes de Estados extranjeros en el marco de acuerdos o convenios 
internacionales ratificados por la República. 


+ Capítulo ll: procura obtener la identificación del beneficiario final de las entidades 
residentes en la República, así como de las entidades no residentes que tengan un 
nexo suficiente con el país, creándose un registro centralizado en el ámbito del Banco 
Central del Uruguay. Adicionalmente, se establece la obligación de comunicar al 
registro centralizado que llevará el BCU la información de los titulares legales de las 
acciones y participaciones nominativas en determinadas entidades (notar que en la Ley 
N* 18.930 sólo se obligaba a aquellas entidades con participaciones al portador). 


+ Capítulo lll: establece normas tributarias dirigidas a desestimular la utilización de 
entidades residentes, domiciliadas, constituidas o ubicadas en jurisdicciones o países 
de baja o nula tributación, o que se beneficien de un régimen especial de baja o nula 
tributación (BONT). 


+ Capítulo IV: se establecen nuevas obligaciones respecto a la información y 
documentación de operaciones comprendidas en el régimen de precios de 
transferencia del IRAE, que permitirá al Uruguay intercambiar información consolidada 
y completa de las operaciones que realizan los grupos multinacionales. Además, se 
establece la ampliación del régimen de acuerdos anticipados de precios, posibilitando 
la suscripción de los mismos con otras Administraciones Tributarias, en determinadas 
condiciones. Cabe destacar que con este capítulo se da cumplimiento al compromiso 
de incorporar la Acción N* 13 del Plan de Acción BEPS. 


10 de setiembre de 2019 CÁMARA DE SENADORES 139-C.S. 


v. El CDI entre Uruguay e Italia 


inmerso en este contexto, el CDI con Italia puede definirse como un tratado de última 
generación, que involucra todas las medidas tendientes a hacerlo totalmente compatible 
con los principios sostenidos por el país, con sus intereses políticos y económicos, y con 
los compromisos asumidos con la comunidad internacional. 


Se trata así de un CDI plenamente alineado con el "estándar mínimo”, pero que a su vez 
incorpora varias disposiciones que, sin integrar dicho estándar, lo dotan de una solidez 
técnica de gran calidad para adaptarse a los multifacéticos escenarios a los cuales está 
llamado actuar, sin generar brechas que puedan contribuir con un uso indeseado del 
instrumento convenido, que pueda alterar principios básicos de la tributación como la 
eficiencia y la equidad. 


A continuación se hace una breve reseña de las principales disposiciones de este CDI, 
que nos permiten catalogarlo como un acuerdo de última generación. 


+ Preámbulo: Se introduce un preámbulo que además de poseer el objeto específico del 
CDI, también incluye una declaración explícita contra la elusión y la evasión fiscal, lo 
que resulta de suma importancia a los efectos de la interpretación del CDI, 
considerando que, en base a lo dispuesto en la Convención de Viena, el mismo forma 
parte de su contexto. 


+ Establecimiento Permanente (EP): El artículo 5* que refiere a la figura del EP es de 
vital importancia para los Estados que buscan atraer inversiones (como es el caso de 
Uruguay), ya que estos Estados podrán someter a imposición de acuerdo con su 
normativa interna, las rentas empresariales que un residente de un Estado contratante 
genera a través de un EP situado en su territorio, mientras que, en caso contrario, 
deberá renunciar integramente a la potestad tributaria sobre este tipo de rentas. 


Con la finalidad de evitar la elusión de estatus de EP, se incluyeron las siguientes 
disposiciones: 


1. Condición en la "lista negativa”” de que todas las actividades comprendidas en la 
misma tienen que ser de carácter auxiliar y preparatorio. 


2. Norma anti-fragmentación, que tiene como objetivo evitar aquellas situaciones en 
las cuales los grupos multinacionales fragmentan sus actividades, con la finalidad 
de que cada una de ellas sea considerada dentro de la “lista negativa”, y así no 
configurar EP. Aquí se introduce el concepto de persona estrechamente 
relacionada, definido en el mismo artículo. 


? Actividades que no configuran EP, incluso cuando sean desarrolladas a través de un lugar fijo de negocios. 
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3. Norma anti-elusión, que busca evitar que se eluda la verificación de un EP, 
mediante estrategias llevadas a cabo mediante acuerdos de comisionistas y 
estrategias similares. 


e Ganancias de capital: Se fortaleció la norma anti-abuso aplicable ante las prácticas 
realizadas con estructuras jurídicas conocidas como *sociedades de inmuebles”, con el 
fin de evitar manejos que permitan evitar la aplicación del impuesto en el lugar de 
ubicación de los mismos. En tal sentido se estableció que si más del 50% del valor de 
las acciones o derechos comparables durante cualquier momento de los últimos 365, 
corresponde a inmuebles ubicados en el otro Estado contratante, dicho Estado puede 
gravar las rentas que se generen en ocasión de la venta de las participaciones 
patrimoniales de dichas sociedades. 


e Derecho a los beneficios: Se incorpora un artículo en el cual se incluye una cláusula 
PPT (test de propósito principal) que tiene como finalidad negar los beneficios en 
aquellos casos en los cuales se pueda comprobar fehacientemente que una operación 
específica fue realizada únicamente con el objetivo de recibir los beneficios 
comprendidos en el CDI, o que dicho objetivo fue uno de los principales perseguidos 
por las operaciones o acuerdos en cuestión. 


Además, en dicho artículo también se incluye una cláusula en la cual el Estado fuente 
puede negar los beneficios (y por ende aplicar impuestos en base a su legislación 
doméstica) en aquellos casos en los cuales una entidad residente en uno de los 
Estados contratantes, utilice un EP situado en una tercera jurisdicción, y las ganancias 
de dicho EP se encuentren sometidas a una imposición reducida. 


+ Arbitraje: Considerando que el conjunto de disposiciones incorporadas (que como se 
dijo tienen como propósito evitar abusos y la planificación tributaria internacional) 
pueden ocasionar conflictos en la aplicación del CDI, en caso de no arribarse a una 
solución a través del procedimiento de acuerdo mutuo, se prevé la posibilidad de 
dirimirlos a través de un arbitraje de carácter opcional (no obligatorio). 


+ Impuesto al Patrimonio: Se ha acordado no incluir el artículo relativo al Impuesto al 
Patrimonio, debido a que la República Italiana no tiene este tipo de impuesto y por 
tanto no genera problemas de doble imposición. Por lo tanto, la exclusión de este 
impuesto en el CDI busca principalmente evitar que se produzcan eventuales 
escenarios de doble no imposición, en virtud del posicionamiento de nuestro país ante 
el contexto internacional actual de lucha coordinada frente a la planificación fiscal 
agresiva. 
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Texto del convenio 


CONVENIO 
ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Y 
LA REPÚBLICA ITALIANA 


PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN EN MATERIA DE 
IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y PREVENIR 
LA EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL 


La República Oniental del Uruguay y 
La Republica halana 


Con el deseo de seguir desarrollando sus relaciones económicas y de relorrar su 
cooperación en maleria tnbutana, 


Con la intención de concluir un convenio para elminar la dobe mposición en 
malena de impuestos sobre la renta sin generar oportunidades para la no 
imposición o para una imposición educida mediante evasión o elusión fiscal 
(ncluida ta práctica de la busqueda del converso más favorable - reaty shopping 
» Que persigue la obtención de los baneficiós previstos er este Convenio para el 
beneficio indirecto de residentes de terceros Estados) 


Han acordado lo siguiente: 
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CAPÍTULO | 
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO 
Articulo 1 
PERSONAS COMPRENDIDAS 


El presente Convenio se apica a las personas "esdentes de uno o de 
ambos Estados Contratantes 


Articulo 2 
IMPUESTOS COMPRENDIDOS 


1. El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta expoles 
por cada uno de los Estados Contratantes. sus subdiwsiomes polibcas O sus 
autoridades locales, cualquiera que sea el sisiema de exacción 


2. Se consideran impuestos sobre la renta los que gravan la totalidad de la 

renta o cualquier parte ce la misma, incluidos los impuestos sobre las 

ganancias derivadas de la enajenación de la propiedad mobiiana O 

inmobiliaria, los impuestos sobre los mpontes totales de os sueldos o salarios 

e por las empresas, asi como los impuestos sobre las plusvalias 
entes, 


3. Los impuestos actuales a los que se aphca este Convemo son en 
particular. 


a] enltalña: 


() el impuesto a la renta personal (Imposta sul reddito delle persone 
fisiche); 
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(i) el impuesto a la renta corporatwo (limposta sul reddito delle societa; 
y 


(ñi) el impuesto regional sobre aciwdades productiwas (Imposia 
regionale sulle attivitá produttive) 


sean o no recaudados por retención en la fuerte 
(en adelante denominados como "impuesto tarano”) 


b) en Uruguay: 
(i)_ el Impuesto a las Rentas de las Acimdades Económicas (IRAE) 
(ii) el Impuesto alas Rentas de las Personas Fis.cas (IRPF), 
(iii) el Impuesto a las Rentas de los No Reside les (IRNR) y 
(1) el Impuesto de Asistencia a la Seguridad Social 11ASS) 


(en adelante Jenominados como "mpuesio uruguayo”) 


4. El Convenio se aplicará igualmente a los impuestos de naturaleza wentica 
o análoga que se establezcan con poslenondad a la fecha de la firma del 
mismo, y que se añadan a los actuales o les susituyan Las autondades 
competentes de los Estados Contratantes se comunicarán mutuamente las 
modificaciones significativas que se hayan introcucido en sus tespectwas 
legislaciones fiscales. 
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CAPÍTULO $ 
DEFINICIONES 
Arúculo 3 
DEFINICIONES GENERALES 


A los efectos del preserte Convemo, a menos que de su conlexto se 


infera una interpretación dilerente 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


el término *ltalia” significa la Repúbhica tahana e incluye cualquier area 
más allá de las aguas terrionales que sea designada como un alea 
dentro de la cual Italia, de acuerdo con su legislación y de contormadad 
con el derecho internacional, pueda ejercer derechos de soberania con 
respecto a la exploración y explotación de los recursos naturales del 
lecho marina, el subsuelo y las aguas superyacentes, 


el término “Uruguay” significa la Republica Oriental del Uruguay y 
cuando se utilce en sentido geográhico significa el terntono en el que se 
aplican las leyes impositivas. incluyendo el espacio aéreo, las áeas 
marítimas, bajo jurisdicción uruguaya o en las que se ejerzan derechos 
de soberania, de acuerdo con el derecho imernacional y la legusiacior 
nacional; 


las expresiones "un Estado Contratante” y "el otro Estado Contratante” 
significan Uruguay o Italia, según el contexto 


el término "persona” comprende las personas fisicas, las socdaoes y 
cualquier otra agrupación de personas, 


el término "sociedad” significa cualquier persona juridica o cualquier 
entidad que se considere persona juridica a efectos impositwes 
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MN las expres.ones "empresa de un Estado Contratante” y "empresa cel ovo 
Estado Contratante” significan, respectivamente, una empresa explolada 
por un resióente de un Estado Contratante y una empresa explotada por 


un residente del otro Estado Contratante. 


g) la expresión "tráfico internacioral” ssxnifica todo transporte efectuado por 
un buque o aeronave. salvo cuando el buque o aeronave sea explotado 
únicamente entre puntos situados en un Estado Contratante y la 
empresa que explole el buque o aeronave no sea una empresa de ese 
Estado; 


h) ta expresión "autoridad competente” signfica 


19) en el caso de tala el Minisieno de Economia y 
Finanzas o sus representantes autorizados 


(1) en el caso de Uruguay, el Minisieno de 
Economia y Finanzas o su representante avtonzado. 


i) eltérmino "nacional". en relación con un Estado Contratante. significa 


10) toda persona fisica que posea la nacionaidao 9 
ciudadania de este Estado Contratante. y 


(1) toda persona juridica sociecad de personas - 
partnersnip- o asociación, que tenga la caldad de lal conforme a la 
legislación vigente en este Estado Contratante 


j) la expresión "fondo de pensión reconocido” de un Estado signáfica una 
entidad o acuerdo establecido en ese Estado. que es tratado como una 
persona separada conforme a la legislación fiscal de ese Estado y 


(0 que es establecido y opera exclusiva O cas: 
exclusivamente, para admwistrar o proveer beneficios de retro y 
beneficios awiliares o accesonos a personas fisicas. y que es 
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regulado como tal por ese Estado o por ura de sus subdiws»ones 
políticas o autoridades locales, a 


(5) que es establecido y opera exclusiva. o cas: 
exclusivamente, para inver fondos en beneficios de entidades O 
acuerdos refendos en la subdivisión (1) 


2. Para la aphcación del Convenio por un Estado Contratante en un 
momento determinado, cualquier término o expresión no definda en el mistro 
tendrá, a menos que de su contexto se infera una interpretación diferente e' 
significado que en ese momento le atribuya la legislación de ese Estado 
relativa a los impuestos que son objelo del Convemo. plevaleciendo el 
significado atribuido por esa legislación fiscal sobre el que resultaria de otras 
leyes de ese Estado. 


Artículo 4 
RESIDENTE 


1. Alos efectos de este Convenmo, la expresión "“esxddiente de un Estado 
Contratante” significa toda persona cue, en virtud de la legislación de ese 
Estado, esté sujota a imposición en el mismo en razón de su domiciko, 
residencia, lugar de constitución. sede de dirección o cualquier otro centeno de 
naturaleza análoga, incluyendo también a ese Estado y a $us subdiwsiones 
políticas o autoridades locales, asl como también a un fondo de pensión 
reconocido de ese Estado. Esta expresión no imcluye, sin embargo a las 
personas que estén sujetas a imposición en ese Estado exclusmamenle por la 
renta que obtengan de fuentes situadas en el clado Estado 


2. Cuando, en virtud de las disposicones del apartado 1 una persona “s.ca 
sea residente de ambos Estados Contratantes, su s tuación se resolverá de la 
siguiente manera: 


a) dicha persona será considerada residente solamente del Estado donde 
tenga una vivienda permanente a su oisposición. s: tuviera una vivienda 
permanente a su disposición en ambos Estados. se considerará 
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residente solamente del Estado con el que mantenga relaciones 
personales y económicas más estrechas (centro de miereses vitales). 


b) si no pudiera delerminarse el Estado en el que dicha persona tene el 
centro de sus intereses vitales o s: no tunera una vwenda permanente a 
su disposición en ninguno de los Estados, se considerara ¡esdente 
solamente del Estado donde viva habrualmente, 


c) siwiviera habitualmente en ambas Estados, o no lo hiaera en ninguno ce 
elos, se considerará resiieme solamente del Estado del que sea 
nacional; 


d) si fuera nacional de ambos Estados, o no lu fuera de ninguno de enos 
las autoridades competentes de los Estados Contratantes resolveran el 
caso de común acuerdo. 


3. Cuando en virtud de las disposiciones del apartado 1 una persona 
distinta de una persona fisica, sea residente de ambos Estados Conlialanies 
las autoridades compelentes de los Estados Contratantes harán lo posible por 
determinar, mediante acuerdo armsloso, el Estado del cual dicha parsana asnra 
considerada residente a los efectos del Convenio, temendo en cuenta su sede 
de dirección efectiva, el lugar de su constitución o de creación. y cualquier otro 
factor relevante. En ausencia de ese acuordo. dicha persona no tendrá derecho 
a las desgravaciones o exenciones prevstas en el presente Convemo, salvo en 
la medida y en la forma que puedan acordar las autondades competentes de 
los Estados Contratantes 
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Articulo 5 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE 


1. A efectos del preserie Convemo, la expresión “establecimiento 
permanente” significa un lugar fjo de negocios mediante el cual una empresa 
realiza toda o parte de su actividad 


2. Laexpresión "establecamento permanente? comprende, en especia! 


a) las sedes de dirección, 

b) las sucursales: 

e) las oficinas; 

d) las fábricas, 

e) los talleres; y 

y) les minas. los pozos de petróleo o de gas. las canteras o 


cualquier olro lugar de extracción de recursos naturales 
3 — La expresión "establecimiento permanente” comprende asimismo 


a) una obra, o un proyecto de construcción o mstalación o montaje o las 
actividades de supervisión relacionadas con elos, pero solo s: la 
duración de dicha obra, proyecto o actvwdad excede de ses meses, 


b) la prestación de servicios por parte de una empresa por miermedio ce 
sus empleados u otro personal contratado por la empresa para acre 
propósito, pero sólo en el caso de que las acivdades de esa naturaleza 
prosigan (en relación oon el mismo proyecto o con un proyecto conexo) 
en un Estado Contratante, durante un penodo o penodos que en lotal 
excedan de 183 días, dentro de un penodo cualgwera de doce meses 
que comience o termine en el ¿ño fiscal considerado 


4. No obstante las disposiciones anteriores de este Articulo, se consMera 
que la expresión "establecimiento permanente” no incluye 
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a) la utilización de instalaciones con el uno fin de almacenar 
exponer o entregar bienes o mercancias pertenecientes a la empresa 


b) el mantenmiento de un depósito de bienes o mercancias 
pertenecientes a la empresa con el único hn de aimacenarias, 
exporerias o entregarlas, 


c) el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancias 
pertenecientes a la empresa con el único fin de que sean transformadas 
por otra empresa; 


d) el mantenimiento de un lugar (yo de negocios con el unico Im 
de comprar bienes o mercancias o de recoger información para a 
empresa; 


e) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el unico tm 
de realizar para la empresa cualquier otra actwoad, 


Y) el mantenimiento de un lugar fyo de negocos con el único tn 
de realizar cualquier combinación de las actidades mencionadas en los 
subapartiados (a) a (e), 


a condición de que dcha actividad o, en el caso del subapartado f) el 
conjunto de la actividad del lugar fio de negocuos, tenga un carácter auxiliar 
o preparatorio. 


4.1. El apartado 4 no será aplicable a un lugar fyo de negocios que sea 
usado o mantenido por una empresa, sí la misma empresa o una empresa 
estrechamente vinculada rea iza actwdades empiesanales en el mismo lugar o 
en otro lugar situado en el mismo Estado Contratante, y 


a) ese lugar u otro lugar constituya una establecmento permanente para la 
empresa o para la empresa estrechamente vmculada, en virtud de lo 
dispuesto en el presente Articulo, o 
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b) el conjunto de la actividad que resulla de la combinación de las 
actividades realizadas por las dos empresas en el mismo lugar. o por la 
misma empresa o empresas estrechamente vinculadas en los dos 
lugares, no sea de carácter auxiliar o preparalono, 


siempre que las actividades empresanales realizadas por las des empresas 
en el mismo Jugar, o por la misma empresa o empresas estrechamente 
vinculadas en los dos lugares, constituyan funciones complementarias que 
sean parte de una operación empresarial cohesionada 


5. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2. pero sujeto a lo 
dispuesto en el apartado 6, cuando una persona actúe en un Estado 
Contratante por cuenta de una empresa y, en el marco de tales actvidades, 
habitualmente concluya contratos, o habítualmenie juegue el rol pimcpal 
tendiente a la conclusión de contratos que son conciuwdos rutimaramente sn 
modificaciones materiales por parte de la empresa y tales contralos se realzan 


a) en nombre de la empresa, o 


b) para la transferencia de la propiedad, o para otorgar el derecho al uso de 
bienes cuya propietaria sea la empresa o que la empresa tenga el 
derecho a su uso, o 


C) para la prestación de servicios por pare de esa empresa, 


se considerará que esa empresa liene un establecimiento permanente en 
ese Estado respecto de las aciwdades que dicha persona realce para la 
empresa, a no ser que las aciwdades de esa persona se limiten a las 
mencionadas en el apartado 4 y que, de haber sido realizadas pot mejuo de 
un lugar fijo de negocios, no hubieran determmado la consideración de cicho 
lugar fijo de negocios como un establecimiento permanente de acuerdo con 
las disposiciones de ese apartaco 
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6. El apartado 5 no será apiicabe cuando la persona que actue en un 
Estado Contratante en nombre de una empresa del otro Estado Contratante 
realice actividades en el Estado mencionado en pnmer lugar como un agente 
independiente y actúe para la empresa dentro del marco ordinario de tales 
actividades. No obstante, cuando una persona actúe excluuva O as! 
exclusivamente en nombre de una O más empresas a las que esla 
estrechamente vinculada, esa persona no será consderada un agente 
mdependiente en el sentido del presente apariado con respecto a cualquiera de 
dichas empresas. 


7 El hecho de que una sociedad resdente de un Estado Contratante 
controle o sea controlada por una sociedad residente del otro Estado 
Contratante o que realice actindades empresanales en ese otro Estado (ya sea 
por medio de establecimiento permanente o de olra manera), no conwerte por 
si solo a cualquiera de estas sociedades en establecimiento permanente de la 
olra. 


8. A los efectos del presente Articulo, una persona o empresa esta 
estrechamente vinculada a una empresa sí temendo en cuenta todos los 
hechos y circunstancias relevantes una bene el contro! de la otra o ambas 
están bajo el control de las mismas personas o empresas En todo caso se 
aumiderará que una persona y empreses eslá estetiemente vculada a una 
empresa sl una posee, directa o ndwectamente. más del 50 por csento de las 
participaciones en los beneficios de la otra (o. en el caso de una socedad. más 
del 50 por ciento de la totabdad de los votos y del valor de sus acciones. o de 
las participaciones en los beneficios palrmorales de la sociedad), o su otra 
persona o empresa poses, drecta o mánrectamente, más del $0 por cuento de 
las participaciones en los beneficios (o. on el caso de una sociedad, mas ael 50 
por ciento de la totalidad de los votos y del valor de sus acciones. o de .as 
participaciones en los beneficios patrimoniales de ía sovedad) de la persona y 
de la empresa o de las dos empresas 


10 de setiembre de 2019 


10 de setiembre de 2019 


CÁMARA DE SENADORES 


CAPÍTULO lll 
IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS 
Articulo 6 
RENTAS INMOBILIARIAS 


1. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga de la 
propiedad inmobijaria (incluidas las rentas de explotaciones agricolas o 
forestales) stuada en el otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado. 


2. La expresión "propiedad inmobiliaria” lendrá el ssgnficado que le ati buya 
el derecho del Estado Contratante en que la promedad en cuestón este 
siluada. Dicha expresión comprende en todo caso la propiedad accesoria a la 
propiedad inmobiliaria, el ganado y el equipo ublizado en las explotaciones 
agrícolas y forestales, los derechos a los que sean aplicables las disposiciones 
de derecho privado relativas a los bienes raices, el usufructo de la propiedad 
inmobiliaria y el derecho a percibir pagos fijos o variables en contraprestación 
por la explotación, o la concesión de la explolación. de yacimientos minerales 
fuentes y otros recursos naturales, los buques y aeronaves no lendrán la 
consideración de propiedad inmobiliaria. 


3. Las disposiciones del apartado 1 son aphcables a las rentas derivadas de 
la utilización directa, el arrendamiento o aparcería, asi como de cualquier otra 
forma de explotación de la propiedad inmobiliaria 


4. — Cuando la propiedad de acciones u otras paricpaciones en una socieoac 

o fideicomiso le permitan al propietano de tales acciones O participaciones e 

disfrute de propiedad inmobilaria detentada por la sovedad o hdeicomiso, la 

renta por la utilización directa, el arrendamiento o el uso. asi como de cuaquier 

otra forma de explotación de tales derechos de distrule, puede scmeterse a 

>. en el Estado Contratante en que la propiedad en cuestión este 
vada. 
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5. Las disposiciones de los apartacos 1, 3 y 4 se aplican igualmente a las 
rentas derivadas de la propiedad inmobiliaria de una empresa y a las rentas 
derivadas de la propiedad inmobdiaria utlizada para el ejercicio de servicios 
personales independientes. 


Articulo 7 
UTILIDADES EMPRESARIALES 


1 Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante solamente 
podrán someterse a imposición en ese Estado, a no ser que la empresa realce 
su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento 
permanente situado en él. En tal caso, dichas utilidades pocrán ser gravadas 
en el otro Estado, pero solamente en la parte alribumbie a ese establecimento 
permanente de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 


2. Alos efectos de lo dispuesto por este Articulo y por el Articulo 22 las 
ulilidades que sean atribuibles en cada Estado Contratante al establecimiento 
permanente referido en el apartado 1 son las utidades que pudiera esperarse 
que obtuviera, en particular en sus acuerdos con otras partes de la empresa. s: 
fuera una empresa separada e independiente actuando en las mismas 3 
similares actividades bajo las mismas o similares cordiciones. lenmendo en 
cuenta las funciones desarrolladas, los activos utikzados y los nesgos 
asumidos por la empresa a través del establecimiento permanente y a través 
de otras partes de la empresa. 


3. Cuando de acuerdo con lo dispuesto en el aparnado 2. un Estado 
Contratante ajuste las utlidades que sean atribuibles a un establecimmento de 
una empresa de uno de los Estado Contratante y en consecuencia grave las 
utilidades que ya han sido gravadas en el otro Estado, el otro Estado practicara 
el ajuste correspondiente de la cuantia del impuesto que ha percibido sobre 
esas utilidades, en la medida que sea necesano para eliminar la dobie 
imposición sobre las mismas. Para determinar dicho ajuste, las autondades 
competentes de los Estados Contratantes se consultarán en caso necesario 
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4. Cuando las utilidades comprendan elementos de renta regulados 
separadamente en otros Articulos de este Convenio, las disposiciones de 
dichos artículos no quedarán alectadas por las del presente Artícuic 


Articulo 8 
NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA INTERNACIONAL 


1. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante procedentes de 
la explotación de buques o aercnaves en trafico internacional podián 
someterse a imposición solamente en ese Estado 


2. Las disposiciones del apartado 1 son lambién aplicables a las utiddades 
procedentes de la participación en un consorcio -pool- en una empresa mixta O 
en una agencia de explotación nlemacional 


Articulo 9 
EMPRESAS ASOCIADAS 


1, Cuando 


a) una empresa de un Estado Contralamte participe drecta € 
indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa de 
otro Estado Contratante, o 


b) unas mismas personas parteipen directa o indirectamente er la 
dirección, el control o el captal de una empresa de un Estado 
Contratante y de una empresa del otro Estado Contratante, 


y, en uro y otro caso. las dos empresas estén, en sus relaciones 
comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas 
que difieran de 'as que serian aco"dadas por empresas independientes, las 
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ubilidades que habrian sido oblenddas por una de las empresas de no exist: 
dichas condic ones, y que de hecho no se han realizado a causa de las 
mismas, podrán incluirse en las utilidades de esa empresa y somelerse a 
imposición en consecuencia. 


2. Cuando un Estado Contratante incluya en las uthdades de una empresa 
de ese Estado -—y, en consecuencia, grave- las de una empresa de. otro 
Estado que ya han sido gravadas por este segundo Estado. y estas utildades 
as! Incluidas son .as que habrian sido realizadas por la empresa del Estado 
mencionado en primer lugar si las condiciores convenidas entre las 00s 
empresas hubieran sido las acordadas entre empresas independien!es, ese 
otro Estado practicará el ajuste correspondiente de la cuantia del impuesto que 
ha percibido sobre esas utilidades. Para determinar dicho ajuste se tendrán en 
cuenta las demás disposiciones cel presente Convenmo y las autonmades 
competentes de los Estados Contratantes se consultarán en caso necesano 


Artículo 10 
DIVIDENDOS 


1. Los dividendos pegados por una sociedad residente de un Estado 
Contratante a un residento del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado 


2. Sin embargo, los dividendos pagados por una sociedad resilente de ur 
Estado Contratante pueden somelerse también a imposición en ese Estace 
según la legislación de ese Estado. poro si el beneficiano efectivo de los 
dividendos es un residente del otro Estado Contratante, el impuesto asi expido 
no podrá exceder del: 


a) 5 por ciento del importe bruto de los dimdendos s: el 
beneficiario efectivo es una sociedad (exciudas las sociedades de 
personas —partnerships-) que posea directamente al menos el 10 por 
ciento del capital de la sociedad que paga los dividendos: 
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b) 15 por ciente del importe bruto de los dindendos en los 
demás casos. 


Este apartado no afecta a la imposición de la sociedad respecto de las 
utilidades con cargo a las cuales se pagan los diwdendos 


3. El término “dividendos”, en el sentdo de este Articulo, signica las rentas 
de las acciones, de las acciones o bonos de disfrute, de las partapaciones 
mineras, de las partes de fundador u otros derechos, excepto los de crédito, 
que permitan participar en las utiedades, asi como las renlas de otras 
participaciones sociales sujetas al mamo regimen fiscal que las rentas de las 
acciones por la leg'slación del Estado de residencia de la sociedad que haze a 
distribución 


Articulo 11 
INTERESES 


1. Los intereses procedentes de un Estado Contratante y pagados a un 
residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición er ese 
otro Estado. 


2. Sin embargo, los intereses procedentes de un Estado Contratante pueden 
someterse también a imposición en ese Estado según la legssiación ce ese 
Estado, pero si el beneficiano efectivo de los intereses es un resiente del otro 
Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del 10 por cientu 
dal importe bruto de los intereses. 


3. No obstante las disposiciones del apartado 2. los imereses procedentes 
de un Estado Contratante y pagados a un residente del otio Estado 
Contratante, podrán someterse a imposición solamete en ese otro Estado s: el 
perceptor es el beneficiario efectivo de los intereses y 


(a) es el Estado, una de sus subdwisiones politicas o aulondades locales, 
o el Banco Central, 
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(b) es una institución financiera pública establecida de conformidad con la 
legislación del Estado Contratante: 


(c) es pagado a una institución financiera por un préstamo de al menos 
tres años para la financiación de proyectos de inversión, 


(d) es pagado por el Estado cel cual proceden los mtereses. o por una de 
sus subdivisiones políticas, autondades locales u organismos de 


derecho público; o 


(e) es pagado con respecto de un préstamo. una deuda o un credito, que 
se deba o haya sido concedido. garantizado o asegurado. por ese 
Estado o una de sus subdivisiones políticas o autondades locales o 
por una agencia de financiación de exportaciones del mismo 


4. El término “mtereses”, en el sentido de este Aniculo, significa las rentas 
de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía hipotecaria o cláusula de 
participación en las utilidades del deudor, y en particular las rentas de valores 
públicos y las rentas de bonos y obligaciones, inciuwwdas las primas y premios 
unidos a esos titulos. Las penalizacones por mora en el pago no se cons. dera? 
intereses a efectos del presente Artículo. 


5. Las disposicones de los apanados 1 y 2 no son apicables 5 €: 
beneficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Contratante 
realiza en el otro Estado Contratante, del que proceden los intereses una 
actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situadc alla 
o ejerce en ese olro Estado servicios personales independientes desde una 
base fija situada alli, y el crédito que genera los intereses está vinculado 
efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fia. En tal caso son 
aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Articulo 14. según corresponda 


6. Los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratante 
cuando el deudor sea un residente de ese Estado Sin embargo. cuando el 
deudor de los intereses, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en 
un Estado Contratanta un establecimiento permanente o base fija. en relación 
con el cual se haya contraldo la deuda por la que se pagan los intereses y 
estos últimos son soportados por el citado establecimiento permanente c base 
fía, dichos intereses se considera:án procedentes del Estado er que este 
situado el susodicho establecimiento permanente o base fija. 
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7. Cuando en razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y 
el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro manlengan con lerceros el 
importe de los intereses, habida cuenta del crédito por el que se paguen 
exceda del que hubieran convenido el deudor y el acreedor en ausercia de 
tales relaciones, las disposiciones de este Articulo no se aplicarán más que a 
este último importe. En tal caso la cuantía en exceso podrá some“erse a 
imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante temendo 
en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio 

4. Las disposiciones de los aparados 1 y 2 no son aplicables s: el 
beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado Contratante 
realiza en el otro Estado Contratante. del que es resdente la sovedad Que 
paga los dividendos, una actividad empresarial a través de un estabiec mento 
permanente situado alll, o ejerce en ese otro Estado semcios personales 
independientes desde una base fija situada all, y la parieipación que genera 
los dividendos está vinculada efectivamente a dicho estableaumento 
permanente o base fija. En tal caso son aplicables las dsposiciones del Aniculo 
7 o del Artículo 14 según corresponda. 


5. Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga 
utilidaces o rentas procedentes del olro Estado Contratante. ese otro Estado no 
podrá exigir impuesto alguno sobre los dividendos pagados por la socieda3 
salvo en la medida en que esos divdendos se paguen a un residente de ose 
otro Cstedo o la participación que genera los dimcendos esté veculada 
efectivamente a un establecimiento permanente o una base fia situada en ese 
otro Estado, ni tampoco someter las utilidades no d:sinbuwas de la socedac a 
un impuesto sobre las mismas, aunque los dividendos pagados o las utixcades 
no distribuidas consistan, total o parcialmente. en utibdades o rentas 
procedentes de ese otro Estado. 


Artículo 12 
REGALÍAS 


1. Las regallas procedentes de un Estado Contratante y cuyo benehciano 
efectivo es un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado, 
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2. Sin embargo, las regalas procedentes de un Estado Contratante tambien 
pueden someterse a imposición en ese Estado según la legislación de ese 
Estado, pero si el beneficiario efectivo de las regalias es residente del otro 
Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del 10 por cenlo 
del importe bruto de las regallas. 


3. El término “regalías”, en el sentido de este Artículo. significa las 
cantidades de cualquier clase pagadas por el uso, o la concesión de uso, de 
derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o cientificas, incluwas las 
películas cinemalográficas, o las películas o cintas para su difusión radial O 
televisiva, de patentes, marcas, diseños o modelos, planos fórmulas O 
procedimientos secretos, o por el uso o el derecho al uso de equipos 
industriales, comerciales o cientificos, o por informaciones relativas a 
experiencias industriales, comerciales o cientificas 


4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no son aplicables 5: el 
beneficiario efeclivo de las regalías, residente de un Estado Contratante 
realiza en el otro Estado Contratante del que proceden las regalias, una 
actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente siluado all: 
O ejerca en ese ctro Estado servicios personales independientes desoe una 
base fija situada all, y el bien o el deracho por el que se pagan las regalas 
está vinculado efoctivamonte a cicho establecimiento permanente o base ya 
En tal caso son aplicables las disposiciones del Articulo 7 o del Articulo 14 
según corresponda, 


5. Las regallas se consideran procedentes de un Estado Contratanie cuando 
el deudor sea un residente de ese Estado Sin embargo. cuando el deudor ce las 
regalías, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en un Estado 
Contratante un establecimiento permanente o base fija en relación con el cual se 
haya contaldo la obligación del pago de las regalias. y tales regalias son 
soportadas por el citado establecimiento permanente o base fija, dichas regalas 
se considerarán procedentes del Estado en que esté srtuado el susodicho 
establecimiento permanente o base fya 


6. Cuando, por las relaciones especiales existentes entre el deuda y el 
beneficiario efectivo o por las que un y otro mantengan con terceros, el 
importe de las regallas, habida cuenta del uso, derecho o información po: las 
que se pagan, exceda del que habrian convenido el deudor y el beneticano 
efectivo en ausenca de tales relaciones, las disposiciones de este Articulo no 
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se aplicarán más que a este último importe. En tal caso la cuantia en exceso 
podrá someterse a imposición de acuerdo con la legisiación de cada Estado 
Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente 
Convenio. 


Articulo 13 
GANANCIAS DE CAPITAL 


1. Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obienga de la 
enajenación de propiedad inmobiliana tal como se defme en el Articulo 5 
situada en el otro Estado Contratante, pueden someterse a impos.ción en ese 
otro Estado 


2. Las ganancias derivadas de la enajenación de proprdad mobáana que 
forme parte del activo de un establecmmiento permanente que una empresa ce 
un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o de propiedad 
mobiliaria relacicnada a una base a disponible para un residente de un 
Estado Contratante en el otro Estaco Contratante a fin de ejercer semcics 
personales independientes, incluyendo las ganancias derwadas de la 
enajenación de dicho establecimiento pornanente (sólo o con el cangunto de la 
empresa) o de dicha base fija, pueden someterse a imposición en ese otro 
Estado. 


3. Las ganancias de una empresa de un Estado Contratante que explote 
buques o aeronaves en tráfico internacional, denwadas de la enajenación de 
dichos buques o aeronaves, o de propiedad mobiara afecta a la explotación 
de yr buques o aoronaves, podrán someterse a mposición solamente er 
ese Estado. 


4. Las ganancias obtenidas por un residente de un Estado Contratante en la 
enajenación de acciones o de otos derechos comparables, lales como 
participaciones en una sociedad o un fideicomiso. pueden someterse a 
imposición en el otro Estado Contratante si, en cualquier momento durante los 
365 dias anteriores a la enajenación más del 50 px cuento del vaor de tales 
acciones o derechos comparabies procede. de lorma duecta o indwecta de 
propiedad inmobiliaria en el sentido del Artículo 6, situada en ese otro Estado 
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5. Las ganancias derivadas de la enajenación de acciones O de otras 
partcipaciones en una sociedad o fideicomiso, que otorguen al propietano de 
dichas acciones o participaciones el derecho al disfrute de bienes inmuebles 
situados en un Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese 
Estado. 


6. Las ganancias oblenidas por un residente de un Estado Contratante en a 
enajenación de acciones o de otas participaciones en una sociedad O 
fideicomiso distintas de las mencionadas en los apartados 4 y 5, podran 
someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida la sovedad o 
fidelcomiso solamente si el enajenante, en cualquier momento durante los 365 
días anteriores a la enajenación, tuvo una participación de al menos el 50 por 
ciento en el capital de la sociedad o fideicomiso. Sin embargo, el impuesto as: 
exigido no podrá exceder del 12 por ciento del monto de las ganancias Este 
apartado no se aplica a las garancias derwadas de la enajenación > 
intercambio de acciones en el marco de una reorganzación de una sociedad 
una fusión, escisión u operación similar, 


7. Las ganancias derivadas de la enajenación de cualquier olro bien dis! nto 
de los mencionados en los apartados antonores pueden somealene a 
imposición sólo en el Estado Contratante en que resida el enajenante 


Arfículo 14 
SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES 


1. Las rentas obtenidas por un residente de un Estado Coniralanie 
por la prestación da servicios profesionales o el ejercicio de otras actdades 
de carácter independiente solamente podrán someterse a imposición an ese 
Estado, excepto en las s:guientes circunstancias, en que esas rentas también 
podrán someterse a imposición en el otro Estado Contratante: 


a)si tiene una basa fija disponible reguiarrente en el otro Estado 
Contratante con el propósito da realizar sus actmdades, en tal caso. 
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únicamente la parte de las rentas que sea atribuible a dicha base fya 
puede someterse a imposición en ese otro Estado: o 


b) si su permanencia en el otro Estado Contratante es por un periodo o 
periodos que en conjunto sumen o excedan 183 dlas dentro Je cualawer 
periodo de doce meses que comience o lermine en e año fscal 
consicerado; en tal caso, únicamente la parte de la renta que provenga 
de sus actividades realizadas en esa otro Estado puede someterse a 
impos:ción en ese otro Estado. 


2. La expresión "servicios profesionales” incluye especialmente las 
actividades indepencientes de carácter cientifico, llterano, anistico, educatwo o 
docente, asi como las actividades independientes de médicos. abogados 
ingenieros, arquitectos, dentistas y contadores 


Articulo 15 
RENTA DEL TRABAJO DEPENDIENTE 


1. Sin porjuicio de lo dispuesto en los Articulos 16, 18 y 19 los sueldos 
salarios y otras remuneraciones similares obtenidas por un residente de un 
Estado Contratante en razón de un trabajo dependiente sólo pueden sorrelarse 
a imposición en esa Estado, a no ser que el trabajo dependiente se desarrolle 
en el otro Estado Contratante. Si el trabajo dependiente 18 desarrolla en este 
Último Estado, las remuneraciones derivadas del mismo pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado Contratante 


2.  Noobstante lo dispuesto en el apartado 1, las remuneraciones oblenwas 
por un residente de un Estado Contratante en razón de un trabajo depend.ente 
realizado en el otro Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en 
el Estado menclonado en primer lugar si: 


a) el perceptor permanece en el otro Estado durante un periodo a periocos 
Cuya duración no exceda, en conjunto, de 183 días en Cualquer periodo 
de doce meses que comience o termine en el año fiscal considerado, y 
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b) las remuneraciones son pagadas por, o en nombre de, un empleador 
que no sea residente del otro Estedo Contratante, y 


c) las remuneraciones mo son soportadas por un establecmen'o 
permanente o base fija que el empleador tenga en el otro Éstaco 
Contratante, 


3. No obstante las disposiciones precedentes de este Anñiículo, las 
remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante por un 
trabajo dependiente como miembro de la dotación regular de un buque o 
aeronave, que es realizado a bordo de un buque o aeronave explotado en 
tráfico internacional, que no sea a bordo de un buque o aeronave explotado 
únicamente dentro del otro Estado Contratante, pueden someterse 2 
imposición solamente en el Estado mendonado en primer lugar 


4. Los pagos que procedan de un Estado Contratante en razón de un trabajo 
dependiente como indemnización por Jespido relacionada con ese trabajo 
dependiente, pueden someterse a imposición solamente en ese Estado 
Contratante. 


Artículo 16 
HONORARIOS DE DIRECTORES 
Los honorarios de directores y otras retribuciones similares que un 
residente de un Estado Contratante obterga como miembro del direciono o del 


consejo de administración o de vigilancia, de una sociedad residente del otro 
Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado 
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Articulo 17 
ARTISTAS DEL ESPECTÁCULO Y DEPORTISTAS 


1. No obstante lo dispuesto en los Articulos 14 y 15, las rentas que un 
residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de sus actdades 
personales en el otro Estado Contratante en calidad de arista del espectáculo. 
tal como actor de teatro, cine, radio o televisión o músico o como deporusta. 
pueden someterse a imposición en ese olro Estado. 


2. No obstante lo dispuesto en los Articulos 7, 14 y 15, cuando las rentas 
derivadas de las actividades personales de los artistas del espectáculo o los 
deportistas, actuaado en esa calidad, se atribuyan no ya al propio artsta del 
espectáculo o deportista sino a otra persona, dichas rentas pueden somelarse 
a imposición en el Estado Contratante donde se realbcen las actividades del 


artista del espectáculo o del deportista, 
Articulo 18 
PENSIONES 


Sin peguicio de lo dispuesto en el apanñado 2 del Artículo 19. las 
pensiones y demás remuneraciones similares pagadas a un residente de ur 
Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado 


Articulo 19 
FUNCIONES PÚBLICAS 


1. a) Los sueldos, salarios y otras remuneraciones simiares, pagadas por 
un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones polibcas O 
autoricaces locales a una persona física por los servicios prestados a 
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ese Estado o a esa subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a 
imposición en ese Estado. 


b) Sin embargo, dishos sueldos. salaros y 
remuneraciones sólo pueden someterse a imposición en el otro 
Estado Contratante sl los servicios se prestan en ese Estado y la 
persona fisica es un residente de ese Estado que. 


(1) es nacional de ese Estado, o 


() ro ha adquirido la condición de residente de ese Eslaco 
solamente para prestar los servicios. 


2. a) No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las pensiones y otras 
remuneraciones similares pagadas por un Estado Contratante o por 
una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales bien 
directamente o con cargo a fondos constituwdos por ellos. a una 
persona fisica por los semricios prestados a ese Estado o a esa 
subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a mposición en ese 
Estado. 


b) Sin embargo, dichas pensiones y olras remuneraciones srmiares sólo 
pueden someterse a imposición en el otro Estado Comiratante s: la 
persona física es residente y nacional de ese Estado. 


Arúculo 20 
ESTUDIANTES 


1. Las cantidades que reciba para cubrr sus gastos de manutención, 
estudios o capacitación un estudiante o una persona en prácticas que sea, o 
haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratanle. resiente 
del otro Estado Contratante y que se encuentre en el Estado mencionado en 
primer lugar con el único fin de proseguir sus estudios o capacitación no 
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puedan someterse a imposición en ese Estado Contratante sempre que 
procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado Contratante 


2. Los beneficios del presente Articulo $e extenderán solamente por un 
perlodo que no exceda de seis años consecutivos desde la fecha de su arribo 
al Estado mencionado en primer lugar. 

3. Lo dispuesto en los Artículos 15, 16, 17 y 18 se aphca a ¿os sueldos 
salarios, pensiones, y otras remuneraciones similares, pagados for los 
servicios prestados en el marco de una actividad o un negocio realzado por un 
Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas O aulonmaades 
locales. 


Articulo 21 
OTRAS RENTAS 


1. Las rentas de un residente de ur Estado Contratante, cualquwera que 
fuese su procedencia, no mencionadas en los anteriores Articulos del presente 
Convenio podrán someterse a imposición solamente en ese Estada 


2. Lo dis>uesto en el apartado 1 no es apicable a las rentas, distintas de las 
derivadas de la propiedad inmobilaria en el sentido del apartado 2 del Aniculo 
6, cuando el beneficiario de dichas rentas, residente de un Estado Contratante 
realice en el otro Estado Contratante una actividad o un negocio por med de 
un establecimiento permanente situado en el mismo, o ejerce en dicho otro 
Estado servicios personales independiertes desde una base fía alli siuada, y 
el derecho o bien por el que se pagan las rentas esté vinculado efectivamente a 
dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso son apiicables las 
disposiciones del Articulo 7 o del Articulo 14, según corresponda 


3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, las rentas de un 
residente de un Estado Contratante no mencionadas en los antenores Aniculos 
de este Convenio que procedan de otro Estado Contratante. pueden 
someterse a imposición en ese otro Estado si dichas rentas no están sujetas a 
Impuestos en el Estado mencionado en primer lugar. 
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CAPÍTULO IV 
MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
Artículo 22 
ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN 


1. En el caso de italia, la doble imposición se eliminará de la manera 


los residentes de ltalla que obtengan :entas que, de conformidad con las 
disposiciones del presente Convenio, suedan someterse a impos:ción en 
Uruguay, pueden incluir dichas rentas en la base imponible sobre la cual los 
impuestos son aplicables en italía, sujeto a las disposiciones aplicables de 12 
legislación talana. 


Sujeto a las disposiciones aplicables de la legsslación italiana haha perrmturá 
deducir del impuesto as| calcutaco, lus impuestos a las rentas pagados on 
Uruguay, pero tal deducción no podrá exceder la proporción del impuesto 
itakano atribuible a dichas rentas, que tales rentas tengan sobre la totalidad de 
la renta. 


Cuando de conformidad con cualquiera de las disposiciones de este Convemo 
la renta obtenida por un residente de Itala esté exenta de impuestos en Italia 
Italia podrá, no cbstante, tomar en consideración las rentas exentas para 
calcular el impuesto sobre el resto de las rentas de ese res.dente 


2. Enel caso de Uruguay, la doble imposición se eliminará de la manera 
siguiente: 


a) los residentes de Uruguay que obtengan rentas que, conforme a la 
legislación Haliana y a las disposiciones del presente Convemo, hayan 
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sido sometidas a imposición en Italia, podrán acreditar el impuesto 


abonado en tal concepto conira cualquier impuesto uruguayo a sel 
abonado con relación a la msma renta, sujeto a las disposiciones 
icables de la legislación uruguaya. Sin embargo. tal deducción no 


apl 
pedrá exceder la parte del 7 ro uruguayo sobre la renta. calculado 
previo al otorgamiento de la 


Cuando de conformidad con cualquiera de las disposiciones de este 
Convenio, la renta obtenida por un residente de Uruguay esté exenta ce 
impuestos en Uruguay, Urupuay podrá, no obstante, tomar en 
consideración las rentas exentas para calcular el impuesto sobre el resto 
de las rentas de ese residente, 
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CAPÍTULO Y 
DISPOSICIONES ESPECIALES 
Artículo 23 
NO DISCRIMINACIÓN 


1. Los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otra 
Estado Contratante a ningún impuesto u obigación relativa al mismo que no se 
exójan o que sean más gravosos que aquetos a los que estén o puedar estar 
sometidos los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas 
condiciones, en particular con respecto a la residencia. No obstante las 
disposiciones del Artículo 1, la presente disposición es también aphcable a las 
personas que no sean residenles de uno o de ninguno de los Estados 
Contratantes. 


2. Los establecimientos permanentes que una empresa de un Estaco 
Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serán sometidos a 
imposición en ese Estado de manera menos favorable que las empresas de 
ese otro Estado que realicen las mismas actvidades Esta disposición no podia 
interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a conceder a 109 
residentes del otro Estado Contralante las deducciones perscnales 
desgravaciones y reducciones impositivas que otorgue a sus propios resadentes 
en consideración a su estado civil o cargas familiares. 


3. A menos que se apliquen las disposiciones del apartado 1 del Articulo 9, 
del apartado 7 del Artículo 11 o del apartado 6 del Artículo 12, los mtereses, 
regallas y demás gastos pagados por una empresa de un Estado Comiratante a 
un residente del otro Estado Contratante serán deducibles para determirar las 
utilidades sujetas a imposición de dicha empresa, en las mismas condaaones 
que si se hubieran pagado a un residente del Estado mencionado en primer 


lugar. 


4. Las empresas de un Estado Contratante cuyo capital esté. tctal o 
parcialmente, poseido o controlado, directa o indirectamente, por uno o aros 
residentes del otro Estado Contratanie, no se someterán en el Estado 
mencionado en primer lugar a ningún impuesto u obhgación relativa al mismo 
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que no se exijan o que sean más gravosos que aquellos a los que estén o 
puedan estar sometidas otras empresas similares del Estado Contratante 
mencionado en primer lugar. 


5. No obstante las disposiciones del Artículo 2, las disposiciones del 
presente Articulo son aplicables a :odos los impuestos, cualquiera que 102 6u 
naturaleza o denominación. 


Artículo 24 
PROCEDIMIENTO AMISTOSO 


1, Cuando una persona considera que las medidas adoptadas por uno o por 
ambos Estados Contratantes implican o pueden implicar para ella una 
imposición que no esté conforme con las disposiciones del presente Convenio 
podrá, con independencia de los recursos previstos por el derecha interno de 
esos Estados, someter su caso a la autoridad competente del Estad) 
Contratante del qua sea residente o, sl fuera aplicable el apartado 1 del Articul> 
23, a la del Estado Coniralante cel que sea macional. El caso deberá ser 
planteado dentro de los tres años sigulantan a la primera notíicación Je la 
medida que implique una imposición no conforme a las disposciones del 
Convenio, 


2. La autoridad competente, si ta reclamación le parece fundada y $: nu 
puede por si misma encontrar una solución satisfactoria, hará lo posible por 
resolver la cuestión por medio de un acuerdo amistoso con la autordad 
competente del otra Estado Contratante, a fin de evitar una imposición que no 
se ajuste a este Convenio, El acuerdo será aplicable independienemente de 
los plazos previstos por el derecho interno de los Estados Contratantes 


3. Las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo 
posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o 
aplicación del Convenio por medio de un acuerdo amistoso. También podrán 
ponerse de acuerdo para tratar de eliminar la dobla imposición en los casos no 
previstos en el Convenio. 
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4.  Afin de llegar a un acuerdo en el sentido de los apartados anteriores, las 
autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán comunicarse 
directamente. 


5. Cuando 


a) en vinud del apartado 1, una fersona ha presentado un casc a la 
autoridad competente de un Emado Contratante alegando que las 
acciones de uno o ambos Esirados Contratantes le han ocassonado una 
imposición no conforme con las disposiciones del presente Convenio y 


b) las autoridades competentes no logran alcanzar un acuerdo para resolver 
ese caso conforme a lo dispuesio en el apartado 2, en un plazo de dos 
años desde la presentación del caso a la autoridad competente del otro 
Estado Contratante, 


todos los temas no resue'tos que suñan del caso podrán ser somelidos a 
arbilraje si la persona as! lo solicita y las autoridades competentes de los 
Estados Contratantes así lo acuerdan. Sin embargo, estos temas no resueltos 
no serán someticos a arbitraje si ya exsljera un fallo vxpedido por una conte o 
tribunal administrativo de cualquiera de los Estados. A menos que una 
porsona directamente afectada por el caso no acepte el acuerdo amistoso que 
implementa el fallo arbitral, dicho falkc será vinculante para ambos Estados 
Contratantes y se implementará indepandientemente de los plazos pienstos 
por el derecho interno de estos Estados. Las autoridades competentes de les 
Estedos Contratantes establecerán de mutuo acuerdo el modo de aplicación 
de este apartado. 


Artículo 25 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 


1. Las autoridades compelentes de los Estados Contratantes intercambiarán 
la información previsiblemente pertinente para aplicar lo dispuesto en el 
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presente Convenio o para administrar y exigir lo dispuesto en la legislación 
nacional de los Estados Contratantes relativa a los impueslos de toda clase y 
naturaleza percibidos por los Estados Contratantes, sus subdrws ones o 
autoridades locales en la medida en que la imposición prevista en el mismo no 
sea contraria al Convenio. El intercambio de información no vendrá limitado por 
los Artículos 1 y 2. 


2. La información recibida por un Estado Contratante en virtud del apartado 
1 será mantenida secreta de la misrra forma que la Información obten.da en 
virtud del derecho intemo de ese Estado y sólo se desvelará a las personas o 


apartado 1, de su aplicación efectiva o de la persecución del incumplaneento 
relativo a los mismos, de la resolución de los recursos en relación con los 
mismos o de la supervisión de las funciones anteriores. Dichas personas o 
autoridades sólo utilizarán esta inforrración para estos fines. Podrán desvelar 
la información en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias 
judiciales, No obstante lo anterior, la Información recibida por un Estado 
Contratante puede ser usada para otios propósitos cuando dicha información 
pueda ser usada para esos otros propósitos conforme la legislación vge1te de 
ambos Estados, y la autoridad competente del Estado que summistre la 
información autorice dicho uso. 


3. En ningún caso las disposiciones de los apartados 1 y 2 podran 
imerpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a: 


a) acoptar modidas administrativas contrarias a su legislación o practicas 
administrativa, o a las del otro Estado Contratante; 


b) suministrar información que no se pueda obtener sobre la base de su 
propia legislación o en el ajercico de su práctica administrativa normal, o 
de las del otro Estado Contratante; 


c) suministrar información que revele secretos comerciales, gerenciales 
industriales o profesionales, procedimientos comerciales o Informaciones 
cuya comunicación sea contraria al orden público. 
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4. Si un Estado Contratante solicita información conforme al presente 
Articulo, el otro Estedo Contratante ublizará las medidas para recabar 
información de que disponga con el fn de obtener la información solicitaca, aun 
cuando ese otro Estado pueda no necesitar dicha información para sus propios 
fines tributarios. La obligación precedente está limitada por lo dispuesto en el 
apartado 3 siempre y cuando este apartado no sea interpretado para impedu a 
un Estado Contratante proporciorar información exclusivamente por la 
ausencia de interés doméstico en la misma. 


5. En ningún caso las disposiciones del apartado 3 se interpretarán en el 
sentido de permitir a un Estado Contratante negarse a proporcionar nformación 
únicamente porque ésta obre en poder de bancos, olas insltuciones 
financieras, o de cualquier persona que actúe en calidad representaltwa O 
fiduciana o porque esa información haga referencia a la partcipación en la 
titularidad de una persona. 


Artículo 26 
MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS CONSULARES 


Las disposiciones del presente Convenio no a'ectarán a los privilegios 
fiscales de que d sfuten los miembros de las misiones diplomáhcas c de las 
oficinas consulares de acuerdo con los principios generales del derecho 
internacional o en virtud de las dispos:cionos de acuerdos especales 


Artículo 27 
REEMBOLSOS 


Salvo cuando los beneficios del presente Convenio apbquen 
directamente, los impuestos retenidos en la fuerte en un Estado Contiatante 
serán reembolsados de conformidad con la legislación y procedimentcs 
domésticos, a solicitud del conibuyente que sea residente del olro Estado 
Contratante y que tenga derecho a dichos beneficios, siempre y cuando el 
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derecho a recaudar los impuestos está fimitado por las disposinones cel 
presente Convenio, 


Arúculo 28 
DERECHO A LOS BENEFICIOS 


A No obsiarte las demás disposiciones de este Convenio, los beneficios 
concedidos en virtud del mismo no se otorgarán respecto de un elemento de 
renta cuando ses razonable concluir, teniendo en cuenta todos los hechos y 
circunstancias pertinentes, que el acuerdo u operación que dwecta o 
indirectamente genora el derecho a porclbir ese beneficio tere entre sus 
objetivos principales la obtención del mismo, excepto cuando se determine que 
la concesión del beneficio en esas circunstancias es conforme con el objeto y 
propósito de las disposiciones pertinentes de este Convenio. 


2. (a) Cuando 

i) una empresa de un Estado Contratante obtenga rentas procedentes del 
otro Estado Contratante y el Estado mencionado en pnmer lugar 
considere dichas rentas como atmbuibles a un establecimiento 
permanente de la empresa situada en una tercera jurisdicción, y 

ñi)los beneficios atribuibles a dicho establocimiento permanente estén 
exentos de imposición en el Estado Contratante mencionaco en pumer 
lugar, 

los beneficios del Convenio no se aplicarán a ningún elemento de renta 

sobre el que el impuesto en la tercera jurisdicción sea inferior al 60 por 

ciento del impuesto que se hudiera aplicado en el Estado Contratanie 

mencionado en primer lugar sobre dicho elemento de renta en zaso de que 

el establecimiento permanente estuviera situado en él. En tal caso, toda 

renta a la que sean aplicables las disposiciones de este apartado segui:á 

siendo gravable conforme a la nomativa interna del otro Eslado 

Contratante, con independencia de cualquier otra disposición del Conven»m 


175-C.S. 


176-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


(b) El subapartado (a) no se aplicará si la renta procedente del otro Estado 
Contratante descrito en el subapartado (a) es incidental al ejercicio efectrso 
de una actividad económica a tavé6s de un establecimiento permanente, o 
está relacionada con ella (que no sea la inversión, gestión o simple 
tenencia de Inversiones por cuenta de la empresa, a menos que se trate de 
una actividad de banca, seguros o valores efectuada por un banco. una 
compañía de seguros o un agenle de valores registrado, respectivamente) 


(c) En caso de que en virtud del subapartado (a) se denieguen los beneficios 
previstos en el Convenio respecto de un elemento de renta obtenido por un 
residente de un Estado Contratante, la autoridad competente del otro 
Estado Contratante podrá, ro obstante, conceder dichos beneficios en 
relación con ese elemento de renta sí, en respuesta a una solicitud 
planteada per dicho residente, dicha autoridad competente determina que 
la concesión de los beneficios está justificada a la vista de las razones por 
las que dicho residente no salisfizo los requisitos de los subapartados (a; y 
(b). La autoridad competente del Estado Contratante al que se presenta la 
solicitud a la que se refiere la frase anterior por un residente del otro Estado 
Contratante, csonsultará con la autoridad competente de ese olro Estado 
Contratante antes de aceptar o daregar la petición. 
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CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 29 
ENTRADA EN VIGOR 


5 Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro. por wa 
diplomática, que se han completado los procedimientos domésticos requendos 
por la legislación, para la entrada en vigor del presente Convenio. El Conveno 
entrará en vigor en la fecha de recepción de la última de estas nolíficaciones 


2. Las disposiciones del presente Convenio surtirán efecto: 


a) respecto de los impuestos retenidos en la fuente, a las canbuaces 
pagadas o acreditadas a partir del primer dia de enero. inclusive, 
del año calondario alguiente a aquél en que entre en wgor el 
presente Convenio. 


b) respecto de los restantes impuestos, a los pertodos impostros que 
se inicien a partir del primer día de enero, inclusive, del año 
calendario siguiente a aquél en que entre en vigor el presente 
Convenio. 
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Artículo 30 
TERMINACIÓN 


1. El presente Convenio permanecerá en vigor mientras no se termme por 
uno de los Estados Confrataries. Cualquiera da los Estados Contratantes 
puede terminar el Convenio por vía diplomática, comunicándolo con al manos 
seis meses de antelación al final de cualquier año calendario luego de un 
periodo de cinco años desde la fecha en la cual el Convenio entre en vigor 


2. Entalcaso, el Convenio dejará de surtir efecto: 


a) respecto de los impuestos retenidos en la fuente, a las cantdades 
pagadas o acreditadas a partr del primer dia de enero, mcluswe, del 
año calendario siguiente a aquél en que se comun«ue la 
terminación; y 


b) raspecto de los restantes impuestos, a los periodos imporitrwos que 
se inicien a partir del primer día de enero, inclusive, del año calendano 


siguiente a aquél en que se comunique la terminación. 
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EN FE DE LO CUAL los sigratarios, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Convenio. 


Hecho en “SYilealo e 42.401.956. 1-19 en dos 


originales, cada uno en idioma español, itallano e inglés, siendo todos los 
textos igualmente auténticos. En el caso de divergencias de inlerpretación o 
aplicación, prevalecerá la versión en nglés. 


Por la República Oriental del Uruguay Por ta República hahana 


ms Ss 
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Texto del protocolo 


PROTOCOLO AL CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA ITALIANA Y LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY PARA ELIMINAR LA DOBLE 
IMPOSICIÓN EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y 
PREVENIR LA EVASIÓN Y ELUSIÓN FISCAL 


Al momento de la firma del Convenio entre la República Itallana y la República 

Oriental cel Uruguay para eliminar la doble imposición en materia de impuesics 

sobre la renta y prevenir la evasión y elusión fiscal, los Estados Contratantes 

SS acordado que las siguientes disposiciones formarán parte integral del 
onvenio. 


1.  Enrelación al Artículo 3, apartado 1 j): 


A 2 efectos del Convenio, la expresión “fondo de pensión reconocido” 
significa: 


a) en el caso de Italia, un fondo ce pensión supervisado por el Consejo de 
supervisión de los fondos de pensión (Commissione di vigilanza sui fondr 
pensione - COVIP); 

b) enel caso de Uruguay, el Banc) de Previsión Social, las Administradoras 
de Fondos de Ahorro Previsional (AFAP) y las entidades aseguradoras, 
reguladas por la Ley 16.713 y otras entidades de seguridad social 
reguladas por la legislación uruguaya. 


2. En relación al Articulo 5: 


A los efectos de este Anículo, las utilidades de una empresa de un Estado 
Contratante procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico 
internacional incluyen: 


a) utilidades provenientes del amendamiento de buques o aeronaves a 
casco desnudo; y 


b) utilidades procedentes del uso, mantenimiento o arrendamiento de 
contenedores (Incluyendo trailers y equipamiento relacionado con el 
transporte de contenedores) utilizados para el transporte de bienes o 
mercancias; 
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cuando dicho arrendamiento o dicho uso, mantenimiento o arrendaruento, 
según corresponda, sea accesorio a la explotación de buques o aeronaves en 
tráfico internacional. 


3. Enrelación al Articulo 11, apartado 3: 


Las expresiones "institución financiera pública”, “organismo de derecho público” 
y "agencia de financiación de exportaciones” incluyen: 


a) en Italia, Cassa Depositi e Prestii - COP, Istituto per | serviz: assicuratma 
o 
most; 


b) en Uruguay, Banco de la República Oriental del Uruguay. Banco 
Hipotecario del Uruguay y Corporación Nacional para el DesarroSo. 

4.  Enrelación al Artículo 13, apartado 6: 

Cuando la ganancia se defina como Ln porcentaje del precio de venta de ¡as 

acciones o de otras participaciones en una sociedad o fideicomisc. dicho 

peral ml poda cara dez porclada dal precio de VORÍ 

5. En relación al Art'culo 18: 

Las expresiones "consejo de administración o de vigilancia” significan: 


a) en el caso de Italia, los órganos de control colegiados regulados por el 
Código Civil, Titulo V, Capltulo V; 


b) naa Uruguay, los órganos regulados por la Ley 16.060, artícule 


6. En relación al Artículo 18: 


a) La expresión "pensiones y demás remuneraciones similares” signihica 
pensiones derivadas de pagos por un trabajo dependiente anterior y 
remuneraciones que son pagadas con respecto a servicios persorales 
Independientes previos, así como también pagos con cargo a un fondo 


181-C.S. 


182-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


de pensión o a un esquema de pensión en el cual pueden parbcipar las 
personas físicas para asegurar beneficios de retira, donde dichos londcs 
O esquemas sean regulados de conformidad con la legislación de ese 
Estado Contratante y reconocidos como tales a efectos impositivos 


b) Cuando las pensiones y demás remuneraciones similares estén exentas 
de impuestos en un Estado Contratante, y de conformidad cor la 
legislación vigante en el otro Estado Contratante esas pensiones no 
estón somelidas a imposición en ese otro Estado Contratante, el Estada 
mencionado en primer lugar puede someter a imposición dichas 
pensiones de acuerdo con la alicuota vigente en su legislación 
doméstica 


7.  Enrelación al Artículo 21, apartado 3: 
Se entiende que las rentes no están sometidas a impuestos en un Estado 
Contratante cuando a'l| se beneficien de una exoneración tributaria. 


8. Enrelación al Articulo 24, apartado 1, primera frase: 


La autoridad compelente del Estado Contratante ante el cual se haya 
presentado el caso, implementará rápidamente un proceso de notificación con 
la autoridad competerte del otro Estado Contratante, en los casos en que la 
autoridad competente ante la cual se haya presentado el procecrmento 
amistoso no considere justif. cada la objeción del contribuyente. 
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EN FE DE LO CUAL los signatarios, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Protocolo 


Hecho en MERO, el ADAN. .12IH en dos 

cada uno en idioma español, talianc e inglés, siendo todos los textos 
igualmente auténticos. En el caso de divergencias de interpretación o 
aplicación, prevalecerá la versión en inglés. 


Por la República Oriental del Uruguay Por la República itahana 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Gracias, señora presidenta. 


Quisiera comenzar diciendo algo muy breve. Inmerso 
en este contexto, el CDI con Italia se puede definir como 
un tratado de última generación, que involucra todas las 
medidas tendientes a hacerlo totalmente compatible con 
los principios sostenidos por el país, con sus intereses polí- 
ticos y económicos, y con los compromisos asumidos con 
la comunidad internacional. 


Esta es la valorización global del presente convenio, 
pero detrás de él hay una larga historia con relación a los 
tratados que intentan evitar la doble tributación y permi- 
ten el intercambio de información. 


El Convenio entre la República Oriental del Uruguay 
y la República Italiana para eliminar la doble imposición 
en materia de impuestos sobre la renta y prevenir la eva- 
sión y elusión fiscal es uno de los cuarenta y tres convenios 
que Uruguay ha celebrado desde 1991. 


Informo a los señores senadores que en la comisión 
presenté un informe por escrito —que está incorporado al 
repartido que todos tienen en su poder—, que es una reseña 
global de toda esta materia. Incluso, para dar una idea de 
la importancia que tiene, en la página 57 de este material 
hay una tabla que sintetiza una información que cuesta 
mucho obtener, pero que hice el gran esfuerzo de conse- 
guir, contando con la colaboración de la DGI para lograr 
un muy buen trabajo. Quisiera destacar la valiosa ayuda 
del contador Pablo Cabrera, asesor de la Asesoría Tribu- 
taria del Ministerio de Economía y Finanzas; del contador 
Leonardo Bruzzone, asesor de la Asesoría Tributaria de 
la Dirección General Impositiva, y del contador Fernan- 
do Serra, director de la Asesoría Tributaria del ministerio. 
Con ellos pudimos trabajar —ya lo habíamos hecho hace 
siete años, cuando tratamos el convenio con Argentina—, 
y a quien le interese el tema le recomiendo guardar esta 
síntesis. Este cuadro resume todo lo que se ha hecho desde 
1990 a la fecha; si observan, verá que bajo el título 4pli- 
cable a impuestos desde, el primero dice 1991. Si bien al- 
gunos comenzaron antes, por ejemplo en 1987, la mayoría 
lo hizo en 1991. Me pareció importante que este informe 
—que, reitero, sintetiza toda la evolución del tema desde 
1980 a 1991-— estuviera en este convenio. 


El tratado celebrado con Argentina en 2012 marcó una 
etapa muy importante. La primera parte del tratado la in- 
corporé al informe y va desde la página 15 hasta la 35. 
Allí se describe la historia de todo lo que ha sido la evo- 
lución de la economía internacional, la globalización, las 
consecuencias que ha tenido la tributación y por qué se ha 
debido tomar iniciativas para aumentar el intercambio de 
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información y evitar la evasión fiscal, fruto de los distintos 
tratados. 


Luego, en la página 35 se hace una referencia a los Pa- 
peles de Panamá, que fue una investigación periodística 
que se basó en la filtración de 11,5 millones de documen- 
tos internos del estudio panameño Mossack Fonseca que 
significó, de una vez por todas, la demostración de que 
este tema tenía una entidad y una significación sumamen- 
te importante. 


A raíz de esta investigación se comprobó que durante 
la crisis de 2008 los bancos del primer mundo, de la OCDE 
y del G20, tuvieron que aportar dinero a otros bancos para 
reflotarlos y evitar su caída. Se trataba, precisamente, de 
bancos cuya tributación era mínima, ya que trasladaban 
sus impuestos a los paraísos fiscales. Eso provocó un cam- 
bio muy importante del que nuestro país ha estado partici- 
pando activamente. 


En la página 37 figura el plan de acción de BEPS lan- 
zado por OCDE para combatir la doble imposición (ero- 
sión de la base imponible y traslados de beneficios). Se 
constató que las normas impuestas no eran eficientes, por- 
que permitían que las empresas multinacionales, que están 
en la parte emisora y receptora, establecieran normas que 
les permitieran seguir tributando mínimamente. 


El propósito de la convención multilateral —remitida 
por el Poder Ejecutivo en 2018— fue modificar los conve- 
nios para evitar la doble imposición suscritos por la repú- 
blica siempre que las contrapartes así lo deseen, adoptando 
los estándares mínimos dirigidos a contrarrestar el abuso 
de convenios y mejorar los mecanismos de resolución de 
conflictos, y a su vez permitir a los Estados fortalecer sus 
convenios con otras medidas de carácter convencional 
adoptadas en el seno del marco inclusivo BEPS. 


Este convenio establece normas muy precisas con rela- 
ción a otras normas. 


Entre tanto, nuestro país ratifica por la Ley n. 19428, 
del 29 de agosto de 2016, una convención que establece el 
intercambio de información automática entre los Estados, 
que hasta ese entonces constituía un proceso trabajoso de 
habilitar. Así, pues, este convenio que Uruguay suscribe 
con Italia recoge esta información. 


Ya mencioné que la comisión recibió el asesoramiento 
de los técnicos de la Asesoría Tributaria del Ministerio de 


Economía y Finanzas. 


En la página 49 del repartido se establece: «ASESO- 
RÍA TRIBUTARIA 


Montevideo, 9 de setiembre de 2019 


Asunto: Antecedentes, contexto y medidas tributarias 
domésticas e internacionales de destaque, desde la fecha 
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de entrada en vigor del ATIT con Argentina, hasta la firma 
del CDI con Italia». 


Este convenio es el resultado de muchos años de traba- 
jo, llevado adelante, fundamentalmente, por los contado- 
res Fernando Serra, director de la Asesoría Tributaria del 
Ministerio de Economía y Finanzas; Pablo Cabrera, asesor 
de la Asesoría Tributaria del MEF, y Leonardo Bruzzone, 
asesor de la Asesoría Tributaria de la DGI. 


Entre las páginas 49 y 56 de este informe se sinteti- 
za todo el proceso que rápidamente acabo de describir, el 
cual termina con una enumeración de los convenios que se 
han suscrito hasta la fecha. 


Básicamente, este es el informe que presenté en la Co- 
misión de Asuntos Internacionales, que aprobó por unani- 
midad el proyecto de ley que hoy remite al Cuerpo con la 
recomendación de su aprobación, según la resolución del 
artículo único. 


Era cuanto quería informar, señora presidenta y quedo 
sujeto a preguntas o comentarios que les merezcan a los 
señores senadores. De este tema podría hablar fácilmente 
durante dos horas... 


(Interrupciones de varios señores senadores). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor se- 
nador. Muy amable. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Dije que podría hablar, no que 
lo haría. Hablé durante quince minutos por respeto al Par- 
lamento, a la última sesión y a los colegas parlamentarios. 
¡Eso fue lo que dije! 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo Único.- Apruébanse el Convenio entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República Italiana para 
Eliminar la Doble Imposición en materia de Impuestos 
sobre la Renta y Prevenir la Evasión y Elusión Fiscal y su 
Protocolo, suscritos en la ciudad de Montevideo, Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay, el 1” de marzo de 2019». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 


20) CASINOS EN CRUCEROS ATRACADOS EN 
AGUAS TERRITORIALES URUGUAYAS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se extiende la facultad otor- 
gada al Poder Ejecutivo por la Ley n.” 13921, de 30 de 
noviembre de 1970, modificativas y concordantes, a los 
casinos que funcionan a bordo de los cruceros atracados 
en aguas territoriales uruguayas que lleguen a puertos na- 
cionales. (Carp. n.* 767/2017 - rep. n.* 939/19)». 
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(Antecedentes). 
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Carp. n.* 767/2017 - rep. n.? 939/19 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


MINISTERIO DE TURISMO 
Montevideo, D6 MAR 2017 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 


Sr. Raúl Sendic 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin 
de remitir, para su consideración, el adjunto Proyecto de Ley por el cual se 
extiende la facultad otorgada al Poder Ejecutivo por la Ley N*13.921 de 
fecha 30 de noviembre de 1970. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 


Por iniciativa de la Administración Nacional de Puertos se procura que 
los casinos de a bordo de los cruceros fondeados, navegando por aguas 
nacionales o eventualmente atracados, puedan permanecer abiertos. 

Se pretende lograr una estadía mayor, llegando en algún caso a las 24 
horas, lo que permitiría a los turistas hacer otro tipo de paseos, ver diferentes 
espectáculos y en definitiva difundir mejor al Uruguay y a su vez permitir 
mejorar los ingresos indirectos de la actividad de cruceros. 

Si se permitiera a los casinos de a bordo abrir con un horario 


prestablecido, a juicio de la Administración Nacional de Puertos se podría 
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mejorar los indicadores de ingresos del buque y también las empresas directas 
por la estadía y los indirectos de gastos en tierra. 

Se destaca que en la República de Chile ante reclamos parecidos se 
adoptó una legislación que le permite a estos buques tener los casinos abiertos 
mientras se navega en aguas chilenas. 

El Ministerio de Turismo es conteste con lo propuesto, considerando que 
dicha iniciativa mejoraría los ingresos turísticos de la actividad de los cruceros. 

Asimismo el Ministerio de Economía y Finanzas a través de la Secretaría 
Técnica General de la Dirección General de Casinos, manifiesta su opinión 
favorable a que el barco mantenga ese servicio, que forma parte de la oferta a 
sus pasajeros que ofreció en el momento de contratar y que ha brindado durante 
su travesía. 

La presente gestión tiene su sustento legal en lo establecido por el artículo 
1? de la Ley N*13.921 de fecha 30 de noviembre de 1970; en el artículo 4” del 
Decreto-Ley N”14.178 de 28 de marzo de 1974; el artículo 327 de Dec. Ley 
N*14,189 de fecha 30 de abril de 1974 y en el artículo 4? del Decreto-Ley 
N*15.206 de 3- de noviembre de 1981. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con su mayor consideración. 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1”.- Extiéndese la facultad otorgada al Poder Ejecutivo por la Ley N* 
13.921 de 30 de noviembre de 1970, modificativas y concordantes, a los casinos que 
funcionan a bordo de los cruceros oceánicos atracados en aguas territoriales 
uruguayas que lleguen a puertos nacionales. 
El Poder Ejecutivo podrá hacer uso de la facultad precedente, estableciendo un 
horario restringido para el funcionamiento de los casinos de a bordo exclusivamente 


destinados a SUS Pasa OS. 
ARTICULO 2*.- Comuníquese, publíquese, eto. ———— 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 13.921 
de 30 de noviembre de 1970 


HABILITACION DE SALAS DE JUEGOS DE AZAR. DEPARTAMENTO DE 
MALDONADO. DEPARTAMENTO DE ROCHA. DEPARTAMENTO DE 
COLONIA. DEPARTAMENTO DE RIVERA. DEPARTAMENTO DE 
CANELONES 


Artículo 1. Facúltase al Poder Ejecutivo para explotar directamente juegos de 
azar en hasta nueve Casinos instalados o a instalar en los Departamentos de 
Maldonado, Rocha, Colonia, Rivera, Canelones y en la zona termal del 
noroeste de la República. 


El Poder Ejecutivo determinará, dentro de los límites territoriales 
establecidos, el lugar, período y condiciones de funcionamiento de cada 
Casino, atendiendo especialmente a aquellas zonas o centros que se estimen 
aptos para el fomento y desarrollo del turismo receptivo de carácter 
internacional. (*) 


Fuente: artículo 327, por el Decreto Ley N” 14,189, de 30 de abril de 
1974. 


Artículo 2. Durante los periodos de cierre de los Casinos que funcionen por 
temporada, el Poder Ejecutivo, en acuerdo con el Ministerio de Transporte, 
Comunicaciones y Turismo, queda facultado para disponer todas las medidas 
tendientes a que, durante dichos periodos, continúe la explotación de juegos de 
azar que en ellos se realiza en otros centros o lugares de todo el pais, 
considerados aptos para el fomento y desarrollo del turismo receptivo de 
carácter internacional. La aplicación de esta disposición no significará aumentar 
el número de Casinos a que se alude en el artículo anterior. 


A tales fines, podrá disponer la contratación del personal necesario para lo 
que tendrá preferencia el perteneciente a los Casinos en receso. 


Artículo 3. 
Derogado/s por: Ley N* 16.226 de 29/10/1991 artículo 165. 


Artículo 4. Inclúyese dentro de las excepciones previstas en el inciso 2” del 
artículo 522 de la ley N* 13.892, de 19 de octubre de 1970, las contrataciones 
de personal especializado, profesional y de fiscalización, de los Casinos del 
Estado. 
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Artículo 5. El porcentaje que de las utilidades brutas del juego de los Casinos 
del Estado corresponderá distribuir entre el personal de Administración, 
Fiscalización y/o Vigilancia, Obrero y de Servicio de los mismos, funcionarios 
presupuestados de la oficina Central de la Comisión Honoraria Asesora y 
Fiscalizadora de Juegos de Azar, y el personal presupuestado, contratado o 
jornalero de los Programas 9.01 "Administración General" y 9.09 
"Asesoramiento en la formulación de la política, coordinación y supervisión del 
Turismo", cuyas remuneraciones se atiendan con cargo a los créditos previstos 
en las leyes de Sueldos, Gastos e Inversiones, lo será en la forma siguiente: 


a) El diez por ciento (10 %) para el personal de Casinos y de la Oficina Central 
de la Comisión Honoraria, Asesora y Fiscalizadora de Juegos de Azar, se 
distribuirá de acuerdo a las normas vigentes; 


b) Además se distribuirá, para el personal incluido en el apartado a), el cuatro 
por ciento (4 %) del incremento de las utilidades brutas, producido entre un 
Ejercicio y el siguiente, diferencia que se calculará al cierre de cada Ejercicio. 


Con este cuatro por ciento (4 % ) se formará un fondo único que se distribuirá 
entre los funcionarios que tienen derecho a él como si pertenecieran todos a 
una sola repartición. 


c) Tanto el diez por ciento (10 %) como el cuatro por ciento (4 %) 
precedentemente indicados, se distribuirán en base a un sistema de 
calificación estructurado por el Poder Ejecutivo, teniendo como criterio la 
actuación funcional, la asiduidad, la asistencia, la capacidad, la conducta, y la 
antigúedad de los funcionarios beneficiados; 


d) El cuatro por ciento (4 %) para el personal que se indica en el acápite 
perteneciente a los Programas 9.01 y 9.09, -con excepción de los funcionarios 
de la Oficina Central de la Comisión Honoraria 


Asesora y Fiscalizadora de Juegos de Azar-, así como para aquellos 
funcionarios en comisión en dichos Programas que presten efectivamente 
funciones en éstos con anterioridad a la fecha de promulgación de esta ley, y 
mientras permanezcan desempeñándose en las mismas y para los que 
integran las planillas de disponibilidad de personal incorporado en los 
Programas mencionados y hasta dicha fecha. 


La liquidación y distribución de este porcentaje se efectuará en la forma y 
condiciones que establezca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Fuente: artículo2? de la Ley N* 13.797, de 28 de noviembre de 1969. 
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Artículo 6. Declárense en vigor las normas legales y reglamentarias sobre 
explotación de juegos de azar que no se opongan a la presente ley. 


Artículo 7. El Poder Ejecutivo explotará un casino en el balneario "La Floresta" 
(departamento de Canelones). (*) 


Artículo 8 


Comuníquese, etc. 
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Decreto Ley N* 14.178 
De 28 de marzo de 1974 


LEY DE PROMOCION INDUSTRIAL 


Artículo 4. (Objetivos).- La declaración y las medidas promocionales a que se 
hace referencia en el articulo anterior tendrán en cuenta en qué medida la 
solicitud procura uno o varios de los siguientes objetivos: 


A) Obtención de mayor eficiencia en la producción y comercialización en base 
a niveles adecuados de dimensión, tecnología y calidad. 


B) Aumento y diversificación de las exportaciones de bienes industrializados 
que incorporen el mayor valor agregado posible a las materias primas. 


C) Localización de industrias nuevas y ampliación o reforma de las existentes, 
cuando esto signifique un mejor aprovechamiento de los mercados 
proveedores de materia prima así como de la mano de obra disponible. 


D) El respaldo a programas seleccionados de investigación tecnológica 
aplicada, orientados a la utilización económica de materias primas nacionales 
inexplotadas y a la obtención o perfeccionamiento de productos del país, a la 
capacitación de técnicos y obreros y al contralor y certificación de la calidad. 


E) Incrementar la incidencia económica del sector turismo mediante el 
mejoramiento y ampliación de la infraestructura turística nacional. 


F) Desarrollar las actividades de servicios, salvo los financieros y de seguros, 
siempre que a juicio del Poder Ejecutivo ello resulte un apoyo al crecimiento 
industrial o turístico, o a la pesca. (*) 
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Decreto Ley N* 14.189 
de 30 de abril de 1974 


RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCION PRESUPUESTAL. 
EJERCICIOS 1971 Y 1972 


CAPITULO XIV 


INCISO 9 - MINISTERIO DE TRANSPORTE, COMUNICACIONES Y 
TURISMO 


Artículo 327 
Fuente: artículo 1 de la ley N* 13,921 de 30 noviembre de 1970. 
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Decreto Ley N* 15.206 
de 3 de noviembre de 1981 


DESAFECTACION DE BIEN INMUEBLE. HOTELES TURISMO 


Artículo 4. Extiéndese la facultad otorgada al Poder Ejecutivo por la ley 
13.921, de 30 de noviembre de 1970, a los casinos que se instalen en hoteles 
de categoría internacional "cinco estrellas", cuya actividad haya sido declarada 
de interés nacional al amparo de la ley 14.178, de 28 de marzo de 1974. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Lazo. 


SEÑORA LAZO.- Señora presidenta: el proyecto de 
ley a discusión del pleno es una iniciativa de la Adminis- 
tración Nacional de Puertos, y fue aprobado por la unani- 
midad de los miembros de la comisión, quienes me enco- 
mendaron su informe. 


En primer lugar, cabe mencionar que la comisión reci- 
bió la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas, a 
través de una nota enviada por el señor ministro de Eco- 
nomía y Finanzas, contador Danilo Astori; además, con- 
tó con la presencia del presidente y del vicepresidente de 
la Administración Nacional de Puertos, señores Alberto 
Díaz y Juan José Domínguez, respectivamente, y del señor 
subsecretario del Ministerio de Turismo, licenciado Ben- 
jamín LiberoffF. 


Así como lo expresa el señor ministro de Economía y 
Finanzas en la nota enviada a la comisión, la importancia 
que tiene el crecimiento de la actividad turística para la 
economía nacional impone un permanente cuidado de las 
demandas y requerimientos que la industria del turismo 
supone. 


Es de destacar —y es opinión de dicha secretaría de Es- 
tado— que los juegos de azar, particularmente en su moda- 
lidad de casino, son monopolio del Estado. Vale decir que, 
de acuerdo con la normativa vigente, cuando un crucero 
ingresa en aguas territoriales de nuestro país no puede 
mantener el servicio de casinos abierto. Los múltiples be- 
neficios asociados a la prolongación del tiempo que estos 
cruceros puedan permanecer en Uruguay, entre ellos —y, 
principalmente— el potencial beneficio económico, deter- 
minan el planteo del proyecto de ley. 


Hay dos circuitos diferentes de cruceros que nos com- 
prenden: uno es Brasil-Argentina-Uruguay, y el otro es 
Argentina-Uruguay-Chile, aunque son las mismas em- 
presas navieras de cruceros las que nos visitan. No hay 
demasiada competencia en los puertos, como puede darse 
en el caso de la carga. Son bienvenidos para todos, y las 
navieras quieren visitar más puertos, es decir que no hay 
competencia como existe en otros ámbitos. El objetivo es 
lograr un atractivo para que los barcos permanezcan más 
tiempo en Uruguay. Pensamos que una solución para esto 
—tanto en Montevideo como para los fondeados en Punta 
del Este— es permitir que los casinos estén abiertos, obvia- 
mente solo para los turistas que son pasajeros, no para el 
público en general. 


Eso nos dejaría en igualdad con respecto a lo que re- 
cientemente aprobó, por ejemplo, Chile y una diferencia 
con los puertos argentinos. 
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Cuando uno analiza lo que hacen los cruceros, se da 
cuenta de que, obviamente, intentan rentabilizar al máxi- 
mo su negocio y, entre otras cosas, se van rápido para ha- 
cer funcionar los casinos a bordo. 


El presidente de la Administración Nacional de Puer- 
tos manifestó en comisión que resultaba oportuno propi- 
ciar esta idea —teniendo en cuenta lo que se menciona en 
distintos foros—, para que los barcos atracados en Monte- 
video y los que fondean entre la isla Gorriti y la playa ten- 
gan la posibilidad de mantener sus casinos abiertos. En el 
momento en que realizó la propuesta se refería exclusiva- 
mente a Montevideo porque ese era su ámbito de compe- 
tencia, pero cuando el tema pasó al ministerio se entendió 
bueno que no solo comprendiera a los barcos atracados en 
Montevideo, sino también a los fondeados. 


Con este proyecto de ley se pretende, entre otras co- 
sas, que los cruceros recojan pasajeros acá. En ese caso, el 
barco permanecería un día entero, lo que tendría un efecto 
mayor porque la gente vendría en avión y se quedaría en 
un hotel para esperar; es decir, se alargaría la estadía del 
crucerista donde tenga que abordar el crucero. Si bien se 
apuesta a eso y a tener una terminal de cruceros —entre 
otras cosas—, el objetivo es ampliar las horas de estadía 
del crucero. 


Se trata de una operación estratégica. La inauguración, 
hace cinco años, de la terminal aérea de Carrasco permi- 
tió llevar adelante una acción con las compañías para que 
Montevideo se transforme en un puerto de recambio de 
cabinas. 


Normalmente los cruceros arriban a las ocho o nueve 
de la mañana, y se van a las dos de la tarde y aproxima- 
damente a las cuatro de la tarde. El recambio implica que 
se pueda vender precrucero y poscrucero. Por eso muchas 
veces en Asunción, en Porto Alegre, en Córdoba —más allá 
de nuestro propio mercado—, donde se venden los recam- 
bios de cabina, algunas empresas realizan alrededor de 
once o doce paradas en Montevideo y sus naves cuentan 
con una capacidad de entre 3000 y 3200 pasajeros, por lo 
que tienen entre 280 y 350 cabinas por parada, que recam- 
bian en Montevideo. Esto ha sido muy importante, a tal 
punto de iniciarse el proceso de mudanza por parte del mi- 
nisterio para cambiar la sede. El puerto está bastante ten- 
sionado y por esa razón se procede a hacer la mudanza en 
este momento. Esto reafirma que el tema de los cruceros 
es estratégico para el Uruguay, y no implica simplemente 
un tránsito de pasajeros. 


En síntesis, a través de este proyecto de ley se pretende 
lograr una estadía más larga de los cruceros en nuestro 
territorio —llegando, en algún caso, a las veinticuatro ho- 
ras—, para que los turistas puedan realizar otro tipo de pa- 
seos y ver diferentes espectáculos culturales; en definitiva, 
se trata de difundir mejor a Uruguay y, a su vez, de me- 
jorar los ingresos indirectos de la actividad de cruceros. 
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A esos efectos, la Administración Nacional de Puertos 
sugiere permitir que los casinos de a bordo abran con un 
horario prestablecido para mejorar los indicadores de in- 
gresos del buque y de las empresas directas por la estadía, 
además de los ingresos indirectos por el gasto en tierra. 
Los ministerios de Turismo y de Economía y Finanzas son 
contestes en lo propuesto. 


Por último, el proyecto de ley consta de un solo artículo 
que extiende la facultad otorgada al Poder Ejecutivo por la 
Ley n.* 13921. 


Por lo anteriormente expuesto, recomendamos al 
Cuerpo su aprobación. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.*. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «AR- 
TÍCULO 1..- Extiéndese la facultad otorgada al Poder Eje- 
cutivo por la Ley N* 13.921 de 30 de noviembre de 1970, 
modificativas y concordantes, a los casinos que funcionan 
a bordo de los cruceros oceánicos atracados en aguas te- 
rritoriales uruguayas que lleguen a puertos nacionales. 


El Poder Ejecutivo podrá hacer uso de la facultad 
precedente, estableciendo un horario restringido para el 
funcionamiento de los casinos de a bordo exclusivamente 
destinados a sus pasajeros». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado). 
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21) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 10 de setiembre de 2019 


Señora presidenta de la Cámara de Senadores 
Patricia Ayala 


De mi mayor consideración: 
A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1. de la Ley n. 17827, de 


14 de setiembre de 2004, por motivos personales por el día 
10 de setiembre. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA .-- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 

-19 en 21. Afirmativa. 

Queda convocado el señor Alejandro Draper, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 
22) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 


DE LA SESIÓN 


SEÑOR CASTILLO. Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: formulo mo- 
ción para que se prorrogue por treinta minutos la hora de 
finalización de la sesión a los efectos de considerar otros 
proyectos de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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23) LUIS EDUARDO RAMOS DE LUCÍA. PENSIÓN 
GRACIABLE 


SEÑORA PRESIDENTA.-- Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Informe 


de la Comisión de Asuntos Laborales relacionado con un 
proyecto de minuta de comunicación por el que se solicita 
al Poder Ejecutivo la iniciativa correspondiente a los efectos 
de otorgar una pensión graciable al señor Luis Eduardo 
Ramos de Lucía. (Carp. n* 1378/2019 - rep. n.* 935/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1378/2019 - rep. n.* 935/19 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE ASUNTOS 
LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL 


INFORME 
Montevideo, 5 de setiembre de 2019. 
Al Senado: 
Vuestra Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social ha 


considerado la propuesta del señor Senador Luis Alberto Heber, 
compartiendo lo solicitado. 


Esta asesora aconseja al Senado la aprobación de una minuta de 


comunicación por la que se solicita al Poder Ejecutivo la iniciativa pertinente 
sobre: 


e Carpeta N? 1378/2019. RAMOS de LUCÍA, LUIS EDUARDO. PENSIÓN 
GRACIABLE. Distribuido N* 2536/2019. 


JUAN CASTILLO 
Presidente 
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MINUTA DE COMUNICACIÓN 


La Cámara de Senadores solicita al Poder Ejecutivo, tenga a bien tomar la 
iniciativa sobre el proyecto de ley referido al beneficio de "pensión graciable" 
para el señor Luis Eduardo Ramos de Lucía. 


Montevideo, 30 de julio de 2019 
Luis Alberto Heber, Senador 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Luis Alberto Ramos de Lucía, nacido el 9 de octubre de 1939, en el popular 
bario de "La Unión” de Montevideo, fue, durante más de una década, un 
distinguido futbolista uruguayo, tanto a nivel nacional como internacional, muy 
especialmente vinculado al Club Nacional de Fútbol. 


Nos gustaria presentarlo mediante las palabras de un amigo de su juventud 
escritas en una nota de prensa del año 2000. 


“En un fútbol rico en acontecimientos positivos, destacar figuras que no 
siempre mantuvieron el perfil de marquesinas constantes, es mi intención 
restablecer un orden de personalidades donde se han hecho la coladera 
muchos carros de manos y verdaderos cracks que permanecieron al margen 
del consenso general en triunfos memorables. 


Nuestra memoría nos convoca, en este caso puntual recordando a un central 
izquierdo que apareció en la década del sesenta jugando para Misiones F.C- 
pero que desarrolló lo mejor de su carrera en el Club Nacional de Football. 
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Integró nuestra Selección nacional en varias oportunidades, defendió al 
Deportivo Español de la República Argentina, al Racing Club de Montevideo y a 
Estudiantes de Mérida de Venezuela. 


Un referente insoslayable con una prestancia futbolística que merece el 
recuerdo más cálido de quien compartió momentos imborrables en justas 
deportivas, que lo erigieron como uno de los más destacados zagueros 
contemporáneos. 


Su refugio actual es el entrañable club Cabrera, en la Unión, su barrio, y su 
querido club Nacional de Fútbol. El *Chufla”, el “Pelado” sus sobrenombres 
más habituales que ¡identifican a Ramos. Para mi, particularmente, le batiria 
crack, pero crack de la vida”. 


En efecto, la notoria actividad futbolística del popular “Chufla" Ramos no fue muy 
larga, pero sí notoria en cuanto a su actividad y merecimientos. 


Se inició en Misiones F.C. en 1960 y a fines de ese año pasó al Club Nacional 
de Fútbol, donde jugó hasta fines de 1966, acompañando a varios “cracks” de 
un fútbol nacional que por entonces era “binario” o "dual": Peñarol o Nacional 
ganaban todos los Campeonatos organizados por la AUF y eran quienes 
participaban de los torneos sudamericanos que comenzaban a surgir como 
contracara de las Copas europeas y terminarían, al poco tiempo, en los 
enfrentamientos "intercontinentales”, 


Sus innegables virtudes como jugador polifuncional - ya que se lo vio jugar en 
defensa, en el mediocampo o definiendo en ataque, en una época de 
posiciones fijas y predeterminadas - lo llevaron a vestir la “celeste”, integrando 
la selección uruguaya que viajó a Inglaterra para el Mundial de 1966 
organizado por la FIFA 


Uruguay debutó contra los dueños de casa en el mítico estadio de Wembley, 
obteniendo un gallarlo resultado de O a O y clasificó segundo e invicto en su 
serie, donde también jugaban Francia y México. Recordemos que, por 
entonces, solo 16 equipos disputaban el Mundial y el azaroso sorteo de árbitros 
y enfrentamiento que terminó dejándonos fuera — tanto a nosotros como a 
Argentina — en la ronda siguiente. 
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Durante su pasaje por Nacional, Ramos de Lucia ganó con su equipo los 
siguientes torneos oficiales: 


Campeonato Uruguayo: en 1963 y 1966. 

Torneo de Honor: en 1951, 1962 y 1963. 

Torneo Competencia: en 1961, 1962 y 1963. 

Torneo Cuadrangular. en 1962 y 1964, 

Campeonato Nacional General Artigas: en 1961 y 1962. 


También estuvo presente en las finales de la Copa Libertadores de América de 
1964, con derrota ante Independiente de Avellaneda. Nacional volvería a 
perder su segunda final de dicha Copa en 1967, esta vez contra Racing de 
Avellaneda, en tercer partido disputado en Lima. 


Tras terminar su ciclo en el Club de sus amores, el “Chufla" Ramos jugó en el 
Deportivo Español de Argentina y en el Estudiantes de Mérida de Venezuela, 
finalizando su carrera en 1971 en el Racing Club de Montevideo. 


Tuvo dos hijos de su primer matrimonio y hace ya 40 años constituyó nueva 
pareja con Elsa Arregui Larroca. De esa unión nacieron dos niñas: Luisel y 
Eliana. Quiso el destino que ambas hermanas eligieran similar carrera para sus 
vidas: modelos profesionales. Pero la desgracia se abatió en forma inesperada 
sobre la familia: en plena juventud, ambas murieron en forma repentina, con 
apenas seis meses de separación. 


Luisel, el 2 de agosto de 2006, a los 22 años, por una insuficiencia cardíaca 
causada por el sindrome de Brugada, mientras participaba en un desfile 
durante la Semana de la Moda en Montevideo. Y Eliana, el 13 de febrero de 
2007 en la casa de sus padres mientras dormía acompañada por su abuela, 
debido a un ataque al corazón. El efecto sobre la familia fue devastador y a 
quienes lo conocen les consta que — por lo menos Luis Eduardo — aún no ha 
podido superarlo. 
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El duelo por sus hijas se sumó a la edad de Luis, que se acercaba a cumplir los 
70 años. Ya no era aque! joven ágil y potente que se desplazaba con elegancia 
por el Estadio Centenario. Casi sin darse cuenta, probablemente, comenzó a 
descuidar la parte comercial que constituía su único ingreso. 


Hoy, con 79 años a cuestas y sin haber tomado los recaudos necesarios para 
obtener una digna jubilación, a sus familiares y amigos les consta que la vida 
de Luis y de Elsa se ha complicado notoriamente, aunque la llevan adelante 
con total dignidad. Lo hemos comprobado personalmente. 


Nos parece un caso especifico para que la mano del Estado se extienda, 
solidaria - como tantas veces lo ha hecho - mediante una ayuda que quien 
fuera un gran deportista nacional y defendiera nuestro pabellón y nuestros 
colores a nivel internacional, sin duda alguna merece. 


Ya que el objeto de este planteo constituye materia privativa del Poder Ejecutivo, y de 
acuerdo a las disposiciones constitucionales vigentes, entendemos procedente remitir 
la presente "Minuta de Comunicación”, la cual se sustenta en razones de estricta 
justicia y constituye por ello un requerimiento justo y razonable. 


a N . JA 
Luis Alberto Heber 


Senador 
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SEÑORA PRESIDENTA.-En discusión. 
SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR CASTILLO.- Gracias, señora presidenta. 


La Comisión de Asuntos Laborales, por unanimidad, 
aprobó una minuta presentada por el señor senador Heber 
a los efectos de contemplar el planteo —por sobre todas las 
cosas, con un hondo contenido humano— de otorgar una 
pensión graciable al exfutbolista Luis Eduardo Ramos de 
Lucía, que está por cumplir ochenta años de edad, que en los 
últimos tiempos ha sufrido algunos golpes familiares y ha 
vivido una serie de hechos que hacen que merezca esta pen- 
sión graciable. Por ende, de acuerdo con lo considerado por 
el señor senador, y con el análisis y coincidencia de la propia 
comisión, efectivamente nos sumamos al planteo. Esa es la 
línea argumental que nosotros compartimos plenamente. 


Obviamente, muchas personas tienen historias de vida, 
pero lo que se plantea aquí como base argumental, tanto 
por parte del señor senador Heber como de la propia co- 
misión, nos hace aconsejar al pleno la aprobación de esta 
pensión graciable. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la minuta de comu- 
nicación. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Se 
solicita al Poder Ejecutivo tenga a bien tomar la iniciativa 
correspondiente, de acuerdo a lo que dispone el artículo 
86 y numeral 3) del artículo 168 de la Constitución de la 
República, sobre el proyecto de minuta de comunicación 
presentado por el señor Senador Luis A. Heber, para que 


se otorgue una Pensión Graciable al señor Luis Eduardo 
Ramos de Lucía. 


Se remite copia del proyecto mencionado, a los efectos 
que entienda pertinentes». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- De forma breve, quiero simplemen- 
te agradecer al Senado y a la comisión que hayan acompa- 
ñado esta solicitud. 


Es un tema humano. Estamos hablando de una persona 
que ha sido mundialista, un jugador de fútbol, un hombre 
que ha tenido una vida dura. Ojalá que el Poder Ejecutivo 
lo apruebe y rápidamente nos mande la pensión graciable 
para hacer justicia con alguien que le dio tanto al deporte 
nacional. 


Agradezco al Senado, a la comisión y, por supuesto, 
al miembro informante por las palabras que ha expresado 
sobre el caso. 


Muchas gracias. 


24) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra por una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador Castillo. 

SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: solicitamos 
que el asunto que figura en el numeral quinto, que será 
informado por el señor senador Martínez Huelmo, sea tra- 
tado a continuación, y posteriormente que los asuntos que 
figuran en sexto y undécimo término sean informados por 
el señor senador Baráibar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor senador Castillo. 


(Se vota). 


20 en 21. Afirmativa. 


25) ACUERDO RELATIVO ALA TASA CONSULAR 
Y A LOS COMPROMISOS REFERIDOS A 
LA CERTIFICACIÓN DE ORIGEN DIGITAL 
ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y LA REPÚBLICA DE CHILE 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se aprueba el 4cuerdo relativo 
a la tasa consular y a los compromisos referidos a la cer- 
tificación de origen digital entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile, suscrito mediante notas 
reversales el 1.2 de agosto de 2018. (Carp. n.* 1392/2019 - 
rep. n.? 945/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1392/2019 - rep. n.* 945/19 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


a Cra dl 
Bepresntento de (% DHefeitibza 
Criental del” Pruguay, en sesión de 
hey, Ha sancionado el sigue 
5 voyeclo de E , 


Articulo único.- Apruébase el Acuerdo relativo a la Tasa Consular y a los 
compromisos referidos a la Certificación de Origen Digital, entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile, suscrito mediante Notas Reversales, de fecha 1% de 
agosto de 2018, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 13 de agosto 
de 2019. 


4 
, 


ÓSCAR GROBA 
3er. Vicepresidente 
G ORTIZ 
Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 13 MAY 2013 


Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad 
con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de la 
República, a fin de someter a su consideración el proyecto de Ley adjunto, mediante el cual 
se aprueba el Acuerdo relativo a la Tasa Consular y a los compromisos referidos a la 
Certificación de Origen Digital, entre la República Oriental del Uruguay y la República de 
Chile, suscrito mediante Notas Reversales, de fecha 1 de agosto de 2018. 


ANTECEDENTES 


La Tasa Consular se encuentra regulada por el artículo 265 de la Ley número 19.535 
de 25 de setiembre de 2017, modificativo de los artículos 585 de la Ley número 17.296 de 
21 de febrero de 2001 y del artículo 236 de la Ley número 19.355 de 19 de diciembre de 
2015 y sus respectivos decretos reglamentarios. Se establece la aplicación de la Tasa 
Consular por una cuantía de 5% sobre el valor en aduana de los bienes importados. 


En cuanto a las importaciones de bienes amparadas en el Acuerdo de 
Complementación Económica número 18, suscrito el 29 de noviembre de 1991, entre los 
Estados Parte del MERCOSUR, la cuantía que se aplica es de 3%. 


Asimismo, el referido artículo establece un programa de disminución de la Tasa 


Consular a partir del año 2020 y de progresiva eliminación para el caso de los Estados Parte 
del MERCOSUR. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Mediante el mecanismo de Notas Reversales, ambos países acordaron que en base a 
fundamentos de orden politico-comercial para un mejor aprovechamiento del Acuerdo que 
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los vincula, se introduzcan cambios respecto a la cuantía de la Tasa Consular que se cobra 
a las importaciones provenientes de ese país, así como al sistema de Certificación de 
Origen. 


En ese sentido, Uruguay otorgará a Chile el mismo tratamiento que a los productos 
amparados en el Acuerdo de Complementación Económica número 18, suscrito el 29 de 
noviembre de 1991, entre los Estados Parte del MERCOSUR. 


Asimismo, en forma complementaria, se reconoce la plena validez y eficacia de la 
certificación digital de origen. Ambos países se comprometen a iniciar un plan piloto e 
implementar el Certificado de Origen Digital, el cual tendrá los mismos efectos jurídicos que 
la certificación en formato papel con firma autógrafa. 


Esta solución negociada fue recogida en las Notas Reversales de fecha 1 de agosto 
de 2018, firmadas por los Cancilleres Rodolfo Nin Novoa y Roberto Ampuero, 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de Acuerdos, el 
Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


a 


Emb. Ariel e 
Ministro interino de Relaciones Exteriores 
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Montevideo, 13 MAY 2019 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo relativo a la Tasa Consular y a los 
compromisos referidos a la Certificación de Origen Digital, entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile, suscrito mediante Notas Reversales, de fecha 1 de agosto 
de 2018. 


Emb. Ariel Bergamino 
Ministro interino de Relaciones Exteriores 


207-C.S. 
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COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 
CÁMARA DE SENADORES 


ACUERDO RELATIVO A LA TASA CONSULAR Y A LOS COMPROMISOS 
REFERIDOS A LA CERTIFICACIÓN DEL ORIGEN DIGITAL ENTRE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPÚBLICA DE CHILE 


informe 


Sras. Senadoras y Senadores. 


El presente proyecto de ley persigue la aprobación del Acuerdo relativo a 
la Tasa Consular y a los compromisos referidos a la Certificación de Origen 
Digital, entre la República Oriental del Uruguay y la República de Chile, suscrito 
mediante Notas Reversales el 1ro. de agosto de 2018. 


17) - Las partes disponen que la nota del Gobierno Uruguayo y la Nota 
de confirmación en respuesta por el gobierno de la República de Chile 
constituyen un Acuerdo entre ambos gobiernos. 


2”) - El Acuerdo alcanzado presenta dos aspectos que es menester 
distinguir, por un lado, refiere a la Tasa Consular regulada por nutrida 
legislación en Uruguay y por el otro en materia de facilitación de comercio 
refiere a la Certificación de Origen Digital tratada en el marco del Acuerdo de 
Libre Comercio entre ambas Partes. 


Sobre Tasa Consular 

Al respecto la Nota de Uruguay define que "la República Oriental del - 
Uruguay aplicará a los bienes importados de origen o de procedencia chilena el 
mismo tratamiento otorgado a los productos amparados en el Acuerdo de 
Alcance Parcial de Complementación Económica N*18, suscrito el 29 de 
noviembre de 1991 por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay.” 
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Antecedentes 

Como es sabido, la ley N*17.296 de 21 de febrero de 2001 reimplanto la 
Tasa Consular la que había sido derogada por el artículo 473 de la ley 
N*16.226 de 29 de octubre de 1991. 

Luego el artículo 236 de la ley 19.355 de 19 de diciembre de 2015 fijo 
Rentas Generales como destino de lo recaudado por concepto de Tasa 
Consular, aplicándose a las importaciones y siendo su cuantía de hasta 2% 
(dos por ciento) calculada sobre el valor de Aduana de los bienes importados. 


La última disposición legal en la materia es el artículo 265 de la ley 
N*19.535 de 25 de diciembre de 2017 donde se eleva a 5% (cinco por ciento) 
la cuantía a ser aplicada sobre el valor de Aduana de los bienes importados en 
régimen general, fijándose como destino del mismo Rentas Generales 
debiéndose asegurar "que se cubran los costos de implementación de los 
compromisos asumidos por el país en el marco del Acuerdo de facilitación de 
Comercio de la organización Mundial del Comercio (Ley 19.414, de 17 de 
octubre de 2013). 


El mencionado artículo 265 de la ley 19.535, también dispuso la 
aplicación de la Tasa a las importaciones de productos, amparadas en el 
Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación Económica N*18 
(MERCOSUR) por una cuantía del 3% (tres por ciento) calculado sobre el valor 
en aduana de los bienes importados. 


Al mismo tiempo se establece exceptuar la introducción de bienes al 
territorio nacional en régimen de Admisión Temporaria, al petróleo crudo, a la 
importación de bienes de capital de uso exclusivo en la industria, agropecuaria 
y pesca. 


Este artículo 265 de la ley N*19.535 de 25 de diciembre de 2017 en su 
último inciso dictamina que: “A partir del 1? de enero de 2020, una vez 
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culminada la implementación de los compromisos internacionales asumidos por 
el país, se faculta al Poder Ejecutivo a implementar para esta tasa una 
reducción de hasta 0,5% (cero con cinco por ciento) por año hasta alcanzar 
una cuantía de 2% (dos por ciento) para las importaciones en régimen general 
y hasta su eliminación para las importaciones en el marco del Acuerdo de 
Complementación Económica N*18 (MERCOSUR).* 


Es menester señalar que las citadas notas reversales se sitúan como 
complemento al Acuerdo de Libre Comercio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile, Ley N*19.646 del 31 de julio de 2018, estos 
instrumentos profundizan los vínculos económico-comerciales entre ambos 
países. Por esa razón nuestro país acordó que aplicará a los bienes de origen 
chileno una tasa consular igual a la que aplique a sus socios del MERCOSUR 
en el marco del Acuerdo de Complementación Económica N*18. 


Por lo tanto, los productos de Chile que actualmente abonan 5% en lo 
que refiere a la aplicación de la tasa consular en régimen general, pasaran a 
abonar 3% en aplicación al MERCOSUR. 


La renuncia fiscal que ello implica esta detallada en el cuadro ubicado en 
la página 18 del presente repartido., lo cual se traduce de la siguiente manera: 
*Si todas las importaciones que en el 2018 se realizaron por el Acuerdo de 
Complementación Económica N*35 pasaran a realizarse por el nuevo Acuerdo 
de Libre Comercio, el efecto de aplicar la tasa consular del MERCOSUR a 
Chile implica una renuncia fiscal de 1,8 millones de dólares. 


Sobre Certificación de Origen Digital 

Las Notas Reversales que estamos tratando, de manera complementaria 
reconocen la plena validez y eficacia de la certificación digital de origen, 
reconociéndole a ese modo los mismos efectos jurídicos que la certificación en 
formato papel con la firma autógrafa. Chile y Uruguay se comprometen a iniciar 
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un plan piloto e implementar el Certificado de Origen Digital (COD) a más 
tardar un año después de suscribir estas notas. 


Tal como nos informa el Ministerio de Economía y Finanzas desde su 
Dirección General de Secretaria y la Asesoría Política Comercial por medio del 
Certificado de Origen Digital se busca profundizar los vinculos comerciales y 
facilitar el comercio entre Uruguay y Chile. 


En el caso de Uruguay el Certificado de origen Digital (COD) ya se 
encuentra en funcionamiento con Argentina y Brasil y ha producido una 
reducción de costos y tiempos para los exportadores e importadores. Sin 
embargo, como aún no se ha cumplido un año desde la vigencia del Certificado 
de origen Digital con los mencionados países, no se puede hacer una 
evaluación cuantitativa completa, pero vale destacar que una encuesta 
realizada por la ventanilla Única de Comercio Exterior a operadores que utilizan 
el citado Certificado de Origen Digital ha detectado beneficios. 

Sintetizamos algunos beneficios, el Certificado Digital es casi 
automático, una vez habilitado se envía destino, tiempo de tardanza 1 o 2 
horas. El Certificado base papel necesita 24 horas para llegar a frontera, pero 
para llegar a manos del importador el certificado base papel puede demorar de 
6 a 7 días dado que el mismo acompaña la mercadería. 


Por donde se lo mire son indiscutibles los beneficios para el comercio 
exterior que no admite demoras que incrementan los costos y por ende la 
posibilidad de malograr los negocios. 


Tal como define el ministerio de Economía y Finanzas la aplicación del 
Certificado de Origen Digital tiene grandes ahorros de tiempos y costos y eso 
es facilitación de comercio tal como busca la normativa internacional. 


212-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


En consecuencia y ante los antecedentes se entiende altamente 
conveniente aprobar el Acuerdo mediante el mecanismo de Notas Reversales 
entre Chile y Uruguay relativo a la tasa consular y a los compromisos referidos 
a la Certificación de Origen Digital, en atención a los beneficios evidentes para 
las partes signatarias. 

Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
Miembro Informante 
CARLOS BARÁIBAR 
PEDRO BORDABERRY 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 
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Texto de las notas reversales 


Montevideo, 1? de agosto de 2018. 


Al señor 

Roberto Ampuero Espinoza 
Ministro de Relaciones Exteriores 
de la República de Chile 

Santiago de Chil 


Señor Ministro. 


Tengo el honar de acusar recibo de su Nota de fecha 1* de agosto de 2018, 
la cual señala lo siguiente: 


“Tengo el honor de confirmar el siguiente acuerdo alcanzado entre el 
Gobierno de la República de Chile (“Chile”) y el Gobierno de la República Oriental del 
Unuguay (“Uruguay”) en lo referido a la Tasa Consular (regulada por el an. 265 de la Ley 
número 19535 de fecha 03 de octubre de 2017 modificativo de los articulos 585 de la ley 
17.296 del 21 de febrero de 2001, y del artículo 236 la Ley número 19.355, del 19 de 
diciembre de 2015, y sus respectivos decretos reglomentaños), y en materia de facilitación 
de comercio. a los compromisos referidos a la Centificación de Origen Digital, y sus 
resptclivos tratamientos en el marco del Acuerdo de Libre Comercio entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Chile, suscrito en Montevideo el 4 de ocsubre de 


2016: 


En lo que respecta a la Tasa Consular, la República Oriental del Uruguay 
aplicará a los bienes importados de origen o de procedencia chilena el mismo tratamiento 
otorgado a los productos amparados en el Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación 
Económica N*18, suscrito el 29 de noviembre de 1991, entre la República Argentina, de la 
República Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental 
del Uruguay. Las partes someterán al proceso de incorporación del presente acuerdo a su 
ordenamiento jurídico interno de forma inmediata a su suscripción. aplicando la mayor 
diligencia para que el referido proceso se Iramite con la mayor ccleridad posible, 


En materia de cenificación de origen se acuerda la plena validez y eficacia 
de la certificación digital, reconociéndole los mismos efectos jurídicos que la certificación 
en formato papel con firma autógrafa. En esté sentido, la República Oriental del Uruguay y 
la República de Chito se comprometen a realizar el plan piloto e implementar el cenificado 
de origen digital a más a tardar un año después de suscribir estas notas. 
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Tengo asimismo cl honor de proponer que esta Nota y su Nota de 
confirmación en respuesta constituyan un acuctdo entre nuestros Gobiernos. 


Hago propicia la oportunidad para relterarle a Vuestra Excelencia las 
seguridades de mi más alta y distinguida consideración...” 


Tengo, asimismo, cl hoñor de confirmar que mi Gobierno comparte este 
acuerdo, y que su Nota y esía Nota de cunfirmación en respuesta constituyen un acuerdo 
entre muestros jermnos. 


Ministro de Relaciones Extorlores 
de la República Orienta! del Uruguay 
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El MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE CHILE 


Santiago, 1? de agosto de 2018 


Excelentísimo Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Ministro de Relaciones Exteriores 
República Oriental del Uruguay 


Señor Ministro. 


Tengo el hanor de confirmar el siguiente acucrdo alcanzado en:re el Gobierno de la 
República de Chile (“Chile”) y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
(“Uruguay”) en lo referido a la Tasa Consular (regulada por el art, 265 de la Ley número 
19535 de fecha 03 de octubre de 2017 modificativo de los artículos 585 de lu ley 17.296 del 
21 de febrero de 2001, y del artículo 236 la Ley número .9.355, del 19 de diciembre de 
2015, y sus respectivos decretos reglamentarios), y en materia de facilitación de comercio, 
a los compromisos referidos a la Cenificación de Origen Digital, y sus respectivos 
tratamientos en cl marco del Acuerdo de Libre Comercio entre Ja República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile, suscrito en Montevideo el 4 de octubre de 2016:- 


En lo que respecta a la Tasa Consular, la República Oriental del Uruguay aplicará a 
los bienes importados de origen o de procedencia chilena el mismo tratamiento otorgado a 
los productos amparados en el Acuerdo de Alcance Parciul de Complementación Económica 
N* 18, suscrito el 29 de noviembre de 1991, entre la República Argentina, de la República 
Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental del Uruguay. 
Las partes someterán al proceso de incorporación del presente acuerdo a su ordenamiento 
jurídico interno de forma inmediata a su suscripción, aplicando la mayor diligencia para que 
el referido proceso se tramite con la mayor celeridad posible. 


En materia de certificación de origen se acuerda la plena validez y eficacia de la 
certificación digital, reconociéndole los mismos efectos juridicos que la certificación en 
formato papel con firma autógrafa. En este sentido, la República Oriental del Uruguay y la 
República de Chile se comprometen a realizar el plan piloto e implementar el certificado da 
origen digital a más a tardar un año después de suscribir estas notas. 
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Tengo asimismo el honor de proponer que csta Nata y su Nota de confirmación en 
respuesta constituyan un acuerdo entre nuestros Gobiernos. 


Hago propicia la oportunidad para reiterarle a Vuestra Excelencia las seguridades de 
mi más alta y distinguida consideración. 


Atentamente, 


AL: 


ROBERTO AMPUERO 
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Informe 


República Oriental del Uruguay 
Ministerio de Economia y Finanzas 
Dirección General de Secretaria 
Asesoría Politica Comercial 


Exp. N* 859/2019 
Montevideo, 5 de abril de 2019 


Señora Directora: 


Viene a esta Asesoría el expediente N* 859/2019 por el cual el Ministerio de Relaciones 
Exteriores remite unas notas reversales acordadas entre los Cancilleres de Uruguay y Chile. Las 
mencionadas notas se enmarcan como complemento al Acuerdo de Libre Comercio entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Chile, suscrito en Montevideo el 4 de octubre de 
2016 (ACE N* 73 de la ALADI), incorporado al ordenamiento juridico interno mediante la Ley N* 
19.646 del 31 de julio de 2018 y vigente desde el 13 de diciembre de 2018. Las notas reversales 
buscan profundizar los vinculos económico-comerciales y la facilitación de comercio entre los 
países. A estos efectos, se acordó que Uruguay le aplicará a los bienes de origen chileno una tasa 
consular igual a la que le aplique a sus socios del MERCOSUR en el marco del ACE N*18 — 
Tratado de Asunción- y en contrapartida Chile se compromete a realizar el plan piloto e 
implementar el certificado de origen digital en su comercio con Uruguay a más tardar al año de la 
suscripción de estas notas. 


En el caso de Uruguay el certificado de origen digital (COD) ya se encuentra en 
funcionamiento con Argentina y Brasil y ha producido una reducción de costos y tiempos para los 
exportadores e importadores. Como todavía no se ha cumplido un año desde la vigencia del COD 
con Argentina y Brasil, no se puede hacer una evaluación cuantitativa completa, pero una 
encuesta realizada por la Ventanilla Única de Comercio Exterior (VUCE) a operadores que utilizan 
el COD han detectado los siguientes beneficios: 


Usuario 1 


"El COD como sabemos es casi automático, ni bien ustedes nos habilitan se envía (1 o 2 
horas como mucho). En cuanto al CO papel, se envía el día que se solicita siempre y cuando sea 
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antes de las 17 hs que es cuando retira el cadete. Una vez retirado y ni bien lega a la oficina del 
despachante se envía y lo reciben al otro día en frontera (aprox. 24 horas).” 


Usuario 2: 


“Cuando exportábamos a Argentina, solictábamos el CO y en 24-48 hs le estábamos 
enviando dicho certificado mediante el sistema de emisión (si bien estaba habilitado en el mismo 
día). 


En estos momento que lo estamos haciendo con Brasil, y al no solicitar COD, el certificado 
llega junto con la mercadería, es decir, entre que se solicita el certificado(papel!) hasta que le llega 
al importador estariamos hablando de aprox unos 6-8 días, ya que el mismo acompaña la 
mercadería.” 


Usuario 3: 


"Los certificados en formato papel demoraban aproximadamente 24 horas en llegar al 
importador. Quedaban prontos en el día, y una vez en nuestro poder los enviábamos a frontera, 
llegando al otro día. 


Con el certificado digital enseguida que queda pronto puedo enviarlo al importador. 
Presentado el origen, una o dos horas después ya puedo enviarlo al importador.” 


Por lo tanto, se percibe que la implementación del certficado de origen digital tiene 
grandes ahorros de tiempos y por tanto de costos. 


En lo que refiere a la aplicación de la tasa consular que se aplica al MERCOSUR (3%) a 
los productos de Chile que abonan actualmente (5%) se estima el siguiente impacto en materia de 
renuncia fiscal: 


35) (millones 


de U$S 
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Si todas las importaciones que en el 2018 se realizaron por el ACE N*35 pasaran a 
realizarse por el nuevo acuerdo de libre comercio, el efecto de aplicar la tasa consular del 
MERCOSUR a Chile implica una renuncia fiscal de 1,8 millones de dólares. 


Dado el bajo impacto fiscal, así como el carácter estratégico de la relación Uruguay-Chile, se 
sugiere refrendar el proyecto de ley que se adjunta que incorpora las notas reversales al 


ordenamiento juridico interno. 


Sin más que informar, lo saluda atentamente, 


Ec. Juan 00 Brea 
ur 
Dirección General de Secretaría 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- El presente proyec- 
to de ley, que consideramos muy importante, persigue la 
aprobación del Acuerdo relativo a la tasa consular y a los 
compromisos referidos a la certificación de origen digital, 
entre la República Oriental del Uruguay y la República de 
Chile, suscrito mediante notas reversales el 1.” de agosto 
de 2018. 


Las partes disponen que la nota del Gobierno urugua- 
yo y la nota de confirmación por parte del Gobierno de la 
República de Chile constituyen un acuerdo entre ambos 
Gobiernos. 


El acuerdo alcanzado presenta dos aspectos que es 
menester distinguir. Por un lado, refiere a la tasa consular 
regulada por nutrida legislación en Uruguay, y por otro, 
en materia de facilitación de comercio, refiere a la certifi- 
cación de origen digital tratada en el marco del acuerdo de 
libre comercio entre ambas partes. 


Con respecto a la tasa consular, la nota de nuestro país 
define: «La República Oriental del Uruguay aplicará a los 
bienes importados de origen o de procedencia chilena el 
mismo tratamiento otorgado a los productos amparados 
en el Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación 
Económica n.” 18, suscrito el 29 de noviembre de 1991 por 
Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay». 


Los antecedentes de este proyecto de ley se remiten a 
la Ley n. 17296, de 21 de febrero de 2001, que reimplan- 
ta la tasa consular derogada por el artículo 473 de la Ley 
n.” 16226, de 29 de octubre de 1991. Luego, el artículo 236 
de la Ley n.* 19355, de 19 de diciembre de 2015, determina 
que será rentas generales el destino de lo recaudado por 
concepto de tasa consular, a aplicarse a las importaciones, 
y cuya cuantía será de hasta 2 %, calculada sobre el valor 
de aduana de los bienes importados. 


La última disposición legal en esa materia es el artículo 
265 de la Ley n.* 19535 de 25 de diciembre de 2017 donde 
se eleva a 5 % la cuantía a ser aplicada sobre el valor de 
aduana de los bienes importados en régimen general. Se 
fija como destino del mismo rentas generales y se debe 
asegurar —leo a continuación textualmente— «que se cu- 
bran los costos de implementación de los compromisos 
asumidos por el país en el marco del Acuerdo de facilita- 
ción de Comercio de la Organización Mundial del Comer- 
cio», que en Uruguay corresponde a la Ley n.” 19414, de 17 
de octubre de 2013. 


El mencionado artículo 265 de la Ley n.* 19535 tam- 
bién dispone la aplicación de la tasa a las importaciones de 
productos, amparadas en el Acuerdo de Alcance Parcial de 
Complementación Económica n.” 18 —Mercosur— por una 


CÁMARA DE SENADORES 


10 de setiembre de 2019 


cuantía del 3 % calculado sobre el valor en aduana de los 
bienes importados. 


Al mismo tiempo, se establece exceptuar la introduc- 
ción de bienes al territorio nacional en régimen de admi- 
sión temporaria al petróleo crudo, a la importación de 
bienes de capital de uso exclusivo en la industria, en la 
agropecuaria y en la pesca. 


Este artículo 265 de la Ley n.” 19535, de 25 de diciem- 
bre de 2017, en su último inciso dictamina: «A partir del 1? 
de enero de 2020, una vez culminada la implementación 
de los compromisos internacionales asumidos por el país, 
se faculta al Poder Ejecutivo a implementar para esta tasa 
una reducción de hasta 0,5 % (cero con cinco por ciento) 
por año hasta alcanzar una cuantía de 2 % (dos por ciento) 
para las importaciones en régimen general y hasta su eli- 
minación para las importaciones en el marco del Acuerdo 
de Complementación Económica N” 18 (MERCOSUR )». 


Es menester señalar que las citadas notas reversales se 
sitúan como complemento del Acuerdo de Libre Comercio 
entre la República Oriental del Uruguay y la República de 
Chile, establecido en la Ley n.” 19646, de 31 de julio de 
2018. Estos instrumentos profundizan los vínculos econó- 
micos y comerciales entre ambos países. Por esa razón, 
nuestro país acordó aplicar a los bienes de origen chileno 
una tasa consular igual a la que aplique a sus socios del 
Mercosur en el marco del Acuerdo de Complementación 
Económica n.” 18. Por lo tanto, los productos de Chile que 
actualmente abonan 5 % en lo que refiere a la aplicación 
de la tasa consular en régimen general, pasarán a abonar 
3 % en aplicación al Mercosur. La renuncia fiscal que ello 
implica está detallada en el cuadro ubicado en la página 
18 del presente repartido, lo cual se traduce de la siguiente 
manera: si todas las importaciones que en el 2018 se rea- 
lizaron por el Acuerdo de Complementación Económica 
n.? 35, entre Uruguay y Chile, pasaran a realizarse por el 
nuevo Acuerdo de Libre Comercio, el efecto de aplicar la 
tasa consular del Mercosur a Chile implicaría una renun- 
cia fiscal de 1,8 millones de dólares. 


En cuanto a la certificación de origen digital, las notas 
reversales que estamos tratando, de manera complementa- 
ria reconocen la plena validez y eficacia de la certificación 
digital de origen y, por lo tanto, los mismos efectos jurí- 
dicos que la certificación en formato papel con la firma 
autógrafa. Chile y Uruguay se comprometen a iniciar un 
plan piloto y a implementar el certificado de origen digital, 
a más tardar, un año después de suscribir estas notas. 


Tal como nos informa el Ministerio de Economía y 
Finanzas desde su Dirección General de Secretaría y la 
Asesoría Política Comercial, por medio del certificado de 
origen digital se busca profundizar en los vínculos comer- 
ciales y facilitar el comercio entre Uruguay y Chile. 


En el caso de Uruguay, el certificado de origen digital 
ya se encuentra en funcionamiento con Argentina y Brasil 
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y ha producido una reducción de costos y tiempos para los 
exportadores e importadores. Sin embargo, como aún no 
se ha cumplido un año desde la vigencia del certificado 
de origen digital con los mencionados países, no se puede 
hacer una evaluación cuantitativa completa, pero vale des- 
tacar que una encuesta realizada por la ventanilla única de 
comercio exterior a operadores que utilizan el citado cer- 
tificado de origen digital, ha detectado muchos beneficios. 


A continuación, sintetizamos algunos de ellos. El cer- 
tificado digital es casi automático. Una vez habilitado, se 
envía a destino cuyo tiempo de tardanza es de una o dos 
horas. El certificado base en papel necesita veinticuatro 
horas para llegar a frontera, pero para llegar a manos del 
importador puede demorar de seis a siete días, dado que 
acompaña la mercadería. Por donde se lo mire, son indis- 
cutibles los beneficios para el comercio exterior que no 
admite demoras que incrementan los costos y, por ende, la 
posibilidad de malograr negocios. 


Tal como lo define el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas, la aplicación del certificado de origen digital tiene 
grandes ahorros en tiempo y costos, y eso facilita el co- 
mercio en tiempo real, tal como busca la normativa inter- 
nacional que tantas veces hemos aprobado en el Senado 
de la república. 


En consecuencia y ante los antecedentes, se entiende 
altamente conveniente aprobar el acuerdo mediante el me- 
canismo de notas reversales entre Chile y Uruguay, rela- 
tivo a la tasa consular y a los compromisos referidos a la 
certificación de origen digital, en atención a los beneficios 
evidentes que signan los países interesados. 


Para finalizar, señora presidenta, quiero agregar que 
lo relativo a las tasas consulares está en el nuevo acuer- 
do entre la Unión Europea y el Mercosur, es decir entre 
el continente europeo y América. De hecho, el otro día 
en la Comisión de Asuntos Internacionales decíamos que 
el acuerdo establece la eliminación del cobro de la tasa 
consular uruguaya y la tasa estadística argentina, luego 
de un período de gracia de tres años contados a partir de 
la entrada en vigor de este acuerdo, que seguramente será 
tratado en la próxima legislatura. Me refiero al acuerdo 
entre la Unión Europea y el Mercosur. 


En lo que tiene que ver con el acuerdo relativo a la 
tasa consular y a los compromisos sobre la certificación 
de origen digital entre Uruguay y Chile, la comisión por 
unanimidad recomienda su aprobación. 
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Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo relativo a la Tasa 
Consular y a los compromisos referidos a la Certificación 
de Origen Digital, entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República de Chile, suscrito mediante Notas Re- 
versales, de fecha 1 de agosto de 2018». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


26) CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DE ACTOS 
ILÍCITOS RELACIONADOS CON LA AVIACIÓN 
CIVIL INTERNACIONAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con lo oportu- 
namente votado, se pasa a considerar el asunto que figura 
en sexto término del orden del día: «Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio para la represión de actos 
ilícitos relacionados con la aviación civil internacional, 
suscrito en Beijing, República Popular China, el 10 de se- 
tiembre de 2010. (Carp. n.* 1254/2018 - rep. n.* 946/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1254/2018 - rep. n.* 946/19 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 


E a A P-4 Hnpustilza 
ES ae Hresgua e, e? Sesiór de 
hoy, bra sancionado el diguinte 
Beegscoto A A 


Artículo único.- Apruébase el Convenio para la Represión de Actos llicitos 
Relacionados con la Aviación Civil Internacional, suscrito en Beijing, República Popular 
China, el 10 de setiembre de 2010. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de 
diciembre de 2018. 


GERARDO _— 
3er. Vicepresi e 
INIA ORTIZ 


Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N' 294 a/2018. 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TURISMO 


Montevideo, ) 6 AGO 2018 
Señora Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el proyecto 
de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Convenio para la Prevención de 
Actos llícitos Relacionados con la Aviación Civil Internacional, hecho en Beijing el 
10 septiembre de 2010. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Los cambios que se produjeron en el último periodo de tiempo, con la 
intensificación de los actos ilícitos contra la aviación civil en todo el mundo 
hacen que sea de gran interés la adhesión a dicho Convenio. 


Por lo anteriormente mencionado, la comunidad internacional 
emprendió negociaciones para modernizar el marco legal en materia de 
seguridad aérea civil ya que se considera necesario concretar esfuerzos para 
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desarrollar políticas de cooperación como consecuencia del advenimiento de 
nuevos tipos de amenaza. 


En consecuencia, tuvo lugar en Beijing durante el año 2010 la 
Conferencia de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) por la 
que se adoptó este instrumento, que amplía y fortalece el marco antiterrorismo 
de la aviación civil mundial mediante la introducción de mejoras en la seguridad 
de la aviación, la criminalización de los actos delictivos de tipo terrorista y la 
promoción de la colaboración entre los países en materia de prevención. 


Teniendo en cuenta el recrudecimiento de los actos terroristas 
indiscriminados en distintas partes del mundo por grupos radicales 
internacionales así como, el ingreso de nuestro país en el Consejo de 
Seguridad, se acentúa la importancia de avanzar en la codificación de los 
delitos asociados al terrorismo y a la incorporación de los instrumentos 
internacionales en la materia. 


Texto: 

El Convenio consta de un Preámbulo y 25 artículos: 

En su Preámbulo se expresa el objetivo del Convenio que es fortalecer 
el marco jurídico para la cooperación internacional en la prevención y represión 


de actos ilícitos contra la aviación civil. 


El articulo 1 está destinado a las definiciones de diversas conductas 
delictivas contrarias a la seguridad de la aeronave, a su integridad y capacidad 
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de vuelo; refiere también a las instalaciones, servicios de navegación aérea, a 
su integridad, funcionamiento y a la seguridad de las aeronaves en vuelo. 


Asimismo, refiere a los informes falsos, contrarios a la seguridad de 
aeronaves en vuelo, a la utilización de aeronaves como armas o para liberar o 
descargar armas o materiales explosivos, radioactivos o sustancias similares. 


Se prevé también como figura delictiva el transporte o la facilitación de 
transporte de materiales, armas, incluso nucleares, sin autorización lega! y con 
fines ilícitos; se añaden tipos legales referidos a la violencia contra personas en 
un aeropuerto o contra instalaciones en el mismo. 


También se estipulan que las amenazas de cometer los delitos 
detallados están tipificadas, de modo que no se ha omitido descripción alguna 
de conductas ilícitas que puedan afectar negativamente a la aviación civil 
internacional. 


El artículo 2 está destinado a las definiciones de términos o frases 
empleadas en el Convenio, de modo de conferir a la redacción de este la 


mayor precisión. 


El artículo 3 refiere a que los Estados se obligan a establecer penas 
severas para los delitos previstos en el artículo 1. 


El artículo 4 prevé la responsabilidad que cada Estado Parte pueda 
establecer a una entidad jurídica ubicada en territorio de un Estado Parte o con 
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arreglo a su jurisdicción cuando una persona responsable de su dirección o 
control cometa, en esa calidad, un delito previsto en el artículo 1. 


El artículo 5 estipula la aplicación del Convenio, el que se aplica solo a 
las aeronaves civiles, no a las militares, de aduana o de policía. 


El artículo 6 estipula que rigen para los Estados Partes, el Derecho 
Internacional, incluida la Carta de las Naciones Unidas y el Derecho 


Humanitario. 


El artículo 7 establece, asimismo, que rigen para los Estados Partes, el 
Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, hecho en Londres, 
Moscú y Washington el 1 de julio de 1968, la Convención sobre la prohibición 
del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas 
(biológicas) y toxinicas y sobre su destrucción, hecho en Londres, Moscú y 
Washington el 10 de abril de 1972, y la Convención sobre la prohibición del 
desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y 
sobre su destrucción, hecho en París el 13 de enero de 1993, 


El artículo 8 prevé que las Partes se obligan a establecer su jurisdicción 


en las hipótesis que cita. 


El artículo 9 refiere a que si el responsable o probable responsable 
fuera hallado en territorio de un Estado Parte, este procederá a su detención o 
asegurará por otros medios su presencia, debiendo proceder a la investigación 
preliminar de los hechos, comunicando la misma a los demás Estados Partes. 
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El artículo 10 prevé la obligación de enjuiciamiento o extradición en las 
mismas condiciones que cuando se trata de delitos comunes. 


El artículo 11 estipula el trato equitativo del imputado, incluido el goce 
de todos los derechos y garantías de conformidad con las leyes del Estado en 
cuyo territorio se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho 
internacional, con inclusión del derecho internacional en materia de derechos 
humanos. 


El artículo 12 prevé que las figuras delictivas deberán constar en todo 
Tratado futuro sobre extradición que celebren los Estados Partes en el futuro. 


El artículo 13 estipula que ninguno de los delitos previstos en el artículo 
1 se considerará, para los fines de la extradición o de asistencia judicial 
recíproca, como delito político, como delito conexo a un delito político ni como 
inspirado por motivos políticos. 


El artículo 14 prevé la no obligación de extraditar, en caso de 
persecución por motivos prohibidos por el Derecho Internacional como lo son 
motivos de raza, religión nacionalidad, origen étnico, opinión política o género, 
o que el cumplimiento de lo solicitado podria perjudicar la situación de esa 
persona por cualquiera de esos motivos. 


El articulo 15 refiere a que los Estados Partes que constituyan 
organizaciones de explotación común del transporte aéreo que utilicen 
aeronaves que sean objeto de una matricula común o internacional, designarán 
con respecto a cada aeronave quien de ellos ejercerá la jurisdicción y tendrá 
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las atribuciones del Estado de matricula para los fines del Convenio de 
referencia. 


El articulo 16 menciona que los Estados Partes procurarán tomar todas 
las medidas que sean factibles para impedir la comisión de los delitos previstos 
en el artículo 1, de acuerdo con el derecho internacional y sus propias leyes. 


Los artículos 17, 18 y 19 prevén la obligación de asistencia mutua de 
las Partes y la comunicación de lo actuado a la Organización de Aviación Civil 
Internacional. 


El artículo 20 refiere a las controversias que surjan entre dos o más 
Estados Partes, y prevé su arreglo mediante negociaciones, arbitraje y el 
sometimiento de estas a la decisión de la Corte Internacional de Justicia. 


El artículo 21 refiere al periodo en que este Convenio estará abierto 
para la firma. Asimismo, este se someterá a la ratificación, aceptación o 
aprobación. 


También, se prevé la posibilidad de adhesión para aquellos Estados 
que no ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio de referencia. 


El artículo 22 prevé la entrada en vigor del Convenio. 


El artículo 23 estipula la posibilidad de denuncia del presente 
Convenio. 
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El artículo 24 prevé que este Convenio prevalecerá sobre el Convenio 
para la represión de los actos ilicitos contra la seguridad de la aviación civil, 
firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971; y el Protocolo para la 
represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio 
a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión 
de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 
de septiembre de 1971, firmado en Montreal en 24 de febrero de 1988, 


El artículo 25 y último refiere a la obligación del Depositario de notificar 
sin demora a todos los Estados Partes y a todos los Estados signatarios o que 
se adhieran al mismo, la fecha de cada firma, la fecha del depósito de cada 
instrumento de ratificación, aprobación, aceptación o adhesión, asi como la 
fecha de entrada en vigor del Convenio y toda otra información pertinente. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 
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ASUNTO N* 294 b/2018. 


Montevideo, ) £ AGO 2018 
PROYECTO DE LEY 
ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio para la Prevención de 


Actos llícitos Relacionados con la Aviación Civil Internacional, hecho en Beijing 
el 10 septiembre de 2010. 
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COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 
CÁMARA DE SENADORES 


CONVENIO PARA LA REPRESIÓN DE ACTOS ILÍCITOS RELACIONADOS 
CON LA AVIACIÓN CIVIL INTERNACIONAL, SUSCRITO EN BEIJING, 
REPUBLICA POPULAR CHINA, EL 10 DE SETIEMBRE DE 2010 


informe 


Sras. Senadoras 
Sres. Senadores 


La Comisión de Asuntos Internacionales remite para su aprobación el 
Convenio para la Represión de Actos llícitos Relacionados con la Aviación Civil 
Internacional, suscrito en Beijing, República Popular China, el 10 de setiembre 
de 2010, aprobado por la Cámara de Representantes el pasado 4 de diciembre 
de 2018. 


El mismo fue remitido por Poder Ejecutivo, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someterlo a consideración del Poder Legislativo. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Los cambios que se produjeron en el último período de tiempo, con la 
intensificación de los actos ilícitos contra la aviación civil en todo el mundo 
hacen que sea de gran interés la adhesión a dicho Convenio. 
Por lo anteriormente mencionado, la comunidad internacional emprendió 
negociaciones para modernizar el marco legal en materia de seguridad aérea 
civil ya que se considera necesario concretar esfuerzos para desarrollar 
políticas de cooperación como consecuencia del advenimiento de nuevos tipos 
de amenaza. 


En consecuencia, tuvo lugar en Beijing durante el año 2010 la 
Conferencia de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) por la 
que se adoptó este instrumento, que amplía y fortalece el marco antiterrorismo 
de la aviación civil mundial mediante la introducción de mejoras en la seguridad 
de la aviación, la criminalización de los actos delictivos de tipo terrorista y la 
promoción de la colaboración entre los países en materia de prevención. 
Teniendo en cuenta el recrudecimiento de los actos terroristas indiscriminados 
en distintas partes del mundo por grupos radicales internacionales, así como, el 
ingreso de nuestro país en el Consejo de Seguridad, se acentúa la importancia 
de avanzar en la codificación de los delitos asociados al terrorismo y a la 
incorporación de los instrumentos internacionales en la materia. 


TEXTO: 
El Convenio consta de un Preámbulo y 25 artículos: 
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En su Preámbulo se expresa el objetivo del Convenio que es fortalecer 
el marco jurídico para la cooperación internacional en la prevención y represión 
de actos ilícitos contra la aviación civil. 


El artículo 1 está destinado a las definiciones de diversas conductas 
delictivas contrarias a la seguridad de la aeronave, a su integridad y capacidad 
de vuelo; refiere también a las instalaciones, servicios de navegación aérea, a 
su integridad, funcionamiento y a la seguridad de las aeronaves en vuelo. 

Asimismo, refiere a los informes falsos, contrarios a la seguridad de 
aeronaves en vuelo, a la utilización de aeronaves como armas o para liberar o 
descargar armas o materiales explosivos, radioactivos o sustancias similares. 

Se prevé también como figura delictiva el transporte o la facilitación de 
transporte de materiales, armas, incluso nucleares, sin autorización legal y con 
fines ilícitos; se añaden tipos legales referidos a la violencia contra personas en 
un aeropuerto o contra instalaciones en el mismo. 

También se estipulan que las amenazas de cometer los delitos detallados 
están tipificadas, de modo que no se ha omitido descripción alguna de 
conductas ilícitas que puedan afectar negativamente a la aviación civil 
internacional. 


El artículo 2 está destinado a las definiciones de términos o frases 
empleadas en el Convenio, de modo de conferir a la redacción de este la 
mayor precisión. 


El artículo 3 refiere a que los Estados se obligan a establecer penas 
severas para los delitos previstos en el artículo 1. 


El artículo 4 prevé la responsabilidad que cada Estado Parte pueda 
establecer a una entidad jurídica ubicada en territorio de un Estado Parte o con 
arreglo a su jurisdicción cuando una persona responsable de su dirección o 
control cometa, en esa calidad, un delito previsto en el articulo 1. 


El artículo 5 estipula la aplicación del Convenio, el que se aplica solo a 
las aeronaves civiles, no a las militares, de aduana o de policía. 


El artículo 6 estipula que rigen para los Estados Partes, el Derecho 
Internacional, incluida la Carta de las Naciones Unidas y el Derecho 
Humanitario. 


El artículo 7 establece asimismo, que rigen para los Estados Partes, el 
Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, hecho en Londres, 
Moscú y Washington el 1 de julio de 1968, la Convención sobre la prohibición 
del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas 
(biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción, hecho en Londres, Moscú y 
Washington el 10 de abril de 1972, y la Convención sobre la prohibición del 


234-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y 
sobre su destrucción, hecho en París el 13 de enero de 1993. 


El artículo 8 prevé que las Partes se obligan a establecer su jurisdicción 
en las hipótesis que cita. 


El artículo 9 refiere a que si el responsable o probable responsable fuera 
hallado en territorio de un Estado Parte, este procederá a su detención o 
asegurará por otros medios su presencia, debiendo proceder a la investigación 
preliminar de los hechos, comunicando la misma a los demás Estados Partes. 


El artículo 10 prevé la obligación de enjuiciamiento o extradición en las 
mismas condiciones que cuando se trata de delitos comunes. 


El artículo 11 estipula el trato equitativo del imputado, incluido el goce de 
todos los derechos y garantías de conformidad con las leyes del Estado en 
cuyo territorio se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho 
internacional, con inclusión del derecho internacional en materia de derechos 
humanos. 


El artículo 12 prevé que las figuras delictivas deberán constar en todo 
Tratado futuro sobre extradición que celebren los Estados Partes en el futuro. 


El artículo 13 estipula que ninguno de los delitos previstos en el artículo 1 
se considerará, para los fines de la extradición o de asistencia judicial 
recíproca, como delito político, como delito conexo a un delito político ni como 
inspirado por motivos políticos. 


El artículo 14 prevé la no obligación de extraditar, en caso de 
persecución por motivos prohibidos por el Derecho Internacional como lo son 
motivos de raza, religión nacionalidad, origen étnico, opinión política o género, 
o que el cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar la situación de esa 
persona por cualquiera de esos motivos. 


El artículo 15 refiere a que los Estados Partes que constituyan 
organizaciones de explotación común del transporte aéreo que utilicen 
aeronaves que sean objeto de una matrícula común o internacional, designarán 
con respecto a cada aeronave quien de ellos ejercerá la jurisdicción y tendrá 
las atribuciones del Estado de matrícula para los fines del Convenio de 
referencia. 


El artículo 16 menciona que los Estados Partes procurarán tomar todas 
las medidas que sean factibles para impedir la comisión de los delitos previstos 
en el artículo 1, de acuerdo con el derecho internacional y sus propias leyes. 
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Los articulos 17, 18 y 19 prevén la obligación de asistencia mutua de las 
Partes y la comunicación de lo actuado a la Organización de Aviación Civil 
Internacional. 


El artículo 20 refiere a las controversias que surjan entre dos o más 
Estados Partes, y prevé su arreglo mediante negociaciones, arbitraje y el 
sometimiento de estas a la decisión de la Corte Internacional de Justicia. 


El artículo 21 refiere al periodo en que este Convenio estará abierto para 
la firma. Asimismo, este se someterá a la ratificación, aceptación o aprobación. 

También, se prevé la posibilidad de adhesión para aquellos Estados que 
no ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio de referencia. 


El artículo 22 prevé la entrada en vigor del Convenio. 
El artículo 23 estipula la posibilidad de denuncia del presente Convenio. 


El artículo 24 prevé que este Convenio prevalecerá sobre el Convenio 
para la represión de los actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, 
firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971 ; y el Protocolo para la 
represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio 
a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión 
de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 
de septiembre de 1971, firmado en Montreal en 24 de febrero de 1988. 


El artículo 25 y último refiere a la obligación del Depositario de notificar 
sin demora a todos los Estados Partes y a todos los Estados signatarios o que 
se adhieran al mismo, la fecha de cada firma, la fecha del depósito de cada 
instrumento de ratificación, aprobación, aceptación o adhesión, así como la 
fecha de entrada en vigor del Convenio y toda otra información pertinente. 


TEXTO DEL CONVENIO 


LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE CONVENIO, 

PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por el hecho de que los actos 
ilícitos contra la aviación civil ponen en peligro la seguridad y protección de las 
personas y los bienes, afectan gravemente a la explotación de los servicios 
aéreos, los aeropuertos y la navegación aérea y socavan la confianza de los 
pueblos del mundo en el desenvolvimiento seguro y ordenado de la aviación 
civil para todos los Estados; 

RECONOCIBNDO que los nuevos tipos de amenazas contra la aviación 
civil requieren de los Estados nuevos esfuerzos concertados y políticas de 
cooperación; y 

CONVENCIDOS de que, para dar mejor respuesta a tales amenazas, 
urge fortalecer el marco jurídico para la cooperación internacional en la 
prevención y represión de los actos ilícitos contra la aviación civil. 
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Artículo 1: Comete delito toda persona que ilícita e intencionalmente: 

a) realice contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo actos de 
violencia que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la 
aeronave; o 

b) destruya una aeronave en servicio o le cause daños que la incapaciten 
para el vuelo o que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad 
de la aeronave en vuelo; o 

c) coloque o haga colocar en una aeronave en servicio, por cualquier 
medio, un artefacto o sustancia capaz de destruir tal aeronave o de causarle 
daños que la incapaciten para el vuelo o que, por su naturaleza, constituyan un 
peligro para la seguridad de la aeronave en vuelo; o 

d) destruya o dañe las instalaciones o serv1c1os de navegación aérea o 
perturbe su funcionamiento, si tales actos, por su naturaleza, constituyen un 
peligro para la seguridad de las aeronaves en vuelo; o 

e) comunique a sabiendas informes falsos, poniendo con ello en peligro la 
seguridad de una aeronave en vuelo; o f) utilice una aeronave en servicio con 
el propósito de causar la muerte, lesiones corporales graves o daños graves a 
los bienes o al medio ambiente; o 

f) utilice una aeronave en servicio con el propósito de causar la muerte, 
lesiones corporales graves o daños graves a los bienes o al medio ambiente; o 

g) libere o descargue desde una aeronave en servicio un arma BQN o un 
material explosivo, radiactivo, o sustancias similares de un modo que cause o 
probablemente cause la muerte, lesiones corporales graves o daños graves a 
los bienes o al medio ambiente; o 

h) utilice contra o a bordo de una aeronave en servicio un arma BQN o un 
material explosivo, radiactivo, o sustancias similares de un modo que cause o 
probablemente cause la muerte, lesiones corporales graves o daños graves a 
los bienes o al medio ambiente; o 

i) a bordo de una aeronave, transporte o haga que se transporte o facilite 
el transporte de: 

1) material explosivo o radiactivo, a sabiendas de que se prevé utilizarlo 
para causar, o amenazar con causar, muertes o lesiones o daños graves, 
imponiendo o no una condición, corno dispone la legislación nacional, con el 
objeto de intimidar a una población o forzar a un gobierno u organización 
internacional a realizar o abstenerse de realizar un acto dado; o 

2) armas BQN, a sabiendas de que las mismas están comprendidas en la 
definición de armas BQN del Artículo 2; o 

3) materias básicas, material fisionable especial o equipo o materiales 
especialmente diseñados o preparados para t::l tratamiento, utilización o 
producción de material fisionable especial, a sabiendas de que están 
destinados a ser utilizados en una actividad con explosivos nucleares o en 
cualquier otra actividad nuclear no sometida a salvaguardias de conformidad 
con un acuerdo de salvaguardias con el Organismo Internacional de Energía 
Atómica; o 
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4) equipo, materiales, soporte lógico o tecnología conexa que contribuye 
considerablemente al diseño, fabricación o lanzamiento de armas BQN, sin 
autorización legal y con la intención de que se utilicen con tales fines; 

con la condición de que, con respecto a las actividades relacionadas con 
un Estado Parte, incluidas las llevadas a cabo por una persona o entidad 
jurídica autorizada por un Estado Parte, no constituirá un delito previsto en los 
incisos 3 y 4 si el transporte de dichos artículos o materiales es compatible con 
sus derechos, responsabilidades y obligaciones en virtud del tratado multilateral 
aplicable sobre la no proliferación en el cual es Parte, incluidos los 
mencionados en el Artículo 7. 

2. Comete delito toda persona que ilicita e intencionalmente, utilizando 
cualquier artefacto, sustancia o arma: 

a) ejecute un acto de violencia contra una persona en un aeropuerto que 
preste servicio a la aviación civil internacional, que cause o pueda causar 
lesiones graves o la muerte; o 

b) destruya o cause daños graves en las instalaciones de un aeropuerto 
que preste servicio a la aviación civil internacional o en una aeronave que no 
esté en servicio y se encuentre en el aeropuerto, o perturbe los servicios del 
aeropuerto, 

si ese acto pone en peligro o puede poner en peligro la seguridad en ese 
aeropuerto. 

3. Igualmente comete delito toda persona que: 

a) amenace con cometer cualquiera de los delitos previstos en los 
apartados a), b ), c ), d), f), g) y h) del párrafo 1 o en el párrafo 2 de este 
Artículo; o 

b) ilícita e intencionalmente haga que una persona reciba tal amenaza, 

en circunstancias que indiquen que la amenaza es verosímil. 

4. Igualmente comete delito toda persona que: 

a) intente cometer cualquiera de los delitos previstos en el párrafo 1 6 2 
de este Artículo; o 

b) organice o instigue a otros para que cometan un delito previsto en el 
párrafo 1, 2, 36 4, apartado a), de este Artículo; o 

Cc) participe como cómplice en un delito previsto en el párrafo 1, 2,3 6 4, 
apartado a), de este Artículo; o 

a) ilícita e intencionalmente asista a otra persona a evadir la investigación, 
el enjuiciamiento o la pena, a sabiendas de que tal persona ha cometido un 
acto que constituye un delito previsto en el párrafo 1, 2, 3, 4, apartado a), b) 
oc), de este Artículo o que sobre dicha persona pesa una orden de detención 
por las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley para ser enjuiciada por 
tal delito o que ha sido sentenciada por ese delito. 

5. Cada Estado Parte definirá como delitos, cuando se cometan 
intencionalmente, independientemente de que realmente se cometa o intente 
cometer cualquiera de los delitos previstos en el párrafo 1, 2 ó 3 de este 
Artículo, cualesquiera de las conductas siguientes o ambas: 

a) ponerse de acuerdo con una o varias personas para cometer un delito 
previsto en el párrafo 1, 2 ó 3 de este Artículo y, cuando así lo prescriba la 
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legislación nacional, que suponga un acto perpetrado por uno de los 
participantes para llevar adelante ese acuerdo; o 

b) contribuir de cualquier otro modo a la comisión de uno o varios delitos 
de los previstos en el párrafo 1, 2 ó 3 de este Artículo por un grupo de personas 
que actúan con un propósito común, y se contribuya: 

i) con el propósito de facilitar la actividad o la finalidad delictiva general del 
grupo, cuando dicha actividad o finalidad suponga la comisión de un delito 
previsto en el párrafo 1, 2 ó 3 de este Artículo; o 

ii) con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito 
previsto en el párrafo 1, 2, ó 3 de este Artículo. 


Artículo 2: Establece los fines del presente convenio. 


Artículo 3: Los Estados Partes se obligan a establecer penas severas 
para los delitos previstos en el Artículo 1. 


Artículo 4: Regula la responsabilidad de una entidad jurídica ubicada en 
su territorio o constituida en el mismo, regulando el tipo de responsabilidad. 


Artículo 5: Regula que no se aplique el Convenio a las aeronaves 
utilizadas en servicios militares, de aduana o policia. Estableciendo que se 
aplicará a ya se trate de una aeronave en vuelo internacional ya en vuelo 
interior, y establece una serie de situaciones dependiendo donde se cometa el 
delito. 


Artículo 6: 1. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará a 
los derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados y de las 
personas con arreglo al derecho internacional, en particular los propósitos y 
principios de la Carta de las Naciones Unidas, el Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional y el derecho humanitario internacional. 

2. Las actividades de fuerzas armadas durante un conflicto armado, 
según se entienden esos términos en el derecho humanitario internacional y 
que se rijan por ese derecho, no estarán sujetas al presente Convenio; y las 
actividades que lleven a cabo las fuerzas militares de un Estado en el ejercicio 
de sus funciones oficiales, en la medida en que se rijan por otras normas de 
derecho internacional, no estarán sujetas al presente Convenio. 

3. Las disposiciones del párrafo 2 de este Artículo no se interpretarán en 
el sentido de condonar o considerar lícitos actos que de otro modo son ilicitos o 
que impiden el enjuiciamiento con arreglo a otras leyes. 


Artículo 7: Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará a los 
derechos, obligaciones y responsabilidades de los Estados Partes previstos en 
el Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, hecho en Londres, 
Moscú y Washington el 1 de julio de 1968, la Convención sobre la prohibición 
del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas 
(biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción, hecho en Londres, Moscú y 
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Washington el 10 de abril de 1972, o la Convención sobre la prohibición del 
desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y 
sobre su destrucción, hecho en París el 13 de enero de 1993. 


Artículo 8: 1. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para 
establecer su jurisdicción sobre los delitos previstos en el Artículo 1 en los 
casos siguientes: 

a) si el delito se comete en el territorio de ese Estado; b) si el delito se 
comete contra o a bordo de una aeronave matriculada en ese Estado; c) si la 
aeronave a bordo de la cual se cometió el delito aterriza en su territorio con el 
probable responsable todavía a bordo; d) si el delito se comete contra o a 
bordo de una aeronave dada en arrendamiento sin tripulación a una persona 
que tenga en ese Estado su oficina principal o, de no tener tal oficina, su 
residencia permanente; e) si el delito lo comete un nacional de ese Estado. 

2. Cada Estado Parte podrá establecer su jurisdicción sobre cualquiera de 
dichos delitos en los siguientes casos: a) si el delito se comete contra un 
nacional de ese Estado; b) si el delito lo comete una persona apátrida que tiene 
su residencia habitual en el territorio de ese Estado. 

3. Asimismo, cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para 
establecer su jurisdicción sobre los delitos previstos en el Artículo 1, en caso de 
que el probable responsable se halle en su territorio y dicho Estado no conceda 
la extradición de esa persona, conforme al Artículo 12, a ninguno de los 
Estados Partes que han establecido su jurisdicción de conformidad con los 
párrafos aplicables de este Artículo con respecto a esos delitos. 

4. El presente Convenio no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de 
acuerdo con las leyes nacionales. 


Artículo 9: 1. Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el 
responsable o el probable responsable, si considera que las circunstancias lo 
justifican, procederá a su detención o tomará otras medidas para asegurar su 
presencia. La detención y demás medidas se llevarán a cabo de acuerdo con 
las leyes de ese Estado, y se mantendrán solamente por el periodo que sea 
necesario a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de 
extradición. 

2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de 
los hechos. 

3. La persona detenida de acuerdo con el párrafo 1 de este Artículo 
contará con la asistencia necesaria para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre 
más próximo. 

4. Cuando un Estado Parte detenga a una persona en virtud de este 
Artículo, notificará inmediatamente tal detención y las circunstancias que la 
justifican a los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción con 
arreglo al párrafo | del Artículo 8 y establecido su jurisdicción y notificado al 
Depositario con arreglo al apartado a) del párrafo 4 del Artículo 21 y, si lo 
considera conveniente, a todos los demás Estados interesados. El Estado 
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Parte que proceda a la investigación preliminar prevista en el párrafo 2 de este 
Artículo comunicará sin dilación sus resultados a los Estados Partes antes 
mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 


Artículo 10: El Estado Parte en cuyo territorio sea hallado el probable 
responsable, si no procede a su extradición, deberá someter el caso a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, sin excepción alguna y 
con independencia de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. 
Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las 
aplicables a los delitos comunes de carácter grave, de acuerdo con la 
legislación de tal Estado. 


Artículo 11: Toda persona que se encuentre detenida, o respecto de la 
cual se adopten otras medidas o sea causada con arreglo al presente 
Convenio, recibirá un trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y 
garantías de conformidad con las leyes del Estado en cuyo territorio se 
encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, 
incluido el derecho internacional en materia de derechos humanos. 


Artículo 12: 1. Los delitos previstos en el Artículo 1 se considerarán 
incluidos entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de 
extradición celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes se 
comprometen a incluirlos como delitos sujetos a extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí en el futuro. 

2. Si un Estado Parte, que subordina la extradición a Ja existencia de un 
tratado, recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no 
tiene tratado de extradición, podrá discrecionalmente considerar el presente 
Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición respecto a los 
delitos previstos en el Artículo |. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. 

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado reconocerán los delitos previstos en el Artículo 1 como delitos 
sujetos a extradición entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas por el 
derecho del Estado requerido. 

4. Para los fines de la extradición entre Estados Paites, cada uno de los 
delitos se considerará como si se hubiera cometido no solamente en el lugar 
donde ocurrió, sino también en el territorio de los Estados Partes obligados a 
establecer su jurisdicción de acuerdo con los apartados b), c), d) y e) del 
párrafo 1 del Artículo 8 y que han establecido su jurisdicción de conformidad 
con el párrafo 2 del Artículo 8. 

5. Los delitos previstos en los apartados a) y b) del párrafo 5 del Artículo 1 
se tratarán como equivalentes para los fines de extradición entre Estados 
Partes. 


Artículo 13: Ninguno de los delitos previstos en el Artículo 1 se 
considerará, para los fines de extradición o de asistencia judicial recíproca, 
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como delito político, como delito conexo a un delito político ni como delito 
inspirado por motivos políticos. Por consiguiente, no podrá rechazarse una 
solicitud de extradición o de asistencia judicial recíproca formulada en relación 
con un delito de ese carácter por la única razón de que se refiere a un delito 
político, a un delito conexo a un delito político o a un delito inspirado por 
motivos políticos. 


Artículo 14: Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará 
con el efecto de imponer una obligación de extraditar o de prestar asistencia 
judicial recíproca si el Estado Parte requerido tiene motivos fundados para 
creer que la solicitud de extradición por los delitos previstos en el Artículo 1 o 
de asistencia judicial reciproca en relación con esos delitos se ha formulado 
con el fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico, opinión política o género, o que el cumplimiento de 
lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por cualquiera de 
esos motivos. 


Artículo 15: Los Estados Partes que constituyan organizaciones de 
explotación en común del transporte aéreo u organismos internacionales de 
explotación que utilicen aeronaves que sean objeto de una matrícula común o 
internacional designarán con respecto a cada aeronave, según las 
circunstancias del caso, el Estado de entre ellos que ejercerá la jurisdicción y 
tendrá las atribuciones del Estado de matrícula para los fines del presente 
Convenio y lo comunicará al Secretario General de la Organización de Aviación 
Civil Internacional, quien lo notificará a todos los Estados Partes en el presente 
Convenio. 


Artículo 16: 1. Los Estados Partes procurarán tomar, de acuerdo con el 
derecho internacional y sus propias leyes, todas las medidas que sean factibles 
para impedir la comisión de los delitos previstos en el Artículo 1. 

2. Cuando, con motivo de haberse cometido un delito previsto en el 
Artículo 1, se produzca retraso o interrupción de un vuelo, el Estado Parte en 
cuyo territorio se encuentren la aeronave, los pasajeros o la tripulación facilitará 
a los pasajeros y a la tripulación la continuación del viaje lo antes posible y 
devolverá sin demora la aeronave y su carga a sus legítimos poseedores. 


Artículo 17: Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible 
por lo que respecta a todo proceso penal relativo a los delitos previstos en el 
Artículo 1. En todos los casos, la ley aplicable para la ejecución de una petición 
de asistencia será la ley del Estado requerido. 

Lo dispuesto en el párrafo 1 de este Artículo precedente no afectará a las 
obligaciones derivadas de cualquier otro tratado bilateral o multilateral que rija o 
que vaya a regir, en todo o en parte, lo relativo a la asistencia recíproca en 
materia penal. 
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Artículo 18: Todo Estado Parte que tenga razones para creer que se 
vaya a cometer un delito previsto en el Artículo 1 suministrará, de acuerdo con 
su legislación nacional, toda información pertinente de que disponga a los 
demás Estados Partes que, en su opinión, sean los previstos en los párrafos 1 
y 2 del Artículo 8. 


Artículo 19: Cada Estado Parte notificará lo antes posible al Consejo de 
la Organización de Aviación Civil Internacional, de conformidad con su 
legislación nacional, toda información pertinente que tenga en su poder 
referente a: 

a) las circunstancias del delito; 

b) las medidas tomadas en cumplimiento del párrafo 2 del Artículo 16; 

c) las medidas tomadas en relación con el responsable o el probable 
responsable y, especialmente, el resultado de todo procedimiento de 
extradición u otro procedimiento judicial. 


Artículo 20: 1 Las controversias que surjan entre dos o más Estados 
Partes con respecto a la interpretación o aplicación del presente Convenio, y 
que no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje 
a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de Ja 
fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen 
ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá 
someter Ja controversia a Ja Corte Internacional de Justicia mediante una 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte, 

2. Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación del presente Convenio o de su adhesión al mismo, podrá declarar 
que no se considera obligado por el párrafo anterior. Los demás Estados 
Partes no estarán obligados por el párrafo anterior ante ningún Estado Parte 
que haya formulado dicha reserva. 

3. Todo Estado Parte que haya formulado una reserva de conformidad 
con el párrafo anterior podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al 
Depositario. 


Artículo 21: 1. El presente Convenio estará abierto el 1 O de septiembre 
de 201 O en Beijing para la firma de los Estados que palticiparon en la 
Conferencia diplomática sobre seguridad de la aviación celebrada en Beijing 
del 30 de agosto al 1 O de septiembre de 201 O. Con posterioridad al 27 de 
septiembre de 201 O, el Convenio quedará abierto para la firma de todos los 
Estados en la Sede de la Organización de Aviación Civil Internacional, en 
Montreal, hasta su entrada en vigor de acuerdo con el Artículo 22. 

2. El presente Convenio se someterá a ratificación, aceptación o 
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se 
depositarán ante el Secretario General de la Organización de Aviación Civil 
Internacional, la que por el presente se designa Depositario. 

3. Todo Estado que no ratifique, acepte o apruebe el presente Convenio 
de acuerdo con lo previsto en el párrafo 2 de este Artículo podrá adherirse al 
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mismo en cualquier oportunidad. El instrumento de adhesión se depositará ante 
el Depositario. 

4. En el momento de ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o 
adherirse al mismo, cada Estado Parte: a) notificará al Depositario la 
jurisdicción que haya establecido de conformidad con su legislación nacional 
como se prevé en el párrafo 2 del Artículo 8 e inmediatamente dará aviso al 
Depositario de todo cambio; y b) podrá declarar que aplicará las disposiciones 
del apartado d) del párrafo 4 del Articulo 1 con arreglo a los principios de su 
derecho penal en lo que se refiere a la exención de la responsabilidad por 
causa de parentesco. 


Artículo 22: 1. El presente Convenio entrará en vigor el primer día del 
segundo mes a partir de la fecha del depósito del vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

2. Para cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten, aprueben o se 
adhieran al presente Convenio con posterioridad al depósito del vigésimo 
segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el 
mismo entrará en vigor el primer día del segundo mes a partir de la fecha en 
que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 

3. Tan pronto como entre en vigor el presente Convenio, el Depositario lo 
registrará ante las Naciones Unidas. 


Artículo 23: 1. Los Estados Partes podrán denunciar el presente 
Convenio notificándolo por escrito al Depositario. 
2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Depositario reciba la notificación. 


Artículo 24: Entre los Estados Partes, este Convenio prevalecerá sobre 
los instrumentos siguientes: 

a) el Convenio para la represión de los actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 
1971; y 

b) el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los 
aeropuertos que presten servicio a la aviación civil internacional, 
complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 
1971 firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 


Artículo 25: El Depositario notificará sin demora a todos los Estados 
Partes en el presente Convenio y a todos los Estados signatarios o que se 
adhieran al mismo la fecha de cada firma, la fecha del depósito de cada 
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instrumento de ratificación, aprobación, aceptación o adhesión, la fecha de 
entrada en vigor del presente Convenio y toda otra información pertinente. 


Por las razones expuestas es que sugerimos al Plenario la 
aprobación del presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


CARLOS BARÁIBAR 
Miembro Informante 


PEDRO BORDABERRY 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 


10 de setiembre de 2019 


CÁMARA DE SENADORES 


Texto del convenio 


CONVENIO 


PARA LA REPRESIÓN DE ACTOS ILÍCITOS RELACIONADOS 
CON LA AVIACIÓN CIVIL INTERNACIONAL 


LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE CONVENIO, 


PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por el hecho de que los actos ilícitos contra la aviación civil 
ponen en peligro la seguridad y protección de las personas y los bienes, afectan gravemente a 
la explotación de los servicios aéreos, los aeropuertos y la navegación aérea y socavan la 
confianza de los pueblos del mundo en el desenvolvimiento seguro y ordenado de la aviación 
civil para todos los Estados; 


RECONOCIENDO que los nuevos tipos de amenazas contra la aviación civil requieren de los Estados 
nuevos esfuerzos concertados y políticas de cooperación; y 


CONVENCIDOS de que, para dar mejor respuesta a tales amenazas, urge fortalecer el marco jurídico 
para la cooperación internacional en la prevención y represión de los actos ilícitos contra la 
aviación civil; 


HAN CONVENIDO EN LO SIGUIENTE: 


Artículo 1 


L Comete delito toda persona que ilícita e intencionalmente: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


realice contra una persona a bordo de una aeronave en vuelo actos de violencia que, por su 
naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la aeronave; o 


destruya una aeronave en servicio o le cause daños que la incapaciten para el vuelo o que, 
por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la aeronave en vuelo; o 


coloque o haga colocar en una aeronave en servicio, por cualquier medio, un artefacto o 
sustancia capaz de destruir tal aeronave o de causarle daños que la incapaciten para el 
vuelo o que, por su naturaleza, constituyan un peligro para la seguridad de la acronave en 
vuelo; o 


destruya o dañe las instalaciones o servicios de navegación aérea o perturbe su 
funcionamiento, si tales actos, por su naturaleza, constituyen un peligro para la seguridad 
de las acronaves en vuelo; o 


comunique a sabiendas informes falsos, poniendo con ello en peligro la seguridad de una 
aeronave en vuelo; o 
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f) utilice una seronave en servicio con el propósito de causar la muerte, lesiones corporales 
graves o daños graves a los bienes o al medio ambiente; o 


£) libere o descargue desde una aeronave en servicio un arma BON o un material explosivo, 
radiactivo, o sustancias similares de un modo que cause o probablemente cause la muerte, 
lesiones corporales graves o daños graves a los bienes o al medio ambiente; o 


h) utilice contra o a bordo de una acronave en servicio un arme BQN o un material 
explosivo, radiactivo, o sustancias similares de un modo que cause o probablemente 
cause la muene, lesiones corporales graves o daños graves a los bienes o al medio 
ambiente; o 


i) a bordo de una aeronave, transporte o haga que se transporte o facilite el transporte de: 


1) material explosivo o radiactivo, a sabiendas de que se prevé utilizarlo para causar, o 
amenazar con causar, muertes o lesiones o daños graves, imponiendo o no una 
condición, como dispone la legislación nacional, con el objeto de intimidar a una 
población o forzar a un gobierno u organización internacional a realizar o abstenerse 
de realizar un acto dado; o 


2) armas BQN, a sabiendas de que las mismas están comprendidas en la definición de 
armas BQN del Artículo 2; o 


3) materias básicas, material fisionable especial o equipo o materiales especialmente 
diseñados o preparados pura el tratamiento, utilización o producción de material 
fisionable especial, a sabiendas de que están destinados a ser utilizados en una 
actividad con explosivos nucleares o en cualquier otra actividad nuclear no sometida a 
salvaguardias de conformidad con un acuerdo de salvaguardias con el Organismo 
Internacional de Energía Atómica; o 


4) equipo, materiales, soporte lógico o tecnología conexa que contribuye 
considerablemente al diseño, fabricación o lanzamiento de armas BON, sin 
autorización legal y con la imención de que se utilicen con tales fines; 


con la condición de que con respecto a las actividades relacionadas con un Estado Parte, 
incluidas las llevadas a cabo por una persona o entidad jurídica autorizada por un Estado 
Parte, no constituirá un delito previsto en los incisos 3 y 4 si el transporte de dichos 
artículos o materiales es compatible con sus derechos, responsabilidades y obligaciones en 
virtud del tratado multilateral aplicable sobre la no proliferación en el cual es Pare, 
incluidos los mencionados en el Artículo 7, 


2. Comete delito toda persona que ilícita e intencionalmente, utilizando cualquier artefacto, 
sustancia o arma: 


a) ejecute un acto de violencia contra una persona en un aeropuerto que preste servicio a la 
aviación civil internacional, que cause o pueda causar lesiones graves o la muerte; o 
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destruya o cause daños graves en las instalaciones de un aeropuerto que preste servicio a 
la aviación civil internacional o en una aeronave que no esté en servicio y se encuentre en 
el aeropuerto, o perturbe los servicios del aeropuerto, 


si ese acto pone en peligro o puede poner en peligro la seguridad en ese aeropuerto. 


3. Igualmente comete delito toda persona que: 


a) 


b) 


amenace con cometer cualquiera de los delitos previstos en los apartados a), b), c), d), N, 
8) y h) del párrafo 1 o enel párrafo 2 de este Artículo; o 


ilícita e intencionalmente haga que una persona reciba tal amenaza, 


en circunstancias que indiquen que la amenaza es verosímil, 


4, Igualmente comete delito toda persona que: 


a) 
b) 


c) 


d) 


intente cometer cualquiera de los delitos previstos en el párrafo 1 ó 2 de este Artículo; o 


organice O instigue a otros para que cometan un delito previsto en el párrafo 1, 2, 
3 64, apartado a), de este Artículo; o 


participe como cómplice en un delito previsto en el párrafo 1,2, 3 ó 4, apartado a), de este 
Artículo; o 


ilícita e intencionalmente asista a otra persona a evadir la investigación, el enjuiciamiento 
o la pena, a sabiendas de que tal persona ha cometido un acto que constituye un delito 
previsto en el párrafo 1, 2, 3, 4, apartado a), b) o c), de este Artículo o que sobre dicha 
persona pesa una orden de detención por las autoridades encargadas de hacer cumplir la 
ley para ser enjuiciada por tal delito o que ha sido sentenciada por ese delito. 


3. Cada Estado Parte definirá como delitos, cuando se cometan intencionalmente, 
independientemente de que realmente se cometa o intente cometer cualquiera de los delitos previstos 
en el párrafo 1, 2 6 3 de este Artículo, cualesquiera de las conductas siguientes o ambas: 


a) 


b) 


ponerse de acuerdo con una o varias personas para cometer un delito previsto en el 
párrafo 1, 2 6 3 de este Artículo y, cuando así lo prescriba la legislación nacional, que 
suponga un acto perpetrado por uno de los participantes para llevar adelante ese acuerdo; o 


contribuir de cualquier otro modo a la comisión de uno o varios delitos de los previstos en 
el párrafo 1, 26 3 de este Artículo por un grupo de personas que actúan con un propósito 
común, y se contribuya: 


i) con el propósito de facilitar la actividad o la finalidad deliciiva general del grupo, 
cuando dicha actividad o finalidad suponga la comisión de un delito previsto en el 
párrafo 1, 26 3 de este Artículo; o 


247-C.S. 


248-C.S. CÁMARA DE SENADORES 10 de setiembre de 2019 


ii) con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito previsto en el 
párrafo 1, 2,63 de este Artículo. 


Artículo 2 
Para los fines del presente Convenio: 


a) se considerará que una aeronave se encuentra en vuelo desde el momento en que se 
cierren todas las puertas externas después del embarque hasta el momento en que se abra 
cualquiera de dichas puertas para el desembarque; en caso de aterrizaje forzoso, se 
considerará que el vuelo continúa hasta que las autoridades competentes se hagan cargo 
de la aeronave y de las personas y bienes a bordo; 


b) se considerará que una aeronave se encuentra en servicio desde que el personal de tierra o 
la tripulación comienza las operaciones previas a un determinado vuelo hasta veinticuatro 
horas después de cualquier aterrizaje; el período en servicio se extenderá, llegado el caso, 
durante todo el tiempo que la aeronave se encuentre en vuelo conforme se define en el 
apartado a) de este Artículo; 


c) "instalaciones y servicios de navegación aérea” incluye señales, datos, información o 
sistemas necesarios para la navegación de las aeronaves; 


d) “sustancia química tóxica” designa toda sustancia química que, por su acción química 
subre los procesos vitales, pueda cuusar la muerte, la incapacidad temporal o lesiones 
permanentes a seres humanos o animales. Quedan incluidas todas las sustancias químicas 
de esa clase, cualquiera sea su origen o método de producción y ya sea que se produzcan 
en instalaciones, como municiones o de otro modo; 


e) “material radiactivo” designa material nuclear y otras sustancias radiactivas que 
contienen núclidos que sufren desintegración espontánea (un proceso que se acompaña de 
la emisión de uno o más tipos de radiación ¡onizante, como las partículas alfa y beta, las 
partículas neutrónicas y los rayos gamma) y que, debido a sus propiedades radiológicas o 
fisionables, pueden causar la muerte, lesiones corporales graves o daños considerables a 
los bienes o al medio ambiente; 


f)  “muteriales nucleares” designa el plutonio, excepto aquél cuyo contenido en el isótopo 
plutonio-233 exceda del 80%; el uranio-233; el uranio enriquecido en el isótopo 235 6 
233; el uranio que contenga la mezcla de isótopos presentes en su estado natural, pero no 
en forma de mineral o de residuos de mineral, y cualquier material que contenga uno o 
varios de los elementos mencionados; 


g) "uranio enriquecido en el isótopo 235 6 233” designa el uranio que contiene el isótopo 
235 6 233, o ambos, en cantidad tal que la razón de abundancia enire la suma de estos 
isótopos al isótopo 238 sea mayor que la razón entre el isótopo 235 y el 238 en el estado 
natural; 


h) “armas BQN” designa: 
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a)  las“armas biológicas”, que incluyen: 


1) 


íi) 


agentes microbianos u otros agentes biológicos o toxinas de cualquier origen o 
método de producción, de tales tipos y en tales cantidades que no 
corresponden a las aplicaciones profilácticas, de protección u otros fines 
pacíficos; o 


armas, equipo o sistemas vectores diseñados para la utilización de dichos 
agentes o toxinas con propósitos hostiles o en un conflicto armado. 


b) las "armas químicas”, que incluyen, conjunta o separadamente: 


D 


1) 


ii) 


sustancias químicas tóxicas y sus precursores, excepto cuando estuvieran 
destinados para: 


(A) aplicaciones industriales, agrícolas, médicas, farmacéuticas, de 
investigación u otros fines pacíficos; o 


(B) — fines de protección, es decir, aquellos fines directamente relacionados 
con la protección contra sustancias químicas tóxicas y con la protección 
contra las armas químicas; o 


(C) fines militares no relacionados con el uso de armas químicas y que no 
dependen de las propiedades tóxicas de las sustancias químicas como 
método de guerra; O 


(D) la aplicación de la ley, incluido el control de disturbios interiores, 
siempre que los tipos y las cantidades correspondan a dichos fines o 
aplicaciones; 


municiones y artefactos diseñados con el fin expreso de causar la muerte 
uotro efecto dañoso debido a las propiedades tóxicas de las sustancias 
químicas tóxicas indicadas en el apartado b), i), que se liberarían como 
resultado del uso de tales municiones y artefactos; 


todo equipo diseñado expresamente para su uso directo relacionado con el 
empleo de las municiones o dispositivos especificados en el apartado b), ii). 


<c) las armas nucleares y otros artefactos explosivos nucleares; 


“precursor” es todo reactante químico que interviene en cualquier etapa de la producción 
por cualquier método de una sustancia química tóxica. Quedan incluidos todos los 
componentes esenciales de un sistema químico binario o múltiple; 


los términos “materias básicas” y “material fisionable especial” se utilizan con el mismo 
significado que se da a estos términos en el Estatuto del Organismo Internacional de 
Energía Atómica, hecho en Nueva York el 26 de octubre de 1956. 
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Artículo 3 


Los Estados Partes se obligan a establecer penas severas para los delitos previstos en el Artículo 1. 


Artículo 4 


l Cada Estado Parte, de conformidad con sus principios jurídicos nacionales, podrá adoptar las 
medidas necesarias para que pueda establecerse la responsabilidad de una entidad jurídica ubicada en 
su territorio o constituida con arreglo a su legislación cuando una persona responsable de su dirección 
o control cometa, en esa calidad, un delito previsto en el Artículo 1. Esa responsabilidad podrá ser 
penal, civil o administrativa. 


Ze Se incurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad penal de las personas 
físicas que hayan cometido los delitos, 


3, Si un Estado Parte adopta las medidas necesarias para que una entidad jurídica sea responsable 
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 de este Artículo, procurará asegurar que las sanciones 
penales, civiles o administrativas aplicables sean eficaces, proporcionadas y disuasorias. Tales 
sanciones podrán incluir sanciones de carácter monetario, 


Artículo 5 


1. El presente Convenio no se aplicará a las aeronaves utilizadas en servicios militares, de 
aduanas o de policía, 


Z En los casos previstos en los apartados a), b), €), e), f). 8), h) ei) del párrafo 1 del Artículo 1, el 
presente Convenio solamente se aplicará, ya se trate de una aeronave en vuelo internacional, ya en 
vuelo interior, si: 


a) el lugar, real o previsto, de despegue o de aterrizaje de la aeronave está situado fuera del 
territorio del Estado de matrícula de la acronave; o 


b) el delito se cometió en el territorio de un Estado distinto del Estado de matrícula de la 
aeronave. 


3 No obstante lo dispuesto en el párrafo 2 de este Artículo, en los casos previstos en los 
apartados a), b), c), e), f), g), h) e i) del párrafo | del Artículo 1, el presente Convenio se aplicará 
asimismo si el responsable o el probable responsable es hallado en el territorio de un Estado distinto 
del Estado de matrícula de la acronave. 


4. Por lo que se refiere a los Estados Partes mencionados en el Artículo 15 y en los casos 
previstos en los apartados a), b), c), €), f), g), h) e i) del párrafo 1 del Artículo 1, el presente Convenio 
no se aplicará si los lugares mencionados en el apartado a) del párrafo 2 de este Artículo están situados 
en el territorio de uno solo de los Estados mencionados en el Artículo 15, a menos que el delito se haya 
cometido o el responsable o el probable responsable sea hallado en el territorio de un Estado distinto de 
dicho Estado. 
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a En los casos previstos en el apartado d) del párrafo 1 del Artículo 1, el presente Convenio se 
aplicará solamente si las instalaciones y servicios de navegación aérea se utilizan para la navegación 
aérea internacional. 


6. Las disposiciones de los párrafos 2, 3, 4 y 5 de este Artículo se aplicarán también en los casos 
previstos en el párrafo 4 del Artículo 1. 


Artículo 6 


L Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y de las personas con arreglo al derecho internacional, en particular 
los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, el Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional y el derecho humanitario internacional. 


as Las actividades de fuerzas armadas durante un conflicto armado, según se entienden esos 
términos en el derecho humanitario internacional y que se rijan por ese derecho, no estarán sujetas al 
presente Convenio; y las actividades que lleven a cabo las fuerzas militares de un Estado en el ejercicio 
de sus funciones oficiales, en la medida en que se rijan por otras normas de derecho internacional, no 
estarán sujetas al presente Convenio. 


3 Las disposiciones del párrafo 2 de este Artículo no se interpretarán en el sentido de condonar o 
considerar lícitos actos que de otro modo son ilícitos o que impiden el enjuiciamiento con arreglo a 
otras leyes. 


Artículo 7 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio afectará a los derechos, obligaciones y responsabilidades 
de los Estados Partes previstos en el Tratedo sobre la no proliferación de las armas nucleares, hecho en 
Londres, Moscú y Washington el 1 de julio de 1968, la Convención sobre la prohibición del desarrollo, 
la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su 
destrucción, hecho en Londres, Moscú y Washington el 10 de abril de 1972, o la Convención sobre la 
prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su 
destrucción, hecho en París el 13 de enero de 1993, 


Artículo 8 


l Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre los 
delitos previstos en el Artículo 1 en los casos siguientes: 


a) si el delito se comete en el territorio de ese Estado; 
b) si el delito se comete contra o a bordo de una aeronave matriculada en ese Estado; 


c) si la aeronave a bordo de la cual se cometió el delito aterriza en su territorio con el 
probable responsable todavía a bordo; 
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d) si el delito se comete contra o a bordo de una aeronave dada en arrendamiento sin 
tripulación a una persona que tenga en ese Estado su oficina principal o, de no tener tal 
oficina, su residencia permanente; 


e) el delito lo comete un nacional de ese Estado. 


2 Cada Estado Parte podrá establecer su jurisdicción sobre cualquiera de dichos delitos en los 
siguientes casos: 


a)  siel delito se comete contra un nacional de ese Estado; 


b) si el delito lo comete una persona apátrida que tiene su residencia habitual en el territorio 
de ese Estado. 


3. Asimismo, cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre los delitos previstos en el Artículo |, en caso de que el probable responsable se halle en su 
territorio y dicho Estado no conceda la extradición de esa persona, conforme al Artículo 12, a ninguno 
de los Estados Partes que han establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos aplicables de 
este Artículo con respecto a esos delitos. 


4, El presente Convenio no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de acuerdo con las leyes 
nacionales. 


Artículo 9 


l Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el responsable o el probable responsable, si 
considera que las circunstancias lo justifican, procederá a su detención o tomará otras medidas para 
asegurar su presencia. La detención y demás medidas se llevarán a cabo de acuerdo con las leyes de ese 
Estado, y se mantendrán solamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de 
un procedimiento penal o de extradición. 


2. Tal Estado procederá inmediatamente a una investigación preliminar de los hechos. 


3. La persona detenida de acuerdo con el párrafo 1 de este Artículo contará con la asistencia 
necesaria para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente del Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo. 


4, Cuando un Estado Parte detenga a una persona en virtud de este Artículo, notificará 
inmediatamente tal detención y las circunstancias que la justifican a los Estados Partes que hayan 
establecido su jurisdicción con arreglo al párrafo | del Artículo $ y establecido su jurisdicción y 
notificado al Depositario con arreglo al apartado a) del párrafo 4 del Artículo 21 y, si lo considera 
conveniente, a todos los demás Estados interesados. El Estado Parte que proceda a la investigación 
preliminar prevista en el párrafo 2 de este Artículo comunicará sin dilación sus resultados a los Estados 
Partes antes mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 
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Artículo 10 


El Estado Parte en cuyo territorio sea hallado el probable responsable, si no procede a su extradición, 
deberá someter el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, sin excepción 
alguna y con independencia de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas 
autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a los delitos comunes de 
carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado, 


Artículo 11 


Toda persona que se encuentre detenida, o respecto de la cual se adopten otras medidas o sea 
encausada con arreglo al presente Convenio, recibirá un trato equitativo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías de conformidad con las leyes del Estado en cuyo territorio se encuentre y con las 
disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho internacional en materia de 
derechos humanos. 


Artículo 12 


th Los delitos previstos en el Artículo 1 se considerarán incluidos entre los delitos que den lugar a 
extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes se 
comprometen a incluirlos como delitos sujeios a extradición en todo tratado de extradición que 
celebren entre sí en el futuro. 


Z Si un Estado Parte, que subordina la extradición a la existencia de un tratado, recibe una 
solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no tiene tratado de extradición, podrá 
discrecionalmente considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición 
respecto a los delitos previstos en el Artículo 1. La extradición estará sujeta a las demás condiciones 
exigidas por el derecho del Estado requerido. 


3, Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos previstos en el Artículo 1 como delitos sujetos a extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. 


4. Para los fines de la extradición entre Estados Partes, cada uno de los delitos se considerará 
como si se hubiera cometido no solamente en el lugar donde ocurrió, sino también en el territorio de 
los Estados Partes obligados a establecer su jurisdicción de acuerdo con los apartados b), c), d) y e) del 
párrafo 1 del Artículo 8 y que han establecido su jurisdicción de conformidad con el párrafo 2 del 
Artículo 8. 


5. Los delitos previstos en los apartados a) y b) del párrafo 5 del Artículo 1 se tratarán como 
equivalentes para los fines de extradición entre Estados Partes. 
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Artículo 13 


Ninguno de los delitos previstos en el Artículo 1 se considerará, para los fines de extradición o de 
asistencia judicial recíproca. como delito político, como delito conexo a un delito político ni como 
delito inspirado por motivos políticos. Por consiguiente, no podrá rechazarse una solicitud de 
extradición o de asistencia judicial recíproca formulada en relación con un delito de ese carácter por la 
única razón de que se refiere a un delito político, a un delito conexo a un delito político o a un delito 


inspirado por motivos políticos. 


Artículo 14 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará con el efecto de imponer una obligación 
de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el Estado Parte requerido tiene motivos 
fundados para creer que la solicitud de extradición por los delitos previstos en el Artículo | o de 
asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con el fin de enjuiciar o 
castigar a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico, opinión política o 
género, o que el cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por 
cualquiera de esos motivos. 


Artículo 15 


Los Estados Partes que constituyan organizaciones de explotación en común del transporte aéreo 
u organismos internacionales de explotación que utilicen aeronaves que sean objeto de una matrícula 
común o internacional designarán con respecto a cada aeronave, según las circunstancias del caso, el 
Estado de entre ellos que ejercerá la jurisdicción y tendrá las atribuciones del Estado de matrícula para 
los fines del presente Convenio y lo comunicará al Secretario General de la Organización de Aviación 
Civil Internacional, quien lo notificará a todos los Estados Partes en el presente Convenio. 


Artículo 16 


l Los Estados Partes procurarán tomar, de acuerdo con el derecho internacional y sus propias 
leyes, todas las medidas que sean factibles para impedir la comisión de los delitos previstos en el 
Artículo 1. 


d, Cuando, con motivo de haberse cometido un delito previsto en el Artículo 1, se produzca 
retraso o interrupción de un vuelo, el Estado Parte en cuyo territorio se encuentren la aeronave, los 
pasajeros o la tripulación facilitará a los pasajeros y a la tripulación la continuación del viaje lo antes 
posible y devolverá sin demora la aeronave y su carga a sus legítimos postzedores. 


Artículo 17 
l, Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible por lo que respecta a todo proceso 


penal relativo a los delitos previstos en el Artículo 1. En todos los casos, la ley aplicable para la 
ejecución de una petición de asistencia será la ley del Estado requerido. 
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2. Lo dispuesto en el párrafo 1 de este Artículo precedente no afectará a las obligaciones 
derivadas de cualquier otro tratado bilateral o multilateral que rija o que vaya a regir, en todo o en parte, 
lo relativo a la asistencia recíproca en materia penal. 


Artículo 18 


Todo Estado Parte que tenga razones para creer que se vaya a cometer un delito previsto en el Artículo 1 
suministrará, de acuerdo con su legislación nacional, toda información pertinente de que disponga a los 
demás Estados Partes que, en su opinión, sean los previstos en los párrafos 1 y 2 del Artículo 8. 


Artículo 19 


Cada Estado Parte notificará lo antes posible al Consejo de la Organización de Aviación Civil 
Internacional, de conformidad con su legislación nacional, toda información pertinente que tenga en su 
poder referente a: 


a) las circunstancias del delito; 
b) las medidas tomadas en cumplimiento del párrafo 2 del Artículo 16; 


c) las medidas tomadas en relación con el responsable o el probable responsable y, 
especialmente, el resultado de todo procedimiento de extradición u otro procedimiento 
judicial. 


Artículo 20 


7 Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o 
aplicación del presente Convenio, y que no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán 
a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del 
mismo, cualquiera de las Partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia 
mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 


e Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación del presente 
Convenio o de su adhesión al mismo, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 
anterior. Los demás Estados Partes no estarán obligados por el párrafo anterior ante ningún Estado 
Parte que haya formulado dicha reserva. 


3. Todo Estado Parte que haya formulado una reserva de conformidad con el párrafo anterior 
podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Depositario. 
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Artículo 21 


L El presente Convenio estará abierto el 10 de septiembre de 2010 en Beijing para la firma de los 
Estados que participaron en la Conferencia diplomática sobre seguridad de la aviación celebrada en 
Beijing del 30 de agosto al 10 de septiembre de 2010, Con posterioridad al 27 de septiembre de 2010, 
el Convenio quedará abierto para la firma de todos los Estados en la Sede de la Organización de 
Aviación Civil Internacional, en Montreal, hasta su entrada en vigor de acuerdo con el Artículo 22. 


Le El presente Convenio se someterá a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán ante el Secretario General de la Organización de 
Aviación Civil Internacional, la que por el presente se designa Depositario. 


3, Todo Estado que no ratifique, acepte o apruebe el presente Convenio de acuerdo con lo 
previsto en el párrafo 2 de este Artículo podrá adherirse al mismo en cualquier oportunidad. El 
instrumento de adhesión se depositará ante el Depositario. 


4. En el momento de ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse al mismo, cada 
Estado Parte: 


a) notificará al Depositario la jurisdicción que haya establecido de conformidad con su 
legislación nacional como se prevé en el párrafo 2 del Artículo 8 e inmediatamente dará 
aviso al Depositario de todo cambio; y 


b) podrá declarar que aplicará las disposiciones del apartado d) del párrafo 4 del Artículo 1 
con arreglo a los principios de su derecho penal en lo que se refiere a la exención de la 
responsabilidad por causa de parentesco. 


Artículo 22 


l, El presente Convenio entrará en vigor el primer día del segundo mes a partir de la fecha del 
depósito del vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 


Ze Para cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten, aprueben o se adhieran al presente 
Convenio con posterioridad al depósito del vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, el mismo entrará en vigor el primer día del segundo mes a partir de la fecha en 
que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 


3, Tan pronto como entre en vigor el presente Convenio, el Depositario lo registrará ante las 
Naciones Unidas. 
Artículo 23 


l Los Estados Partes podrán denunciar el presente Convenio notificándolo por escrito al 
Depositario. 


2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Depositario reciba la 
notificación. 
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Artículo 24 
Entre los Estados Partes, este Convenio prevalecerá sobre los instrumentos siguientes: 


a) el Convenio para la represión de los actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, 
firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971; y 


b) el Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten 
servicio a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión 
de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de 
septiembre de 1971, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 


Artículo 25 


El Depositario notificará sin demora a todos los Estados Partes en el presente Convenio y a todos los 
Estados signatarios o que se adhieran al mismo la fecha de cada firma, la fecha del depósito de cada 
instrumento de ratificación, aprobación, aceptación o adhesión, la fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio y toda otra información pertinente. 


EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados, 
firman el presente Convenio. 


HECHO en Beijing el día diez de septiembre del año dos mil diez en textos auténticos 
redactados en español, árabe, chino, francés, inglés y ruso y cuya autenticidad quedará confirmada con 
la verificación que hará la Secretaría de la Conferencia bajo la autoridad del Presidente de la 
Conferencia, dentro de los noventa días de la fecha, de la conformidad de los textos entre sí. El 
presente Convenio quedará depositado en los archivos de la Organización de Aviación Civil 
Internacional y el Depositario enviará copias certificadas del mismo a todos los Estados contratantes en 
el presente Convenio. 


258-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora presidenta: efectiva- 
mente, el punto sexto del orden del día es el relativo a la 
aprobación del Convenio para la represión de actos ilíci- 
tos relacionados con la aviación civil internacional. 


En la exposición de motivos de este proyecto de ley se 
expresa que los cambios que se han producido en el últi- 
mo tiempo con la intensificación de actos ilícitos contra 
la aviación civil en todo el mundo hacen que sea de gran 
interés la adhesión a este convenio. 


Por lo anteriormente mencionado, la comunidad in- 
ternacional emprendió negociaciones para modernizar el 
marco legal en materia de seguridad aérea civil, ya que se 
considera necesario concretar esfuerzos para desarrollar 
políticas de cooperación como consecuencia del adveni- 
miento de nuevos tipos de amenaza. 


En consecuencia, tuvo lugar en Beijing durante el año 
2010 la Conferencia de la Organización de Aviación Civil 
Internacional (OACI) por la que se adoptó este instrumen- 
to, que amplía y fortalece el marco antiterrorismo de la 
aviación civil mundial mediante la introducción de mejo- 
ras en la seguridad de la aviación, la criminalización de 
los actos delictivos de tipo terrorista y la promoción de 
la colaboración entre los países en materia de prevención. 


Teniendo en cuenta el recrudecimiento de los actos 
terroristas indiscriminados en distintas partes del mundo 
por grupos radicales internacionales, así como el ingreso 
de nuestro país en el Consejo de Seguridad —esto está re- 
ferido al año en que se aprobó el tratado—, se acentúa la 
importancia de avanzar en la codificación de los delitos 
asociados al terrorismo y a la incorporación de los instru- 
mentos internacionales en la materia. 


Este convenio consta de un preámbulo y veinticinco 
artículos. 


El artículo 1 está destinado a las definiciones de diver- 
sas conductas delictivas contrarias a la seguridad de las 
aeronaves, a su integridad y capacidad de vuelo. 


El artículo 2 tiene que ver con las definiciones de tér- 
minos o frases empleadas en el convenio. 


El artículo 3 refiere a que los Estados se obligan a 
establecer penas severas para los delitos previstos en el 
artículo 1. 


El artículo 4 prevé la responsabilidad que cada Esta- 
do parte pueda establecer a una entidad jurídica ubicada 
en territorio de un Estado parte o con arreglo a su juris- 
dicción, cuando una persona responsable de su dirección 
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o control cometa, en esa calidad, un delito previsto en el 
artículo 1. 


El artículo 5 estipula que el convenio se aplica solo a 
las aeronaves civiles. 


El artículo 6 se refiere a que rigen para los Estados 
partes, el derecho internacional, incluida la Carta de las 
Naciones Unidas, y el derecho humanitario, o sea que las 
normas van a tener en cuenta esto. 


También se tienen en cuenta una serie de tratados: el 
Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, 
hecho en Londres, Moscú y Washington el 1 de julio de 
1968, la Convención sobre la prohibición del desarrollo, 
la producción y el almacenamiento de armas bacterioló- 
gicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción, he- 
cho en Londres, Moscú y Washington el 10 de abril de 
1972, y la Convención sobre la prohibición del desarrollo, 
la producción, el almacenamiento y el empleo de armas 
químicas y sobre su destrucción, hecho en París el 13 de 
enero de 1993. Es muy importante señalar que se respetan 
estos tratados, suscritos hace muchos años, sobre temas de 
gran trascendencia. 


El artículo 8 prevé que las partes se obligan a estable- 
cer su jurisdicción en las hipótesis que cita. 


El artículo 9 refiere a que si el responsable o proba- 
ble responsable fuera hallado en territorio de un Estado 
parte, este procederá a su detención o asegurará por otros 
medios su presencia, debiendo proceder a la investigación 
preliminar de los hechos, comunicando esto a los demás 
Estados partes. 


El artículo 10 prevé la obligación de enjuiciamiento o 
extradición en las mismas condiciones que cuando se trata 
de delitos comunes. 


El artículo 11 estipula el trato equitativo del imputado. 


El artículo 12 prevé que las figuras delictivas deberán 
constar en todo tratado futuro sobre extradición que cele- 
bren los Estados partes. 


El artículo 13 estipula que ninguno de los delitos pre- 
vistos en el artículo 1 se considerará, para los fines de la 
extradición o de asistencia judicial recíproca, como delito 
político. 


El artículo 14 prevé la no obligación de extraditar, en 
caso de persecución por motivos prohibidos por el derecho 
internacional. 


El artículo 15 refiere a los Estados partes que cons- 
tituyan organizaciones de explotación común del trans- 
porte aéreo que utilicen aeronaves que sean objeto de una 
matrícula común. 
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El artículo 16 menciona que los Estados partes procu- 
rarán tomar todas las medidas que sean factibles para im- 
pedir la comisión de los delitos previstos en el artículo 1. 


Los artículos 17, 18 y 19 prevén la obligación de asis- 
tencia mutua. 


El artículo 20 refiere a las controversias que surjan y a 
la forma de resolverlas. 


El artículo 21 refiere a que este convenio estará abierto 
para la firma de aquellos que no lo hubieran suscrito en el 
momento inicial. 


El artículo 22 prevé su entrada en vigor, y el artículo 
23, su denuncia. 


El artículo 24 dispone que este convenio prevalecerá 
sobre el Convenio para la represión de los actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Mon- 
treal el 23 de setiembre de 1971. 


El artículo 25 —y último— establece la obligación del 
depositario de notificar sin demora a todos los Estados 
partes y a todos los Estados signatarios o que adhieran al 
convenio, la fecha de cada firma. 


Este proyecto de ley fue remitido por el Poder Ejecuti- 
vo, y en la comisión fue aprobado por unanimidad, por lo 
que se sugiere su aprobación en función de estas normas. 
Felizmente, en Uruguay no tenemos estas situaciones; la 
mayoría —casi la totalidad— no son corrientes en nuestro 
país ni en la región, pero sí, lamentablemente, son cuestio- 
nes que se dan en el plano internacional. Esta convención 
responde a esa necesidad, por lo que Uruguay no puede 
estar ausente. 


Por tal motivo, solicitamos su aprobación. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota). 

21 en 22. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Convenio para la Repre- 
sión de Actos Ilícitos Relacionados con la Aviación Civil 
Internacional, suscrito en Beijing, República Popular Chi- 
na, el 10 de setiembre de 2010». 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


27) SEÑORA PAMELA VIVAS AYUB. DESIGNACIÓN 
COMO EMBAJADORA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en undécimo término del orden del día: 
«Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales rela- 
cionado con la solicitud de acuerdo remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de designar en calidad de embajadora ex- 
traordinaria y plenipotenciaria de la república ante el Go- 
bierno de la República de El Salvador a la señora Pamela 
Vivas Ayub. (Carp. n* 1395/2019 - rep. n.* 937/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1395/2019 - rep. n.* 937/19 


COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 
CÁMARA DE SENADORES 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajadora Extraordinaria y Plenipotenciaria de la 
República ante el Gobierno de la República de El Salvador a la señora Pamela 
Vivas Ayub. 


Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


CARLOS BARÁIBAR 
Miembro informante 


PEDRO BORDABERRY 
PABLO ITURRALDE 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N? 323/2019 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 42 AGO 2019 


SEÑORA PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRESENTE 


Señora Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el 
fin de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajadora 
de la República, a la señora Pamela Vivas Ayub. 


La capacidad y eficiencia que la señora Pamela Vivas Ayub ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el currículum vitae que se adjunta, constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propone asignarle como Embajadora Extraordinaria 
y Plenipotenciaria de la República ante la República de El Salvador. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR - Señora presidenta: este asunto 
refiere a la designación, como embajadora extraordinaria 
y plenipotenciaria de la república ante el Gobierno de la 
República de El Salvador, de la señora Pamela Vivas Ayub. 


La señora Pamela Vivas Ayub compareció ante la Co- 
misión de Asuntos Internacionales, donde presentó un 
excelente informe, muy actual y referido a hechos muy 
cercanos, del que —por supuesto— los miembros de la co- 
misión pueden disponer, así como también todo aquel a 
quien le interese la situación de El Salvador, para infor- 
marse de una manera muy completa sobre la situación de 
ese país y las relaciones con Uruguay. 


La señora Pamela Vivas ingresó a la función pública en 
el año 1979 por concurso de oposición y méritos y en 1986 
ingresó al escalafón diplomático. 


Entre 1989 y 1994 estuvo como segunda secretaria 
en la Embajada de Costa Rica y, entre 1997 y 2001 fue 
primera secretaria en la Representación Permanente de la 
república ante los organismos internacionales en Ginebra. 


Del 2003 al 2009 estuvo en la Embajada de la Repúbli- 
ca Federativa de Brasil y del 2011 al 2016, se desempeñó 
como segunda de misión en la Embajada de la República 
Bolivariana de Venezuela. 


En definitiva, demuestra, a través de su currículo, una 
formación en Derecho y en Diplomacia. Ha hecho cursos 
de especialización en el exterior y en Uruguay y estudios 
de distinta naturaleza —humanística, fundamentalmente—, 
así como también ha participado en distintas misiones ofi- 
ciales encomendadas por el Poder Ejecutivo. 


En resumen, podemos decir que es una persona que 
demuestra una enorme experiencia en materia de gestión 
diplomática, por lo que ha sido propuesta por el Poder 
Ejecutivo para su designación como embajadora en El 
Salvador. La capacidad y eficiencia que la señora Pame- 
la Vivas Ayub ha puesto de manifiesto en las actividades 
desarrolladas a lo largo de su carrera profesional —según 
currículum que se adjunta— constituyen, a juicio del Poder 
Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las res- 
ponsabilidades que el Gobierno de la república se propone 
asignarle como embajadora extraordinaria y plenipoten- 
ciaria de la república ante la República de El Salvador. 


En resumidas cuentas, la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales —que recibió en su momento, como dije, a la 
señora embajadora Pamela Vivas— sugiere al Cuerpo, por 
unanimidad, la aprobación de esta misión diplomática. 


Gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuer- 
do solicitado para acreditar en calidad de Embajadora 
Extraordinaria y Plenipotenciaria de la República ante el 
Gobierno de la República de El Salvador a la señora Pa- 
mela Vivas Ayub». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


28) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SENOR CASTILLO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: solicito que, 
a continuación, se trate el asunto que figura en duodécimo 
término —carpeta n.” 1386, que será informada por el se- 
ñor senador Martínez Huelmo- y, luego, si disponemos de 
tiempo, el que figura en séptimo término, carpeta n.? 1255, 
que será informado por la señora senadora Xavier. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor senador. 


(Se vota). 


—21 en 22. Afirmativa. 


29) SEÑOR BERALDO ROQUE NICOLA FLÁNIGUEN. 
DESIGNACIÓN COMO EMBAJADOR 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en duodécimo término del orden del 
día: «Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con la solicitud de acuerdo remitido por el 
Poder Ejecutivo a fin de designar en calidad de embaja- 
dor extraordinario y plenipotenciario de la república ante 
el Gobierno de la República de Polonia al señor Beral- 
do Roque Nicola Flániguen. (Carp. n.” 1386/2019 - rep. 
n.* 936/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1386/2019 - rep. n.* 936/19 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la República de Polonia al señor Beraldo Roque 
Nicola Flániguen 

Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
Miembro informante 


CARLOS BARÁIBAR 
PEDRO BORDABERRY 
PABLO ITURRALDE 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N? 300/2019 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 0) 5 AGO 2019 


SEÑORA PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRESENTE 


Señora Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el 
fin de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajador 
de la República, al señor Beraldo Nicola Flániguen. 


La capacidad y eficiencia que el señor Beraldo Nicola Flániguen ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el currículum vitae que se adjunta, constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoncidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propone asignarle como Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante la República de Polonia. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora presidenta: 
el Poder Ejecutivo solicita la conformidad de la Cámara de 
Senadores para acreditar al doctor Beraldo Roque Nicola 
Flániguen en calidad de embajador del Uruguay ante la 
República de Polonia. 


Como es de estilo, para sumar elementos a lo que se 
denomina capacidad y eficiencia del personal a designar 
en estas tareas, el Poder Ejecutivo nos adjunta su currí- 
culum, en el que se pone de manifiesto las actividades 
desarrolladas por el doctor Beraldo Nicola a lo largo de 
su carrera profesional. Obviamente, queremos decir que 
posee una formación muy calificada desde el punto de 
vista profesional, que ha respaldado sus actividades diplo- 
máticas durante toda su vida. La educación que ha recibi- 
do incluye una maestría en Derecho en la Universidad de 
Georgetown, en Washington DC, en el año 1997; cursos 
para graduados en Derecho Internacional Público y De- 
recho Administrativo, realizado en la Universidad de la 
República en 1988 y 1989, y al mismo tiempo, un doctora- 
do en Leyes, finalizado en 1987. Posee amplio dominio de 
idiomas, como español, inglés, portugués y ruso. 


Entonces, cuenta con estos elementos tan importantes 
para la actividad de un diplomático y, asimismo, registra 
una larga experiencia profesional —casi treinta años— en la 
Cancillería, lo que respalda esta propuesta del Poder Eje- 
cutivo. 


Como es de orden, el embajador Nicola Flániguen pre- 
sentó su plan de acción ante la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales, para desempeñar el cargo que le encomienda 
la república. Se trató de un informe enjundioso —que ob- 
viamente está al alcance de los señores senadores, que 
será de utilidad al Parlamento para contar con la necesaria 
información que debe tener, en particular, de un país como 
Polonia, que es miembro de la Unión Europea y que en 
poco tiempo será un socio profundo, desde el punto de 
vista comercial, de nuestro país a través del acuerdo entre 
la Unión Europea y el Mercosur. 


Podemos confiar, sin ningún lugar a dudas, en las con- 
diciones del embajador Nicola Flániguen. En virtud de sus 
antecedentes, se asegura una gestión acorde a lo que de- 
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ben ser las relaciones entre Uruguay y Polonia, país con el 
que, señora presidenta —tal como se expresó en la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales—, se cumplirán cien años 
de vínculos diplomáticos a partir del 2020. 


Por lo tanto, en esta alta misión que le asigna la repú- 
blica al doctor Nicola Flániguen, creemos que hacemos 
bien en seguir el criterio adoptado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales, de aprobar por unanimidad su 
designación. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo 
solicitado para acreditar en calidad de Embajador Extraor- 
dinario y Plenipotenciario de la República ante el Gobier- 
no de la República de Polonia al señor Beraldo Roque Ni- 
cola Flániguen». 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


30) ACUERDO DE SEDE ENTRE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA CORTE 
PERMANENTE DE ARBITRAJE 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con lo oportu- 
namente votado, se pasa a considerar el asunto que figura 
en séptimo término del orden del día: «Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Acuerdo de sede entre la República 
Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, el 12 de junio de 2018. (Carp. n.* 1255/2018 
- rep. n.* 943/19)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1255/2018 - rep. n.* 943/19 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


LE Cara de 

E Erevemdandes de la Anfibios 

econdel del 5 PO EGUa, 02 nÓR dle 
cry, ha sancionado ed rigui AaUe 


A 


Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Sede entre la República Oriental del 
Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, suscrito en la ciudad de Montevideo, 
República Oriental del Uruguay, el día 12 de junio de 2018. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 5 de 


diciembre de 2018. 
L.. 


2da. Vicepresidenta 
VIRGINIA ORTIZ 
cretaria 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N? 308 a/2018. 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 1 3 AGO 2018 


Señora Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
Proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo de Sede 
entre la República Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, el día 12 de junio de 2018. 


ANTECEDENTES. 


La Corte Permanente de Arbitraje -CPA-, es el Organismo 
Intergubernamental más antiguo en materia de solución pacífica de las 
controversias internacionales, habiendo sido establecida en el año 1899 a 
través de la Convención de La Haya para la Resolución Pacífica de 
Controversias Internacionales. 


Posteriormente, el rol de la Corte Permanente de Arbitraje fue 
nuevamente foco de discusión en la Conferencia de La Haya de 1907, cuando 
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se debatió la posibilidad de que este Organismo administrase arbitrajes de 
carácter obligatorio. 


Durante esa Conferencia, Uruguay mantuvo una postura sumamente 
firme en relación al arbitraje como mecanismo esencial y obligatorio para dirimir 


los conflictos entre Estados. 


Actualmente la Corte Permanente de Arbitraje cuenta con 121 Estados 
miembros, incluyendo 22 países de América Latina. La misma no es una Corte 
en el sentido tradicional, sino un organismo permanente en cuyo marco se 
constituyen los tribunales arbitrales para la resolución de cada una de las 


disputas planteadas. 


Acorde con su informe anual 2016, la Corte administró ese año un total 
de 148 arbitrajes, de los cuales 85 refirieron a controversias entre Estado — 
Inversor. Se estima que un 20% de estos arbitrajes involucran a una o más 
Partes provenientes de América Latina o tienen algún tipo de conexión con el 
continente latinoamericano. Por tanto se ha convertido en uno de los foros más 
importantes para la solución de controversias entre Estados e inversores, 
siendo uno de los medios alternativos al Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias relativas a Inversiones (CIADI). 


La Corte tuvo su primera experiencia en el arbitraje en una controversia 
de inversiones en América Latina en 2007, siendo en la actualidad uno de los 
foros preferidos para la solución de controversias entre Estados e Inversores, lo 
que se ve traducido en la celebración de Acuerdos de Sede. 
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Es el caso del Acuerdo que firma Uruguay en la fecha indicada 
anteriormente, se crea el marco juridico que permite que cualquier 
procedimiento arbitral administrado por la Corte pueda efectuarse en el 
territorio del Estado anfitrión, acercando los servicios del Organismo a la 
Región sin necesidad de que la misma tenga presencia física en la República. 


ACUERDO DE SEDE. El Acuerdo consta de 1 Preámbulo y 15 Artículos. 


En el Artículo 1, se indican las definiciones y en el Artículo 2, se destaca 
que la Organización es una persona jurídica, es decir un sujeto con la 
capacidad de suscribir tratados, acuerdos, entre otros derechos, 


Uruguay será país Sede de la Corte debiendo esforzarse por facilitar el 
trabajo de ésta en la resolución pacifica de controversias internacionales por 
medio del arbitraje, la mediación, la conciliación y las comisiones de 
investigación, o sea los medios no jurisdiccionales de solución pacifica de 
controversias internacionales. 


El Estado uruguayo pondrá a disposición de la Corte y sin costo 
alguno para la misma, las oficinas, salas de reunión, medios telefónicos, fax, 
internet u otras comunicaciones y los servicios administrativos que se 
consideren necesarios por el Secretario General y otros funcionarios de la 
Corte para llevar a cabo los Procedimientos y Reuniones a desarrollarse en el 
Estado anfitrión, - Artículo 3. 


Las cuestiones relacionadas con la implementación de este 
Acuerdo, serán coordinadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores de 
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Uruguay, siendo el Secretario General Adjunto el contacto principal para el 
Estado uruguayo, - Artículo 4. 


Los Artículos 5 a 10 inclusive, se refieren a los Privilegios e 
inmunidades de la Corte Permanente de Arbitraje. 


En el Artículo 5, -numerales 1 a 10-, se indica que la Corte así como sus 
bienes y haberes en cualquier parte y en poder de cualquier persona gozarán 
de inmunidad contra todo procedimiento judicial, salvo su renuncia expresa a la 
misma. Esta no se aplicará a ninguna medida ejecutoria. 


A vía de ejemplo se señala que los locales de la CPA son inviolables, 
gozarán de inmunidad contra allanamiento, requisa, confiscación o 
expropiación; los archivos, son inviolables dondequiera que se encuentren. Sus 
bienes, ingresos y otros haberes, estarán exentos de toda contribución directa, 
de derechos de aduana, prohibiciones y restricciones respecto de artículos que 
importe o exporte para uso oficial, así como de sus publicaciones. La 
correspondencia oficial será inviolable. 


Articulo 6 (1). El Artículo establece los Privilegios e Inmunidades de los 
Funcionarios y Árbitros de la Corte. En líneas generales estos funcionarios y 
árbitros gozarán mutatis mutandis, de los mismos privilegios e inmunidades 
que aquellos acordados por el Estado uruguayo a las Misiones Diplomáticas de 
rango equivalente, de conformidad con la Convención de Viena de 1961. El 
numeral (2), detalla en los literales a) a k) entre otras: inmunidad contra 
detención o arresto personal y embargo de su equipaje; inviolabilidad de todo 
papel o documento; inmunidad junto a sus familias de toda restricción de 
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inmigración y de registro de extranjeros; derecho a importar, libres de 
derechos, sus muebles y efectos personales en el momento en el que ocupen 
su cargo, entre otros. 


El Artículo 7, refiere a la inmunidad del Representante del Estado 
Uruguayo. El mismo gozará de inmunidad contra todo procedimiento judicial a 
expresiones ya sea oral o escrito en cumplimiento de sus funciones, inmunidad 
que continuará después de que haya cesado en el ejercicio de sus funciones. 


Por el Artículo 8, se establecen los privilegios e inmunidades de los 
Panlicipantes en los Procedimientos necesarios para el ejercicio independiente 
de sus funciones. 


Los funcionarios de la Corte, tendrán los privilegios previstos en la 
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 desde el 
momento de su contratación por la Corte, estén o no presentes en el Estado 
anfitrión, derechos que también se extienden a los Árbitros. En el Artículo 9 se 
establecen las formalidades para la adquisición y renuncia de estos beneficios 
y en el Artículo 10 se destacan las situaciones individualizadas como abuso en 
la utilización de los mismos. 


En relación al tema de seguridad, el Estado uruguayo tiene la obligación 
especial de tomar todas las medidas apropiadas para proteger los 
procedimientos y Reuniones de la Corte celebrados en su territorio. Asimismo 
deberá tomar todas las medidas necesarias para facilitar y permitir la entrada y 
la permanencia en el territorio del Estado anfitrión de las personas que no sean 
residentes o nacionales de dicho Estado y que entren como Árbitros de la Corte 
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o Miembros de sus Familias, Participantes en los procedimientos y otras 


personas que asistan a las Reuniones de la Corte. 


El Estado uruguayo promoverá en la región la utilización de las 
instalaciones designadas en virtud del presente Acuerdo, a fin de contribuir a la 
solución efectiva de las controversias internacionales y regionales, - Artículo 
13, 


A su vez la República Oriental del Uruguay no incurrirá en 
responsabilidad internacional por las acciones u omisiones de la CPA o de los 
Funcionarios que actúen o se abstengan de actuar dentro del ámbito de sus 
funciones con excepción de la responsabilidad internacional en la que incurriría 
como una Parte Contratante de la Convención de 1899, - Artículo 14. 


Los Artículos finales refieren a normas de estilo en los Acuerdos 


Internacionales. 


En atención a lo antes expuesto, el Poder Ejecutivo, solicita la 
correspondiente aprobación Parlamentaria. 


El poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más amplia consideración, 


Periodo 2016 - 2420 
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ASUNTO N? 308 b/2018. 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 1 3 AGO 2018 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO ÚNICO. Apruébase el Acuerdo de Sede entre la República 
Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el día 12 de junio de 2018. 


* 
—— 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


ACUERDO DE SEDE ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
LA CORTE PERMANENTE DE ARBITRAJE, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE 
MONTEVIDEO, REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, 

EL DÍA 12 DE JUNIO DE 2018 


informe 


La Comisión de Asuntos Internacionales trae para la aprobación del 
cuerpo, el proyecto de ley sancionado por la Cámara de Representantes el 5 
de diciembre de 2018 que aprueba el Acuerdo de Sede entre la República 
Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el día 12 de junio de 2018. 


El presente Convenio de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución de la República, fue 
enviado a la Asamblea General como mensaje del Poder Ejecutivo el 13 de 
agosto de 2018 e ingresó a la Presidencia de la Asamblea General el 20 de 
agosto de 2018, 


Dicho proyecto de ley consta de un artículo único, por el cual se aprueba 
el Acuerdo referido anteriormente. 


En el Mensaje del Poder Ejecutivo se destaca que la Corte Permanente 
de Arbitraje —CPA-, es el Organismo Intergubernamental más antiguo en 
materia de solución pacifica de las controversias internacionales, habiendo sido 
establecida en el año 1899 a través de la Convención de La Haya para la 
Resolución Pacífica de Controversias Internacionales. 


Se señala que posteriormente el rol de la Corte Permanente de Arbitraje 
fue nuevamente foco de discusión en la Conferencia de La Haya de 1907, 
cuando se debatió la posibilidad de que este Organismo administrase arbitrajes 
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de carácter obligatorio. Durante esa Conferencia, Uruguay mantuvo una 
postura sumamente firme en relación al arbitraje como mecanismo esencial y 
obligatorio para dirimir los conflictos entre Estados. 


Actualmente la Corte Permanente de Arbitraje cuenta con 121 Estados 
miembros, incluyendo 22 países de América Latina. La misma no es una Corte 
en el sentido tradicional, sino un organismo permanente en cuyo marco se 
constituyen los tribunales arbitrales para la resolución de cada una de las 
disputas planteadas. 


Acorde con su informe anual 2016, la Corte administró ese año un total 
de 148 arbitrajes, de los cuales 85 refirieron a controversias entre Estado- 
Inversor. Se estima que un 20% de estos arbitrajes involucran a una o más 
Partes provenientes de América Latina o tienen algún tipo de conexión con el 
continente latinoamericano. Por tanto, se indica que se ha convertido en uno de 
los foros más importantes para la solución de controversias entre Estados e 
inversores, siendo uno de los medios alternativos al Centro Internacional de 
Arreglo de Diferencias relativa a Inversiones (CIADI). 


La Corte tuvo su primera experiencia en el arbitraje en una controversia 
de inversiones en América Latina en 2007, siendo en la actualidad uno de los 
foros preferidos para la solución de controversias entre Estados e inversores, lo 
que se ve traducido en la celebración de Acuerdos de Sede. Es el caso del 
Acuerdo que firma Uruguay en la fecha indicada anteriormente, por el que se 
crea el marco jurídico que permite que cualquier procedimiento arbitral 
administrado por la Corte pueda efectuarse en el territorio del Estado anfitrión, 
acercando los servicios del Organismo a la Región sin necesidad de que la 
misma tenga presencia física en la República. 
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El Acuerdo consta de 1 Preámbulo y 16 artículos. 


A continuación hacemos referencia a los citados artículos: 


Artículo 1*. En este artículo se indican las definiciones. 


Artículo 2”.Refiere a la Personalidad Jurídica. La Corte Permanente de 
Arbitraje tiene la personalidad jurídica necesaria para cumplir con sus 
propósitos y objetivos en la República Oriental del Uruguay. Por tanto, es un 
sujeto con capacidad de suscribir tratados, acuerdos, entre otros derechos. 


Artículo 3”. Establece que Uruguay será país Sede de la Corte, y su 
deber de esforzarse por facilitar el trabajo de ésta en la resolución pacífica de 
controversias internacionales por medio del arbitraje, la mediación, la 
conciliación y las comisiones de investigación, o sea los medios no 
jurisdiccionales de solución pacifica de controversias internacionales. Prevé 
que el Estado Uruguayo pondrá a disposición de la Corte y sin costo alguno 
para la misma, las oficinas, salas de reunión, medios de comunicación y los 
servicios administrativos que se consideren necesarios por el Secretario 
General y otros funcionarios de la Corte para llevar a cabo los Procedimientos y 
Reuniones a desarrollarse en el Estado anfitrión. 


Artículo 4”. Sobre Persona de Contacto. Refiere que las cuestiones 
relacionadas con la implementación de este Acuerdo, serán coordinadas por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay, siendo el Secretario General 
Adjunto el contacto principal para el Estado Uruguayo. 


Artículo 5%. Refiere a Privilegios e Inmunidades de la Corte. Indica que 
la Corte así como sus bienes y haberes en cualquier parte y en poder de 
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cualquier persona gozarán de inmunidad contra todo procedimiento judicial, 
salvo su renuncia expresa a la misma. Esta no se aplicará a ninguna medida 
ejecutoria. A vía de ejemplo se señala entre otros, que los locales de la Corte 
son inviolables, gozarán de inmunidad contra allanamiento, requisa, 
confiscación o expropiación y contra toda otra forma de interferencia, ya sea de 
carácter ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo; los archivos, son 
inviolables dondequiera que se encuentren; sus bienes, ingresos y otros 
haberes, estarán exentos de toda contribución directa, de derechos de aduana, 
prohibiciones y restricciones respecto de artículos que importe o exporte para 
su uso oficial, así como de sus publicaciones. La correspondencia oficial será 
inviolable. 


Artículo 6%. Establece los Privilegios e Inmunidades de los Funcionarios 
y Árbitros de la Corte. Estos funcionarios y árbitros gozaran “mutatis mutandis”, 
de los mismos privilegios e inmunidades que aquellos acordados por el Estado 
Uruguayo a las Misiones Diplomáticas de rango equivalente, de conformidad 
con la Convención de Viena de 1961. Se señalan entre otras, inmunidad contra 
detención o arresto personal y embargo de su equipaje personal; inviolabilidad 
de todo papel o documento; inmunidad junto a sus familias de toda restricción 
de inmigración y de registro de extranjeros; derecho a importar, libres de 
derechos, sus muebles y efectos personales en el momento en el que ocupen 
su cargo. 


Artículo 7%. Refiere a Inmunidad del Representante del Estado 
Uruguayo. El Representante Uruguayo gozará de inmunidad contra todo 
procedimiento judicial respecto a expresiones ya sean orales o escritas y a 
cualquier acto ejecutado con carácter oficial y en cumplimiento de sus 
funciones en relación con el trabajo de la Corte Permanente de Arbitraje. Esta 
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inmunidad continuará aún después de que haya cesado en el ejercicio de sus 
funciones en relación con la Corte. 


Artículo 8% Se establecen Privilegios e Inmunidades de los 
Participantes en los Procedimientos necesarios para el ejercicio independiente 
de sus funciones, sujetos a la producción de un documento por parte de la 
Corte que certifique que su participación es requerida y que especifique el 
período necesario para la misma. Los funcionarios de la Corte, tendrán los 
privilegios previstos en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas 
desde el momento de su contratación por la Corte, estén o no presentes en el 
Estado anfitrión, derechos que también se extienden a los Árbitros. 


Artículo 9%. Refiere a Adquisición y Renuncia de Privilegios e 
inmunidades. Se establecen las formalidades para la adquisición y renuncia de 
estos beneficios. 


Artículo 10%, Se destacan situaciones individualizadas como abuso en la 
utilización de los Privilegios e Inmunidades. Prevén que: a) las personas 
mencionadas en los artículos 6 a 8 del Presente Acuerdo, deben observar las 
leyes y reglamentos del Estado Anfitrión y que no interferirán en los asuntos 
internos de la República Oriental del Uruguay; b) el Secretario General tomará 
todas las precauciones para garantizar que no se produzca un abuso de los 
privilegios e inmunidades previstos en los artículos 6 a 8 del presente Acuerdo; 
c) en caso de abuso de los privilegios e inmunidades cometidos por las 
personas mencionadas en los artículos 6 a 8 en el curso de las actividades 
realizadas en el Estado anfitrión fuera de sus funciones oficiales, el Estado 
Uruguayo podrá requerir a estas personas que abandonen el territorio, si se 
cumplen las circunstancias previstas en el numeral 3 literales a y b del presente 
artículo. 
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Artículo 11%. Regula aspectos de Seguridad. Establece la obligación 
especial del Estado Uruguayo de adoptar todas las medidas apropiadas para 
proteger los Procedimientos y Reuniones de la Corte Permanente de Arbitraje 
celebrados en su territorio. Asimismo se indica el deber de tomar todas las 
medidas necesarias para facilitar y permitir la entrada y la permanencia en el 
territorio del Estado anfitrión de las personas que no sean residentes o 
nacionales de dicho Estado y que ingresen como Árbitros de la Corte o 
miembros de sus familias, Participantes en los Procedimientos y otras personas 
que asistan a las Reuniones de la misma. 


Artículo 12”. Regula aspectos de entrada al País Sede y Facilitación de 
viajes. Establece, entre otros, que la República Oriental del Uruguay deberá 
tomar todas las medidas necesarias para facilitar y permitir la entrada y la 
permanencia en el territorio del Estado anfitrión de las personas que no sean 
residentes o nacionales de dicho Estado, y que ingresen como Árbitros de la 
Corte o miembros de sus familia, funcionarios de la Corte o miembros de sus 
familias, Participantes en los Procedimientos, y otras personas que asistan a 
las Reuniones de la referida Corte; la obligación del Estado Uruguayo de tomar 
todas las medidas razonables para asegurar que los visados que sean 
necesarios para cualquiera de las personas indicadas en el párrafo 1) de este 
artículo, sean emitidos tan pronto como sea posible, y sin cargo alguno. 


Artículo 13%. Refiere a la Cooperación Regional. La República Oriental 
del Uruguay reconoce la importancia de la cooperación regional para la 
solución efectiva de las controversias internacionales y regionales. Establece el 
deber del Estado Uruguayo de comunicar la existencia de las instalaciones 
designadas en virtud del presente Acuerdo a los funcionarios competentes de 
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otros países de la misma región y fomentar su uso para los Procedimientos de 
la CPA. 


Artículo 14%. Sobre Responsabilidad Internacional. Prevé que el Estado 
Uruguayo no incurrirá en responsabilidad internacional por las acciones u 
omisiones de la Corte Permanente de Arbitraje o de los funcionarios de la 
misma que actúen o se abstengan de actuar dentro del ámbito de sus 
funciones, con excepción de la responsabilidad internacional en la que 
incurriría como una Parte Contratante de la Convención de 1899. 


Artículo 15%. Regula aspectos de solución de Controversias. Toda 
controversia que surja entre las Partes del presente Acuerdo respecto a la 
interpretación o aplicación del mismo y que no pueda solucionarse mediante 
negociaciones, se resolverá mediante arbitraje definitivo y vinculante de 
conformidad con el Reglamento Facultativo de Arbitraje de la Corte 
Permanente de Arbitraje para el Arbitraje comprendiendo Organizaciones 
Internacionales y Estados vigente en la fecha de la firma del presente Acuerdo. 
Se indica que el número de árbitros será uno y que la autoridad nominadora 
será el Presidente de la Corte internacional de Justicia. 


Artículo 16. Sobre Disposiciones Finales. Entrada en vigor. Consultas 
respecto a modificaciones. Terminación. Prevé la entrada en vigor a los treinta 
días de la fecha de notificación por parte del Estado Uruguayo a la Corte de 
que se han cumplido todos los requisitos legales y administrativos internos 
necesarios previstos en el presente Acuerdo. Se estable que cualquiera de las 
Partes podrán iniciar consultas respecto a la modificación del presente 
Acuerdo. En cuanto a la posibilidad de terminación establece que el mismo 
podrá realizarse por mutuo acuerdo entre CPA y el Estado Uruguayo o por 
iniciativa de cualquiera de las Partes, mediante notificación escrita de una Parte 
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a la otra, con una antelación no inferior a un año a la fecha efectiva de 
terminación. 


Tomando en cuenta las consideraciones antes mencionadas, la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores recomienda 
al cuerpo convalidar el mencionado Acuerdo, mediante la aprobación del 
Proyecto de Ley enviado por el Poder Ejecutivo que fuera sancionado por la 
Cámara de Representantes el 5 de diciembre de 2018. 

Sala de la Comisión, 5 de setiembre de 2019. 


MÓNICA XAVIER 
Miembro Informante 


CARLOS BARÁIBAR 
PEDRO BORDABERRY 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
JORGE SARAVIA 
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Texto del acuerdo 


ACUERDO DE SEDE 


ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Y 
LA CORTE PERMANENTE DE ARBITRAJE 


Preámbulo 


LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA CORTE 
PERMANENTE DE ARBITRAJE, 


CONSIDERANDO QUE: 


El arbitraje internacional es un método importante para la resolución 
pacifica de controversias intemacionales; 


La Corte Permanente de Arbitraje fue creada por la Convención de 1899 
para la Resolución Pacífica de Controversias Internacionales (la 
“Convención de 1899”) en la primera Conferencia de Paz de La Haya, 
celebrada “con el propósito de buscar los medios más objetivos para 
asegurar a todos los pueblos los beneficios de una paz real y duradera”; 


La Convención de 1899 fue revisada por la Convención de 1907 para la 
Resolución Pacífica de Controversias Internacionales (la “Convención de 
1907”), adoptada en la segunda Conferencia de Paz de La Haya; 


En las Convenciones de 1899 y 1907, las Partes Contratantes acordaron 
mantener la Corte Permanente de Arbitraje accesible en todo momento, 
como una institución global para la resolución de controversias 
internacionales por medio de la intervención de terceros; 


Para alcanzar los objetivos de las Convenciones de 1899 y 1907, es 
necesario que los Países Miembros de todas las regiones del mundo 
disfruten del acceso a los servicios de resolución de controversias 
internacionales brindados por la Corte Permanente de Arbitraje; 


La República Oriental del Uruguay es una Parte Contratante de la 
Convención de 1899 y el Secretario General de la Corte Permanente de 
Arbitraje ha invitado al Estado Uruguayo a ser un país sede para los 
procedimientos de arbitraje, mediación, conciliación y las comisiones de 
investigación administrados por la Corte Permanente de Arbitraje; y 


La República Oriental del Uruguay ha aceptado la invitación del Secretario 
General de la Corte Permanente de Arbitraje; 


HAN ACORDADO LO SIGUIENTE: 
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Artículo 1— Definiciones 
Para los efectos del presente Acuerdo: 


“Autoridad Competente”, conforme al sentido del artículo 11 de este 
Acuerdo, se refiere a la autoridad estatal, municipal u otra del Estado 
Uruguayo según corresponda en el contexto de las disposiciones 
pertinentes en este Acuerdo y de conformidad con las leyes y costumbres 
aplicables en el Estado anfitrión; 


“Convención de Viena de 1961” se refiere a la Convención de Viena sobre 
Relaciones Diplomáticas, adoptada en Viena el 18 de abril de 1961; 


“Estado Uruguayo” o “Estado anfitrión” se refiere a la República Oriental 
del Uruguay; 


“Ministerio de Relaciones Exteriores” se refiere al Ministerio de 
Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay; 


“Representante del Estado Uruguayo” se refiere a cualquier persona 
designada por el Estado Uruguayo para asistir en el desarrollo de cualquier 
Procedimiento o Reunión de la CPA en el Estado Uruguayo; 


“Corte Permanente de Arbitraje” o “CPA” se refiere a la Corte Permanente 
de Arbitraje, con sede en La Haya; 


“Árbitro de la CPA” se refiere a cualquier árbitro, mediador, conciliador o 


miembro de una comisión de investigación que participe en una audiencia, 
reunión o cualquier otra actividad en relación con los Procedimientos de la 


CPA; 


“Funcionarios de la CPA” se refieren al Secretario General y a todos los 
integrantes del personal de la Oficina Internacional; 


“Miembros de sus Familias” se refiere al cónyuge o pareja de hecho, así 
como a los familiares dependientes de éstos; 


“Oficina Internacional” se refiere a la Oficina Intemacional de la Corte 
Permanente de Arbitraje; 


“Participante en los Procedimientos” se refiere a cualquier persona (física o 
jurídica) que participe en una audiencia, reunión u otra actividad en 
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relación con los Procedimientos de la CPA, incluyendo pero no limitándose 
a un testigo, perito, abogado, parte, agente u otro representante de una 
parte, intérprete, traductor, estenógrafo o cualquier otra persona nombrada 
pan asistir a un Árbitro de la CPA, tales como asistente o secretario del 
tribunal; 


“Procedimientos de la CPA” se refieren a todos los procedimientos de 
resolución de controversias administrados por o bajo los auspicios de la 
CPA, ya sea en virtud o no de la Convención de 1899 o 1907 o de 
cualquiera de los reglamentos procesales facultativos de la CPA; 


“Reunión de la CPA” se refiere a toda reunión organizada por la CPA o 
bajo el patrocinio o auspicio de la CPA, incluidas las audiencias realizadas 
en el contexto de los Procedimientos de la CPA y conferencias; y 


“Secretario General” se refiere al jefe de la Oficina Internacional; 


Artículo 2— Personalidad Jurídica 


La Corte Permanente de Arbitraje tiene la personalidad jurídica necesaria 
para cumplir con sus propósitos y objetivos en la República Oriental del 
Uruguay. 


Artículo 3 — Cooperación 


(1) La República Oriental del Uruguay será un país sede de la CPA. 
Como país sede, el Estado Uruguayo se esforzará para facilitar el 
trabajo de la CPA en la resolución pacífica de controversias 
internacionales por medio del arbitraje, la mediación, la conciliación y 
las comisiones de investigación, así como en proporcionar la 
asistencia apropiada | los gobiernos, organizaciones 
intergubernamentales, y otras entidades. 


(2) El Estado Uruguayo pondrá a disposición de la CPA, según las 
necesidades del momento, y sin costo alguno para la CPA, las oficinas 
y las salas de reunión (incluidos todos los servicios esenciales para 
ello) y aquellos servicios administrativos que se consideren necesarios 
por el Secretario General u otros Funcionarios de la CPA para llevar a 
cabo las actividades relacionadas con los Procedimientos de la CPA, 
así como para las Reuniones de la CPA, a desarrollarse en el Estado 


anfitrión. 
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Junto con el espacio de oficinas o reuniones que se ponga a 
disposición de la CPA bajo los términos de este Acuerdo, el Estado 
Uruguayo pondrá a su disposición, sin costo alguno para ésta, medios 
telefónicos, fax, internet u otras comunicaciones que se consideren 
necesarios por el Secretario General u otros Funcionarios de la CPA. 


Artículo 4-— Persona de Contacto 


Por parte del Estado anfitrión, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
coordinará, en nombre del Estado Uruguayo todas las cuestiones que 
puedan surgir con respecto a la implementación del presente Acuerdo. 


Por parte de la CPA, el Secretario General Adjunto servirá como 
persona de contacto principal para el Estado Uruguayo. 


Artículo 5 — Privilegios e Inmunidades de la CPA 


La CPA, así como sus bienes y haberes en cualquier parte y en poder 
de cualquier persona, gozarán de inmunidad contra todo 
procedimiento judicial a excepción de los casos en que se renuncie 
expresamente a esa inmunidad. Se entiende, sin embargo, que esa 
renuncia no se aplicará a ninguna medida judicial ejecutoria. 


Los locales de la CPA son inviolables. Los haberes y bienes de la 
CPA, dondequiera que se encuentren y en poder de quien quiera que 
sea, gozarán de inmunidad contra allanamiento, requisa, confiscación 
y expropiación y contra toda otra forma de interferencia, ya sea de 
carácter ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo. 


Los archivos de la CPA, y en general todos los documentos que le 
pertenezcan o se hallen en su posesión, son inviolables dondequiera 
que se encuentren. 


Sin verse afectadas por ordenanzas fiscales, reglamentos o moratorias 
de cualquier naturaleza, 


(a) La CPA podrá tener fondos, divisa corriente de cualquier clase u 
otros activos, y llevar sus cuentas en cualquier divisa; 
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(b) La CPA tendrá libertad para transferir sus fondos, divisas y 
activos a, desde o dentro de la República Oriental del Uruguay, y 
para convertir a cualquier otra divisa la divisa corriente que tenga 
en custodia, 


(5) En el ejercicio de sus derechos conforme al párrafo 4 precedente, en el 


(6) 


(7) 


(8) 


(9) 


Estado anfitrión, la CPA prestará la atención debida a toda 
reclamación del Estado Uruguayo de hasta donde se considere que 
dichos reclamos se pueden tomar en consideración sin detrimento de 
los intereses de la CPA. 


La CPA, así como sus bienes, ingresos y otros haberes, estará: 


(a) exenta de toda contribución directa; entendiéndose, sin embargo, 
que la CPA no podrá reclamar exención alguna por concepto de 
contribuciones que, de hecho, constituyan una remuneración por 
servicios públicos; 


(b) exenta de derechos de aduana, prohibiciones y restricciones 
respecto de los artículos que importe o exporte para su uso 
oficial. Se entiende, sin embargo, que los artículos que se 
importen libres de derechos no se venderán en el país donde sean 
importados sino conforme a las condiciones que se acuerden con 


ese país; y 


(c) exenta de derechos de aduana, prohibiciones y restricciones 
respecto a la importación y exportación de sus publicaciones. 


Si bien la CPA, por regla general, no reclamará exención de impuestos 
al consumo o a la venta sobre muebles o inmuebles que estén 
incluidos en el precio a pagar, cuando la CPA efectúe compras 
importantes de bienes destinados a uso oficial, sobre los cuales ya se 
haya pagado o se deba pagar tales impuestos, la autoridad competente 
en el Estado Uruguayo tomará las medidas necesarias para en caso de 
ser posible se efectúe la devolución o remisión de la cantidad 


correspondiente al impuesto. 


El Estado Uruguayo permitirá y protegerá la libre comunicación por 
parte de la CPA para todos los fines oficiales. 


Para sus comunicaciones oficiales, la CPA gozará, en el territorio de 
la República Oriental del Uruguay, de facilidades de comunicación no 
menos favorables que aquéllas acordadas por el Estado Uruguayo a las 
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misiones diplomáticas, en lu que respecia a  prioriaades, 
contribuciones e impuestos sobre correspondencia, cables, telegramas, 
radiogramas, telefotos, teléfonos y otras comunicaciones, así como 
también tarifas de prensa para material de información destinado a la 
prensa y radio. 


(10) La correspondencia oficial de la CPA será inviolable. La CPA tendrá 


el derecho de usar claves y de despachar y recibir sus papeles o 
correspondencia, ya sea por estafeta o valija, las cuales gozarán de los 
mismos privilegios e inmunidades que los concedidos a estafetas y 
valijas diplomáticas. 


Artículo 6 — Privilegios e Inmunidades de los Funcionarios y Árbitros de 


(1 


(2) 


la CPA 


Los Funcionarios y Árbitros de la CPA gozarán, mutatis mutandis, de 
los mismos privilegios e inmunidades que aquéllos acordados por el 
Estado Uruguayo a los miembros de las misiones diplomáticas de 
rango equivalente, de conformidad con la Convención de Viena de 
1961. En la concesión de los privilegios e inmunidades a que se 
refiere este artículo, Estado anfitrión no dará un trato discriminatorio 
basado en la nacionalidad de los Funcionarios o Árbitros de la CPA. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, los privilegios e 
inmunidades acordados por Estado Uruguayo a los Funcionarios y 
Árbitros de la CPA no supondrán, bajo ninguna circunstancia, una 
protección inferior a: 


(a) inmunidad contra detención o arresto personal y embargo de su 
equipaje personal 


(b) respecto a actos y expresiones ya sean orales o escritas en tanto 
hechos en el desempeño de sus funciones, inmunidad contra todo 
procedimiento judicial. Dicha inmunidad contra procedimiento 
judicial continuará concediéndose incluso después de que la 
persona haya cesado de ejercer sus funciones en relación con la 
CPA; 


(c) inviolabilidad de todo papel o documento; 


(d) para los fines de sus comunicaciones con la CPA y en relación 
con los Procedimientos de la CPA, el derecho de usar claves y 
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despachar y recibir documentos y correspondencia por estafeta o 
valija sellada, que serán objeto de los mismos privilegios e 
inmunidades que las estafetas y valijas diplomáticas; 


(e) las mismas franquicias acordadas a los representantes de Estados 
extranjeros en misión oficial temporal, por lo que respecta a las 
restricciones sobre divisas extranjeras; 


(0) las mismas inmunidades y franquicias respecto a sus equipajes 
personales acordadas a los agentes diplomáticos; 


(g) exención de impuestos sobre cualesquiera honorarios, sueldos y 
emolumentos que les sean pagados por la CPA; 


(h) inmunidad contra todo servicio de carácter nacional; 


(i) inmunidad, junto con los Miembros de sus Familias, de toda 
restricción de inmigración y de registro de extranjeros; 


(j) junto con los Miembros de sus Familias, las mismas facilidades 
de repatriación en época de crisis internacional de que gozan los 
agentes diplomáticos; y 


(k) el derecho a importar, libres de derechos, sus muebles y efectos 
personales en el momento en el que ocupen su cargo en el Estado 
Uruguayo. 


Articulo 7-— Inmunidad del Representante del Estado Uruguayo 


El Representante del Estado Uruguayo gozará de inmunidad contra todo 
procedimiento judicial respecto a expresiones ya sean orales o escritas y a 
cualquier acto ejecutado con carácter oficial y en cumplimiento de sus 
funciones en relación con el trabajo de la CPA, inmunidad ésta que 
continuará aún después de que haya cesado en el ejercicio de sus funciones 
en relación con la CPA. 


Artículo 8 — Privilegios e Inmunidades de los Participantes en los 
Procedimientos 


(1) Los Participantes en los Procedimientos gozarán de los siguientes 
privilegios, inmunidades y facilidades necesarios para el ejercicio 
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independiente de sus funciones, sujetos a la producción del 
documento a que se refiere el párrafo 3 del presente artículo: 


(a) inmunidad contra detención o arresto personal o cualquier otra 
forma de restricción de su libertad; 


(b) inmunidad contra el embargo de su equipaje personal; 


(c) inmunidad contra toda forma de acción judicial respecto de todos 
sus actos y expresiones, ya sean orales o escritas, realizados en el 
desempeño de sus funciones en los Procedimientos de la CPA; 
inmunidad ésta que continuará luego de cesado en sus funciones; 


(d) inviolabilidad de todo papel o documento, cualquiera que sea su 
forma, y materiales relacionados con su participación en los 
Procedimientos de la CPA; inmunidad ésta que continuará luego 
de cesado en sus funciones; 


(e) para los fines de sus comunicaciones en relación con los 
procedimientos de la CPA, el derecho a recibir y despachar 
papeles y documentos en cualquier forma, por estafeta o en 
valijas selladas; 


(f) exención a toda restricción a la inmigración o registro de 
extranjeros cuando viajen en el marco de su participación en los 
Procedimientos de la CPA; y 


(g) las mismas facilidades de repatriación en época de crisis 
internacional que se otorgan a los agentes diplomáticos bajo la 
Convención de Viena de 1961. 


(2) Los Participantes en los Procedimientos que sean nacionales o 
residentes permanentes del Estado anfitrión disfrutarán de los 
siguientes privilegios, inmunidades y facilidades necesarios para su 
participación en los Procedimientos de la CPA: 


(a) inmunidad contra detención o arresto personal o cualquier otra 
forma de restricción de su libertad; 


(b) inmunidad contra toda forma de acción judicial respecto de todos 
sus actos y expresiones, ya sean orales o escritas, realizados en el 
desempeño de sus funciones en los Procedimientos de la CPA; 
inmunidad ésta que continuará luego de cesado en sus funciones; 
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(c) inviolabilidad de todo papel o documento, cualquiera que sea su 
forma o contenido, relativos a su participación en los 
Procedimientos de la CPA; inmunidad ésta que continuará luego 
de cesado en sus funciones; y 


(d) para los fines de sus comunicaciones en relación con los 
Procedimientos de la CPA, el derecho a recibir y despachar 
papeles y documentos en cualquier forma, por estafeta o en 
valijas selladas. 


(3) La CPA facilitará a los Participantes en los Procedimientos un 
documento que certifique que su participación es requerida por la 
CPA y que especificará el periodo de tiempo durante el cual dicha 
participación es necesaria. Este documento le será retirado al 
participante antes de su fecha de expiración si la presencia del 
Participante en los Procedimientos de la CPA o en el Estado anfitrión 
deja de ser necesaria. 


(4) Salvo disposición contraria del presente Acuerdo, los privilegios, 
inmunidades y facilidades a que se refieren los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo dejarán de aplicarse transcurridos quince días 
consecutivos desde la fecha en que la presencia de un determinado 
Participante en los Procedimientos deje de ser requerida por la CPA, 
siempre y cuando dicho Participante haya tenido la posibilidad 
efectiva de abandonar el Estado Uruguayo durante dicho período. 


($) Los Participantes en los Procedimientos no serán sometidos por el 
Estado Uruguayo a ninguna medida que pueda afectar su participación 
en los Procedimientos de la CPA, 


Artículo 9 - Adquisición y Renuncia de Privilegios e Inmunidades 


(1) Los Funcionarios de la CPA tendrán los privilegios e inmunidades 
previstos en la Convención de Viena sobre las Relaciones 
Diplomáticas de 1961 desde el momento de su contratación por la 
CPA, estén o no presentes en el Estado anfitrión. Los Árbitros de la 
CPA tendrán derecho a los privilegios e inmunidades desde el 
momento de su nombramiento como tales, se encuentren o no 
presentes en el Estado Uruguayo. 


(2) Cuando un Funcionario o Árbitro de la CPA esté presente en el Estado 
anfitrión, o pueda tener la necesidad de invocar los privilegios e 
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inmunidades en virtud del presente Acuerdo, se facilitará al Estado 
Uruguayo vía el Ministerio de Relaciones Exteriores una constancia 
con la firma del Secretario General que acredite la calidad de tal. 


Cuando el Representante del Estado Uruguayo sea designado para 
asistir en el desarrollo de los Procedimientos de la CPA en el Estado 
Uruguayo, éste gozará de las inmunidades conforme al presente 
Acuerdo a partir del momento de su designación. 


Al recibir la notificación de las partes en los Procedimientos de la 
CPA sobre el nombramiento de un Participante en los Procedimientos, 
se facilitará al Estado Uruguayo vía el Ministerio de Relaciones 
Exteriores una constancia con la firma de un Funcionario de la CPA 
que acredite la condición de esa persona. A la presentación de dicho 
certificado, las autoridades del Estado anfitrión le concederán los 
privilegios e inmunidades previstos en el artículo 3. 


Cuando se requiera determinar si una persona goza de determinada 
condición en virtud de este Acuerdo que le otorgue privilegios e 
inmunidades, o si determinadas palabras o actos están relacionados 
con el desempeño de las funciones oficiales de esa persona, dicha 
determinación se efectuará por la autoridad competente. 


Los privilegios e inmunidades previstos en los artículos 6 a 8 del 
presente Acuerdo se otorgan en interés de la buena administración de 
justicia y no en provecho personal de los propios individuos. La 
autoridad competente tiene el derecho y el deber de renunciar a la 
inmunidad en cualquier caso en que, según su propio criterio, la 
inmunidad impida el curso de la justicia y pueda ser renunciada sin 
que se perjudiquen los intereses de la CPA o de los Procedimientos de 
la CPA en cuya relación hayan sido concedidos tales privilegios e 
inmunidades. 


A los efectos del presente artículo, la autoridad competente será: 


(a) en el caso de los Árbitros y Funcionarios de la CPA (a excepción 
del Secretario General), el Secretario General; 


(b) en el caso del Secretario General, el Consejo de Administración 
de la CPA; 


(c) en el caso del Representante del Estado Uruguayo, el Secretario 
General; 
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(d) en el caso de los Participantes en los Procedimientos que 
representen a un Estado o que hayan sido designados por un 
Estado que sea parte en los Procedimientos de la CPA, ese 
Estado; y 


(e) en el caso de otros individuos que participen a instancia de una 
de las partes de los Procedimientos de la CPA, el Secretario 
General. 


Artículo 10-— Abuso de los Privilegios e Inmunidades 


(1) Sin perjuicio de los privilegios e inmunidades previstos en los 
artículos 6 a 8 del presente Acuerdo, los individuos mencionados en 
dichos artículos observarán las leyes y reglamentos del Estado 
anfitrión y no interferirán en los asuntos internos de la República 
Oriental del Uruguay. 


(2) El Secretario General tomará todas las precauciones para garantizar 
que no se produzca un abuso de los privilegios e inmunidades 
previstos en los artículos 6 a 8 del presente Acuerdo. Si el Estado 
Uruguayo considera que se ha producido un abuso de un privilegio o 
inmunidad previsto en los artículos 6 a 8 del presente Acuerdo, el 
Secretario General deberá, cuando así se le solicite, celebrar consultas 
con las autoridades competentes del Estado anfitrión para determinar 
si se ha producido tal abuso. Si las consultas no diesen un resultado 
satisfactorio para el Estado Uruguayo y el Secretario General, la 
cuestión se resolverá de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en el artículo 15 del presente Acuerdo. 


(3) En caso de abuso de los privilegios e inmunidades cometidos por los 
individuos mencionados en los artículos 6 a 8 en el curso de las 
actividades realizadas en el Estado anfitrión fuera de sus funciones 
oficiales, el Estado Uruguayo podrá requerir a estas personas que 
abandonen el territorio nacional, siempre y cuando: 


(a) en el caso de personas que gocen de privilegios e inmunidades, 
así como de exenciones y facilidades conforme al artículo 6, no 
se les requerirá que abandonen el Estado Uruguayo de otra 
manera que con arreglo al procedimiento diplomático aplicable a 
los agentes diplomáticos acreditados en el Estado anfitrión; y 
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(b) en el caso de todos los demás individuos a los que el artículo 6 no 
les resulte aplicable, no se emitirá ninguna orden de abandono de 
del territorio nacional a menos que el Ministerio de Relaciones 
Exteriores así lo haya aprobado y el Secretario General haya sido 
notificado con anterioridad. 


Artículo 11 — Seguridad 


El Estado Uruguayo tiene una obligación especial de tomar todas las 
medidas apropiadas para proteger los Procedimientos y Reuniones de 
la CPA celebrados en su territorio. Las Autoridades Competentes 
deberán asegurar la seguridad y tranquilidad de los Procedimientos y 
Reuniones de la CPA y deberán proteger los Procedimientos y 
Reuniones de la CPA contra toda intromisión, alteración de la paz o 
menoscabo de su dignidad. Las Autoridades Competentes deberán 
proporcionar protección adecuada dentro de los límites y en las 
inmediaciones de la oficina o reunión de la CPA, conforme sea 
necesario. En todos los casos, las medidas de seguridad serán tomadas 
en consulta con el Secretario General o un Funcionario de la CPA 
designado como su representante. 


El Estado Uruguayo deberá tratar a los Árbitros y Funcionarios de la 
CPA, los Participantes en los Procedimientos, y a sus respectivos 
acompañantes, así como a otras personas que asistan a las Reuniones 
de la CPA, con el respeto debido, y deberá tomar todas las medidas 
adecuadas para impedir cualquier atentado en contra de su persona, 
libertad o dignidad. Cuando así sca necesario para este fin, conforme 
se determine en consulta con el Secretario General o un Funcionario de 
la CPA designado como su representante, las Autoridades 
Competentes proveerán protección fisica adecuada para estas personas 
durante sus viajes y su permanencia dentro del territorio uruguayo. 


Artículo 12 — Entrada al País Sede y Facilitación de Viajes 


La República Oriental del Uruguay deberá tomar todas las medidas 
necesarias para facilitar y permitir la entrada y la permanencia en el 
territorio del Estado anfitrión de las personas que no sean residentes o 
nacionales de dicho Estado y que entren como Árbitros de la CPA o 
Miembros de sus Familias, Funcionarios de la CPA o Miembros de 
sus Familias, Participantes en los Procedimientos, y otras personas 
que asistan a las Reuniones de la CPA. 
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(2) El Estado Uruguayo deberá tomar todas las medidas razonables para 
asegurar que los visados que sean necesarios para cualquiera de las 
personas mencionadas en el párrafo | sean emitidos tan pronto como 
sea posible, y sin cargo alguno, a fin de permitir la realización puntual 
de los asuntos oficiales pertinentes a la CPA. 


(3) Ninguna actividad realizada por cualquier persona mencionada en el 
párrafo 1 en su capacidad con respecto a la CPA constituirá una razón 
para impedir su entrada o salida del territorio uuguayo o para exigir a 
dicha persona el abandono del territorio. 


(4) Con sujeción a las leyes y reglamentos que conciernen a las zonas en 
las que la entrada esté prohibida o regulada por razones de seguridad 
nacional, el Estado anfitrión garantizará la libertad de circulación y de 
tránsito en su territorio a las personas mencionadas en el párrafo 1. 
Cuando así sea neceserio para este fin, conforme sea determinado en 
consulta con el Secretario General o un Funcionario de la CPA 
designado como su representante, el Estado Uruguayo deberá poner a 
disposición de la CPA el transporte apropiado que permita a estas 
personas asistir a cualquier Procedimiento o Reunión de la CPA. 


Artículo 13 — Cooperación Regional 


La República Oriental del Uruguay reconoce la importancia de la 
cooperación regional para la solución efectiva de las controversias 
internacionales y regionales. Por lo tanto, el Estado Uruguayo deberá 
comunicar la existencia de las instalaciones designadas en virtud del 
presente Acuerdo a los funcionarios competentes de otros paises de la 
misma región y fomentar su uso para los Procedimientos de la CPA. 


Artículo 14 - Responsabilidad Internacional 


La República Oriental del Uruguay no incurrirá en responsabilidad 
internacional por las acciones u omisiones de la CPA o de los Funcionarios 
de la CPA que actúen o se abstengan de actuar dentro del ámbito de sus 
funciones, con excepción de la responsabilidad internacional en la que 
incurriría como una Parte Contratante de la Convención de 1899. 
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Artículo 15-— Solución de Controversias 


Toda controversia que surja entre las Partes del presente Acuerdo 
respecto a la interpretación o aplicación del mismo y que no pueda 
solucionarse mediante negociaciones, se resolverá mediante arbitraje 
definitivo y vinculante, de conformidad con el Reglamento 
Facultativo de Arbitraje de la Corte Permanente de Arbitraje para el 
Arbitraje Comprendiendo Organizaciones Intemacionales y Estados 
(el “Reglamento”), vigente en la fecha de la firma del presente 
Acuerdo. El número de árbitros será uno. La autoridad nominadora 
será el Presidente de la Corte Internacional de Justicia. 


En cualquiera de dichos procedimientos de arbitraje, no estarán 
disponibles los servicios de registro, archivo y de secretaría de la 
CPA, a que se refieren el artículo 1, párrafo 3, y el artículo 25, párrafo 
3, del Reglamento, y la CPA no estará facultada para solicitar, retener 
o desembolsar los depósitos de los costes tal y como se prevé en el 
artículo 41, párrafo 1, del Reglamento. 


Artículo 16- Disposiciones Finales 


El presente Acuerdo entrara en vigor a los treinta (30) días de la fecha 
de notificación por parte del Estado Uruguayo a la CPA de que se han 
cumplido todos los requisitos legales y administrativos internos 
necesarios para que el presente Acuerdo entre en vigor. 


A petición del Estado Uruguayo o de la CPA, se podrán iniciar 
consultas respecto a la modificación del presente Acuerdo. Cualquiera 
de dichas modificaciones será realizada con el consentimiento de 
ambas Partes del Acuerdo. 


El presente Acuerdo podrá ser terminado: 
(a) por mutuo acuerdo entre la CPA y el Estado Uruguayo; o 
(b) por iniciativa de cualquiera de las Partes, mediante notificación 


escrita de una Parte a la otra, con una antelación no inferior a un 
año a la fecha efectiva de terminación. 
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EN FE DE LO CUAL, los suscritos, debidamente autorizados para ello, 
han firmado y sellado el presente Acuerdo en dos originales, en los idiomas 
español e inglés, siendo ambos igualmente auténticos. 


Hecho en Montevideo el día 12 del mes de junio del año 20 


POR LA REPUBLICA POR LA CORTE 


ORIENTAL DEL URUGUAY PERMANENTE DE 
ARBITRAJE 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER .- Gracias, señora presidenta. 


Me referiré al Acuerdo de sede entre la República 
Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de Arbitraje, 
suscrito en Montevideo, el 12 de junio de 2018. El mensaje 
remitido por el Poder Ejecutivo destaca que la Corte Per- 
manente de Arbitraje es el organismo intergubernamental 
más antiguo en materia de solución pacífica de las contro- 
versias internacionales. Fue establecida en 1899 a través 
de la Convención de La Haya para la Resolución Pacífica 
de Controversias Internacionales. 


Posteriormente, su rol fue foco de discusión en la Con- 
ferencia de La Haya de 1907, cuando se debatió la posi- 
bilidad de que este organismo administrase arbitrajes de 
carácter obligatorio. Durante dicha conferencia, Uruguay 
mantuvo una postura sumamente firme en relación con el 
arbitraje, como mecanismo esencial y obligatorio para di- 
rimir conflictos entre Estados. 


La Corte Permanente de Arbitraje cuenta con 121 Es- 
tados miembros, incluyendo 22 países de América Latina. 
No es una corte en el sentido tradicional, sino un organis- 
mo permanente, en cuyo marco se constituyen tribunales 
arbitrales para la resolución de cada una de las disputas 
planteadas. 


De acuerdo con el informe anual de 2016, ese año la 
corte administró un total de 141 arbitrajes, de los que 85 
refirieron a controversias entre Estados e inversores. Ade- 
más, un 20 % de estos arbitrajes involucran a una o más 
partes provenientes de América Latina o tienen algún tipo 
de conexión con el continente. 


Por lo tanto, se indica que se ha convertido en uno de 
los foros más importantes para la solución de controver- 
sias entre Estados e inversores, siendo uno de los medios 
alternativos al Centro Internacional de Arreglo de Dife- 
rencias Relativas a Inversiones (CIADI). 


La Corte tuvo su primera experiencia en el arbitraje 
de una controversia de inversiones en América Latina en 
2007 y en la actualidad es uno de los foros preferidos para 
la solución de controversias entre Estados e inversores. 
Esto se ve traducido en la celebración de acuerdos de sede, 
como el firmado por Uruguay en la fecha anteriormente 
indicada, por el que se crea el marco jurídico que permi- 
te que cualquier procedimiento arbitral administrado por 
la corte pueda efectuarse en el territorio del Estado anfi- 
trión, acercando los servicios del organismo a la región, 
sin necesidad de que la misma tenga presencia física en 
la república. 
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El acuerdo consta de un preámbulo y de dieciséis 
artículos, pero realizaré una reseña de lo más importante. 
Sin dudas, este es un proyecto de ley sumamente trascen- 
dente para Uruguay y las eventuales controversias que se 
puedan plantear de aquí en adelante, pero como consta un 
informe escrito —que los señores senadores tienen en su 
poder—, abreviaré algunos conceptos sobre los elementos 
más destacados. 


Particularmente, el artículo 3. establece que Uruguay 
será país sede de la corte y su deber será esforzarse por 
facilitar el trabajo de esta en la resolución pacífica de con- 
troversias internacionales, por medio del arbitraje, la me- 
diación, la conciliación y las comisiones de investigación, 
o sea, los medios no jurisdiccionales de solución pacífica 
de controversias internacionales. También se prevé que 
el Estado uruguayo pondrá a disposición de la corte —sin 
costo alguno para esta— las oficinas, salas de reunión, me- 
dios de comunicación, servicios administrativos, etcétera, 
que se consideren necesarios por el secretario general y 
otros funcionarios del organismo, para llevar a cabo los 
procedimientos y reuniones a desarrollarse en el Estado 
anfitrión. 


Por otra parte, en los artículos 5.* al 10 se hace referen- 
cia a una serie de disposiciones de tipo diplomático, relati- 
vas a privilegios e inmunidades, que no detallaremos aquí. 


El artículo 12 regula aspectos de entrada al país sede 
y facilitación de viajes. Entre otras cosas, establece que 
la República Oriental del Uruguay deberá tomar todas las 
medidas necesarias para facilitar y permitir la entrada y 
la permanencia en el territorio del Estado anfitrión de las 
personas que no sean residentes o nacionales de dicho Es- 
tado, y que ingresen como árbitros de la corte o miembros 
de sus familias; funcionarios de la corte o miembros de 
sus familias; participantes en los procedimientos, y otras 
personas que asistan a las reuniones de la referida corte. 


A su vez, establece la obligación del Estado uruguayo 
de tomar todas las medidas razonables para asegurar que 
los visados que sean necesarios para cualquiera de las per- 
sonas indicadas en este artículo sean emitidos tan pronto 
como sea posible y sin cargo alguno. 


Por su parte, el artículo 13 refiere a la cooperación re- 
glional. Uruguay reconoce la importancia de la coopera- 
ción regional para la solución efectiva de las controversias 
internacionales y regionales. 


Se establece el deber del Estado uruguayo de comuni- 
car la existencia de las instalaciones designadas en virtud 
del presente acuerdo a los funcionarios competentes de 
otros países de la misma región y fomentar su uso para los 
procedimientos de la Corte Permanente de Arbitraje. 


El artículo 15 termina de redondear el informe al afir- 
mar que regula aspectos relativos a la solución de contro- 
versias. Así, toda controversia que surja entre las partes 
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del presente acuerdo respecto a su interpretación o aplica- 
ción y que no pueda solucionarse mediante negociaciones, 
se resolverá mediante arbitraje definitivo y vinculante, de 
conformidad con el Reglamento Facultativo de Arbitra- 
je de la Corte Permanente de Arbitraje para el Arbitraje, 
comprendiendo organizaciones internacionales y Estados. 
Todo esto quedará vigente en la fecha de la firma del pre- 
sente acuerdo. 


Asimismo, se indica que el número de árbitros será 
uno y que la autoridad nominadora será el presidente de la 


Corte Internacional de Justicia. 


Es cuanto queríamos decir, señora presidenta. Sugeril- 
mos al pleno su aprobación. 


SEÑORA PRESIDENTA - Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Sede entre la 
República Oriental del Uruguay y la Corte Permanente de 
Arbitraje, suscrito en la ciudad de Montevideo, República 
Oriental del Uruguay, el día 12 de junio de 2018». 

SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


31) SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SUCARGO 
A DOS FUNCIONARIAS 


SEÑOR CASTILLO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: quiero soli- 
citar que los asuntos que figuran en los numerales trece y 
catorce sean tratados a continuación. 


En el primero de ellos —carpeta 1375/2019—, el miem- 
bro informante será el señor senador Carrera y, en el se- 
gundo —carpeta 1361/2019—, el señor senador Bordaberry. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor senador Castillo. 


(Se vota). 
22 en 23. Afirmativa. 


Corresponde que el Senado pase a sesión secreta para 
considerar los asuntos que figuran en decimotercer y deci- 
mocuarto término del orden del día. 


(Así se hace. Son las 13:48). 

(En sesión pública). 

—Habiendo número, se reanuda la sesión. 
(Son las 13:53). 

—Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- El Se- 
nado, en sesión secreta, concedió venia al Poder Ejecutivo 
para destituir de su cargo a una funcionaria del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se realizarán las comuni- 
caciones pertinentes. 


32) POSTERGACIÓN DE LOS ASUNTOS DEL 
ORDEN DEL DÍA QUE NO FUERON 
TRATADOS 


SENOR CASTILLO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: solicito que 
los tres asuntos del orden del día de la sesión de hoy que 
no han sido tratados se incluyan en el orden del día de la 
sesión de mañana. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata de cuatro asuntos, 
ya que el punto 14 también quedó para mañana. 


Se va a votar la moción formulada por el señor senador 
Castillo. 


10 de setiembre de 2019 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


33) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA .- De acuerdo con lo resuelto, 
se levanta la sesión. 
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(Así se hace, a las 13:54, presidiendo la señora Patricia 
Ayala y estando presentes los señores senadores Amorín, 
Aristimuño, Aviaga, Baráibar, Besozzi, Bordaberry, 
Carrera, Castillo, Draper, Gallicchio, Garín, Heber, 
Iturralde, Laguarda, Lazo, Martínez Huelmo, Meléndez, 
Otheguy, Passada, Paternain, Pesce, Saravia, Vassallo y 
Xavier). 
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